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Teniendo siempre presente que el objetivo principal del Consejo General de Economistas de España 
no es otro que el de servir a las necesidades de los usuarios y de la sociedad en general, nos gustaría 
comenzar estas líneas explicando a los lectores de esta obra que el Comité del Sector Público del 
Consejo General de Economistas, Comité del que emana este Manual, está compuesto por interven-
tores públicos, auditores privados especializados en el sector público, así como académicos. Su crea-
ción obedeció a una voluntad de colaborar con los organismos públicos en la mejora del control y de 
la transparencia de las finanzas públicas en aras de fomentar la colaboración público-privada, tenien-
do muy presente que el papel del auditor privado en el Sector Público no debía limitarse únicamente 
a la colaboración señalada, sino que era –es– necesario potenciar el desarrollo del auditor privado 
como auditor externo de este sector como garantía de transparencia de la gestión pública. 
Participación ésta que, en el ámbito de este sector, puede ser muy amplia, englobando distintos tipos 
de auditoría: financiera, de cumplimiento de legalidad y operativa o de gestión e incluyendo diferentes 
áreas de la actividad como, por ejemplo, la contratación administrativa, la auditoría de ingresos tribu-
tarios y subvenciones, la legalidad presupuestaria, el cumplimiento de rendición de información, etc.  

Nos gustaría destacar que, desde el Comité, creíamos que faltaba un manual actualizado de contabi-
lidad y auditoría del sector público que fuera un referente en el sector para todos aquellos profesio-
nales –tanto del ámbito público como auditores privados– que realizan trabajos en el mismo y que les 
sirviera de guía para un mejor desarrollo de su actividad. La obra que prologamos recoge tanto cues-
tiones preliminares como es el marco normativo del sector público, así como la contabilidad de la 
administración pública y la auditoría de esa contabilidad pública. Se trata de una obra colectiva, para 
la que se ha contado con la colaboración de un grupo de expertos en dicha práctica profesional que 
han sido seleccionados atendiendo a criterios de rigor profesional.  

Creemos que, con esta publicación, cubrimos una necesidad existente en la actualidad. Como respon-
sables del Consejo General de Economistas de España y de su Comité del Sector Público, nos sentimos 
orgullosos de haber impulsado este manual y del resultado obtenido. Estamos convencidos de que 
esta obra va a estar en la mesa de los profesionales que se dedican a esta actividad como una guía 
de referencia para su trabajo diario. 

Finalmente, no resta sino felicitar a los coordinadores y autores por la alta calidad del trabajo realiza-
do, agradecer su esfuerzo y animarlos a que sigan trabajando en esta línea.
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PRESIDENTE.  
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Abordar una obra conjunta de esta magnitud ha sido todo un reto, con unos resultados finales que 
creemos satisfactorios y útiles, tanto por su contenido como por la seriedad y profesionalidad con que 
se abordan todas las temáticas propias del mismo, y que aquellos lectores que acudan a la misma 
podrán comprobar.  

El primero de los retos era el de la conformación del equipo de investigación y redacción, donde enten-
díamos que debíamos buscar un equilibrio entre la academia, la profesión y la experiencia directa en 
las administraciones públicas, sin duda un elemento diferenciador y clave de este manual, aspecto éste 
con el que estamos especialmente satisfechos tanto por la elección como por el posterior compromiso 
de todos ellos, ya que aun siendo difícil la composición del equipo, por el gran número de expertos 
que tenemos en nuestro país, los que finalmente pudieron y decidieron incorporarse al mismo han 
superado todas las expectativas que ya de por sí se les suponían en cuanto a conocimientos, capacidad 
de trabajo en equipo y dedicación al proyecto. El otro reto consistía en definir y estructurar todo el índi-
ce de temáticas a tratar. 

Antes de hablar del mismo, conviene recordar en esta introducción que los economistas, en concreto 
desde el CGE, siempre hemos estado ocupados y atentos a las necesidades del sector público. Por 
ejemplo, y entre otros, ya en el 2010 editamos un estudio denominado Análisis comparativo del nuevo 

Plan General de Contabilidad Pública, habiendo también realizado un seguimiento constante de las enti-
dades  públicas que sometían sus cuentas a auditoría, actualizando esta información en los años 2014 
y 2020. Así, el sector sector público español es un conjunto muy variado de instituciones, organismos 
y empresas caracterizados por su titularidad pública y que, por tanto, participan en las actividades polí-
ticas, administrativas, económicas y empresariales del país, con una aportación muy relevante al PIB y 
al empleo. Esto hace que sea muy necesario elaborar y aprobar toda una seria de normas y procedi-
mientos que contribuyan a mejorar la información y el control de la gestión de todas las denominadas 
Administraciones Públicas. Sin duda entre estas están la contabilidad y la auditoría, pues dentro de 
todo este entramado de legislación, procedimientos y normativa estas dos disciplinas contribuyen de 
forma muy fundamental a garantizar el control en el uso de los recursos financieros, a la gestión diaria 
de las mismas así como facilitan la siempre muy necesaria transparencia en su gestión. 

Es en este contexto, y por lo que decidimos abordar un manual como este, que en los últimos años se 
han producido importantes cambios en la regulación contable en España, estableciéndose todo un 
modelo dual, contabilidad presupuestaria y elaboración de información económico-financiera según 
los principios de contabilidad generalmente aceptados de aplicación al sector privado. No destacare-
mos aquí lo que ya se hace y muy bien en los siguientes capítulos, pero sí recordaremos que desde los 
años 80 del siglo pasado hasta nuestros días la evolución ha sido constante, desembocando todo ello, 
tras diversos planes y normativas específicas que han logrado una clara consolidación y madurez en 
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ambas disciplinas, en la aprobación de un nuevo Plan General de Contabilidad Pública, que ha ido 
teniendo las lógicas actualizaciones y/o modificaciones con diversos pasos adicionales para conseguir 
la plena armonización contable, la aplicación de las normas internacionales de contabilidad y la con-
solidación de los principios de transparencia y eficiencia en la gestión, así como otros cambios en rela-
ción a la formulación de Cuentas Anuales Consolidadas. Idéntico ha sido el proceso evolutivo en el 
ámbito del control de la gestión y la auditoría pública, con una actualización constante a través de la 
IGAE, con el apoyo de la profesión, de las normas internacionales de auditoría y su adaptación al 
ámbito público y, al igual que lo comentado anteriormente, abordado en el desarrollo de este manual. 

Por todo ello, en el desarrollo del segundo reto mencionado se decidió dividir este Manual de 
Contabilidad y Auditoría del Sector Público en cuatro bloques diferenciados, pero con una secuencia cro-
nológica que tiene todo el sentido. El primero de ellos –que abarca los capítulos 1 a 3– se dedica a 
enmarcar qué se considera sector público, sus características, tipología, la evolución del marco legal 
de la normativa contable en la administración pública así como el concepto, estructura y contenido del 
presupuesto. Visto lo anterior, los capítulos 4 a 10 configuran el segundo de los bloques, con un aná-
lisis muy detallado y riguroso de todas las problemáticas contables, por masas y elementos patrimo-
niales, desembocando en el capítulo10 donde se aborda el contenido y explicación de las cuentas 
anuales. Una vez afianzado lo anterior es el momento para que en el bloque tercero –capítulos 11 y 
12– se dedique tiempo a señalar las especifidades en el campo que nos ocupa tanto de la adminis-
tración local, como de los organismos autónomos y sociedades municipales. Por último, el bloque cuar-
to –capítulos 13 al 15– se subdividiría por un lado en los capítulos 13 y 14 referentes a las importan-
tes áreas del control interno y concepto, fases e informes de la auditoría pública. El capítulo 15, en 
esta última subdivisión de este bloque, vendría a a cerrar este manual con una dedicación especial a 
la contabilidad nacional y fundamentos del SEC 2010. 

Como indicábamos al inicio de esta introducción, entendemos que estamos ante un manual completo, 
riguroso y útil y que, dadas las características del equipo de autores que se conformó para su elabo-
ración, el usuario del mismo podrá apreciar ese valor añadido adicional que la composición y diferente 
procedencia de los mismos supone, estando seguros que será una referencia en el sector. Por tanto 
solo nos queda, no por habitual menos sincero, dar las gracias muy sinceramente a todos los autores 
así como a todo el equipo de colaboradores que desde el Comité del Sector Público del Consejo 
General de Economistas de España, así como desde el REA-CGE y EC-CGE, han aportado también su 
tiempo, dedicación y conocimientos técnicos para que podamos disfrutar de este manual.    
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CAPÍTULO 1. ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 

INTRODUCCIÓN 

A lo largo de la historia, la Administración Pública ha sido un factor fundamental en el desarrollo eco-
nómico, financiero, político y social de los diferentes países. Durante el último siglo los grandes cam-
bios políticos y económicos han afectado profundamente tanto a la estructura como a la organización 
de las Administraciones Públicas.  Los gobiernos necesitan una organización dinámica y flexible que 
les permita implantar y llevar a cabo el conjunto de medidas que garanticen el bienestar económico y 
social de sus ciudadanos. Las nuevas tecnologías, la sociedad de la información y la crisis financiera 
ha provocado un nuevo proceso de adaptación de los sistemas de gestión y organización basados en 
la eficiencia y la transparencia en la Administración Pública. 

En España el cambio de régimen político que se produjo con la aprobación de la Constitución de 1978 
supuso la adopción de una nueva organización territorial del país y el paso de una Administración 
Pública centralizada a una descentralizada. Este cambio de modelo en la organización produjo una 
reestructuración de los recursos materiales y humanos, una distribución de competencias y actividades 
y la creación y supresión de instituciones y organismos en la Administración Pública con el objetivo de 
adaptarla a las nuevas necesidades políticas, económico-financieras y sociales. Adicionalmente, la crisis 
económica y financiera, ciertos casos de corrupción y la falta de flexibilidad para adaptarse a los cam-
bios ha provocado la necesidad de emprender un proceso para la modernización de la Administración 
Publica, adoptando sistemas que le permiten una mayor comunicación y accesibilidad de los ciudada-
nos y aplicando en todos sus procedimientos el principio de transparencia y eficiencia en la gestión, 
con ayuda de las nuevas tecnologías de la información (ITC). 

En los últimos años se han elaborado y aprobado un conjunto de normas con la finalidad de mejorar 
el control de la gestión de las Administraciones Públicas, flexibilizar sus procedimientos para garantizar 
el buen funcionamiento de las mismas y el cumplimiento eficaz de sus actividades. Entre las normas 
que regulan la actividad de las Administraciones Públicas, las relativas a la contabilidad son funda-
mentales para garantizar el control en el uso de los recursos financieros y facilitar la transparencia en 
la gestión de la Administración Pública. 

1. EL SECTOR PÚBLICO. CONSIDERACIONES GENERALES 

El sector público es una parte fundamental de la estructura política, administrativa y económica de los 
países, incluso en aquellos en los que predomina el liberalismo económico, cuyo objetivo es producir 
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y distribuir equitativamente bienes y redistribuir la riqueza entre sus ciudadanos. La creación e implan-
tación del estado de bienestar social en los países desarrollados ha producido un aumento de la 
dimensión e importancia del sector público no sólo en la producción de bienes considerados públicos 
como sanidad, educación, justicia y defensa, sino también en actividades industriales, comerciales y 
financieras, siendo un sector fundamental para el desarrollo y crecimiento de los países. Sin embargo, 
la intervención del sector público en determinados sectores no ha producido los efectos esperados 
desde un punto de vista económico y social, provocando que en muchos países se reconsidere las acti-
vidades que debe de realizar el sector público, produciéndose un restructuración del mismo. 

El sector público español es un conjunto heterogéneo de diversas instituciones, organismos y empresas 
caracterizados por su titularidad pública y que participan en las actividades políticas, administrativas 
y económicas del país. Este sector está compuesto por dos grandes áreas, teniendo en cuenta las acti-
vidades que realizan cada una de ellas, su organización y la normativa que se les aplica: el sector públi-
co administrativo y el sector público empresarial, Comín y Díaz (2005). El sector público también con-
sume una gran cantidad de bienes y servicios, siendo un agente muy importante en la economía del 
país. Las  principales características del sector son: 

- Organización compleja. 

- Está sometido a una normativa específica para la contratación de bienes y servicios. 

- Elevado volumen de contratación. 

- Se encuentra sometido a procesos de gestión y control propios. 

Durante el siglo XX el sector público ha experimentado una gran transformación tanto en su estructura 
como en su participación en la actividad económica, financiera y social del país, especialmente a partir 
de los años 60, cuando comienza un periodo de desarrollo económico impulsado por un sector público 
en expansión. En los siguientes años se produjeron  determinados hechos tanto políticos como eco-
nómicos que condicionaron la evolución del mismo, siendo uno de los más importantes el cambio polí-
tico y territorial que se produjo con la aprobación de la Constitución de 1978. Finalmente, la entrada 
de España en la Unión Europea y la aplicación de las políticas de estabilidad y control presupuestario 
han supuesto una importante modificación en la estructura, composición y actividades del sector públi-
co español. 

Para determinar el tamaño y la importancia del sector público en un país se suele utilizar el porcentaje 
del gasto público sobre el PIB, Sáez Rodríguez (2008). En España el gasto público ha sufrido un impor-
tante crecimiento durante este periodo, aunque no ha sido un crecimiento uniforme, se han producido 
etapas de disminución, otras de crecimiento sostenido y otras de un elevado crecimiento coincidiendo 
con las diferentes circunstancias políticas y económicas que ha atravesado el país. La composición del 
gasto público a partir del año 1978 sufre una profunda reestructuración, produciéndose un crecimien-
to muy elevado del gasto social por la implantación del estado de bienestar social y una disminución 
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del gasto de la Administración del Estado mientras se incrementa en otras administraciones territoria-
les de nueva creación, las Comunidades Autónomas, debido a la nueva organización territorial del 
Estado. En los últimos años del siglo XX los requisitos impuestos por la Unión Europea para poder inte-
grarse en la Unión Económico y Monetaria supusieron la aplicación de una política presupuestaria más 
restrictiva disminuyendo el gasto y el déficit público. Estas medidas se han visto alteradas por la pan-
demia causada por el virus covid-19, permitiendo las autoridades europeas una relajación en las medi-
das de contención del gasto y el déficit público, aunque este incremento del gasto sólo se permitirá 
de forma transitoria para asegurar la recuperación económica, volviendo en un plazo breve a las medi-
das de contención y disminución del gasto público. En el gráfico 1.1 se observa la evolución experi-
mentada por el gasto público en España desde el año 1980. El gasto público ha ido aumentado duran-
te todos estos años hasta el año 2008 cuando comienza la crisis financiera produciéndose una esta-
bilización y posterior disminución del volumen de gasto y una disminución en los siguientes periodos, 
hasta el año 2018, en el que comienza de nuevo a crecer. 
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GRÁFICO 1.1. EVOLUCIÓN DEL GASTO PÚBLICO EN ESPAÑA DESDE 1980 HASTA 2020

Fuente: Ministerio de Hacienda.

Otro indicador que nos permite determinar la importación de este sector en la economía del país es 
el volumen de trabajadores vinculados al mismo. En el gráfico 1.2 se puede observar el volumen de 
empleados públicos de la Administración del Estado, Autonómica y Local. Mientras que las 
Administración del Estado y Local se han mantenido con pequeñas variaciones estables, la 
Administración Autonómica muestra una tendencia al alza, salvo en el periodo de crisis, siendo su 
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volumen de empleados superior a la suma de los empleados de las otras dos administraciones. En rela-
ción al tipo de empleado público el 53,31% es personal funcionario de carrera, un 22,35% es personal 
laboral y el resto, un 24,34% es personal funcionario interino, personal eventual y otro personal, según 
los datos del Ministerio de Política Territorial y Función Pública. En la Administación del Estado el 
81,13% del personal es funcionario de carrera, mientras que en las Comunidades Autónomas es el 
51,83% y en las Entidades Locales el 32,71%. Del total de empleados públicos, el 57,59% son muje-
res y el 42,41% son hombres.  España tiene, en 2021, 2.710.405 empleados públicos, por lo tanto, el 
empleo en este sector representa un volumen importante en la economía del país, mostrando la impor-
tancia de dicho sector, gráfico 1.2. 
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GRÁFICO 1.2. VOLUMEN DE EMPLEADOS PÚBLICOS EN LA ADMINISTRACIÓN DEL ESTADO, 
COMUNIDADES AUTÓNOMAS Y ENTIDADES LOCALES  

Fuente: Ministerio de Política territorial y Función Pública. 

El sector público se ha convertido en un sector fundamental para garantizar la estabilidad, el creci-
miento y desarrollo económico y el bienestar de la sociedad. Sin embargo, es necesario gestionar y 
controlar las actividades que realiza para garantizar su eficacia y la aplicación eficiente de los recursos. 
En la actualidad el sector público se encuentra en un proceso de renovación y adaptación a las nuevas 
tecnologías, así como a la implantación de modelos de gestión y control que garanticen la transparen-
cia que reclaman los ciudadanos. La diversidad de entes y entidades que forma este sector y el incre-
mento continuo de  las actividades que desarrollan supone una gran dificultad para la realización de 
un control generalizado de los mismos. Nos encontramos con un sector muy heterogéneo formado por 
entidades de la administración central y territorial, organismos autónomos, fundaciones y empresas 
que está sometido a normas y estructuras muy diferentes.  
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2. MARCO NORMATIVO REGULADOR DEL SECTOR PÚBLICO 

2.1. Introducción 

La Constitución otorga al Estado la competencia exclusiva para establecer el régimen jurídico básico 
de las Administraciones Públicas en su artículo 149.1.18ª. Cumpliendo con este mandato, la regula-
ción del sector público ha sufrido durante estos años una profunda transformación para adaptarse a 
la nueva organización territorial, política, económica, financiera y social del país. Estos cambios se 
recogieron en la ley 30/1992 de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas, siendo la primera normativa que regulaba conjuntamente la organización y los procedimien-
tos de actuación de las Administraciones Públicas. En los años siguientes se fueron desarrollando los 
principios y conceptos establecidos en esta ley mediante la aprobación de determinadas leyes (la Ley 
6/1997 de organización y funcionamiento de la Administración General del Estado, la Ley 50/1997 del 
Gobierno, la Ley 28/2006 de Agencias Estatales para la mejora de los servicios públicos y la Ley 
11/2007 de acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos) y Reales Decretos y otras 
disposiciones de rango inferior. Sin embargo, esta normativa no era suficiente para satisfacer las nue-
vas situaciones a las que se enfrenta el sector público, siendo necesario realizar un proceso de reforma 
que permitiera dotar al sector público del aparato jurídico necesario para afrontar con garantías las 
necesidades del país provocadas por la crisis económica de 2008, basado en la disciplina presupues-
taria y el control de los recursos públicos. El Gobierno creó una Comisión para analizar la reforma de 
la Administración CORA, que emitió un informe donde se proponían una serie de medidas basadas en 
la transparencia y la eficiencia de la Administración Pública. Para alcanzar estos objetivos y, además, 
adaptar nuestra legislación a la de la Unión Europea se aprobó la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 
Transparencia, Acceso a la información pública y buen gobierno. Este proceso culmina con la elabora-
ción y aprobación de la Ley 39 de Procedimiento Administrativo Común y la Ley 40/2015, de 1 de octu-
bre, de Régimen Jurídico del Sector Público. 

2.2. Régimen Jurídico del Sector Público 

La Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, tiene como objetivo estable-
cer la normativa relativa a la organización, funcionamiento y régimen sancionador aplicable por los 
siguientes entes, según lo establecido en el artículo 1: 

- La Administración General del Estado 

- Las Administraciones de las Comunidades Autónomas 

- Las Entidades que integran la Administración Local. 

- El sector público institucional. 
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El artículo 2.2 de la Ley 40/2015 determina los entes que se integran en el sector público institucio-
nal: 

- Cualesquiera organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o dependientes de las 
Administraciones Públicas. 

- Las entidades de derecho privado vinculadas o dependientes de las Administraciones Públicas que 
quedarán sujetas a lo dispuesto en las normas de esta Ley que específicamente se refieran a las mis-
mas, en particular a los principios previstos en el artículo 3, y en todo caso, cuando ejerzan potes-
tades administrativas. 

- Las Universidades Públicas que se regirán por su normativa específica y supletoriamente por las pre-
visiones de la presente Ley. 

Esta normativa establece la legislación básica sobre el régimen jurídico administrativo aplicable a toda 
la Administración Pública y el régimen específico de la Administración del Estado. Se regulan las rela-
ciones internas entre Administraciones, complementándose con lo establecido en la Ley Orgánica 
2/2012, de 27 de abril de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera y las Leyes de 
Generales Presupuestarias. Además, se establece como principios generales de todas las 
Administraciones Públicas en el ejercicio de sus funciones: 

- Eficacia. 

- Jerarquía. 

- Descentralización. 

- Desconcentración. 

- Coordinación. 

- Sometimiento pleno a la Ley y al Derecho. 

- Transparencia. 

- Planificación y dirección por objetivos. 

La Ley 39/2015 regula el procedimiento administrativo de todas las entidades comprendidas en el con-
cepto de sector público. Entre las novedades que esta normativa establece en el procedimiento de 
actuación de estos organismos destacan las relativas a la administración electrónica, según lo estable-
cido por la Ley19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la información pública y buen 
gobierno. Esta normativa resulta fundamental en una situación de gran preocupación de los ciudada-
nos por la corrupción y transparencia de los poderes públicos. La aplicación de esta normativa y la uti-
lización de las TIC en las administraciones públicas ha permitido la publicación de contenidos, de datos 
y amentar la relación con los ciudadanos, Bonsón et al. (2021). Además, se han reducido los costes de 
publicación y distribución, Roberts (2006). La introducción del e-goverment mejora la gestión y reduce 
la corrupción de forma significativa, Andersen (2009). 
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Junto con esta normativa aplicable a todo el sector público, se ha ido elaborando y aprobando durante 
este periodo una legislación específica para la Administración Autonómica y Local, cumpliendo lo esta-
blecido en la Constitución y en la legislación aprobada por el Estado. 

Las Comunidades Autónomas, ejerciendo las competencias que les atribuyen la Constitución y sus 
Estatutos de Autonomía, deben desarrollar el marco jurídico aplicable a las instituciones y entes que 
componen el sector público autonómico según los principios establecidos en la Ley 40/2015. Durante 
estos últimos años las Comunidades Autónomas han reformado su normativa relativa al su sector 
público para adaptarla a las nuevos principios y objetivos establecidos en esta Ley.  

La Administración Local también ha sufrido durante estos años un proceso de reestructuración y reno-
vación para poder prestar los servicios de forma más eficiente y adecuada a las necesidades de sus 
ciudadanos. Los problemas de financiación y adaptación a las nuevas tecnologías y la aplicación de 
sistemas presupuestarios y de control más exhaustivos  han provocado la necesidad de crear un nuevo 
marco normativo, ya que, el que se recogía en la Ley 7/1985 Reguladora de las Bases de Régimen 
Local y el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, no era suficiente para afrontar la realización 
de sus funciones y los nuevos retos que la actual situación política, social, económica y financiera 
requiere. Para conseguir una Administración Local mejor estructurada, más eficiente y sometida a un 
estricto control financiero y presupuestario se aprueba la Ley 27/2013, de 27 de noviembre, de racio-
nalización y sostenibilidad de la Administración Local.  

Entre los objetivos que persigue esa Ley podemos destacar: 

- Clarificar las competencias de los entes municipales, evitando duplicidades con entidades de la 
Administración del Estado o Autonómica para aplicar el principio “una Administración, una compe-
tencia”. 

- Adaptar la organización de las Administración Local según los principios de eficiencia, estabilidad y 
sostenibilidad financiera. 

- Control presupuestario y financiero más riguroso y exhaustivo. 

- Favorecer la iniciativa privada reduciendo la intervención administrativa. 

- Clarificación de las competencias de las Administraciones Locales.  

2.3. La normativa contable en el Sector Público 

La contabilidad del sector público ha consistido durante muchos años en la contabilidad presupuesta-
ria, elaboración y seguimiento del Presupuesto, Montesinos (1993). En los últimos años se han produ-
cido importantes cambios en la regulación contable en España, estableciéndose en modelo dual, con-
tabilidad presupuestaria y elaboración de información económico-financiera según los principios de 
contabilidad generalmente aceptados de aplicación al sector privado. En 1981 se aprueba el primer 
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Plan General de Contabilidad Pública, aplicable al sector público estatal, pero posteriormente dse apli-
có a todos los organismos de carácter administrativo. En 1983 se aprueba una nueva versión del Plan 
aplicable a todo el sector público, excepto a las sociedades estatales. Posteriormente, se fueron apro-
bando adaptaciones de este Plan a determinados organismos públicos con características específicas. 
En 1986 el Real Decreto 324/1986 implanta un sistema integrado de información contable y presu-
puestaria denominado SICOP.  El conjunto de reformas realizadas culmina con la aprobación en 1994 
de un nuevo Plan General de Contabilidad Pública donde se introducen todas las modificaciones y 
adaptaciones necesarias para garantizar una gestión más eficiente del sector público.  

La aprobación de un nuevo Plan General de Contabilidad en 2007 aplicable al sector privado, y la 
adaptación de las normas internacionales de contabilidad y toda la normativa europea, van a influir 
en la regulación contable del sector público. Además, la adaptación del sistema contable del sector 
público a las nuevas exigencias de control, transparencia y estabilidad presupuestaria que se recogen 
en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, establece la necesidad de elaborar 
una nueva normativa contable para el sector, produciéndose la aprobación de un nuevo Plan General 
de Contabilidad Pública en 2010. Posteriormente, la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de 
Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, establece como principios fundamentales en la 
gestión de estas entidades los principios de sostenibilidad financiera, plurianualidad, responsabilidad 
y lealtad institucional. Es un paso más para conseguir la armonización contable, la aplicación de las 
normas internacionales de contabilidad y la consolidación de los principios de transparencia y eficien-
cia en la gestión. Se aprueba un nuevo Plan General de Contabilidad Pública mediante la Orden del 
Ministerio de Hacienda 820/2021 que modifica el Plan General de Contabilidad Pública de 2010 y 
recoge las modificaciones introducidas por la Orden 1489/2013 de formulación de Cuentas Anuales 
Consolidadas. 

 

3. TIPOLOGÍA. CARACTERÍSTICAS. DEFINICIÓN.  

3.1 Entidades que integran el Sector Público Español 

La aprobación de la Constitución de 1978 estableciendo un nuevo orden territorial, y la creación de 
un estado autonómico modificó la estructura y composición del sector público español. España se ha 
convertido en uno de los países con un mayor nivel de descentralización territorial e institucional, esta-
bleciendo tres niveles en su organización territorial Estado, Comunidades Autónomas y Municipios.  
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El sector público se organiza en: 

- Administración General del Estado 

- Comunidades Autónomas 

- Administraciones Locales 

- Empresas públicas 

- Fundaciones 

- Consorcios  

El gráfico 1.3 muestra los tipos de entidades que componen el sector público según su naturaleza. 
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GRÁFICO 1.3. COMPOSICIÓN DEL SECTOR PÚBLICO SEGÚN SU ACTIVIDAD

Una de las principales características del sector público es su elevado grado de heterogeneidad debido 
a la diferente naturaleza jurídica de los entes y entidades que lo integran. Esta gran variedad produce 
las siguientes situaciones: 

- Cada Administración elabora unas Cuentas Generales con diferente contenido y forma. 

- Una regulación o normativa diferente para cada ente. 

- Diferencias en la normativa contable que deben aplicar.  

- Están sometidas a control externo por diferentes entes. 

Fuente: Intervención General del Estado 

Sector público 
empresarial: 42,61%

Sector público
administrativo: 39,12%

Sector público
fundacional: 18,24%

Sin sector asignado: 0,04%
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El elevado volumen de entes y entidades administrativas y mercantiles que integran el sector público, 
sus diferencias en su naturaleza jurídica y en las actividades que realizan, dificulta su gestión y control. 
En un intento de clarificar los entes que integran el sector público y determinar a qué Administración 
corresponde su gestión, la Intervención General de la Administración Pública (IGAE) ha creado un por-
tal en su página web que recoge un inventario de todas las entidades del sector Administraciones 
Públicas, indicando a la Administración a la que pertenecen. En España hay un total de 16.851 orga-
nismos públicos, de los cuáles 317 dependen de la Administración del Estado, 1.314 de las 
Administraciones Autonómicas y 15.191 de la Administración Local, junto con 29 Fondos y Mutuas 
dependientes de la Seguridad Social. A partir del año 2008, debido a la crisis económica y financiera, 
se creó la Comisión de Reforma de las Administraciones Públicas (CORA) cuyo objetivo fue, durante la 
anterior crisis, suprimir aquellos entes u organismos del sector público que reflejaran duplicidades en 
su actuación o sus actividades no fueran necesarias, para conseguir un sector público mejor dimensio-
nado y eficiente. El gráfico 1.4 muestra el volumen de entes en la Administración del Estado, 
Autonómica y Local. 
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GRÁFICO 1.4. PORCENTAJES DE ENTES EN LA ADMINISTRACIÓN DEL ESTADO, AUTONÓMICA Y LOCAL 

Fuente: Intervención General del Estado 

Administración General
del Estado: 8,61%

Entidades Locales: 53,71%

Varias AAPP: 12,14%

CCAA: 25,54%

3.2 Entidades de la Administración del Estado 

En el proceso de descentralización del sector público, el primer nivel sería la Administración del Estado. 
El tamaño y volumen de actividad de esta administración ha sufrido una gran disminución con el pro-
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ceso de descentralización, traspasando un volumen muy importante de sus competencias y actuacio-
nes fundamentalmente a la Administración Autonómica y en menor medida a la Local. A pesar de esta 
disminución, la Administración del Estado sigue siendo una parte esencial del sector público del país. 

La Administración del Estado está compuesta por los siguientes entes y organismos según el artículo 
55 de la Ley 40/2015: 

- Organización Central, que integra los Ministerios y los servicios comunes. 

- La Organización Territorial. 

- La Administración General del Estado en el exterior. 

En la Organización Central se integran los órganos superiores y los órganos directivos: 

- Órganos Superiores: ministros y secretarios de Estado. 

- Órganos Directivos: subsecretarios y secretarios generales, los subsecretarios generales técnicos y 
directores generales y los subdirectores generales. 

En la Organización Territorial: 

- Son órganos directivos tanto los delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas, que ten-
drán rango de subsecretario, como los subdelegados del Gobierno en las provincias, los cuales ten-
drán nivel de subdirector general. 

En la Administración General del Estado en el Exterior: 

- Son órganos directivos los embajadores y representantes permanentes ante las Organizaciones 
Territoriales. 

Todos los demás órganos de la Administración General del Estado se encuentran bajo la dependencia 
o dirección de un órgano superior. El artículo 81 de la Ley 40/2015 establece que las entidades que 
integran el sector público institucional están sometidas en su actuación a los principios legalidad, efi-
ciencia, estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera, así como al principio de transparencia 
en su gestión. 

El sector público institucional estatal está compuesto, según el artículo 84 de Ley 40/2018 por las 
siguientes entidades: 

- Organismos públicos vinculado o dependientes de la Administración General del Estado: 
Organismos Autónomos,  Entidades Públicas empresariales y Agencias estatales. 

- Las Autoridades Administrativas independientes. 

- Las sociedades mercantiles. 

- Los Consorcios. 

- Las Fundaciones del Sector Público. 
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- Los Fondos sin Personalidad Jurídica. 

- Las Universidades Públicas no transferidas. 

El gráfico 1.5 muestra el porcentaje de cada tipo de entes adscrito a la Administración del Estado. 
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GRÁFICO 1.5. ENTES ADSCRITOS A LA ADMINISTRACIÓN DEL ESTADO 

Fuente: Intervención General del Estado 

3.2.1 ORGANISMO PÚBLICO ESTATAL 

La Ley 40/2015, en su artículo 98, establece que un organismo público estatal es una entidad 
de derecho público, con personalidad jurídica propia, tesorería y patrimonio propios y auto-
nomía en su gestión, que desarrolla actividades propias de la Administración Pública, tanto 
actividades de fomento, prestacionales, de gestión de servicios públicos o de producción de 
bienes de interés público, susceptibles de contraprestación, en calidad de organizaciones ins-
trumentales diferenciadas y dependientes de ésta. Los organismos autónomos dependen de 
la Administración General del Estado a la que corresponde su dirección estratégica, la eva-
luación de los resultados de su actividad y el control de su eficacia. Además, en su denomi-
nación deberá indicar que es un Organismo Autónomo o su abreviatura O.A. Estos organis-
mos están regulados por la Ley 40/2015,  por su Ley de creación, sus estatutos, la Ley de 
Procedimiento Administrativo común de las Administraciones Públicas, el Real Decreto 
3/2011, la Ley 33/2003 y el resto de normas del derecho administrativo general y especial 
que les sea de aplicación. 
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3.2.2 ENTIDADES PÚBLICAS EMPRESARIALES 

Las entidades públicas empresariales, según el artículo 103 de la Ley 40/2015, son entidades 
de derecho público, con personalidad jurídica propia, patrimonio propio y autonomía en su 
gestión, que se financian con ingresos de mercado, a excepción de aquellas que tengan la 
condición o reúnan los requisitos para ser declaradas medio propio personificado de confor-
midad con la Ley de Contratos del Sector Público y, junto con el ejercicio de potestades admi-
nistrativas, desarrollan actividades prestacionales, de gestión de servicios o de producción de 
bienes de interés público, susceptibles de contraprestación. Estas entidades dependen de la 
Administración General de Estado o de un Organismo autónomo vinculado o dependiente de 
ésta, al que le corresponde la dirección estratégica, la evaluación de los resultados de su acti-
vidad y el control de eficacia. En estas entidades deberá figurar en su denominación la expre-
sión “entidad pública empresarial” o su abreviatura E.P.E. Estos organismos están regulados 
por el derecho privado, excepto en la formación de la voluntad de sus órganos, en el ejercicio 
de las  potestades administrativas que tengan atribuidas y en los aspectos específicamente 
regulados para las mismas en la Ley 40/2015,  por su Ley de creación, sus estatutos, la Ley 
de Procedimiento Administrativo común de las Administraciones Públicas, el Real Decreto 
3/2011, la Ley 33/2003 y el resto de normas del derecho administrativo general y especial 
que les sea de aplicación. 

3.2.3 AGENCIAS ESTATALES 

El artículo 108 bis de la ley 40/2019 establece que las Agencias Estatales son entidades de 
derecho público, dotadas de personalidad jurídica pública, patrimonio propio y autonomía en 
su gestión y facultades para ejercer potestades administrativas, que son creadas por el 
Gobierno para el cumplimiento de los programas correspondientes a las políticas públicas 
que desarrolle la Administración General del Estado en el ámbito de sus competencias. Estos 
entes poseen mecanismos de autonomía funcional, responsabilidad por la gestión y control 
de resultados establecidos en esta ley. En la denominación de estos organismos deberá apa-
recer la expresión “Agencia Estatal”. Estas entidades son reguladas por la Ley 41/2015, sus 
estatutos y el resto de las normas de derecho administrativo general y especial que les sea 
de aplicación. 

3.2.4 AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS INDEPENDIENTES DEL ÁMBITO ESTATAL 

Según el artículo 109 y 110 de la Ley 40/2015, son autoridades administrativas independien-
tes de ámbito estatal las entidades de derecho público que, vinculadas a la Administración  
General del Estado y con personalidad jurídica propia, tienen atribuidas funciones de regu-
lación o supervisión de carácter externo sobre sectores económicos o actividades determina-
das, por requerir su desempeño de independencia funcional o una especial autonomía res-
pecto de la Administración General del Estado, lo que deberá  determinarse en una norma 
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con rango de Ley. Estas autoridades actuarán con independencia de cualquier interés empre-
sarial o comercial en el ejercicio de sus funciones. En su denominación deberá aparecer la 
expresión “Autoridad Administrativa Independiente” o su abreviatura A.A.I. Estas entidades 
están reguladas por su Ley de creación, sus estatutos y la legislación especial de los sectores 
económicos sometidos a su supervisión y, supletoriamente y en cuanto sea compatible con 
sus naturaleza y autonomía, por lo dispuesto en la Ley 40/2015, de Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, la Ley 47/2003, el Real Decreto 
3/2011 y la Ley 33/2003, así como el resto de normas de derecho,  administrativo general y 
especial que les sea de aplicación  y por su ley de creación. 

3.2.5. SOCIEDADES MERCANTILES 

El artículo 111 de la Ley 40/2015 define las sociedades mercantiles estatales como aquellas 
sociedades mercantiles sobre las que se ejerce control estatal por: 

- La participación de la Administración General del Estado o alguna de las entidades que, 
conforme a lo dispuesto en el artículo 84 de la Ley 40/2015 integran el sector público ins-
titucional estatal, (incluidas las sociedades mercantiles estatales) sea superior al 50% de 
su capital social. Para determinar esa participación se sumarán las participaciones corres-
pondientes a la Administración General del Estado y a todas las entidades integradas en 
el sector público institucional estatal, en el caso de que en el capital social participen varias 
de ellas. 

- O porque la sociedad mercantil se encuentre en el supuesto previsto en el artículo 1 de la 
Ley 24/1988. 

En su denominación estas entidades incluirán la expresión “sociedad mercantil estatal” o su 
abreviatura S.M.E. 

3.2.6. CONSORCIOS 

Los Consorcios son, según el artículo 118 de la Ley 40/2015, entidades de derecho público, 
con personalidad jurídica propia y diferenciada, creadas por varias Administraciones Públicas 
o entidades integrantes del sector público institucional, entre sí o con participación de enti-
dades privadas, para el desarrollo de actividades de interés común a todas ellas dentro del 
ámbito de sus competencias. Estos organismos podrán realizar actividades de fomento, pres-
taciones de gestión común de servicios públicos y cuantas otras estén previstas en las leyes. 
Estas entidades podrán realizar la gestión de los servicios públicos, en el marco de los con-
venios públicos de cooperación trasfronteriza en que participen las Administraciones españo-
las, y de acuerdo con las previsiones de los convenios internacionales ratificados por España 
en la materia. En su denominación estos entes deben incluir la expresión “consorcio” o su 
abreviatura C. Estos organismos se regulan por la Ley 40/2015, la normativa autonómica que 
los desarrolle y sus estatutos. 
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3.2.7.  FUNDACIONES 

Las Fundaciones del sector público estatal son, según el artículo 128 de la Ley 40/2015, 
aquellas que reúnan alguno de los siguientes requisitos: 

- Que se constituyan inicialmente, con una aportación mayoritaria, directa o indirecta, de la 
Administración General del Estado o cualquiera de los sujetos integrantes del sector públi-
co institucional estatal, o bien reciban dicha aportación con posterioridad a su constitu-
ción. 

- Que el patrimonio de la fundación esté integrado en más de un 50 por ciento por bienes 
o derechos aportados o cedidos por sujetos integrantes del sector público institucional 
estatal con carácter permanente. 

- La mayoría de derechos de voto en su patronato corresponda a representantes del sector 
público institucional estatal. 

En la denominación de estas entidades deberá figurar la expresión “fundación del sector 
público” o su abreviatura “F.S.P.”. Los estatutos de cada fundación determinaran a la 
Administración a la que están adscritas. Estas entidades están reguladas por la Ley 40/2015, 
la Ley 50/2002, la legislación autonómica que les resulte aplicable y por el ordenamiento 
jurídico privado, salvo en las materias que les sea de aplicación la normativa presupuestaria, 
de control económico-financiero y de contratación del sector público. 

3.2.8. FONDOS SIN PERSONALIDAD JURÍDICA DEL SECTOR PÚBLICO ESTATAL  

Se crearán por Ley, la cual determinara expresamente su adscripción a la Administración 
General del Estado. Además, en su denominación deberán de incluir “Fondo carente de per-
sonalidad jurídica”, o su abreviatura F.C.P.J. 

3.3. Entidades de las Comunidades Autónomas 

La Constitución establece un nuevo sistema territorial y descentralizado reconociendo el derecho de 
autonomía de las regiones que la forman. España se estructura en 17 Comunidades Autónomas y 2 
Ciudades Autónomas, las cuales tienen autonomía política y financiera. Estas entidades tienen com-
petencia para aprobar leyes y realizar funciones ejecutivas dentro de las competencias que sus 
Estatutos determinen.  Las Comunidades Autónomas pueden realizar las siguientes acciones dentro de 
las competencias que tienen asignadas: 

- Competencias legislativas y ejecutivas. 

- Competencia para desarrollar la legislación básica del Estado. 

- Competencia para la ejecución de la legislación básica del Estado. 

- Competencias legislativas y ejecutivas en materias que también son del Estado. 
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Las Comunidades Autónomas, para ejercer sus funciones, se estructuran de forma muy semejante a la 
Administración del Estado, tal y como se establece en sus Estatutos de autonomía. Entre sus principa-
les instituciones podemos destacar: 

- Asamblea Legislativa. 

- Consejo de Gobierno. 

- Defensor del Pueblo. 

- Tribunal de Cuentas. 

- Consejo Económico y Social. 

- Consejerías, Departamentos y Direcciones Generales. 

- Organismos Autónomos. 

- Agencias. 

- Entidades Públicas. 

- Fundaciones y Consorcios. 

- Sociedades mercantiles. 

En el Gráfico 1.6 se muestra las entidades que componen las Comunidades Autónomas según su natu-
raleza administrativa, empresarial o fundacional. 
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GRÁFICO 1.6. ENTIDADES QUE COMPONEN LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS 

Fuente: Intervención General del Estado 

Sector Público
Empresarial: 36,86%

Sector Público Administrativo: 31,91%

Sector Público
Fundacional: 31,08%

Sin sector asignado: 0,15%
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Cada una de las Comunidades Autónomas, basándose en la estructura de la Administración del 
Estado, ha creado los organismos y entidades  necesarios para la realización del sus funciones: 

- Organismos públicos vinculados o dependientes de la Administración General de las Comunidades 
Autónomas: Organismos Autónomos,  Entidades Públicas empresariales y Agencias Autonómicas. 

- Las Autoridades Administrativas independientes. 

- Las sociedades mercantiles. 

- Los Consorcios. 

- Las Fundaciones del Sector Público. 

- Los Fondos sin Personalidad Jurídica. 

- Las Universidades Públicas transferidas. 

En el Gráfico 1.7 se muestran las entidades de cada una de las Comunidades Autónomas. 
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GRÁFICO 1.7. ENTIDADES DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS

Fuente: Intervención General del Estado.

Las Comunidades Autónomas deben colaborar con la Administración del Estado para garantizar el 
adecuado funcionamiento de las instituciones y el cumplimiento de sus competencias. Esta colabora-
ción entre los distintos niveles de la Administración se realiza a través de los siguientes órganos: 

- Conferencia de presidentes, está integrada por el residente del Gobierno de España y los presidentes 
de las Comunidades Autónomas. 

- Conferencias Sectoriales sobre materias concretas. 
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- Comisiones Bilaterales de Cooperación entre el Estado y una determinada Comunidad Autónoma. 
- Comisiones Sectoriales, Grupos de Trabajo. 
- Planes y Programas de financiación estatal adoptados por ambas administraciones. 

3.4. Entidades de la Administración Local 

La Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de la Administración Local y su posterior reforma 
con la aprobación de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de racionalización y sostenibilidad de la 
Administración Local establece que la Administración Local está compuesta por: 
- El Municipio 
- La Provincia 
- La Isla en los archipiélagos balear y canario 
- Las Comarcas u otras entidades que agrupen varios Municipios, instituidas por las Comunidades 

Autónomas de conformidad con esta Ley y los correspondientes Estatutos de Autonomía. 
- Las Áreas Metropolitanas 
- Las Mancomunidades de Municipios 

También se consideran integrantes de la Administración Local: 
- Los Organismos Autónomos Locales 
- Las Empresas Públicas Locales 
- Las Sociedades Mercantiles Locales 

Estas entidades se estructuran según lo dispuesto en la Ley 7/1985 y las modificaciones reguladas en 
la Ley 27/2013 con el objetivo de cumplir todas las competencias que tienen asignadas o aquellas que 
puedan traspasarle otras administraciones. En el gráfico 1.8 se muestra los tipos de órganos que inte-
gran la Administración Local. Además, se pretende clarificar y mejorar el sistema de financiación de 
estas entidades, así como determinar el coste efectivo de los servicios que prestan. 

CAPÍTULO 1. ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

MANUAL DE CONTABILIDAD Y AUDITORÍA DEL SECTOR PÚBLICO

CONSEJO GENERAL DE ECONOMISTAS DE ESPAÑA · COMITÉ DEL SECTOR PÚBLICO

GRÁFICO 1.8. TIPOS DE ORGANISMOS QUE INTEGRAN LA ADMINISTRACIÓN LOCAL

Fuente: Intervención General del Estado 

Sector Público
Empresarial: 36,86%

Sector Público
Administrativo: 31,91%

Sector Público
Fundacional: 31,08%
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Otra cuestión muy importante es asegurar la sostenibilidad financiera de estas entidades, mejorando 
la eficiencia en su gestión, fortaleciendo su sistema de control a través de la figura del funcionario con 
habilitación de carácter nacional y la disminución de los excesivos procedimientos e intervenciones 
administrativas para incentivar la actividad económica privada. 

En la Ley 27/2013 se establece por primera vez la posibilidad de disminuir el número de Entidades de 
la Administración Local mediante la fusión de Municipios u otras Entidades para mejorar la prestación 
de los servicios públicos, buscando una racionalización en la utilización de los recursos públicos. En el 
gráfico 1.9 se muestran las entidades de la Administración Local en cada una de las provincias espa-
ñolas. 
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Fuente: Intervención General del Estado 

GRÁFICO 1.9. NÚMERO DE ENTIDADES POR PROVINCIA 



38

4. LEY DE CONTRATOS DEL SECTOR PÚBLICO 

4.1 Introducción 

La contratación pública es una actividad fundamental de la administración pública que le permite con-
traer obligaciones en el ejercicio de sus funciones. Es una herramienta fundamental que utilizan los 
poderes públicos para adquirir bienes y servicios y realizar políticas de intervención en la vida econó-
mica, social y política del país, (Feliu (2008)). El origen de la contratación pública actual se encuentra 
en los contratos celebrados por el poder público en el derecho romano, siendo posteriormente aplica-
do por las monarquías medievales. En el siglo XIX y principios del XX se elaboran diversas normas rela-
tivas a la contratación de las administraciones públicas, como la Ley de 27 de febrero de 1852, el Real 
Decreto de 4 de enero de 1883, Ley de 13 de abril de 1877, Real Decreto de 13 de marzo de 1903 y 
el capítulo V de la Ley de Contabilidad de 1 de junio de 1911. Además, se creó la jurisdicción conten-
cioso-administrativa para tratar las problemáticas relativas a estos tipos de contratos. 

4.2. Regulación de los contratos administrativos 

Durante la primera mitad del siglo XX se aprobaron una serie de normas que desarrollaron la regula-
ción anterior y se incrementó la actividad de la jurisdicción contencioso-administrativa. El gran cambio 
en la normativa de los contratos públicos se produjo con la aprobación de la Ley de Bases de contratos 
del estado de 28 de diciembre de 1963, el texto articulado de la Ley de Contratos del Estados de 8 
de abril de 1965 y el Reglamento General de Contratación de 28 de diciembre de 1967. Estas normas 
han sido la base de la regulación de los contratos públicos que existe en la actualidad en nuestro país 
y se caracterizó por determinar las obligaciones y derechos de las partes que intervienen en este tipo 
de contratos, estableciendo un modelo de contratación rígido y estandarizado, Del Saz Cordero (2007). 
En 1973 se produce una reforma de la ley de contratos públicos para determinar con mayor claridad 
los criterios que deben cumplir este tipo de contratos. Determina tres tipos concretos de contratos: el 
de obra pública, el de gestión de servicios públicos y suministros y, respecto al resto de contratos, esta-
blece tres criterios para calificarlos.  

Posteriormente se realizaron una serie de reformas que afectaron a la norma de contratos del sector 
público en sus aspectos tributarios. La Ley de 18 de mayo de 1995 supuso una importante reforma, 
ya que amplía el concepto de contrato administrativo que se había fijado en la Ley de 1965. Estas 
modificaciones y las que se han producido posteriormente, Ley 30/2007, de 30 de octubre, de 
Contratos del Sector Público y Real Decreto Legislativo 3/2001, de 14 de noviembre, por el que se 
aprueba el Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público tenían como objetivo adaptar 
nuestra legislación a la normativa europea. La aprobación de las Directivas 23, 24 y 25 de la Unión 
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Europea ha provocado la publicación de una nueva ley de contratos del sector público, la Ley 9/2017, 
de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, que ha permitido adaptar y modernizar la norma-
tiva española en el ámbito de la contratación pública. 

4.3. Ley 9/2017 de 8 de noviembre de Contratos del Sector Público 

La aplicación de las directivas 23, 24 y 25 de la Unión Europea en nuestro país exigía la adaptación 
de nuestra normativa sobre contratos del Sector público. A pesar de las reformas realizadas, el núcleo 
fundamental de nuestra legislación seguía siendo la Ley de 1965. Era necesario realizar una reforma 
en profundidad para poder adaptar muestra normativa a las necesidades actuales de mayor agilidad 
y transparencia, así como al uso de nuevas tecnologías.  

La Ley 9/2017 tiene como objetivo principal diseñar un sistema de contratación del sector público que 
alcance la eficiencia en la gestión del gasto público, mayor transparencia en su gestión, una mejor rela-
ción calidad-precio, teniendo en cuenta criterios de adjudicación que incluyan aspectos cualitativos, 
medioambientales, sociales y de innovación. Además, se reducen los trámites para su adjudicación y 
realización, incentivando la participación de las PYMES en esta modalidad contractual. Para conseguir 
estos objetivos se han modificado en la Ley diversos aspectos de la regulación de los contratos del sec-
tor público relativos a: 

- Los sujetos que intervienen en los contratos 

- Los principios rectores de la adjudicación 

- Las actuaciones preparatorias 

- La licitación, adjudicación y formalización 

- Las garantías en la contratación 

- La apertura, calificación y admisión 

La Ley 9/2017 utiliza la teoría de los tres círculos, (Sector Público-Poder Adjudicador-Administración 
Pública), de la Ley 30/2007 para determinar los sujetos de esta norma y qué parte de la misma se le 
aplica a cada uno de ellos. Estos Entes serian: 

- Las Administraciones Públicas. 

- Poderes Adjudicadores, Entes del Sector Público que no tienen la consideración de Administraciones 
públicas. 

- Las restantes Entidades del Sector Público que no tienen la consideración ni de Administraciones 
Públicas ni de Poderes Adjudicadores. 
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Los contratos que son objeto de regulación en esta Ley son aquellos que se adjudiquen por los Entes 
anteriormente mencionados, organismos públicos o entidades financiadas mayoritariamente por fon-
dos públicos. Estos contratos se pueden clasificar en:  

- Contratos de obras. 

- Contratos de concesión de obra. 

- Contratos de servicios. 

- Contratos de suministros. 

- Contratos mixtos. 

No se incluyen en el ámbito de esta ley los contratos de servicios relativos a campañas políticas, los 
contratos en materia de Defensa y Seguridad, los relativos a la investigación y desarrollo de un nuevo 
producto o las compras, suministros y obras y servicios en países ajenos a la Unión Europea, contratos 
celebrados ente Estados o sujetos al derecho internacional. Además, no será de aplicación esta ley a 
aquellos contratos regulados por la misma cuando tengan una cuantía inferior a la establecida en 
dicha norma. 

Para garantizar la correcta aplicación de la normativa europea y luchar contra las posibles irregulari-
dades en la aplicación de esta Ley se crean tres órganos colegiados estatales: 

- La Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado 

- El Comité de Cooperación, dentro de la Junta Consultiva 

- Oficina de Supervisión de la Contratación. 
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CAPÍTULO 2 · MARCO LEGAL DE LA CONTABILIDAD  
EN LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 

1. LA CONTABILIDAD PÚBLICA EN ESPAÑA 

La puesta en marcha en 1977 de la Ley General Presupuestaria representó un avance fundamental en 
la normalización de la contabilidad pública en nuestro país, sobre todo considerando que estableció 
claramente y por primera vez la necesidad de una normalización contable para el sector público, ade-
más de reconocer tanto los fines clásicos de control como los modernos de eficiencia, eficacia y obten-
ción de información útil para la toma de decisiones. Así, se aprobó el primer Plan General de 
Contabilidad Pública (PGCP) por Orden del Ministerio de Hacienda de 14 de octubre de 1981, y su 
nueva versión mediante Resolución de la Intervención General de la Administración del Estado (IGAE) 
de 11 de noviembre de 1983. 

El Plan de 1983 tomó como referencia el Plan General de Contabilidad (PGC) para las empresas apro-
bado por el Decreto 530/1973, del 22 de febrero, lógicamente con las modificaciones derivadas de la 
especialidad de las entidades a las que ha de aplicarse. La propia IGAE ha manifestado que la gran 
aportación del PGCP de 1983, al margen de la modernización de la contabilidad pública, consistió en 
armonizar esta última con la contabilidad empresarial, consagrando la partida doble como método 
contable.  

La adaptación de la legislación mercantil española a las directivas de la Comunidad Económica 
Europea en materia de sociedades hizo necesario un nuevo PGC para las empresas, el cual fue apro-
bado por Real Decreto 1643/1990, de 20 de diciembre, quedando derogado el anterior Plan de 1973. 
Ello requirió seguir con el proceso interno de armonización y normalización contable en nuestro país, 
por lo que se aprobó un nuevo PGCP por Orden del Ministerio de Economía y Hacienda de 6 de mayo 
de 1994 (PGCP94), con carácter de Plan Contable marco para todas las Administraciones Públicas, 
siendo posteriormente modificado por la Orden del Ministerio de Economía y Hacienda de 18 de febre-
ro de 1999. 

Además de inspirarse en el Plan Contable para las empresas de 1990, el PGCP94 se redactó de acuer-
do con lo que se ha denominado el marco conceptual de la contabilidad pública, es decir, tomó como 
referencia los principios y criterios contables contenidos en una serie de documentos elaborados con-
juntamente por la IGAE y por la Comisión de Principios y Normas Contables Públicas (CPNCP), creada 
por Resolución de la Secretaría de Estado de Hacienda de 28 de diciembre de 1990. 

Los pronunciamientos incluidos en los citados documentos constituían una base para orientar las nor-
mas contables aplicables a nuestras Administraciones Públicas, y así, por ejemplo, en el propio PGCP94 
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se indicaba que se consideraban principios y normas de contabilidad generalmente aceptados los esta-
blecidos en los pronunciamientos elaborados por la CPNCP, que son los siguientes: 

- Documento nº 1 «Principios contables públicos». 

- Documento nº 2 «Derechos a cobrar e ingresos». 

- Documento nº 3 «Obligaciones y gastos». 

- Documento nº 4 «Transferencias y subvenciones». 

- Documento nº 5 «Endeudamiento público». 

- Documento nº 6 «Inmovilizado no financiero». 

- Documento nº 7 «Información económico-financiera pública». 

- Documento nº 8 «Gastos con financiación afectada». 

El proceso normalizador continuó con la Ley 16/2007, de 4 de julio, de reforma y adaptación de la 
legislación mercantil en materia contable para su armonización internacional con base en la normativa 
de la Unión Europea, que provocó la aprobación de un nuevo PGC, mediante Real Decreto 1514/2007, 
de 16 de noviembre, de aplicación obligatoria para todas las empresas, cualquiera que sea su forma 
jurídica, individual o societaria, sin perjuicio de aquellas empresas que puedan aplicar el Plan General 
de Contabilidad de Pequeñas y Medianas Empresas, aprobado por Real Decreto 1515/2007, de 16 de 
noviembre. Debe recordarse a este respecto que el Plan de 2007 tiene en cuenta mayoritariamente lo 
recogido en las Normas Internacionales de Contabilidad (NIC-NIIF), las cuales son de aplicación obli-
gatoria desde 2005 para los grupos de empresas que coticen en cualquiera de las Bolsas de la Unión 
Europea. 

La adaptación de la contabilidad pública a esta nueva normativa se tradujo en un nuevo Plan General 
de Contabilidad Pública mediante Orden EHA/1037/2010, de 13 de abril (PGCP10), también con el 
carácter de Plan Contable marco para todas las Administraciones Públicas.  

En el ámbito internacional, una de las novedades más importantes de los últimos años ha sido la ela-
boración de las Normas Internacionales aplicables a la Contabilidad del Sector Público (NIC-SP o tam-
bién IPSAS), elaboradas por la Federación Internacional de Contables (IFAC, en sus siglas inglesas), a 
través de la Junta de Normas Contables Internacionales para el Sector Público (IPSASB, en sus siglas 
en inglés). Aunque en el ámbito de la contabilidad pública no existe una norma de la Unión Europea 
que obligue a los estados miembros a aplicar las NIC-SP, por parte de la IFAC se recomienda su adop-
ción, con el fin de lograr una información consistente y comparable entre las entidades del sector 
público de los distintos países. En España, al igual que ha ocurrido con el Plan contable para las 
empresas de 2007, el PGCP10 se fundamenta en las NIC-SP, las cuales son el espejo en el sector públi-
co de las NIC-NIIF. 
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En el Informe COM (2013) 114, de la Comisión al Consejo y al Parlamento Europeo, “Hacia la aplica-
ción de normas armonizadas de contabilidad del sector público en los Estados miembros. La idoneidad 
de las IPSAS para los Estados miembros”, se propone adecuar estas normas internacionales a los paí-
ses de la Unión Europea, elaborándose un conjunto de Normas Europeas de Contabilidad para el 
Sector Público, denominadas «EPSAS». Existe un grupo de trabajo a este respecto, si bien todavía no 
se ha llegado a nada concreto. Puede consultarse a este respecto la página web https://ec. 
europa.eu/eurostat/web/epsas. 

Además de los expresado anteriormente, con la aprobación del PGCP10, y teniendo en cuenta las exi-
gencias crecientes para mejorar la información en el sector público y los principios de eficacia y efi-
ciencia en la utilización de los recursos públicos, se ha incluido en las Cuentas Anuales una informa-
ción complementaria a la información financiera y presupuestaria que permita apoyar la adopción 
racional de decisiones. En este contexto, se han introducido por primera vez en las Cuentas Anuales 
del sector público información de costes por actividades y unos indicadores presupuestarios, financie-
ros y de gestión, que amplían los elementos de información para la mejora de la gestión pública. 

El PGCP10 se estructura en cinco partes que son obligatorias, a diferencia del PGC de 2007, en el que 
la cuarta y quinta parte no son de aplicación obligatoria: 

- PRIMERA PARTE: Marco conceptual de la contabilidad pública 

- SEGUNDA PARTE: Normas de reconocimiento y valoración 

- TERCERA PARTE: Cuentas Anuales 

- CUARTA PARTE: Cuadro de Cuentas 

- QUINTA PARTE: Definiciones y Relaciones contables 

El “Marco Conceptual” de la contabilidad pública recoge los requisitos, principios y criterios de reco-
nocimiento y valoración que deben conducir a que las cuentas anuales reflejen la imagen fiel de la 
situación financiera, patrimonial y presupuestaria, definiendo los elementos de dichas cuentas anuales. 
El objetivo del Marco Conceptual es fijar los conceptos básicos en el proceso de registro y valoración 
y desarrolla los siguientes puntos: objetivo de la imagen fiel de las cuentas anuales, requisitos de la 
información, principios contables, elementos de las cuentas anuales, criterios de registro o reconoci-
miento contable de los elementos y criterios de valoración. 

La segunda parte “Normas de reconocimiento y valoración” constituye un desarrollo de los principios 
contables y de los criterios de reconocimiento y valoración del marco conceptual. 

La tercera parte, “Cuentas Anuales”, comprende las normas de elaboración y formulación y los mode-
los de dichas cuentas, que incluyen: el balance, la cuenta del resultado económico-patrimonial, el esta-
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do de cambios en el patrimonio neto, el estado de flujos de efectivo, el estado de liquidación del pre-
supuesto y la memoria. 

La cuarta parte de “cuadro de cuentas” recoge las cuentas del Plan agrupadas en nueve grupos. El 
grupo 0, que incluye las cuentas de control presupuestario, pasa a tener carácter optativo (cuentas que 
reflejan operaciones respecto a los créditos para gastos y a las previsiones de ingresos que figuran en 
el presupuesto, así como respecto a los anticipos de tesorería; son fases que preceden al reconocimien-
to de la obligación o derecho), sin perjuicio de su registro en partida simple en la contabilidad de desa-
rrollo de la ejecución del presupuesto, facilitando información en las cuentas anuales. 

La quinta parte incluye las definiciones y relaciones contables de los grupos, subgrupos, y cuentas del 
Plan, definiendo los motivos más comunes de cargo y abono, sin agotar todas las posibilidades que 
cada una de ellas admiten. 

El artículo 121 de la LGP establece que deberán aplicar los principios contables públicos previstos en 
el artículo 122, así como el desarrollo de los principios y las normas establecidas en el PGCP y sus nor-
mas de desarrollo, las entidades que integran el sector público administrativo. Las entidades que inte-
gran el sector público empresarial se someterán a los principios y normas de contabilidad recogidos 
en el Código de Comercio y el Plan General de Contabilidad de la empresa española. Las fundaciones 
del sector público estatal deberán aplicar los principios y normas de contabilidad recogidos en la adap-
tación del Plan General de Contabilidad a las entidades sin fines lucrativos y disposiciones que lo desa-
rrollan. 

Por lo que afecta a la contabilidad de las agencias estatales, la reseñada Ley 40/2015, de 1 de octubre, 
establece en su artículo 108 sexies que deberán aplicar los principios contables que les corresponda, 
de acuerdo con lo establecido en el artículo 121 de la LGP, con la finalidad de asegurar el adecuado 
reflejo de las operaciones, los costes y los resultados de su actividad, así como facilitar datos e infor-
mación con trascendencia económica. Por tanto, si las agencias estatales reúnen los requisitos recogi-
dos en el artículo 3 de la LGP para estar integradas en el sector público administrativo, aplicarán los 
principios y las normas del PGCP; si no reúnen dichos requisitos y forman parte del sector público 
empresarial, aplicarán los principios y normas de contabilidad recogidos en el Código de Comercio y 
el PGC de las empresas. 

Asimismo, y por lo que afecta a los consorcios dotados de personalidad jurídica propia y las entidades 
estatales de derecho público, si están integrados en el sector público administrativo, aplicarán el PGCP, 
y si forman parte del sector público empresarial, aplicarán el PGC de las empresas. 

Con posterioridad a la entrada en vigor del PGC 2007, la Orden EHA/733/2010, de 25 de marzo, por 
la que se aprueban aspectos contables de empresas públicas, regula, en el marco del PGC 2007, el 
deterioro del inmovilizado material en las empresas públicas que operan condicionadas por circuns-
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tancias que les impiden generar flujos de efectivo. A este respecto, se entiende que los activos no 
generadores de flujos de efectivo se poseen con una finalidad distinta a la de generar un rendimiento 
comercial, como pueden ser los flujos económicos sociales que benefician a la colectividad, esto es, su 
beneficio social o potencial de servicio, percibiendo como contraprestación una tasa o precio político, 
generalmente simbólico o reducido en relación con un precio fijado con parámetros comerciales. 
Además, se trata de activos para los que resulta complejo determinar su valor razonable o incluso, 
como por ejemplo, en el caso de determinadas infraestructuras de transporte, no es posible debido a 
la inexistencia de mercado y a la dificultad de técnicas de valoración fiables. Atendiendo a estas cir-
cunstancias, resulta más adecuado a la realidad de la empresa que el valor en uso de estos activos se 
determine por referencia a su potencial de servicio público, para lo cual, en sintonía con la NIC-SP 21 
“Deterioro de los activos no generadores de efectivo”, se toma como referente el coste de reposición 
depreciado del activo. Esta Orden regula también los criterios que deben seguirse para calificar una 
actividad como de interés público o general a los efectos de la norma de registro y valoración “18ª 
Subvenciones, donaciones y legados recibidos” del PGC 2007. Además, la Disposición adicional única 
de la citada Orden es de aplicación a todas las empresas (públicas y privadas), y clarifica desde una 
perspectiva contable cuándo una subvención recibida debe calificarse como no reintegrable y recono-
cerse en el patrimonio neto de la entidad. 

El Real Decreto 1491/2011, de 24 de octubre, por el que se aprueban las normas de adaptación del 
Plan General de Contabilidad a las entidades sin fines lucrativos y el modelo de plan de actuación de 
las entidades sin fines lucrativos, es el régimen contable aplicable a las fundaciones en la actualidad.  

En la tabla 2.1 se resumen las entidades que forman el sector público estatal y el Plan General de 
Contabilidad aplicable. 
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ENTIDADES                                                               PLAN DE CONTABILIDAD APLICABLE 

Administración General del Estado                            Plan General de Contabilidad Pública 
Organismos autónomos 
Entidades de la Seguridad Social 
Entidades del sector público administrativo                 

Entidades públicas empresariales                               Plan General de Contabilidad de la empresa 
Sociedades mercantiles estatales 
Entidades del sector público empresarial                     

Fundaciones estatales                                                Plan General de Contabilidad adaptado a las fundaciones y 
                                                                                entidades sin fines lucrativos

TABLA 2.1. RÉGIMEN CONTABLE APLICABLE A LAS ENTIDADES DEL SECTOR PÚBLICO ESTATAL.

Fuente: Elaboración propia a partir de la diversa normativa existente.
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El sector público autonómico presenta una estructura organizativa similar a la del sector público esta-
tal: la Administración General, que es la propia Comunidad Autónoma, organismos autónomos, enti-
dades del sistema de la seguridad social, organismos públicos autonómicos, consorcios, sociedades 
mercantiles autonómicas y fundaciones.  

Por lo que se refiere a la contabilidad pública, las Comunidades Autónomas tienen sus propias com-
petencias en materia contable, recogiéndose las mismas en los Estatutos de Autonomía. Las leyes pre-
supuestarias o financieras de las respectivas Comunidades Autónomas prevén un sistema de contabi-
lidad pública, haciendo referencia en muchos casos a la aplicación de un PGCP debidamente coordi-
nado con el Plan Público Estatal. Las sociedades mercantiles y entidades incluidas en el sector público 
empresarial aplican el PGC 2007 y las fundaciones la adaptación del PGC a las entidades sin fines 
lucrativos. 

La Administración Local presenta también, con carácter general, una estructura similar a la del sector 
público estatal: la Administración General, que es la propia Entidad Local, organismos autónomos, 
entidades públicas empresariales, consorcios, sociedades mercantiles, fundaciones y otros entes públi-
cos. Como se ha señalado en otros niveles de la administración pública, las sociedades mercantiles y 
entidades incluidas en el sector público empresarial local aplican el PGC 2007, y las fundaciones la 
adaptación del PGC a las entidades sin fines lucrativos. 

Por otra parte, en materia de contabilidad pública, el apartado 1 del artículo 203 del Texto Refundido 
de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto legislativo 2/2004, de 5 de 
marzo, atribuye al Ministerio de Economía y Hacienda, a propuesta de la IGAE, el desarrollo normativo 
de las siguientes materias: 

- Aprobar las normas contables de carácter general a las que tendrá que ajustarse la organización de 
la contabilidad de los entes locales y sus organismos autónomos. 

- Aprobar el Plan General de Cuentas para las entidades locales, conforme al PGCP. 

- Establecer los libros que como regla general y con carácter obligatorio, deben llevarse. 

- Determinar la estructura y justificación de las cuentas, estados y demás documentos relativos a la 
contabilidad pública. 

Asimismo, el apartado 2 del citado artículo 203 establece que serán objeto de tratamiento contable 
simplificado aquellas entidades locales cuyas características así lo requieran y que serán fijadas regla-
mentariamente por el Ministerio de Economía y Hacienda. 

Dando cumplimiento a lo anteriormente expuesto, últimamente se han publicado tres Órdenes del 
Ministerio de Economía y Hacienda que regulan las instrucciones de contabilidad local del modelo nor-
mal, simplificado y básico. Con esta reforma de la contabilidad pública en la Administración Local se 
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alcanza el objetivo de adaptar los Planes de Cuentas al PGCP vigente en cada momento y simplificar 
las obligaciones contables para las entidades locales de reducida dimensión.  

A todo lo anterior nos referimos ampliamente en los apartados siguientes. 

2. EL PLAN GENERAL DE CONTABILIDAD PÚBLICA. EL MARCO CONCEPTUAL DE 
LA CONTABILIDAD PÚBLICA 

La Orden EHA/1037/2010, de 13 de abril, por la que se aprueba el Plan General de Contabilidad 
Pública, dispone en el artículo único que se aprueba con el carácter de plan contable marco para todas 
las Administraciones Públicas, siendo de aplicación obligatoria para las entidades integrantes del sec-
tor público administrativo estatal. 

La disposición transitoria primera contiene las reglas generales para la transición al PGCP. Conscientes 
de las dificultades de la valoración de las infraestructuras, inversiones militares especializadas y bienes 
del patrimonio histórico, se estableció que lo existente con anterioridad a la entrada en vigor del 
PGCP10 podría no incorporarse al activo cuando su valoración no pudiera efectuarse de forma fiable. 
Por lo que afecta a la valoración de los elementos patrimoniales, con una idea de simplificación, se 
mantiene, con carácter general, la valoración existente a dicha fecha, con las excepciones recogidas 
en la Disposición transitoria segunda. 

La Disposición final única establece que la entrada en vigor de la Orden será el día siguiente al de su 
publicación en el Boletín Oficial del Estado. No obstante, será aplicable para las entidades integrantes 
del sector público administrativo estatal a partir del 1 de enero de 2011, sin perjuicio de lo dispuesto 
en el artículo único para las entidades que integran el Sistema de la Seguridad Social, requiriéndose a 
este respecto la previa adaptación del PGCP por la Intervención General de la Seguridad Social y la 
aprobación posterior por la IGAE. 

El marco conceptual del PGCP10 se ha redactado tomando como marco de referencia la NIC-SP 1, 
“Presentación de estados financieros”, que constituye el marco conceptual de las NIC-NIIF, con las 
características específicas del sector público, los Documentos de principios contables públicos y el 
marco conceptual de la contabilidad recogido en la primera parte del PGC 2007. 

Este marco conceptual armoniza los conceptos básicos contables y constituye un punto de apoyo 
importante para la satisfacción del objetivo de la imagen fiel de las cuentas anuales. El marco concep-
tual sustituye y amplía la primera parte del PGCP94. Incluye, además de los principios contables públi-
cos, los requisitos de la información contable, las definiciones de los elementos de las cuentas anuales 
y los criterios generales de registro y de valoración de los mismos. 
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Esta primera parte del PGCP10 está formada por seis apartados, cuyos contenidos vemos en los epí-
grafes siguientes.  

2.1. Imagen fiel de las cuentas anuales 

En este apartado se establece que “las cuentas anuales deben suministrar información útil para la toma de 
decisiones económicas y constituir un medio para la rendición de cuentas de la entidad por los recursos que 
le han sido confiados. Para ello, deben redactarse con claridad y mostrar la imagen fiel del patrimonio, de la 
situación financiera, del resultado económico patrimonial, y de la ejecución del presupuesto de la entidad 
contable. 

A tales efectos, constituye la entidad contable todo ente con personalidad jurídica y presupuesto propio, que 
deba formar y rendir cuentas.” 

Como novedad, se recogen dos nuevos documentos que integran las cuentas anuales: el estado de 
flujos de efectivo y el estado de cambios en el patrimonio neto. 

“Las cuentas anuales comprenden los siguientes documentos que forman una unidad: el balance, la cuenta 
del resultado económico patrimonial, el estado de cambios en el patrimonio neto, el estado de liquidación 
del presupuesto, el estado de flujos de efectivo y la memoria. 

La aplicación sistemática y regular de los requisitos de la información y principios y criterios contables inclui-
dos en los apartados siguientes deberá conducir a que las cuentas anuales muestren la anteriormente citada 
imagen fiel. A tal efecto, en la contabilización de las operaciones, se atenderá a su realidad económica y no 
sólo a su forma jurídica.” 

“Cuando se considere que el cumplimiento de los requisitos de la información y principios y criterios conta-
bles incluidos en este Plan General de Contabilidad Pública no sea suficiente para mostrar la mencionada ima-
gen fiel, se suministrará en la memoria la información complementaria precisa para alcanzar este objetivo. 

En aquellos casos excepcionales en los que dicho cumplimiento fuera incompatible con la imagen fiel que 
deben proporcionar las cuentas anuales, se considerará improcedente dicha aplicación. En tales casos, en la 
memoria se motivará suficientemente esta circunstancia, y se explicará su influencia sobre el patrimonio, la 
situación financiera y los resultados de la entidad.” 

2.2. Requisitos de la información a incluir en las cuentas anuales 

“La información incluida en las cuentas anuales debe cumplir los requisitos o características siguien-
tes: 

a) Claridad. La información es clara cuando los destinatarios de la misma, partiendo de un conoci-
miento razonable de las actividades de la entidad y del entorno en el que opera, pueden compren-
der su significado. 
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b) Relevancia. La información es relevante cuando es de utilidad para la evaluación de sucesos 
(pasados, presentes o futuros), o para la confirmación o corrección de evaluaciones anteriores. Esto 
implica que la información ha de ser oportuna, y comprender toda aquella que posea importancia 
relativa, es decir, que su omisión o inexactitud pueda influir en la toma de decisiones económicas 
de cualquiera de los destinatarios de la información. 

c) Fiabilidad. La información es fiable cuando está libre de errores materiales y sesgos y se puede 
considerar como imagen fiel de lo que pretende representar. El cumplimiento de este requisito 
implica que: 

- La información sea completa y objetiva, 

- El fondo económico de las operaciones prevalezca sobre su forma jurídica, 

- Se deba ser prudente en las estimaciones y valoraciones a efectuar en condiciones de incerti-
dumbre.” 

Las dos características de relevancia y fiabilidad deben guardar un equilibrio, ya que si una información 
es muy relevante pero poco fiable puede dar lugar a interpretaciones erróneas. Igualmente, una infor-
mación muy completa pero presentada con retraso puede perder la relevancia que posee. 

d) “Comparabilidad. La información es comparable, cuando se pueda establecer su comparación con 
la de otras entidades, así como con la de la propia entidad correspondiente a diferentes periodos.” 

En relación con este último requisito hay que señalar que los usuarios de la información contable 
deben ser informados de los criterios y normas de valoración aplicados en la preparación de las cuen-
tas anuales, de los cambios en tales criterios y de los efectos de esos cambios. También es importante 
de cara a la comparabilidad que las cuentas anuales muestren la información de períodos preceden-
tes. 

Estos requisitos de la información contable al estar encuadrados en el marco conceptual del PGCP10 
pasan a ser obligatorios. 

2.3. Principios contables 

La contabilidad de la entidad se desarrollará aplicando los principios contables de carácter econó-
mico patrimonial que se indican a continuación: 

a) Gestión continuada. “Se presumirá, salvo prueba en contrario, que continúa la actividad de la entidad 
por tiempo indefinido. Por tanto, la aplicación de los presentes principios no irá encaminada a determinar 
el valor liquidativo del patrimonio.” Este principio es el equivalente al de empresa en funcionamiento 
en el PGC 2007, aunque tiene más relevancia en el PGCP, al existir en las entidades del sector 
público una mayor continuidad en su actividad. 
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b) Devengo. “Las transacciones y otros hechos económicos deberán reconocerse en función de la corriente 
real de bienes y servicios que los mismos representan, y no en el momento en que se produzca la corrien-
te monetaria o financiera derivada de aquéllos. Los elementos reconocidos de acuerdo con este principio 
son activos, pasivos, patrimonio neto, ingresos y gastos. 

Si no puede identificarse claramente la corriente real de bienes y servicios, se reconocerán los gastos o 
los ingresos, o el elemento que corresponda, cuando se produzcan las variaciones de activos o pasivos 
que les afecten.” 

Como se pone de manifiesto en la definición del principio de devengo, no solo afecta a gastos e 
ingresos, sino que se hace extensivo a los activos, pasivos y patrimonio neto. Así, por ejemplo, se 
incluyen también los ingresos y gastos derivados de variaciones en el valor razonable que no se 
corresponden con una corriente real de bienes y servicios. 

c) Uniformidad. “Adoptado un criterio contable dentro de las alternativas permitidas, deberá mantenerse 
en el tiempo y aplicarse a todos los elementos patrimoniales que tengan las mismas características en 
tanto no se alteren los supuestos que motivaron su elección. 

Si procede la alteración justificada de los criterios utilizados, dicha circunstancia se hará constar en la 
memoria, indicando la incidencia cuantitativa y cualitativa de la variación sobre las cuentas anuales.” 

La aplicación de este principio está vinculada al requisito de la comparabilidad y de la relevancia 
de la información contable, ya que si el registro y valoración de las diferentes transacciones se efec-
túa de forma uniforme por la entidad se asegurará la comparabilidad tanto dentro de la propia 
entidad como con otras entidades. Por el contrario, la no aplicación uniforme de los criterios con-
tables hará difícil la comparación de la información contable y, por tanto, afectará a la relevancia 
de dicha información. 

d) Prudencia. “Se deberá mantener cierto grado de precaución en los juicios de los que se derivan estima-
ciones bajo condiciones de incertidumbre, de tal manera que los activos o los ingresos no se sobrevalo-
ren, y que las obligaciones o los gastos no se infravaloren. Pero, además, el ejercicio de la prudencia no 
debe suponer la minusvaloración de activos o ingresos ni la sobrevaloración de obligaciones o gastos, 
realizados de forma intencionada, ya que ello privaría de neutralidad a la información, suponiendo un 
menoscabo a su fiabilidad. 

En relación con lo anterior, se ha de tener en cuenta que, de acuerdo con la normativa presupuestaria 
vigente, los gastos e ingresos contabilizados, pero no efectivamente realizados no tendrán incidencia 
presupuestaria y sólo repercutirán en el cálculo del resultado económico patrimonial.” 

Este segundo párrafo del principio de prudencia hace mención a la distinción que se produce entre 
los gastos en sentido económico, que van a afectar al resultado económico-patrimonial de la enti-
dad, y los gastos presupuestarios, los cuales van a ser utilizados en la determinación del resultado 
presupuestario. 
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En este principio se hace mención no solo a los ingresos y gastos, sino también a las estimaciones 
y valoraciones realizadas bajo condiciones de incertidumbre, no justificándose, por ejemplo, el 
registro de unas provisiones excesivas, ya que las cuentas anuales no reflejarían la imagen fiel. 

e) No compensación. “No podrán compensarse las partidas del activo y del pasivo del balance, ni las de 
gastos e ingresos que integran la cuenta del resultado económico patrimonial o el estado de cambios en 
el patrimonio neto, y se valorarán separadamente los elementos integrantes de las cuentas anuales, salvo 
aquellos casos en que de forma excepcional así se regule.” 

Por ejemplo, si un tercero tiene una deuda por un impuesto con una entidad pública y al mismo 
tiempo ese tercero es acreedor de la entidad por un contrato de obras que ha realizado, la entidad 
deberá registrar en su contabilidad por separado tanto el derecho derivado del impuesto como la 
deuda derivada del contrato, y reflejarlo así en sus cuentas anuales. 

Se considera que la compensación disminuye la relevancia de la información contable, salvo en los 
casos que estuviera autorizada. 

f) Importancia relativa. “La aplicación de los principios y criterios contables deberá estar presidida por la 
consideración de la importancia en términos relativos que los mismos y sus efectos pudieran presentar. 
Por consiguiente, podrá ser admisible la no aplicación estricta de alguno de ellos, siempre y cuando la 
importancia relativa en términos cuantitativos o cualitativos de la variación constatada sea escasamente 
significativa y no altere, por tanto, la imagen fiel de la situación patrimonial y de los resultados del sujeto 
económico. Las partidas o importes cuya importancia relativa sea escasamente significativa podrán apa-
recer agrupados con otros de similar naturaleza o función. La aplicación de este principio no podrá impli-
car en caso alguno la trasgresión de normas legales.” 

Este último inciso, que no está recogido en el PGC 2007, está justificado en el sector público por 
la importancia del principio de legalidad. 

“En los casos de conflicto entre los anteriores principios contables deberá prevalecer el que mejor con-
duzca a que las cuentas anuales expresen la imagen fiel del patrimonio, de la situación financiera y del 
resultado económico patrimonial de la entidad.” 

También se aplicarán los principios contables de carácter presupuestario recogidos en la normativa 
presupuestaria aplicable, y en especial los siguientes: 

a) Principio de imputación presupuestaria. “La imputación de las operaciones que deban aplicarse a los 
Presupuestos de gastos e ingresos deberá efectuarse de acuerdo con los siguientes criterios: 

- Los gastos e ingresos presupuestarios se imputarán de acuerdo con su naturaleza económica y, en el 
caso de los gastos, además, de acuerdo con la finalidad que con ellos se pretende conseguir. Los gas-
tos e ingresos presupuestarios se clasificarán, en su caso, atendiendo al órgano encargado de su ges-
tión. 
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- Las obligaciones presupuestarias derivadas de adquisiciones, obras, servicios, prestaciones o gastos en 
general se imputarán al Presupuesto del ejercicio en que éstos se realicen y con cargo a los respectivos 
créditos; los derechos se imputarán al Presupuesto del ejercicio en que se reconozcan o liquiden.” 

b) Principio de desafectación. “Con carácter general, los ingresos de carácter presupuestario se destina-
rán a financiar la totalidad de los gastos de dicha naturaleza, sin que exista relación directa entre unos y 
otros. En el supuesto de que determinados gastos presupuestarios se financien con ingresos presupues-
tarios específicos a ellos afectados el sistema contable deberá reflejar esta circunstancia y permitir su 
seguimiento.” 

La regla general de desafectación de los ingresos presupuestarios se exceptúa cuando éstos tienen 
como finalidad, precisamente, financiar determinados gastos presupuestarios previamente defini-
dos, surgiendo así los denominados gastos con financiación afectada; por ejemplo, subvenciones 
recibidas para financiar gastos. En estos casos, el sistema contable pondrá de manifiesto los dere-
chos y las obligaciones reconocidas por los ingresos y los gastos realizados, así como las desvia-
ciones de financiación que permitan calcular correctamente el denominado remanente de tesorería 
e interpretar el resultado presupuestario; a esto nos referiremos otro capítulo de esta obra. 

2.4. Elementos de las cuentas anuales 

Los elementos de las cuentas anuales relacionados con el patrimonio y la situación financiera de la 
entidad, que se registran en el balance, son: 

a) “Activos: bienes, derechos y otros recursos controlados económicamente por la entidad, resultantes de 
sucesos pasados, de los que es probable que la entidad obtenga en el futuro rendimientos económicos 
o un potencial de servicio. También serán calificados como activos aquellos que sean necesarios para 
obtener los rendimientos económicos o el potencial de servicio de otros activos.” 

Se pone de manifiesto, en el caso de los activos, la necesidad de evaluar si existe el control del 
activo por la entidad, con independencia de la propiedad legal de los mismos. 

Es necesario que los activos deriven de sucesos pasados como, por ejemplo, una compra o una 
subvención. Se puede tratar de derechos en general, como es el caso de los derechos de la pro-
piedad intelectual, o una aplicación informática, o de derechos legales de cobro, al incorporar la 
capacidad para su conversión en flujos monetarios en el futuro. Sin embargo, una máquina que 
tiene una gran avería que la hace inservible no cumple el requisito de activo, al no tener capacidad 
para generar beneficios o potencial de servicio en el futuro. 

Una de las consecuencias de la definición de activo es la exclusión de los gastos a distribuir en 
varios ejercicios, ya que no son bienes, ni derechos ni recursos y, por lo tanto, deben reconocerse 
como gastos del ejercicio. 
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Se distingue entre: 

a.1) Activos portadores de “rendimientos económicos futuros.”  “Son aquellos que se poseen 
con el fin de generar un rendimiento comercial a través de la provisión de bienes o prestación 
de servicios con los mismos: un activo genera un rendimiento comercial cuando se utiliza de una 
forma consistente con la adoptada por las entidades orientadas a la obtención de beneficios. La 
posesión de un activo para generar un rendimiento comercial indica que la entidad pretende 
obtener flujos de efectivo a través de ese activo (o a través de la unidad a la que pertenece el 
activo) y obtener un rendimiento que refleje el riesgo que implica la posesión del mismo.” 

a.2) Activos portadores de “potencial de servicio”, que son aquellos que se poseen con una 
finalidad distinta a la de generar un rendimiento comercial, como pueden ser los flujos econó-
micos sociales que generan dichos activos y que benefician a la colectividad, esto es, su beneficio 
social o potencial de servicio.” 

b) “Pasivos: obligaciones actuales surgidas como consecuencia de sucesos pasados, cuya extinción es pro-
bable que dé lugar a una disminución de recursos que incorporen rendimientos económicos o un poten-
cial de servicio. A estos efectos, se entienden incluidas las provisiones.” 

En los pasivos hay que evaluar si se trata de una deuda contraída en el pasado, que será exigible 
con base en un contrato, disposición legal, o compromisos implícitos. En algunos casos la valora-
ción no es exacta, sino estimada, como es el caso de las provisiones; por ejemplo, una indemniza-
ción que probablemente va a recaer sobre la entidad a la que va a tener que hacer frente por una 
reclamación interpuesta en los Tribunales. 

De la definición de pasivo se extrae que son “obligaciones actuales surgidas como consecuencia 
de sucesos pasados”, lo que significa que no se pueden dotar provisiones para la cobertura de 
pérdidas futuras derivadas de acontecimientos que todavía no se han producido, como puede ser 
una posible responsabilidad patrimonial por daños que se puedan originar en el futuro a los usua-
rios de un servicio público, o un salario a pagar en periodos futuros. En definitiva, en el PGCP10 
sólo caben en el concepto de pasivo las deudas ciertas derivadas de sucesos pasados. 

Una de las consecuencias de la definición de pasivo es que las antiguas provisiones para grandes 
reparaciones ya no cumplen la definición de pasivo. Así, por ejemplo, los gastos futuros por ins-
pecciones obligatorias o sustituciones de piezas son sucesos futuros que no cumplen con la defi-
nición de pasivo y cuyo tratamiento contable se verá en el capítulo de inmovilizado. 

Por el contrario, una emisión de un empréstito de obligaciones que la entidad debe devolver es un 
pasivo. También son pasivos los compromisos asumidos en el momento del retiro o abandono de 
los activos, los cuales se contabilizan como una provisión por desmantelamiento, ya que son com-
promisos que se derivan de un suceso pasado como es la adquisición de un activo.  
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c) “Patrimonio neto: constituye la parte residual de los activos de la entidad, una vez deducidos todos sus 
pasivos. Incluye las aportaciones realizadas, ya sea en el momento de su constitución o en otros poste-
riores, por la entidad o entidades propietarias, que no tengan la consideración de pasivos, así como los 
resultados acumulados u otras variaciones que le afecten.” 

Los elementos relacionados con la medida del resultado económico-patrimonial y otros ajustes en 
el patrimonio neto, que se reflejan en la cuenta del resultado económico-patrimonial o en el estado 
de cambios en el patrimonio neto son los siguientes: 

a) “Ingresos: incrementos en el patrimonio neto de la entidad, ya sea en forma de entradas o aumentos 
en el valor de los activos, o de disminución de los pasivos, siempre que no tengan su origen en aporta-
ciones patrimoniales, monetarias o no, de la entidad o entidades propietarias cuando actúen como 
tales.” 

Por tanto, en este Plan Contable los ingresos son tanto los que se imputan a la cuenta del resul-
tado económico-patrimonial como los imputados al patrimonio neto. 

b) “Gastos: decrementos en el patrimonio neto de la entidad, ya sea en forma de salidas o disminuciones 
en el valor de los activos, o de reconocimiento o aumento de los pasivos, siempre que no tengan su ori-
gen en devoluciones de aportaciones patrimoniales y en su caso distribuciones, monetarias o no, a la 
entidad o entidades propietarias cuando actúen como tales. 

Los ingresos y gastos del ejercicio se imputarán al resultado del mismo, excepto cuando proceda su impu-
tación directa al patrimonio neto de acuerdo con lo previsto en la segunda parte de este PGCP o en su 
normativa de desarrollo.” 

Los elementos relacionados con la ejecución del presupuesto que se reflejan en el estado de liqui-
dación del presupuesto son: 

a) “Gastos presupuestarios: Son aquellos flujos que suponen el empleo de créditos consignados en el pre-
supuesto de gastos de la entidad. Su realización conlleva obligaciones a pagar presupuestarias con ori-
gen en gastos, en adquisición de activos o en la cancelación de pasivos financieros.” 

Por tanto, este término se reserva para aquellos flujos que deben imputarse al estado de liquida-
ción del presupuesto de la entidad. No debe confundirse con el término "gasto”, ya que existen 
gastos presupuestarios que no constituyen un gasto y viceversa. 

b) “Ingresos presupuestarios: Son aquellos flujos que determinan recursos para financiar los gastos pre-
supuestarios de la entidad. Generan derechos de cobro presupuestarios, que deben imputarse al corres-
pondiente presupuesto, con origen en ingresos, en la enajenación, el vencimiento o la cancelación de 
activos o en la emisión de pasivos financieros.” 
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Por tanto, este término se reserva para aquellos flujos que deben imputarse al resultado presu-
puestario de la entidad. No debe confundirse con el término "ingreso", ya que existen ingresos 
presupuestarios que no constituyen ingreso y viceversa.  

Los elementos relacionados con movimientos de tesorería que tienen su reflejo en el estado de flujos de 
efectivo son: 

a) “Cobros: Son los flujos de entrada de efectivo y suponen un aumento de la tesorería de la entidad.” 

b) “Pagos: Son los flujos de salida de efectivo y suponen una disminución de la tesorería de la entidad.” 

2.5. Criterios de registro o reconocimiento contable de los elementos de las cuen-
tas anuales 

CRITERIOS DE REGISTRO 

El registro o reconocimiento contable es el proceso por el que se incorporan a la contabilidad los dife-
rentes elementos de las cuentas anuales cuando cumplan las definiciones del apartado anterior y los 
criterios establecidos en este apartado. Todos los hechos económicos deben ser registrados en el opor-
tuno orden cronológico. 

ACTIVOS Y PASIVOS 

Los activos deben reconocerse en el balance cuando: 

- se considere probable que la entidad obtenga, a partir de los mismos, rendimientos económicos o 
un potencial de servicio en el futuro, 

- y siempre que puedan valorarse con fiabilidad. 

De acuerdo con lo establecido en este criterio contable, la primera de las dos condiciones supone que 
los riesgos y ventajas asociados al activo han sido traspasados a la entidad.  

El reconocimiento contable de un activo implica también el reconocimiento simultáneo de un pasivo, 
o de un ingreso, o bien la disminución de otro activo o de un gasto, o el incremento del patrimonio 
neto. Asimismo, habrá de reconocerse cualquier disminución en los rendimientos económicos o el 
potencial de servicio esperado de los activos, ya venga motivada por su deterioro físico, por su desgas-
te a través del uso, o por su obsolescencia.  

Se reconocerá un pasivo en el balance cuando en el momento inicial: 

- Se considere probable que, a su vencimiento, y para liquidar la obligación, deban de entregarse o 
cederse recursos que incorporen rendimientos económicos o un potencial de servicio futuros. 
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- Y es necesario que su valor pueda determinarse con fiabilidad.  

El reconocimiento contable de un pasivo implica el reconocimiento simultáneo de un activo o de un 
gasto, o la disminución de otro pasivo, o de ingresos o del patrimonio neto.  

“Cuando se trate de activos y pasivos que también tengan reflejo en la ejecución del presupuesto, el men-
cionado reconocimiento podrá realizarse cuando, de acuerdo con el procedimiento establecido en cada caso, 
se dicten los correspondientes actos que determinan el reconocimiento de gastos o ingresos presupuestarios. 
En este caso, al menos a la fecha de cierre del período, aunque no hayan sido dictados los mencionados actos 
administrativos, también deberán reconocerse en el balance los activos y pasivos devengados por la entidad 
hasta dicha fecha.”  

INGRESOS Y GASTOS 

El reconocimiento de ingresos en la cuenta del resultado económico-patrimonial o en el estado de 
cambios en el patrimonio neto, tiene lugar como consecuencia de un incremento de los recursos eco-
nómicos o del potencial de servicio de la entidad, ya sea mediante un incremento de activos, o una 
disminución de los pasivos, y siempre que su cuantía pueda determinarse con fiabilidad. Por lo tanto, 
conlleva el reconocimiento simultáneo de un activo, o de un incremento en un activo, o la desaparición 
o disminución de un pasivo.  

Debe reconocerse un gasto en la cuenta del resultado económico-patrimonial o en el estado de cam-
bios en el patrimonio neto, cuando se produzca una disminución de recursos económicos o del poten-
cial de servicio de la entidad, ya sea mediante un decremento en los activos, o un aumento en los pasi-
vos, y siempre que pueda valorarse o estimarse su cuantía con fiabilidad. 

El reconocimiento de un gasto implica, por tanto, el simultáneo reconocimiento de un pasivo, o de un 
incremento en éste, o la desaparición o disminución de un activo. Por el contrario, el reconocimiento 
de una obligación sin reconocer simultáneamente un activo relacionado con la misma, implica la exis-
tencia de un gasto, que debe ser reflejado contablemente. 

Cuando se trate de gastos e ingresos que también tengan reflejo en la ejecución del presupuesto, el 
mencionado reconocimiento se podrá realizar cuando, de acuerdo con el procedimiento establecido en 
cada caso, se dicten los correspondientes actos que determinan el reconocimiento de gastos o ingresos 
presupuestarios. En este caso, al menos a la fecha de cierre del período, aunque no hayan sido dictados 
los mencionados actos administrativos, también deberán reconocerse en la cuenta del resultado eco-
nómico-patrimonial o en el estado de cambios en el patrimonio neto los gastos e ingresos devengados 
por la entidad hasta dicha fecha. 

En cualquier caso, se registrarán en el mismo periodo de cuentas anuales, los gastos e ingresos que 
surjan directa y conjuntamente de las mismas transacciones u otros hechos económicos.  
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GASTOS E INGRESOS PRESUPUESTARIOS 

Se reconocerá un gasto presupuestario en el estado de liquidación del presupuesto cuando, de acuer-
do con el procedimiento establecido, se dicte el correspondiente acto administrativo de reconocimien-
to y liquidación de la obligación presupuestaria. Supone el reconocimiento de la obligación presupues-
taria a pagar, y simultáneamente el de un activo o de un gasto, o la disminución de otro pasivo o de 
ingresos. 

Debe reconocerse un ingreso presupuestario en el estado de liquidación del presupuesto cuando, de 
acuerdo con el procedimiento establecido, se dicte el correspondiente acto administrativo de liquida-
ción del derecho de cobro, o documento equivalente que lo cuantifique. Supone el reconocimiento del 
derecho presupuestario a cobrar, y simultáneamente el de un pasivo, o de un ingreso, o bien la dismi-
nución de otro activo, o de un gasto o el incremento del patrimonio neto. 

El reconocimiento del ingreso presupuestario derivado de transferencias o subvenciones recibidas 
debe realizarse cuando se produzca el incremento del activo en el que se materialicen (tesorería). No 
obstante, el ente beneficiario de las mismas podrá reconocer el ingreso presupuestario con anteriori-
dad, si conoce de forma cierta que el ente concedente ha dictado el acto de reconocimiento de su 
correlativa obligación. 

Asimismo, en aquellas subvenciones y transferencias nominativas que, de acuerdo con su regulación 
específica, se hacen efectivas mediante entregas a cuenta de una liquidación definitiva posterior, la 
entidad beneficiaria podrá reconocer como ingresos presupuestarios las entregas a cuenta al inicio del 
periodo al que se refieran (esto es con periodicidad mensual, trimestral, etc.). El reconocimiento, en su 
caso, del ingreso presupuestario derivado de la liquidación definitiva se efectuará de acuerdo con el 
criterio establecido en el párrafo anterior. 

La concesión de aplazamientos o fraccionamientos en los derechos a cobrar presupuestarios recono-
cidos que implique el traslado del vencimiento del derecho a un ejercicio posterior supondrá la recla-
sificación de tales créditos en el balance y la anulación presupuestaria de los mismos, que deberán 
aplicarse al presupuesto en vigor en el ejercicio de su nuevo vencimiento.  

2.6. Criterios de valoración 

La valoración es el proceso por el que se asigna un valor monetario a cada uno de los elementos inte-
grantes de las cuentas anuales, de acuerdo con lo dispuesto en las normas de valoración relativas a 
cada uno de ellos, incluidas en la parte segunda del PGCP10. 
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A tal efecto, se tendrán en cuenta las siguientes definiciones: 

PRECIO DE ADQUISICIÓN 

“El precio de adquisición de un activo es el importe, en efectivo u otros activos, pagado o pendiente de pago, 
que corresponda al mismo, así como cualquier coste directamente relacionado con la compra o puesta en 
condiciones de servicio del activo para el uso al que está destinado.” 

COSTE DE PRODUCCIÓN 

“El coste de producción de un activo incluye el precio de adquisición de las materias primas y otros materiales 
consumidos, el de los factores de producción directamente imputables al mismo, y la fracción que razona-
blemente corresponda de los indirectamente relacionados con el activo, en la medida en que se refieran al 
período de producción, construcción o fabricación, y se basen en el nivel de utilización de la capacidad nor-
mal de trabajo de los medios de producción.” 

COSTE DE UN PASIVO 

“El coste de un pasivo es el valor de la contrapartida recibida a cambio de incurrir en la deuda.” 

VALOR RAZONABLE 

“Es el importe por el que puede ser adquirido un activo o liquidado un pasivo, entre partes interesadas y debi-
damente informadas, que realizan una transacción en condiciones de independencia mutua. El valor razona-
ble se determinará sin deducir los costes de transacción en los que pudiera incurrirse en su enajenación. No 
tendrá en ningún caso el carácter de valor razonable el que sea resultado de una transacción forzada, urgen-
te, o como consecuencia de una liquidación involuntaria. 

Con carácter general, el valor razonable se calculará con referencia a un valor de mercado fiable. En este sen-
tido, el precio cotizado en un mercado activo será la mejor referencia del valor razonable, entendiéndose por 
tal aquel en el que se den las siguientes condiciones: 

- Los bienes o servicios intercambiados en el mercado son homogéneos. 

- Pueden encontrarse en todo momento compradores o vendedores para un determinado bien o servicio, y; 

- Los precios son conocidos y fácilmente accesibles para el público. Estos precios, además, reflejan transac-
ciones de mercado reales y actuales y producidas con regularidad.” 

Los elementos que no puedan valorarse de manera fiable, con referencia a un valor de mercado o 
mediante los modelos y técnicas de valoración, se valorarán, según proceda, por su coste amortizado 
o por su precio de adquisición o coste de producción, haciendo mención en la memoria de las cuentas 
anuales de este hecho y de las circunstancias que lo motivan.  
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En el PGCP10, el valor razonable se utiliza, como opción, en la valoración posterior del inmovilizado 
material, intangible e inversiones inmobiliarias, así como en la valoración posterior de los activos finan-
cieros a valor razonable con cambios en resultados, activos financieros disponibles para la venta, pasi-
vos financieros a valor razonable con cambios en resultados y derivados, como se comentará en capí-
tulos posteriores. 

VALOR REALIZABLE NETO 

“El valor realizable neto de un activo es el importe que se puede obtener por su enajenación en el mercado, 
de manera natural o no forzada, deduciendo los costes estimados necesarios para llevarla a cabo, así como, 
en el caso de los productos en curso, los costes estimados necesarios para terminar su producción, construc-
ción o fabricación.” 

VALOR EN USO 

“El valor en uso de aquellos activos que incorporan rendimientos económicos futuros para la entidad, es el 
valor actual de los flujos de efectivo esperados a través de su utilización en el curso normal de la actividad 
de la entidad, y, en su caso, de su enajenación u otra forma de disposición, actualizados a un tipo de interés 
de mercado sin riesgos. Cuando la distribución de los flujos de efectivo esté sometida a incertidumbre, se 
considerará ésta asignando probabilidades a las distintas estimaciones de flujos de efectivo. En cualquier 
caso, esas estimaciones deberán tener en cuenta cualquier otra asunción que los participantes en el mercado 
considerarían, tal como el grado de liquidez inherente al activo valorado. 

El valor en uso de aquellos activos portadores de potencial de servicio para la entidad, es el valor actual del 
activo manteniendo su potencial del servicio. Se determina por el coste de reposición del activo menos la 
amortización acumulada calculada sobre la base de ese coste, para reflejar el uso ya efectuado del activo.”  

COSTES DE VENTA 

“Son los gastos directamente atribuibles a la venta de un activo en los que la entidad no habría incurrido de 
no haber tomado la decisión de vender, excluidos los gastos financieros. Se incluyen los gastos legales nece-
sarios para transferir la propiedad del activo y las comisiones de venta.” 

IMPORTE RECUPERABLE 

“El importe recuperable de un activo es el mayor entre su valor razonable menos los costes de venta y su 
valor en uso.” 

VALOR ACTUAL DE UN ACTIVO O DE UN PASIVO 

“El valor actual es el importe de los flujos de efectivo a recibir o pagar en el curso normal de la actividad de 
la entidad, según se trate de un activo o de un pasivo, respectivamente, actualizados a un tipo de descuento 
adecuado.” 

CAPÍTULO 2. MARCO LEGAL DE LA CONTABILIDAD EN LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 

MANUAL DE CONTABILIDAD Y AUDITORÍA DEL SECTOR PÚBLICO

CONSEJO GENERAL DE ECONOMISTAS DE ESPAÑA · COMITÉ DEL SECTOR PÚBLICO



62

COSTE AMORTIZADO DE UN ACTIVO O PASIVO FINANCIERO 

“Es el importe al que inicialmente fue valorado un activo financiero, o un pasivo financiero, menos los reem-
bolsos de principal, más o menos, según proceda, la parte imputada en la cuenta del resultado económico 
patrimonial, mediante la utilización del método del tipo de interés efectivo, de la diferencia entre el importe 
inicial y el valor de reembolso en el vencimiento y, para el caso de los activos financieros, menos cualquier 
reducción de valor por deterioro reconocida mediante una cuenta correctora de su valor. 

El tipo de interés efectivo es el tipo de actualización que iguala exactamente el valor contable de un activo 
o un pasivo financiero con los flujos de efectivo estimados a lo largo de la vida del mismo, a partir de sus 
condiciones contractuales y sin considerar las pérdidas por riesgo de crédito futuras; en su cálculo se incluirán 
las comisiones financieras que se carguen por adelantado en la concesión de financiación. Cuando no se dis-
ponga de una estimación fiable de los flujos de efectivo a partir de un determinado periodo, se considerará 
que los flujos restantes son iguales a los del último periodo para el que se dispone de una estimación fiable.” 

COSTES DE TRANSACCIÓN ATRIBUIBLES A UN ACTIVO O PASIVO FINANCIERO 

“Son los gastos directamente atribuibles a la compra o enajenación de un activo financiero, o a la emisión o 
asunción de un pasivo financiero, en los que no se habría incurrido si la entidad no hubiera realizado la tran-
sacción. Entre ellos se incluyen las comisiones pagadas a intermediarios, tales como las de corretaje, los gas-
tos de intervención de fedatario público y otros, y se excluyen las primas o descuentos obtenidos en la com-
pra o emisión, los gastos financieros, los administrativos internos y los incurridos por estudios y análisis pre-
vios.” 

VALOR CONTABLE 

“El valor contable es el importe por el que un activo o un pasivo se encuentra registrado en balance, una vez 
deducida, en el caso de los activos, su amortización acumulada y cualquier corrección valorativa acumulada 
por deterioro que se haya registrado.” 

En el PGCP10 los activos figuran en el balance de situación una vez deducidas las amortizaciones acu-
muladas y el deterioro, a diferencia del PGCP94 en el que figuraban en el balance de situación restan-
do las cuentas de la amortización acumulada. 

VALOR RESIDUAL DE UN ACTIVO 

“El valor residual de un activo es el importe que la entidad podría obtener en el momento actual por su venta 
u otra forma de disposición, una vez deducidos los costes estimados para realizar ésta, tomando en conside-
ración que el activo hubiese alcanzado la antigüedad y demás condiciones que se espera que tenga al final 
de su vida útil. 

La vida útil de un activo es el período durante el que se espera utilizar el activo por parte de la entidad o el 
número de unidades de producción o similares que se espera obtener del mismo por parte de la entidad. 
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La vida económica de un activo es el período durante el cual el activo se espera que sea utilizable económi-
camente por parte de uno o más usuarios o el número de unidades de producción que se espera obtener del 
activo por parte de uno o más usuarios.”  

3. NORMATIVA CONTABLE APLICABLE EN EL SECTOR PÚBLICO ESTATAL 

3.1. Aspectos generales 

Como normativa básica, los artículos 124 y 125 de la LGP recogen las competencias en materia con-
table a nivel estatal. Así, al Ministro de Economía y Hacienda le corresponde aprobar el PGCP, en el 
que se recogerán y desarrollarán los principios contables públicos, determinar el contenido, la estruc-
tura, normas de elaboración y criterios de agregación o consolidación de la Cuenta General del Estado 
y determinar el contenido y la estructura de las cuentas anuales que deben rendirse al Tribunal de 
Cuentas, además de los procedimientos de remisión de las mismas. 

Por otra parte, como centro directivo de la contabilidad pública, la IGAE promoverá el ejercicio de la 
potestad reglamentaria en materia contable atribuida al Ministro de Hacienda y proponer a éste la 
aprobación del Plan General de Contabilidad Pública, y aprobará la normativa de desarrollo del Plan 
General de Contabilidad Pública y los planes parciales o especiales que se elaboren conforme al 
mismo. También es necesario mencionar que, desde el 1 de enero de 2005, tiene atribuida la compe-
tencia para aprobar los planes de contabilidad aplicables a las entidades que integran el sector público 
empresarial, conforme al PGC de las empresas. La IGAE también tiene atribuida la competencia para 
establecer los principios básicos de contabilidad analítica de las entidades que deben aplicar los prin-
cipios contables públicos. En relación con el sistema de información contable, le corresponde a la IGAE 
establecer los principios y los requerimientos funcionales y, en su caso, los procedimientos informáticos 
relativos al sistema de información contable que deben aplicar las entidades sujetas a los principios 
contables públicos. 

A la IGAE, como centro gestor de la contabilidad pública, le corresponde igualmente, entre otras com-
petencias, gestionar la contabilidad de la Administración General del Estado, centralizar la información 
contable de las distintas entidades integrantes del sector público estatal y formar la Cuenta General 
del Estado. 

El artículo 127 de la LGP establece que todas las entidades del sector público estatal deben formular 
sus cuentas anuales, de acuerdo con los principios contables que les sean de aplicación, en el plazo 
máximo de tres meses desde el cierre del ejercicio económico, poniéndolas a disposición de los audi-
tores que corresponda de acuerdo con lo previsto en los artículos 163 y 168. Todas las entidades inte-
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grantes del sector público estatal, de acuerdo con lo establecido en el artículo 137 de la LGP, deben 
rendir al Tribunal de Cuentas, por conducto de la IGAE, las cuentas anuales. 

La LGP en el artículo 139 establece que los cuentadantes definidos en el artículo 138, en cumplimiento 
de su obligación de rendir cuentas, deben remitir sus cuentas anuales aprobadas a la IGAE acompa-
ñadas del informe de auditoría que corresponda, dentro de los siete meses siguientes a la terminación 
del ejercicio económico. 

Las sociedades mercantiles estatales, las entidades públicas empresariales, el resto de entes sometidos 
a los principios y normas de contabilidad recogidos en el PGC de las empresas y las fundaciones deben 
presentar, junto con las cuentas anuales, un informe relativo al cumplimiento de las obligaciones de 
carácter económico-financiero que hayan asumido como consecuencia de su pertenencia al sector 
público, definido en el artículo 129.3 de la LGP y la Orden 614/2009, de 3 de marzo, por la que se 
regula el contenido de dicho informe. La IGAE remite al Tribunal de Cuentas la documentación anterior 
en el plazo de un mes desde que la recibe.  

En cuanto a la información periódica, el artículo 135 de la LGP establece que, sin perjuicio de la facul-
tad de las Cortes Generales de solicitar del Gobierno la información que estimen oportuna, la IGAE, 
con periodicidad mensual, pondrá a disposición de las Comisiones de Presupuestos del Congreso y del 
Senado información sobre la ejecución de los presupuestos. Con la misma periodicidad, la IGAE remi-
tirá a dichas Comisiones información sobre la ejecución de los presupuestos de las entidades que inte-
gran el sistema de la Seguridad Social. 

La IGAE publica con periodicidad mensual en el BOE información de las operaciones de ejecución del 
presupuesto y sus modificaciones y operaciones de tesorería, de acuerdo con lo establecido en el artí-
culo 136.1 de la LGP. 

Por lo que afecta a las entidades que deban aplicar principios contables públicos, así como las restan-
tes entidades que no tengan obligación de publicar sus cuentas anuales en el Registro Mercantil, la 
LGP en el artículo 136.4 habilita a la IGAE para determinar el contenido mínimo de la información a 
publicar anualmente en el BOE o en otros medios que considere conveniente, incluyendo el balance, 
la cuenta del resultado económico-patrimonial y un resumen de los restantes estados que conforman 
las cuentas anuales. 

El contenido de la Cuenta General del Estado está recogido en el artículo 130 de la LGP. Se formará 
mediante la consolidación de las cuentas anuales de las entidades que integran el sector público esta-
tal y comprenderá el balance consolidado, la cuenta del resultado económico-patrimonial consolidada, 
el estado de cambios en el patrimonio neto consolidado, el estado de flujos de efectivo consolidado, 
el estado de liquidación del presupuesto consolidado y la memoria consolidada. La Cuenta General 
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del Estado deberá suministrar información sobre la situación patrimonial y financiera, el resultado eco-
nómico-patrimonial y la ejecución del presupuesto del sector público estatal. 

Debe mencionarse que la Orden HAP/1489/2013, de 18 de julio, aprueba, con el carácter de marco 
contable para todas las Administraciones Públicas, las normas sobre consolidación de cuentas en el 
sector público, siendo aplicable en el sector público estatal a partir del 1 de enero de 2014.  

A la Cuenta General del Estado se acompañarán las cuentas de gestión de tributos cedidos a las 
Comunidades Autónomas conforme a lo preceptuado en el artículo 60 de la Ley 22/2009, de 18 de 
diciembre, por la que se regula el sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen 
común y Ciudades con Estatuto de Autonomía y se modifican determinadas normas tributarias. 

A los efectos de obtener las cuentas consolidadas, el Ministro de Hacienda podrá determinar la inte-
gración de las cuentas anuales de las entidades controladas, directa o indirectamente, por la 
Administración General del Estado que no forman parte del sector público estatal, las de las entidades 
multigrupo y las de las entidades asociadas. En este caso, dichas entidades deberán remitir a la IGAE 
sus cuentas anuales aprobadas acompañadas, en su caso, del informe de auditoría dentro de los siete 
meses siguientes a la terminación del ejercicio económico. 

A los efectos de lo establecido en el apartado anterior se entiende por control el poder de dirigir las 
políticas financieras y la actividad de otra entidad con la finalidad de obtener rendimientos económicos 
o potencial de servicio. 

Las entidades multigrupo son entidades no controladas por la Administración General del Estado, ges-
tionadas por dicha Administración General u otra entidad controlada por ella, que participan en su 
capital social o patrimonio, conjuntamente con otra u otras entidades. 

Las entidades asociadas son entidades no controladas por la Administración General del Estado, en las 
que dicha Administración General u otra entidad controlada por ella ejercen una influencia significativa 
por tener una participación en su capital social o patrimonio que, creando con ésta una vinculación 
duradera, esté destinada a contribuir a su actividad. 

Respecto a la contabilidad de las entidades que integran el sistema de la Seguridad Social, el artículo 
125 de la LGP establece que las funciones directivas y gestoras de la contabilidad pública serán ejer-
cidas por la IGAE a través de la Intervención General de la Seguridad Social, a la que corresponde, 
entre otras funciones, elaborar la adaptación del PGCP a dichas entidades y someterlo para su apro-
bación a la IGAE. La regulación contable se recoge en la Resolución de 1 de julio de 2011, de la 
Intervención General de la Administración del Estado, por la que se aprueba la adaptación del Plan 
General de Contabilidad Pública a las entidades que integran el sistema de la Seguridad Social y en la 
Resolución de 25 de julio de 2012, de la Intervención General de la Administración del Estado, por la 
que se determina la estructura y composición de la Cuenta General de la Seguridad Social y de las 
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cuentas anuales de las entidades que integran el sistema de la Seguridad Social y el resumen de la 
información a publicar en el BOE. 

Posteriormente, la Orden HAC/552/2019, de 11 de abril, modificó las instrucciones de contabilidad de 
la Administración Institucional y General del Estado, para adaptar la información prevista en la 
Memoria del PGCP, relativa a la contratación administrativa y sus procedimientos de adjudicación, a la 
nueva tipología de contratos y procedimientos de adjudicación que estableció la Ley 9/2017, de 8 de 
noviembre, de Contratos del Sector Público. La modificación introducida supuso la eliminación, en 
dichas instrucciones de contabilidad, de las denominaciones de los tipos de contratos y de sus proce-
dimientos de adjudicación en el apartado de la Memoria previsto en la normativa contable, haciendo 
referencia únicamente a que deberá elaborarse la información de contratación en cada ejercicio de 
acuerdo a los contratos y procedimientos en vigor, lo que permitirá que posteriores modificaciones en 
la Ley de Contratos del Sector Público no requieran efectuar reformas de la normativa contable.  

También hay que hacer mención a los Fondos carentes de personalidad jurídica cuya dotación se efec-
túe mayoritariamente desde los Presupuestos Generales del Estado. El artículo 2.2 de la LGP establece 
que se regula por esta ley el régimen presupuestario, económico-financiero y contable y de control de 
los citados fondos. La Disposición adicional decimocuarta de la LGP dispone que los citados Fondos 
mantendrán su contabilidad independiente a la del Estado y formarán sus cuentas debidamente audi-
tadas, en el primer semestre del ejercicio posterior, siendo sometidas a la aprobación de los órganos 
específicos para su administración, gestión y control. Por otro lado, el apartado 1.k) del artículo 125 
de la LGP establece que a la IGAE, como centro directivo de la contabilidad pública, le compete apro-
bar las normas de contabilidad aplicables a los mismos.  

La Resolución de 12 de septiembre de 2013, de la Intervención General de la Administración del 
Estado, regula el procedimiento de obtención, formulación, aprobación y rendición de las cuentas 
anuales para los fondos carentes de personalidad jurídica a que se refiere el artículo 2.2 de la LGP. 

En cuanto a la contabilidad analítica, como se ha señalado con anterioridad, la IGAE es competente 
para determinar los principios de contabilidad analítica que deben aplicar las entidades sometidas a 
los principios contables públicos. 

La IGAE ha impulsado la realización de estudios de contabilidad analítica y la implantación de costes 
en las entidades del sector público desarrollando el denominado modelo CANOA (Contabilidad 
Analítica Normalizada para Organizaciones Administrativas). En este modelo contable se contemplan 
las estructuras básicas del sistema (elementos de coste, centros de coste, actividades, criterios de 
reparto e ingresos), adecuados a las características organizativas y funcionales de las entidades del 
sector público. Este modelo CANOA está soportado en una aplicación informática desarrollada por la 
IGAE. 
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En el PGCP10 se ha incluido en la memoria de las cuentas anuales información de costes de activida-
des y unos indicadores de gestión que constituye la primera iniciativa para hacer pública y obligatoria 
esta información. 

La Resolución de 28 de julio de 2011, de la IGAE, regula los criterios para la elaboración de la infor-
mación sobre los costes de actividades e indicadores de gestión a incluir en la memoria de las cuentas 
anuales del PGCP. 

3.2. Normativa contable aplicable a la Administración General del Estado 

El modelo contable de la Administración General del Estado (AGE) está regulado en el Real Decreto 
578/2001 y en la Instrucción de Contabilidad para la AGE, aprobada por Orden HAC/1300/2002, de 
23 de mayo, y sus posteriores actualizaciones. 

El Real Decreto 578/2001 estableció en la AGE un modelo contable centralizado, capturándose las 
operaciones por las oficinas de contabilidad, simplificando los procedimientos contables a través del 
tratamiento de los datos y el archivo y conservación de la información por medios electrónicos, infor-
máticos y telemáticos. El sistema de información contable de la AGE (SIC) se configura como un con-
junto integrado de subsistemas o áreas contables que tiene por objeto registrar todas las operaciones 
de naturaleza presupuestaria, económica, financiera y patrimonial que se produzcan en su ámbito e 
integrar la información relativa a aquellas otras que, como consecuencia de la gestión de los tributos 
estatales y recursos de otras Administraciones y entes públicos, se produzcan en el ámbito de la 
Agencia Estatal de la Administración Tributaria (AEAT). 

La Orden HAC/1300/2002, que aprueba la Instrucción de Contabilidad para la AGE, regula las com-
petencias de las oficinas de contabilidad, el soporte y los justificantes de las operaciones contables, el 
archivo y conservación de los mismos y el contenido de la cuenta de la AGE. 

En la AGE, existen las siguientes oficinas contables: 

a) La Central Contable, a la que corresponde, entre otras funciones, integrar en el SIC las operacio-
nes relacionadas con la gestión de los tributos estatales, de los ingresos no tributarios de la AGE 
y de los recursos de otras Administraciones Públicas, registrar operaciones que afectan a la conta-
bilidad económico-patrimonial, vigilar e impulsar la actividad de las oficinas de contabilidad, reca-
bar la presentación de documentación que se incorpore a la cuenta de la AGE. 

b) Las oficinas de contabilidad de las Intervenciones Delegadas en los Departamentos 
Ministeriales y la Subdirección General de Contabilidad del Ministerio de Defensa, a las que 
corresponden, entre otras competencias, registrar las operaciones generadas en el ámbito del 
Departamento derivadas de la ejecución de los gastos presupuestarios hasta el reconocimiento de 
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la obligación y la propuesta de pago, registrar las operaciones no presupuestarias que se produz-
can en el ámbito de los servicios gestores del Departamento, registrar las operaciones que afecten 
a la contabilidad económico-patrimonial, registrar las propuestas de pago por devolución de ingre-
sos no tributarios cuya gestión corresponda a los servicios gestores del Departamento. 

c) La oficina de contabilidad de la Intervención delegada en la Dirección General del Tesoro y 
Política Financiera (DGTPF), a la que corresponde, entre otras competencias, registrar las opera-
ciones de ejecución de la sección presupuestaria de la Deuda Pública del presupuesto de gastos 
de la AGE, registrar todas las operaciones de ordenación de pagos y los pagos efectuados en el 
ámbito de la DGTPF, registrar en el SIC, en relación con los ingresos no tributarios, las operaciones 
derivadas de la ejecución del presupuesto de ingresos cuya gestión corresponda al ámbito de la 
DGTPF, o hayan de aplicarse de forma centralizada por la misma y de la información necesaria para 
el control individualizado de liquidaciones de contraído previo, así como las propuestas de pago 
por devolución de ingresos. 

d) Las oficinas de contabilidad de las Intervenciones de las Delegaciones de Economía y 
Hacienda, a las que corresponde, entre otras competencias, registrar las operaciones derivadas de 
la ejecución del presupuesto de gastos generadas en su ámbito territorial, cuando así corresponda 
en función de los actos de delegación y desconcentración de competencias en los servicios perifé-
ricos, registrar, en su caso, en relación con los ingresos no tributarios, las operaciones derivadas de 
la ejecución del presupuesto de ingresos y de la información necesaria para el control individuali-
zado de liquidaciones de contraído previo, así como las propuestas de pago por devolución de 
ingresos cuya gestión corresponda al ámbito territorial de la Delegación de Economía y Hacienda. 

En la actualidad, la regulación contable en la AGE se resume en la siguiente normativa: 

- Orden EHA/3067/2011, de 8 de noviembre, por la que se aprueba la Instrucción de Contabilidad 
para la Administración General del Estado 

- Adaptación del Plan General de Contabilidad Pública a la Administración General del Estado, apro-
bada por la Resolución de 17 de noviembre de 2011, de la Intervención General de la 
Administración del Estado  

3.3. Normativa contable aplicable a la Administración Institucional 

Puede resumirse en la siguiente: 

- Orden EHA/2045/2011, de 14 de julio, por la que se aprueba la Instrucción de Contabilidad para la 
Administración Institucional del Estado. 

- Resolución de 28 de julio de 2011 de la Intervención General de la Administración del Estado, por 
la que se aprueba la adaptación del PGCP para los Entes Públicos cuyo presupuesto de gastos tiene 
carácter estimativo. 
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- Resolución de 28 de julio de 2011, de la Intervención General de la Administración del Estado, por 
la que se regulan los criterios para la elaboración de la información sobre los costes de actividades 
e indicadores de gestión a incluir en la memoria de las Cuentas Anuales del PGCP. 

- Resolución de 28 de mayo de 2012 de la Intervención General de la Administración del Estado por 
la que se determina el contenido mínimo de la información a publicar en el Boletín Oficial del Estado 
por las entidades a las que les sea de aplicación la Instrucción de Contabilidad para la 
Administración Institucional del Estado. 

- Resolución de 10 de octubre de 2018, de la Intervención General de la Administración del Estado, 
por la que se aprueba la adaptación del PGCP a los centros asociados de la Universidad Nacional 
de Educación a Distancia. 

4. NORMATIVA CONTABLE APLICABLE AL SECTOR PÚBLICO AUTONÓMICO 

En el caso de las Comunidades Autónomas, al tener transferidas las competencias en materia de con-
tabilidad pública, en la mayor parte de los casos la adaptación al PGCP10 se ha llevado a cabo con 
un considerable retraso, o incluso todavía no se ha realizado. A este respecto, el hecho de vincular el 
Programa para la aplicación del compartimento Fondo de Liquidez Autonómico del Fondo de Financiación a 
Comunidades Autónomas a la reforma contable parece haber acelerado el proceso. La tabla 2.2 mues-
tra la situación de cada una de las comunidades autónomas. 
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TABLA 2.2. NORMATIVA CONTABLE DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS. 

NORMA: Orden de 30 de marzo de 2015, por la que se aprueba el Plan General de Contabilidad Financiera 
de la Administración de la Junta de Andalucía y de sus Agencias Administrativas y de Régimen Especial. 

ENTRADA EN VIGOR: 1 de enero de 2015                      

ENTIDADES A LAS QUE SE LES APLICA: Administración de la Junta de Andalucía y sus agencias administra-
tivas y de régimen especial.

AN
DA

LU
CÍ

A

NORMA: Orden HAP/535/2018, de 14 de marzo, por la que se aprueba el Plan General de Contabilidad 
Pública de la Comunidad Autónoma de Aragón               

ENTRADA EN VIGOR: 1 de enero de 2019                      

ENTIDADES A LAS QUE SE LES APLICA:  
a) La Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón. 
b) Los Organismos Autónomos de la Comunidad Autónoma de Aragón. 
c) Las entidades de Derecho Público de la Comunidad Autónoma de Aragón, salvo las financiadas mayo-

ritariamente con ingresos obtenidos como contrapartida de la entrega de bienes o la prestación de ser-
vicios bajo condiciones comparables a las del mercado que, con la autorización previa de la Intervención 
General, podrán regirse por el Plan General de Contabilidad para la empresa. 

d) Los consorcios adscritos a la Administración de la Comunidad Autónoma. 
e) La Universidad de Zaragoza.

AR
AG

Ó
N
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NORMA: Resolución de 1 de diciembre de 2020, de la Consejería de Hacienda, por la que se aprueba el 
Plan General de Contabilidad Pública del Principado de Asturias  

ENTRADA EN VIGOR: 1 de enero de 2021, excepto para la Universidad de Oviedo y los consorcios adscritos 
al sector público del Principado de Asturias, que entrará en vigor el 1 de enero de 2022  

ENTIDADES A LAS QUE SE LES APLICA:  
a) La Administración de la Comunidad Autónoma. 
b) Los organismos autónomos del Principado de Asturias. 
c) Los entes públicos del Principado de Asturias a los que se refiere el artículo 4.5 del TRREPPA, cuando 

así lo establezcan sus normas de creación y, en su defecto, siempre que no concurran en los mismos las 
características señaladas en el artículo 59.5 a) y b) del TRREPPA. 

d) La Universidad de Oviedo
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NORMA: Resolución de la consejera de Hacienda y Administraciones Públicas de 29 de diciembre de 2016 
por la que se aprueba el Plan General de Contabilidad Pública de la Comunidad Autónoma de las Illes 
Balears                                       

ENTRADA EN VIGOR: 1 de enero de 2017                      

ENTIDADES A LAS QUE SE LES APLICA:  
a) La Administración de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears. 
b) Los organismos autónomos dependientes. 
c) El Servicio de Salud de las Illes Balears. 
d) La Agencia Tributaria de las Illes Balears. 
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NORMA: Orden, 21 diciembre 2018, de la Consejería de Hacienda, por la que se aprueba el Plan General 
de Contabilidad Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias  

ENTRADA EN VIGOR: 1 de enero de 2019, excepto para las Universidades Públicas Canarias que entrará 
en vigor el 1 de enero de 2020  

ENTIDADES A LAS QUE SE LES APLICA: Sector Público Autonómico con presupuesto limitativo y a las 
Universidades Públicas Canarias. 
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NORMA:Orden HAC/47/2019, de 26 de diciembre de 2019, por la que se aprueba el Plan General de 
Contabilidad Pública para Cantabria 

ENTRADA EN VIGOR:  
1. El día 1 de enero de 2020 para la Administración General de la Administración de la Comunidad 

Autónoma de Cantabria. 
2. El día 1 de enero de 2021 para las entidades integrantes del sector público administrativo autonómico, 

con la excepción mencionada en el párrafo siguiente. 
3. El día 1 de enero de 2022 para los siguientes organismos autónomos: 

a) El Servicio Cántabro de Salud (SCS). 
b) El Instituto Cántabro de Servicios Sociales (ICASS). 
c) El Servicio Cántabro de Empleo (SCE). 
d) El Instituto Cántabro de Seguridad y Salud en el Trabajo (ICSST). 
e) El Servicio de Emergencias de Cantabria (SEMCA).  

ENTIDADES A LAS QUE SE LES APLICA: artículo 3 de la Ley 14/2006, de 24 de octubre, de Finanzas de 
Cantabria. 

CA
N
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NORMA: Orden EYH/434/2018, de 4 de abril, por la que se aprueba el Plan General de Contabilidad 
Pública de la Comunidad de Castilla y León                    

ENTRADA EN VIGOR: 1 de enero de 2019                      

ENTIDADES A LAS QUE SE LES APLICA: Administración General de la Comunidad, los organismos autóno-
mos y los entes públicos de derecho privado así como para el resto de entidades del sector público de la 
Comunidad que, de acuerdo con las normas establecidas en la Ley de la Hacienda y del Sector Público de 
la Comunidad, estén sujetos al régimen de contabilidad pública.CA
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NORMA: Orden 169/2018, de 26 de noviembre, de la Consejería de Hacienda y Administraciones Públicas, 
por la que se aprueba el Plan General de Contabilidad Pública de la Junta de Comunidades de Castilla-La 
Mancha                                                                          

ENTRADA EN VIGOR: 1 de enero de 2019                      

ENTIDADES A LAS QUE SE LES APLICA: Administración General de la Comunidad Autónoma de Castilla-La 
Mancha, sus organismos autónomos y el resto de entes del sector público regional, definido en el artículo 
4 del Texto Refundido de la Ley de Hacienda de Castilla-La Mancha, aprobado por Decreto Legislativo 
1/2002, de 19 de noviembre, que estén sujetos al régimen de contabilidad pública.CA
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NORMA: Orden VEH/137/2017, de 29 de junio, por la que se aprueba el Plan General de Contabilidad 
Pública de la Generalidad de Cataluña (PGCPGC)           

ENTRADA EN VIGOR: 1 de enero de 2018                      

ENTIDADES A LAS QUE SE LES APLICA: En el sector público de la Generalidad de Cataluña se aplican los 
planes de contabilidad siguientes: 
a) La contabilidad de la Administración de la Generalidad de Cataluña, las entidades autónomas adminis-

trativas, el Servicio Catalán de la Salud (CatSalut), el Instituto Catalán de la Salud (ICS), se rigen por el 
PGCPGC, por sus principios y normas contables, por sus planes parciales o especiales y, en general, por 
las disposiciones que lo detallen, concreten o desarrollen. 

b) La contabilidad de las entidades de derecho público sometidas al ordenamiento jurídico privado así 
como las entidades autónomas comerciales, financieras o industriales, que se financian mayoritariamen-
te, con ingresos obtenidos como contrapartida de entrega de bienes o la prestación de servicios bajo 
condiciones comparables a las de mercado, con la autorización previa de la Intervención General, pue-
den regirse por el Plan General de Contabilidad de la empresa y sus adaptaciones, excepto que su 
norma fundacional disponga otra cosa. Esta tipología de entidades y en caso de no cumplir las condi-
ciones indicadas, se rigen por el PGCPGC y sus adaptaciones. 

c) La contabilidad de las sociedades mercantiles con participación mayoritaria, directamente o indirecta-
mente, de la Generalidad de Cataluña se rige por el Plan General de Contabilidad de la empresa y sus 
adaptaciones. 

d) La contabilidad de las entidades sin ánimo de lucro de la Generalidad de Cataluña se rige por el Plan 
General de la Contabilidad de las entidades sin ánimo de lucro sujetas a la legislación de la Generalidad 
de Cataluña 

e) La contabilidad de los consorcios adscritos a la Generalidad de Cataluña, con carácter general se rige 
por el PGCPGC, salvo los consorcios que son financiados mayoritariamente con ingresos obtenidos 
como contrapartida de la entrega de bienes o la prestación de servicios bajo condiciones comparables 
a las del mercado, que con la autorización previa de la Intervención General, pueden regirse por el Plan 
General de Contabilidad de la empresa y sus adaptaciones. 
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f) Las entidades del sector público de la salud con personalidad jurídica diferenciada, que gestionan ser-
vicios sanitarios por cuenta de la Administración de la Generalidad de Cataluña en régimen de mercado 
interno regulado, que financian su actividad mayoritariamente con ingresos obtenidos como contrapres-
tación de servicios y que cumplen con los requisitos para disfrutar del régimen de autonomía de gestión 
establecido a la normativa vigente, pueden regirse por el Plan general contable de la empresa y sus 
adaptaciones 

g) Los consorcios que dispongan de la resolución de la persona titular del departamento competente en 
materia de investigación, en la que se reconocen como centros de investigación de Cataluña, que tienen 
como objeto principal la investigación en la frontera del conocimiento y que, de acuerdo con la norma-
tiva vigente, disfruten de autonomía económica y financiera, de acuerdo con el régimen jurídico especial 
de los centros CERCA y de la Institución Catalana de Investigación y Estudios Adelantados ICREA, de 
acuerdo con el marco de la normativa vigente, pueden regirse por el Plan General Contable de la empre-
sa y sus adaptaciones. 

h)  El resto de entidades del sector público participadas mayoritariamente, directamente o indirectamente, 
por la Generalidad de Cataluña se rigen por el plan que determine la Intervención General de la 
Generalidad de Cataluña. 

i) La contabilidad de las universidades públicas se rige por el PGCPGC y las adaptaciones que determine 
la Intervención General. 
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NORMA: Orden 8/2017, de 1 de septiembre, de la Consejería de Hacienda y Modelo Económico, por la que 
se deroga la Orden de 16 de julio de 2001, de la Conselleria de Economía, Hacienda y Empleo, por la que 
aprueba el Plan General de Contabilidad Pública de la Generalitat Valenciana 

ENTRADA EN VIGOR: En esta norma se establece que mientras que no se ejerzan las competencias norma-
tivas previstas en los artículos 129.ai 130.1.a, b y c de la Ley 1/2015, de 6 de febrero, de hacienda pública, 
del sector público instrumental y de subvenciones, será de aplicación la normativa estatal vigente en la 
materia como derecho supletorio, lo cual está en vigor desde 1 de enero de 2019 

ENTIDADES A LAS QUE SE LES APLICA: Administración de la Generalitat Valenciana, sus entidades autóno-
mas, fundaciones públicas de la Generalitat Valenciana y entidades con personalidad jurídica propia sujetas 
al régimen de contabilidad en los términos previstos por el texto refundido de la Ley de Hacienda Pública 
de la Generalitat Valenciana
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NORMA: Orden de 23 de diciembre de 2020 por la que se aprueba el Plan General de Contabilidad Pública 
de la Comunidad Autónoma de Extremadura 

ENTRADA EN VIGOR: 1 de enero de 2020 para todas las entidades incluidas en la disposición transitoria 
única del Decreto 201/2019, de 27 de diciembre, por el que se aprueba la implantación del sistema de ges-
tión económico-financiera en el ámbito del sector público autonómico con presupuesto limitativo. El resto 
de entidades del sector público autonómico con presupuesto limitativo podrán aplicar el presente plan 
general de contabilidad pública a partir del 1 de enero de 2020, debiendo aplicarlo obligatoriamente a par-
tir del 1 de enero de 2022 

ENTIDADES A LAS QUE SE LES APLICA: Entidades del Sector Público Autonómico, definido en el artículo 2 
de la Ley 5/2007, de 19 de abril, General de Hacienda Pública de Extremadura, que tengan presupuesto 
limitativo y deban aplicar los principios contables públicos previstos en el artículo 134 de la citada Ley.
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NORMA: Orden de 28 de noviembre de 2001 por la que se aprueba el Plan General de Contabilidad Pública 
de Galicia                                   

ENTRADA EN VIGOR: 1 enero 2002                                

ENTIDADES A LAS QUE SE LES APLICA:  
a) A la Administración general de la Comunidad Autónoma. 
b)  A los organismos autónomos a que se refiere el artículo 11 de la LRFPG. 
c) A las corporaciones y otras entidades comprendidas en el sector público de Galicia. 
d) A las sociedades públicas autonómicas a que se refiere el artículo 12 de la LRFPG sometidas al régimen 

de contabilidad pública, de acuerdo con su normativa específica.
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NORMA: Orden de 22 de mayo de 2015, del Consejero de Economía y Hacienda, por la que se aprueba el 
Plan General de Contabilidad Pública de la Comunidad de Madrid  

ENTRADA EN VIGOR: 1 de enero de 2015, salvo para las universidades públicas madrileñas cuya entrada 
en vigor será el 1 de enero de 2016                                

ENTIDADES A LAS QUE SE LES APLICA:  
a) Administración General de la Comunidad de Madrid. 
b) Los Organismos Autónomos a que se refiere el artículo 4 de la Ley Reguladora de la Hacienda de la 

Comunidad de Madrid. 
c) Entes del sector público a los que se refiere el artículo 6 de la Ley Reguladora de la Hacienda de la 

Comunidad de Madrid, de acuerdo con lo que se disponga en su normativa específica. 
d) Universidades públicas madrileñas. 
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NORMA: Orden de 27 de junio de 2017, del Consejero de Hacienda y Administraciones Públicas, por la que 
se aprueba el Plan General de Contabilidad Pública de la Región de Murcia  

ENTRADA EN VIGOR: 1 de enero de 2018, salvo para las Universidades públicas de la Región de Murcia 
cuya entrada en vigor será el 1 de enero de 2020           

ENTIDADES A LAS QUE SE LES APLICA: Administración General de la Comunidad Autónoma de la Región 
de Murcia y sus Organismos Autónomos, las Universidades públicas de la Región de Murcia y para el resto 
de entidades del sector público de la Comunidad Autónoma de La Región de Murcia (CARM) sujetas al régi-
men de contabilidad pública. M
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NORMA: Ley Foral 13/2007, de 4 de abril, de la Hacienda Pública de Navarra  

ENTIDADES A LAS QUE SE LES APLICA:  
a) La Administración de la Comunidad Foral de Navarra. 
b) El Parlamento de Navarra y los órganos de éste dependientes. 
c) El Consejo de Navarra y el Consejo Audiovisual de Navarra. 
d) Los organismos autónomos adscritos a la Administración de la Comunidad Foral de Navarra. 
d) Otros entes públicos de nueva creación, cuando la disposición que los cree así lo disponga expresamente. 
Se les aplica el PGC de las empresas: 
a) Las entidades públicas empresariales de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra.  
b) Las sociedades públicas de la Comunidad Foral de Navarra a tenor de lo establecido en la Ley Foral 

14/2007, de 4 de abril, del Patrimonio de Navarra Nota de Vigencia. 
c) Otros entes públicos de nueva creación, cuando la disposición que los cree así lo disponga expresamente. 

Se les aplica la adaptación del PGC a las fundaciones y otras entidades sin fin de lucro: 
a) Las fundaciones públicas de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra y de sus organismos 

públicos. A estos efectos, adquirirán dicho carácter, además de las definidas en el artículo 125 de la Ley 
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TABLA 2.3. RÉGIMEN DE CONTABILIDAD APLICABLE EN LAS DIFERENTES ENTIDADES QUE INTEGRAN EL 
SECTOR PÚBLICO AUTONÓMICO. 
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Foral 15/2004, de 3 de diciembre, de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra, aquellas 
otras que teniendo carácter privado en el momento de su creación, por no concurrir en ellas los requi-
sitos exigidos en el precepto antes citado, sobrevenidamente los reúnan, juntamente con la exigencia 
de que la representación de la Administración en sus órganos de gobierno sea mayoritaria. N
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NORMA: Orden de 25 de junio de 2012, del Consejero de Economía y Hacienda, por la que se aprueba el 
Plan de Contabilidad Pública de la Comunidad Autónoma de Euskadi 

ENTRADA EN VIGOR: Será aplicable en la elaboración de las cuentas anuales de la Administración General 
de la Comunidad Autónoma de Euskadi y sus Organismos Autónomos a partir del ejercicio finalizado el 31 
de diciembre de 2011. Para el resto de entidades del sector público de la Comunidad Autónoma de Euskadi 
sujetas al régimen de contabilidad pública, será de aplicación obligatoria a partir del 1 de enero de 2013 

ENTIDADES A LAS QUE SE LES APLICA: Administración General de la Comunidad Autónoma de Euskadi y 
sus Organismos Autónomos, para el resto de entidades del sector público de la Comunidad Autónoma de 
Euskadi sujetas al régimen de contabilidad pública, así como para las entidades a que hace referencia la 
disposición adicional segunda de la Ley 14/1994, de Control Económico y Contabilidad de la Comunidad 
Autónoma de Euskadi.

PA
ÍS

 V
AS

CO

NORMA: Orden 18/2013, de 16 de diciembre, de la Consejería de Administración Pública y Hacienda, por 
la que se aprueba el Pan General de Contabilidad Pública de la Comunidad Autónoma de La Rioja 

ENTRADA EN VIGOR: Será aplicable en la elaboración de las cuentas anuales de la Administración General 
de la Comunidad Autónoma de La Rioja, de sus Organismos Autónomos y de la Agencia de Desarrollo 
Económico de La Rioja desde el ejercicio 2013. No obstante, para el resto de entidades del sector público 
de la Comunidad Autónoma de La Rioja sujetas al régimen de contabilidad pública, será de aplicación obli-
gatoria desde el ejercicio 2014 

ENTIDADES A LAS QUE SE LES APLICA: Administración General de la Comunidad Autónoma de La Rioja y 
sus Organismos Autónomos y para el resto de entidades del sector público de la Comunidad Autónoma de 
La Rioja sujetas al régimen de contabilidad pública.

RI
O
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, L

A

Fuente: Elaboración propia a partir de la diversa normativa existente.

ENTIDADES  
- Las administraciones generales de las diferentes Comunidades Autónomas. 
- Las universidades públicas dependientes de las Comunidades Autónomas. 
- Los organismos autónomos y demás entes públicos de las Comunidades 

Autónomas. 
- Los consorcios dependientes de la Comunidad Autónoma. 
- Los servicios de salud territoriales, integrados por los entes que gestionan la 

asistencia sanitaria en las Comunidades Autónomas. Estos entes pueden 
adoptar diferentes naturalezas jurídicas: organismos, entes públicos, socie-
dades públicas o fundaciones. 

- Los servicios sociales territoriales, que están constituidos por un conjunto de 
entes de diversa naturaleza jurídica que gestionan actuaciones de acción 
social en el ámbito de las Comunidades Autónomas. 

RÉGIMEN DE CONTABILIDAD

Contabilidad Pública
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ENTIDADES  

- Las sociedades mercantiles. 
- Entidades públicas empresariales. 
 

- Fundaciones 

RÉGIMEN DE CONTABILIDAD

Plan General de Contabilidad 
de las empresas

Plan General de Contabilidad 
adaptado a las fundaciones y 
entidades sin fin de lucro

Fuente: Elaboración propia a partir de la diversa normativa existente.

5. NORMATIVA CONTABLE APLICABLE AL SECTOR PÚBLICO LOCAL 

La aprobación del PGCP10 ha obligado a efectuar una revisión de la normativa contable de aplicación 
a las entidades locales y sus organismos autónomos, por lo que se han dictado las siguientes Órdenes: 

- Orden HAP/1781/2013, de 20 de septiembre, por la que se aprueba la Instrucción del modelo nor-
mal de contabilidad local (IMNCL13). Entró en vigor el 1 de enero de 2015. 

- Orden HAP/1782/2013, de 20 de septiembre, por la que se aprueba la Instrucción del modelo sim-
plificado de contabilidad local y se modifica la Instrucción del modelo básico de contabilidad local, 
aprobada por Orden EHA/4040/2004, de 23 de noviembre (IMSCL13). Entró en vigor el 1 de enero 
de 2015. 

No se ha derogado sin embargo la Instrucción del modelo Básico de Contabilidad Local aprobada por 
Orden EHA/4040/2004, de 23 de noviembre, porque como señalan las nuevas Órdenes, en el «modelo 
básico» se optó por la partida simple como único método de registro, dadas las dosis de simplicidad 
en que se mueve, y no existe una adaptación del PGCP94 equivalente a las previstas para los deroga-
dos modelos «normal» y «simplificado», limitándose la regulación de dicho «modelo básico» a esta-
blecer un procedimiento de registro que, de la forma más simple posible, permite obtener una infor-
mación contable con el suficiente grado de relevancia para las entidades a las que se dirige dicho 
modelo. Por ello se ha considerado conveniente mantener su simplicidad, conservando su regulación 
actual, e incorporando cambios de índole exclusivamente formal como son la adaptación de la 
Instrucción de contabilidad a la terminología presupuestaria acuñada por la Orden EHA/3565/2008, 
de 3 de diciembre, por la que se aprueba la estructura de los presupuestos de las entidades locales, y 
la adaptación de la estructura del remanente de tesorería a la que presenta esta magnitud en los nue-
vos modelos «normal» y «simplificado» . 
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La actualización del «modelo normal» y del «modelo simplificado» se ha llevado a cabo mediante la 
elaboración de dos Instrucciones de contabilidad nuevas, fundamentalmente por los tres motivos 
siguientes: 

- El alcance de las novedades que se incorporan en el PGCP10 

- La conveniencia de homogeneizar el contenido de la normativa contable de las diferentes 
Administraciones Públicas, cuando dicha normativa emana del Ministerio de Hacienda. Esta homo-
geneización se traduce en la coherencia de la nuevas Instrucciones de contabilidad local con la 
Instrucción de Contabilidad para la Administración General del Estado, aprobada por Orden 
EHA/3067/2011, de 8 de noviembre, y con la Instrucción de Contabilidad para la Administración 
Institucional del Estado, aprobada por Orden EHA/2045/2011, de 14 de julio 

- La eliminación de aquellos contenidos que figuraban en las Instrucciones de contabilidad anteriores 
que, de alguna forma, ya están desarrollados en los nuevos Planes contables 

Las Instrucciones de contabilidad de 2013 presentan gran similitud con sus predecesoras de 2004, si 
bien son bastante más breves, como consecuencia de su alineación con el contenido de la Instrucción 
de Contabilidad para la Administración Institucional del Estado, aprobada por Orden EHA/2045/2011, 
de 14 de julio. 

Por su parte, la IMSCL13 se configura como una norma completa, evitando con ello tener que acudir 
de forma habitual a dos textos normativos (la Instrucción del modelo Simplificado y la del modelo 
Normal). Así, puede decirse que la IMNCL13 y la IMSCL13 son casi idénticas, diferenciándose única-
mente en aquellas reglas relacionadas con el ámbito de la simplificación, como, por ejemplo, las que 
regulan la aplicación del Plan de Cuentas Simplificado, la supletoriedad del Plan General de 
Contabilidad adaptado a la Administración Local, las operaciones que deben registrarse en el modelo 
simplificado o las Cuentas Anuales a elaborar. 

Por último, decir que, desde el punto de vista formal, en la redacción de las dos Instrucciones se han 
tratado de evitar reiteraciones superfluas de preceptos contenidos en otras normas. 

El ámbito de aplicación de las Instrucciones de contabilidad (IMNCL13 e IMSCL13) se delimita en su 
regla 1, quedando el contenido de estas reglas sintetizado de la siguiente forma: 

- El ámbito de aplicación de la IMNCL13 está constituido por los municipios cuyo presupuesto sea 
superior a 3.000.000 de euros, cualquiera que sea su población, y por aquellos que tengan un pre-
supuesto igual o inferior a dicho importe y superior a 300.000 euros y una población que exceda 
de 5.000 habitantes. La IMNCL13 se aplicará también a las demás entidades locales (provincias, 
islas, comarcas, mancomunidades, ...) siempre que su presupuesto exceda de 3.000.000 de euros 

- El ámbito de aplicación de la IMSCL13 está constituido por los municipios cuyo presupuesto no 
exceda de 300.000 euros, cualquiera que sea su población, y aquellos cuyo presupuesto supere 
300.000 euros, pero no exceda de 3.000.000 de euros, cuando su población no supere 5.000 habi-
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tantes. La IMSCL13 se aplicará también a las demás entidades locales siempre que su presupuesto 
no exceda de 3.000.000 de euros 

- En el marco de las dos Instrucciones, los organismos autónomos locales aplicarán el modelo conta-
ble que adopte la entidad local de la que dependan 

- Las entidades locales incluidas en el ámbito de aplicación de la IMSCL13 podrán optar por aplicar 
la IMNCL13, en cuyo caso ésta se aplicará en su integridad 

- En relación con el presupuesto, se tomará como importe del mismo el de las previsiones iniciales de 
ingresos del último presupuesto aprobado definitivamente por la entidad local y, en su caso, el de 
las previsiones iniciales de ingresos que, para la entidad local y sus organismos autónomos, se 
deduzca del estado de consolidación del presupuesto a que se refiere el apartado 1.c) del art. 166 
del Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales (TRLRHL), correspondiente al 
último presupuesto aprobado 

- La determinación del número de habitantes se efectuará en función de las cifras de población resul-
tantes de la última revisión del padrón municipal 

- Cuando las entidades que apliquen la IMSCL13 dejen de cumplir los requisitos requeridos al efecto, 
sólo vendrán obligadas a aplicar la IMNCL13 si dicha circunstancia se mantiene durante tres ejerci-
cios consecutivos. El nuevo modelo contable se aplicará, en todo caso, por ejercicios completos 

- Las sociedades mercantiles dependientes de entidades locales que apliquen las dos Instrucciones, 
adaptarán su contabilidad a las disposiciones del Código de Comercio y demás legislación mercantil 
y al PGC o al de Pequeñas y Medianas empresas, siéndoles de aplicación las Instrucciones sólo en 
lo que se refiere a rendición de cuentas a los órganos de control externo 

Lo indicado en el párrafo anterior será aplicable a las entidades públicas empresariales locales, en vir-
tud de la disposición transitoria segunda «Régimen transitorio de las entidades públicas empresaria-
les» de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre, de medidas para la modernización del gobierno local. 
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ENTIDADES  

- Los Ayuntamientos, las Diputaciones Provinciales y Forales, los Consejos y 
Cabildos Insulares, así como por los órganos de gobierno y administración 
de las Áreas Metropolitanas, las Mancomunidades de Municipios, las 
Comarcas u otras entidades que agrupen varios municipios y las entidades 
de ámbito territorial inferior al municipal, instituidas o reconocidas por las 
Comunidades Autónomas de conformidad con la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
de Bases de Régimen Local, y los correspondientes Estatutos de Autonomía. 

- Los organismos autónomos y demás entes públicos dependientes de la 
Corporación Local. 

- Los consorcios.

RÉGIMEN DE CONTABILIDAD

Contabilidad Pública

TABLA 2.4. RÉGIMEN DE CONTABILIDAD APLICABLE EN LAS DIFERENTES ENTIDADES QUE INTEGRAN EL 
SECTOR PÚBLICO LOCAL. 
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Recientemente, la Orden HAC/836/2021, de 9 de julio, ha aprobado las normas para la formulación 
de cuentas anuales consolidadas en el ámbito del sector público local, las cuales se aplicarán a los 
ejercicios que se inicien a partir del 1 de enero de 2022 en las entidades locales incluidas en el artículo 
211 del TRLRHL (municipios con más de 50.000 habitantes), y a partir del 1 de enero de 2024 en el 
resto de entidades locales. 
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ENTIDADES  

- Las sociedades mercantiles. 
- Entidades públicas empresariales. 
 

- Fundaciones 

Plan General de Contabilidad 
de las empresas

Plan General de Contabilidad 
adaptado a las fundaciones y 
entidades sin fin de lucro

Fuente: Elaboración propia a partir de la diversa normativa existente.
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CAPÍTULO 3.  
EL PRESUPUESTO GENERAL EN LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 

1. CONCEPTO Y CARACTERÍSTICAS DEL PRESUPUESTO 

Tanto las comunidades autónomas como las corporaciones locales gozan de plena autonomía 
financiera para decidir y aprobar su propio presupuesto. Por tanto, en España, además del presupuesto 
del Estado existen los presupuestos de las administraciones territoriales, que no están en manos del 
Gobierno central (Ministerio de Hacienda y Función Pública, 2021a).  

En este capítulo nos centraremos exclusivamente en los Presupuestos Generales del Estado (PGE). La 
Ley 47/2003 de 26 de noviembre, General Presupuestaria1 (en adelante LGP), en su artículo 32, define 
los PGE como la “expresión cifrada, conjunta y sistemática de los derechos y obligaciones a liquidar durante 
el ejercicio por cada uno de los órganos y entidades que forman parte del sector público estatal”. No 
obstante, ha de mencionarse que el artículo 21 de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de 
Financiación de las Comunidades Autónomas, dispone lo siguiente respecto a los presupuestos 
autonómicos:  

“1. Los presupuestos de las Comunidades Autónomas tendrán carácter anual e igual período que los del 
Estado, atenderán al cumplimiento del principio de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera 
e incluirán la totalidad de los gastos e ingresos de los organismos y entidades integrantes de la misma, 
y en ellos se consignará el importe de los beneficios fiscales que afecten a tributos atribuidos a las refe-
ridas Comunidades. 

2. Si los Presupuestos Generales de las Comunidades Autónomas no fueran aprobados antes del primer 
día del ejercicio económico correspondiente, quedará automáticamente prorrogada la vigencia de los 
anteriores. 

3. Los presupuestos de las Comunidades Autónomas serán elaborados con criterios homogéneos de 
forma que sea posible su consolidación con los Presupuestos Generales del Estado.” 

Además, las normas presupuestarias de los diferentes Estatutos de Autonomía reflejan que el pre-
supuesto autonómico cumple la misma función que el del Estado. 

Por otro lado, el régimen presupuestario de las entidades locales está conformado por los artículos 
112 a 116 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local, que constituye 
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la regulación básica de la institución presupuestaria local, el Título VI del Real Decreto-Legislativo 
2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley reguladora de las 
Haciendas, el Real Decreto 500/1990, de 20 de abril, por el que se desarrolla el Capítulo I del Título 
VI del TRLRHL en materia presupuestaria, y la Orden EHA/3565/2008, de 3 de diciembre, por la que 
se aprueba la estructura de los presupuestos de las Entidades locales. Junto a esta normativa estatal, 
las bases de ejecución presupuestaria contienen la adaptación de las citadas disposiciones generales 
a la organización y circunstancias de la cada entidad y se configuran, por su alcance y contenido, como 
normas presupuestarias aprobadas por las Corporaciones locales. 

A la vista de lo anterior, todo lo que vamos a decir a continuación es extrapolable en casi su totalidad 
a los ámbitos autonómico y local. 

Las principales características de los PGE son las siguientes (Paniagua y Navarro, 2016):  

- Son un acto de previsión y no de una realización. Los PGE recogen la previsión anual de los ingresos 
y gastos de las entidades que integran el sector público estatal (recogidas en el artículo 2 de la LGP). 
Así, los PGE constituyen uno de los instrumentos más importantes de la política económica del 
Gobierno, ya que en ellos se plasman los objetivos estratégicos de las distintas políticas públicas y 
los recursos asignados para su cumplimiento. 

- Debe haber un equilibro formal o contable (cuantitativo) entre los ingresos y los gastos públicos. 
Esto es, los gastos públicos presupuestados han de cubrirse, en términos contables, con alguna suer-
te de ingresos. 

- Deben elaborarse regularmente, por lo general anualmente. 

- Deben expresarse en lenguaje contable, con indicación de los recursos que se prevén obtener y de 
las aplicaciones que de dichos recursos se prevén realizar. 

- Son una norma legal de obligado cumplimiento. En concreto, los PGE son una previsión de carácter 
normativo ya que obligan al Gobierno, tanto política como jurídicamente, a su cumplimiento. De 
hecho, cuando los PGE se aprueban se convierten en una ley de obligado cumplimiento, la Ley de 
Presupuestos Generales del Estado para ese año2.  

2.  CONTENIDO DE LOS PGE 

Los PGE comprenden la totalidad de los gastos e ingresos de las entidades que integran el sector 
público estatal, enumeradas en los artículos 2 y 3 de la LGP, a los que ya nos hemos referido en el 
capítulo 2 de este manual.   
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83

Los presupuestos de todos estos agentes que forman el sector público estatal se incluyen en los PGE. 
Sin embargo, atendiendo a la naturaleza de su presupuesto, se pueden distinguir dos grandes grupos 
según tengan un presupuesto de carácter limitativo o estimativo. Así, podemos distinguir entre (artícu-
lo 33.1 de la LGP): 

a) Entidades con presupuesto de carácter limitativo: 

1. Administración General del Estado. 

2. Organismos autónomos. 

3.  Entidades integrantes del Sistema de la Seguridad Social. 

4. Resto de entidades del sector público estatal a las que resulte de aplicación el régimen de 
especificaciones y de modificaciones reguladas en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, 
General Presupuestaria o cuya normativa específica confiera a su presupuesto carácter limita-
tivo. 

b) Entidades con presupuesto de carácter estimativo: 

1. Entidades públicas empresariales, sociedades mercantiles estatales, fundaciones del sector 
público estatal y resto de entidades del sector público estatal que aplican los principios y nor-
mas de contabilidad recogidos en el Código de Comercio y el Plan General de Contabilidad de 
la empresa española, así como en sus adaptaciones y disposiciones que lo desarrollan. 

2. Consorcios, universidades públicas no transferidas, fondos sin personalidad jurídica y las 
restantes entidades de derecho público del sector público administrativo estatal con pre-
supuesto estimativo. 

Las entidades enumeradas en el apartado a) anterior integran el sector público administrativo estatal 
con presupuesto limitativo. Este presupuesto se caracteriza porque en sus estados de gastos aparece 
el gasto máximo en que los distintos agentes pueden incurrir. Los presupuestos de este conjunto de 
agentes se agregan para formar los PGE consolidados, en los cuales se refleja la actividad financiera 
global desarrollada por el sector público administrativo con presupuesto limitativo. La consolidación 
se realiza sumando cada uno de los presupuestos de estas entidades, una vez eliminadas las transfer-
encias internas que se realizan entre ellos. El resto de agentes se integran en los PGE sin formar parte 
del presupuesto consolidado y se caracterizan por presentar presupuestos de carácter estimativo y no 
limitativo adaptados a la naturaleza de su actividad (Ministerio de Hacienda y Función Pública, 
2021a).  

En definitiva, según el artículo 33.2. de la LGP, los PGE contendrán:  

a) Las obligaciones económicas que, como máximo, pueden reconocer los agentes enumerados en el 
apartado a) anterior. 
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 b) Los derechos a reconocer durante el correspondiente ejercicio por los entes mencionados en el pár-
rafo anterior. 

c) Las operaciones no financieras y financieras a realizar por las entidades contempladas en el 
apartado b). 

d) Los objetivos a alcanzar en el ejercicio por cada uno de los gestores responsables de los programas 
con los recursos que el respectivo presupuesto les asigna. 

e) La estimación de los beneficios fiscales que afecten a los tributos del Estado. 

 

3. PRINCIPIOS PRESUPUESTARIOS 

Los principios presupuestarios nos indican las normas o reglas básicas por las que, con carácter gen-
eral, se ha de regir el presupuesto. Según Paniagua y Navarro (2016), estos se pueden dividir en prin-
cipios políticos, principios contables y principios económicos. A continuación, presentaremos los prin-
cipios políticos y contables clásicos de manera conjunta, ya que estos últimos son la traducción con-
table de los primeros. Posteriormente, presentaremos los principios presupuestarios clásicos de carác-
ter económico. Acabaremos este capítulo refiriéndonos a los distintos principios enunciados en la Ley 
Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera por los que 
se debe regir la programación presupuestaria según el artículo 26.1 de la LGP.  

3.1. Principios políticos y contables 

Destaca en primer lugar el principio de competencia, en cuyo postulado fundamental se sustenta el 
reparto de competencias en materia presupuestaria entre los poderes institucionales. En virtud de este 
principio, la función de aprobar el presupuesto corresponde al poder legislativo, la de ejecutarlo al 
poder ejecutivo y la de controlarlo al poder judicial o jurisdiccional. En este sentido, el artículo 134.1 
de la Constitución Española de 1978 señala que "corresponde al Gobierno la elaboración de los 
Presupuestos Generales del Estado y a las Cortes Generales, su examen, enmienda y aprobación”. 

El principio de unidad presupuestaria hace referencia a que debe haber un único documento pre-
supuestario que recoja todos los ingresos y gastos públicos estimados de forma presupuestaria. Esto 
permite tener una visión clara de la posición financiera del Gobierno y facilita el control parlamentario 
y público del presupuesto. La versión contable de este principio es el principio de unidad de caja y 
contabilidad, que enuncia que debe existir una única caja que gestione el conjunto de cobros y pagos 
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de la actividad financiera, o lo que es lo mismo, que debe haber un criterio único de caja que centralice 
todos los ingresos y del que partan todos los gastos. 

El principio de universalidad complementa al principio de unidad presupuestaria visto anteriormente 
y sostiene que en ese presupuesto único deben venir recogidos, de forma separada, todos los ingresos 
y gastos. En este sentido, al artículo 134.2 de la Constitución Española de 1978 establece que “los 
Presupuestos Generales del Estado tendrán carácter anual, incluirán la totalidad de los gastos e ingresos del 
sector público estatal y en ellos se consignará el importe de los beneficios fiscales que afecten a los tributos 
del Estado”. El principio de presupuesto bruto es la versión contable del principio de universalidad y 
establece que los gastos e ingresos deben anotarse por separado de acuerdo a sus valores brutos, 
quedando prohibido registrar por el importe neto los ingresos que comporten gastos o los gastos que 
comporten ingresos. De esta forma, en el artículo 27.4 de la LGP se recoge explícitamente que “los 
derechos liquidados y las obligaciones reconocidas se aplicarán a los presupuestos por su importe íntegro, 
quedando prohibido atender obligaciones mediante minoración de los derechos a liquidar o ya ingresados, 
salvo que la Ley lo autorice de modo expreso”. 

El principio de especialidad se manifiesta en una triple vertiente: 

- La especialidad cualitativa significa que los créditos del presupuesto de gastos deben ser gastados 
única y exclusivamente en aquello para lo que fueron consignados, evitándose así la arbitrariedad 
por parte del ejecutivo en la satisfacción de las necesidades públicas. En este sentido, el artículo 
27.2 de la LGP decreta que "los créditos presupuestarios de la Administración General del Estado, sus 
organismos autónomos y de las entidades integrantes del sector público estatal con presupuesto limitativo 
se destinarán exclusivamente a la finalidad específica para la que hayan sido autorizados por la Ley de 
Presupuestos Generales del Estado o por las modificaciones realizadas conforme a esta ley”. 

- La especialidad cuantitativa se refiere a que en los presupuestos limitativos se prohíbe realizar un 
gasto por importe superior al que aparece consignado en el presupuesto. Por tanto, la autorización 
presupuestaria es para realizar gastos por una cantidad máxima y concreta, según se desprende del 
artículo 46 de la LGP, que señala que "los créditos para gastos son limitativos. No podrán adquirirse 
compromisos de gasto ni adquirirse obligaciones por cuantía superior al importe de los créditos autoriza-
dos en los estados de gastos, siendo nulos de pleno derecho los actos administrativos y las disposiciones 
generales con rango inferior a ley que incumplan esta limitación, sin perjuicio de las responsabilidades 
reguladas en el título VII de esta ley." 

- La especialidad temporal supone que los gastos presupuestarios deben realizarse dentro del plazo 
o periodo de vigencia del presupuesto. En este sentido, el artículo 49 de la LGP señala que: “1. Con 
cargo a los créditos del estado de gastos de cada presupuesto sólo podrán contraerse obligaciones deri-
vadas de adquisiciones, obras, servicios y demás prestaciones o gastos en general que se realicen en el pro-
pio ejercicio presupuestario, sin perjuicio de las salvedades establecidas en los apartados 2 y 3 del artículo 
34 de esta ley; 2. Los créditos para gastos que en el último día del ejercicio presupuestario no estén afec-
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tados al cumplimiento de obligaciones ya reconocidas, quedarán anulados de pleno derecho, sin perjuicio 
de lo establecido en el artículo 58 de esta ley.” 

Desde un punto de vista contable, este principio de especialidad tiene su traducción en el principio de 
especificación, que también se muestra en su triple vertiente. Así, cabe hablar de especificación cual-
itativa, cuantitativa y temporal, lo que quiere decir que la autorización de gasto del Legislativo al 
Ejecutivo se concede para una determinada partida o aplicación presupuestaria, por la cantidad indi-
cada en el presupuesto y por el tiempo al que el presupuesto se refiera. 

Por su parte, el principio de anualidad insiste en la necesidad de la existencia de un horizonte tem-
poral, generalmente un año, para la ejecución de ingresos y gastos presupuestados, ya que si se limita 
el tiempo en el que el poder ejecutivo detenta su mandato respecto al presupuesto, se disciplinará más 
su gestión. Esto queda reflejado en el artículo 134.2 de la Constitución Española de 1978, cuando 
establece que los PGE tendrán carácter anual. Asimismo, este carácter anual de los PGE también 
queda reflejado en la LGP, en el artículo 27.1, cuando enuncia que “la gestión del sector público estatal 
está sometida al régimen de presupuesto anual aprobado por las Cortes Generales y enmarcado en los límites 
de un escenario plurianual” o en el artículo 34.1, que señala la coincidencia del ejercicio presupuestario 
con el año natural. Paralelamente, la versión contable de este principio, el principio de ejercicio cerra-
do, enuncia que una vez finalizado el periodo presupuestario ha de darse por concluida igualmente la 
actividad presupuestaria, por lo que en principio no debe traspasarse ningún remanente al siguiente 
ejercicio. 

El principio de publicidad sostiene que el presupuesto debe ser conocido por todos, es decir, debe ser 
público; debe existir la posibilidad para todos los ciudadanos de informarse sobre su contenido. La 
Constitución Española de 1978 establece al respecto, en su artículo 136, que las Cuentas del Estado 
y del sector Público Estatal se rendirán al Tribunal de Cuentas y serán censuradas por éste. Así mismo, 
el artículo 27.5 de la LGP señala que el presupuesto y sus modificaciones contendrán información sufi-
ciente y adecuada para permitir la verificación del cumplimiento de los principios y reglas que los rigen 
y de los objetivos que se proponga alcanzar. Este principio de publicidad tiene su contrapartida con-
table en el principio de claridad contable, que establece que cualquier ciudadano medio debe poder 
entender perfectamente el presupuesto.  

Finalmente, el principio de no afectación postula que los ingresos presupuestarios de las distintas 
Administraciones Públicas se entienden destinados a financiar el conjunto de las obligaciones 
derivadas de su actividad pública. Es decir, la obtención de los distintos ingresos públicos no tiene 
como objetivo financiar determinados gastos públicos, sino que la totalidad de los primeros servirá 
para financiar indistintamente a la totalidad de los segundos. En este sentido, el artículo 27.3 de la 
LGP señala que “los recursos del Estado, los de cada uno de sus organismos autónomos y los de las entida-
des integrantes del sector público estatal con presupuesto limitativo se destinarán a satisfacer el conjunto de 
sus respectivas obligaciones, salvo que por ley se establezca su afectación a fines determinados”. En el plano 
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contable, el principio de no adscripción se refiere al hecho de que, en principio, en el presupuesto 
ninguna partida de ingresos podría afectarse o vincularse a la realización de un gasto concreto. 

3.2. Principios económicos 

Respecto a los principios económicos clásicos, el principio de gasto público mínimo sugiere que la 
intervención del Gobierno en la economía debe ser mínima. Así, el gasto público debe limitarse a ser-
vicios como la defensa, el orden público o la justicia, servicios carentes de interés para la empresa pri-
vada por su falta de rentabilidad. En definitiva, el gasto público debe cifrase exclusivamente en el nece-
sario. 

Según el principio de neutralidad impositiva, la financiación de los gastos públicos debe hacerse con 
neutralidad impositiva, lo que significa que los impuestos han de establecerse de tal forma que distor-
sione lo menos posible el óptimo económico que alcanzaría el mercado y no obstaculice el desarrollo 
económico del país. Es decir, los impuestos han de diseñarse de tal manera que no alteren el compor-
tamiento de los agentes económicos integrados en la sociedad; que alteren lo menos posible el equi-
librio conseguido por el mercado. 

Por su parte, el principio de equilibrio presupuestario anual establece que los gastos público ordi-
narios (no financieros) deben ser financiados en su totalidad por ingresos ordinarios (no financieros).  

Finalmente, el principio de deuda pública autoliquidable sostiene que la deuda pública solo puede 
justificarse como medio de financiación de inversiones autoloquidables, es decir, capaces de generar 
recursos suficientes como para hacer frente a la carga financiera que la deuda origina. 

3.3. Limitaciones de los principios presupuestarios clásicos  

Cabe señalar que, en nuestros días, muchos de los principios presupuestarios clásicos, tanto los políti-
cos como los económicos, no se cumplen. Así, los principios de especialidad son sin duda uno de los 
principios presupuestarios políticos más vulnerados a lo largo de la historia. De hecho, por ejemplo, 
las modificaciones presupuestarias, a las que se hará referencia más adelante, constituyen excepciones 
a los principios de especialidad cualitativa y cuantitativa. En cuanto a los principios presupuestarios de 
carácter económico, cabe señalar que estos tampoco encuentran pleno apoyo en las proposiciones de 
la Hacienda Pública contemporánea. Así, por ejemplo, a día de hoy, no se encuentran muchos defen-
sores del viejo dogma de la minimización del gasto público. De hecho, uno de los fenómenos más 
importantes que se ha producido en la hacienda de los principales países en las últimas décadas ha 
sido el de la expansión del gasto público de naturaleza social, dando lugar en las economías más 
desarrolladas al denominado Estado de Bienestar. Además, en este sentido, es importante señalar que 
el principio de equilibrio presupuestario anual ha pasado de ser la regla de oro del derecho presupues-
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tario clásico a ser considerado, en el sentido en el que los clásicos lo entendían, una mera una reliquia 
del pasado, dado que su aplicación en sentido estricto implicaría la renuncia del Estado a sus actua-
ciones destinadas a suavizar los ciclos económicos, redistribución de la riqueza, etc., de ahí que, 
actualmente, se interprete como una regla que merece ser aceptada como orientadora de las prácticas 
presupuestarias a largo plazo. 

3.4. Principios de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad 
Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera 

Además de todos los principios clásicos enumerados anteriormente, según el artículo 26 de la LGP: “La 
programación presupuestaria se regirá por los principios de estabilidad presupuestaria, sostenibilidad finan-
ciera, plurianualidad, transparencia, eficiencia en la asignación y utilización de los recursos públicos, respon-
sabilidad y lealtad institucional, conforme a lo dispuesto en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de 
Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera.” Dicha Ley se estructura en seis capítulos, apare-
ciendo en el Capítulo II de la misma los dichos principios. En concreto, los principios generales enun-
ciados son: 

- Principio de estabilidad presupuestaria. Se entenderá por estabilidad presupuestaria de las 
Administraciones Públicas la situación de equilibrio o superávit estructural. No obstante, en caso de 
reformas estructurales con efectos presupuestarios a largo plazo, de acuerdo con la normativa euro-
pea, podrá alcanzarse en el conjunto de Administraciones Públicas un déficit estructural del 0,4 por 
ciento del Producto Interior Bruto (PIB) nacional expresado en términos nominales, o el establecido 
en la normativa europea cuando este fuera inferior. Además, el Estado y las Comunidades 
Autónomas podrán presentar déficit estructural en las situaciones excepcionales tasadas en la Ley 
como catástrofes naturales, recesión económica o situación de emergencia extraordinaria, situacio-
nes que deberán ser apreciadas por la mayoría absoluta del Congreso de los Diputados. En estos 
casos deberá aprobarse un plan de reequilibrio que permita la corrección del déficit estructural 
teniendo en cuenta la circunstancia excepcional que originó el incumplimiento. 

- Principio de sostenibilidad financiera. Se entenderá por sostenibilidad financiera la capacidad para 
financiar compromisos de gasto presentes y futuros dentro de los límites de déficit, deuda pública y 
morosidad de deuda comercial conforme a lo establecido en esta Ley, la normativa sobre morosidad 
y en la normativa europea 

- Principio de plurianualidad. La elaboración de los Presupuestos de las Administraciones Públicas y 
demás sujetos comprendidos en el ámbito de aplicación de esta Ley se encuadrará en un marco pre-
supuestario a medio plazo, compatible con el principio de anualidad por el que se rigen la aproba-
ción y ejecución de los Presupuestos, de conformidad con la normativa europea. 

- Principio de transparencia. La contabilidad de las Administraciones Públicas y demás sujetos com-
prendidos en el ámbito de aplicación de esta Ley, así como sus Presupuestos y liquidaciones, debe-
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rán contener información suficiente y adecuada que permita verificar su situación financiera, el cum-
plimiento de los objetivos de estabilidad presupuestaria y de sostenibilidad financiera y la observan-
cia de los requerimientos acordados en la normativa europea en esta materia. 

- Principio de eficiencia en la asignación y utilización de los recursos públicos. La gestión de los 
recursos públicos estará orientada por la eficacia, la eficiencia, la economía y la calidad, a cuyo fin 
se aplicarán políticas de racionalización del gasto y de mejora de la gestión del sector público. 

- Principio de responsabilidad. Las Administraciones Públicas que incumplan las obligaciones conte-
nidas en esta Ley, así como las que provoquen o contribuyan a producir el incumplimiento de los 
compromisos asumidos por España de acuerdo con la normativa europea o las disposiciones conte-
nidas en tratados o convenios internacionales de los que España sea parte, asumirán en la parte que 
les sea imputable las responsabilidades que de tal incumplimiento se hubiesen derivado. 

- Principio de lealtad institucional. Las Administraciones Públicas se adecuarán en sus actuaciones 
al principio de lealtad institucional. 

Además de los principios enumerados anteriormente, en la Ley Orgánica 2/2012 se incluye la regla de 
gasto establecida en la normativa europea, en virtud de la cual el gasto de las Administraciones 
Públicas no podrá aumentar por encima de la tasa de crecimiento de referencia del PIB de medio plazo 
de la economía española. Corresponde al Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital 
calcular la tasa de crecimiento de referencia, la cual será la referencia a tener en cuenta por todas las 
Administraciones Públicas en la elaboración de sus respectivos Presupuestos, teniendo estas que apro-
bar un techo de gasto consistente con el objetivo de estabilidad y esta regla de gasto. 

Finalmente, destacar que en esta Ley también se fija el límite de deuda de las Administraciones 
Públicas, que no podrá superar el valor de referencia del 60 por ciento del PIB establecido en la nor-
mativa europea, salvo en las mismas circunstancias excepcionales en que se puede presentar déficit 
estructural. Este límite se distribuirá de acuerdo con los siguientes porcentajes, expresados en términos 
nominales del PIB nacional: 44 por ciento para la Administración central, 13 por ciento para el con-
junto de Comunidades Autónomas y 3 por ciento para el conjunto de Corporaciones Locales. Además, 
se establece la prioridad absoluta de pago de los intereses y el capital de la deuda pública frente a 
cualquier otro tipo de gasto, tal y como establece la Constitución, lo que constituye una garantía 
rotunda ante los inversores. 

4. ESTRUCTURA PRESUPUESTARIA 

La referencia básica a la estructura de los PGE se recoge en los artículos 39, 40 y 41 de la LGP. De 
conformidad con el artículo 39 de esta Ley, la estructura de los PGE y de sus anexos se determinará 
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por el Ministerio de Hacienda, teniendo en cuenta la organización del sector público estatal, la natu-
raleza económica de los ingresos y los gastos y las finalidades y objetivos que se pretenda conseguir. 
En concreto, estas estructuras se especifican en la Orden anual de elaboración de los PGE que publica 
el Ministerio de Hacienda3 y en las resoluciones en esta materia de la Dirección General de 
Presupuestos (ej.: Resolución de 20 de enero de 2014, de la Dirección General de Presupuestos, por 
la que se establecen los códigos que definen la clasificación económica).  

Cabe señalar que a la hora de describir la estructura que adoptan los presupuestos del sector público 
estatal hay que atender a las características de los agentes que lo integran y la naturaleza de su activi-
dad, diferenciando, como se ha visto anteriormente: 

- Aquellos agentes que elaboran presupuestos cuyos créditos para gastos tienen carácter limitativo 
(sector público administrativo con presupuesto limitativo) (apartado 4.1.). 

- Aquellos agentes cuyos presupuestos de gastos son estimativos (sector público empresarial y fun-
dacional y sector público administrativo con presupuesto estimativo) (apartado 4.2.).  

A continuación, pasamos a describir la estructura de los presupuestos de cada uno de estos agentes. 

4.1. Estructura presupuestaria del sector público administrativo con presupuesto 
limitativo 

4.1.1 ESTRUCTURA DEL PRESUPUESTO DE GASTOS 

El artículo 40 de la LGP define la estructura de los estados de gastos de los presupuestos de 
aquellos agentes del sector público administrativo estatal cuyos créditos para gastos tienen 
carácter limitativo. Para ellos, el artículo 40 contempla una estructura conformada en torno 
a tres clasificaciones básicas: 

a) Clasificación por programas: clasifica los gastos en función de las finalidades u objetivos 
que se pretenden conseguir con dichos gastos. 

b) Clasificación económica: clasifica los gastos en función de su naturaleza económica. 

c) Clasificación orgánica: clasifica los gastos por centros gestores, lo que permite conocer 
quién gasta. 

La tabla 3.1 muestra estos tres criterios de clasificación del presupuesto de gastos de las entidades 
con presupuesto limitativo. 
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a) Clasificación por programas 

La clasificación por programas es la principal clasificación de los créditos presupuestarios. 
Ésta permite identificar la finalidad a la que se destinan los recursos públicos. En concre-
to, el programa presupuestario determina el gasto que se considera necesario realizar 
para el desarrollo de cada actividad pública. Es decir, agrupa el gasto atendiendo a la 
consecución de determinados objetivos preestablecidos que pueden tener por finalidad 
la producción de bienes y servicios, el cumplimiento de obligaciones específicas o la real-
ización de las demás actividades encomendadas a los centros gestores de gasto 
(Ministerio de Hacienda y Función Pública, 2021a; 2021b). 

Los programas de gasto pueden ser de dos tipos (Ministerio de Hacienda y Función 
Pública, 2021a; 2021b): 

- Programas finalistas: son aquellos a los que se pueden asignar objetivos cuantificables 
e indicadores de ejecución mensurables. Los objetivos se expresarán en unidades físi-
cas cuando ello sea posible, lo que, unido al establecimiento oportuno de indicadores, 
permitirá efectuar un seguimiento de su grado de realización durante el ejercicio pre-
supuestario. 

- Programas instrumentales y de gestión: tienen como finalidad la administración de 
recursos para la ejecución de actividades generales de ordenación, regulación y plani-
ficación; la realización de una actividad para la que no se pueden establecer objetivos 
cuantificables; o bien el apoyo a un programa finalista. 

Tal y como se muestra en la tabla 3.2, los programas de gasto se estructuran siguiendo 
un esquema de árbol. Así, existen 5 grandes áreas de gasto, dentro de cada una de las 
cuales existen distintas políticas de gasto, que se dividen a su vez en grupos de progra-
mas, incluyendo cada uno de ellos distintos programas de gasto.  
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POR PROGRAMAS 

¿Para qué se gasta? 

Área de gasto 

Políticas 

Grupos de programa 

Programa

Capítulos 

Artículos 

Conceptos 

Subconceptos 

Secciones: 

- Servicios 

- Organismos autónomos 

- Resto entidades 

ECONÓMICA 

¿En qué se gasta? 

ORGÁNICA 

¿Quién gasta? 

TABLA 3.1. CRITERIOS DE CLASIFICACIÓN DEL PRESUPUESTO DE GASTOS 

Fuente: elaboración propia a partir de la LGP y la Orden HAC/669/2021, de 25 de junio, por la que se dictan las normas para la elabo-
ración de los Presupuestos Generales del Estado para 2022. 



92

Esta estructura es flexible, de forma que puede modificarse según las necesidades de 
cada año. En concreto, según la Orden HAC/669/2021, de 25 de junio, por la que se dic-
tan las normas para la elaboración de los PGE para 2022, la clasificación por programas 
del gasto, a nivel de área y política de gasto, para los PGE de 2022 será la que aparece 
en la tabla 3.3.  
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ÁREA DE GASTO

TABLA 3.2. ESTRUCTURA POR PROGRAMAS DEL GASTO

Fuente: elaboración propia a partir de la LGP y la Orden HAC/669/2021, de 25 de junio, por la que se dictan las normas para la elabo-
ración de los Presupuestos Generales del Estado para 2022 

POLÍTICA GRUPO DE PROGRAMAS PROGRAMAS 

ÁREA DE GASTO POLÍTICAS  
Justicia 
Defensa 
Seguridad ciudadana e instituciones penitenciarias 
Política exterior y de cooperación para el desarrollo 

Pensiones 
Otras prestaciones económicas 
Servicios sociales y promoción social 
Fomento del empleo 
Desempleo 
Acceso a la vivienda y fomento de la edificación 
Gestión y administración de trabajo y economía social 
Gestión y administración de la inclusión, de la seguridad social y de la 
migración 

Sanidad 
Educación 
Cultura 

Agricultura, pesca y alimentación 
Industria y energía 
Comercio, turismo y Pymes 
Subvenciones al transporte 
Infraestructuras  
Investigación, desarrollo, innovación y digitalización 
Otras actuaciones de carácter económico 

Órganos Constitucionales, Gobierno y otros 
Servicios de carácter general 
Administración financiera y tributaria 
Transferencias a otras administraciones públicas 
Deuda pública 

TABLA 3.3. ÁREAS Y POLÍTICAS DE GASTO

SERVICIOS PÚBLICOS BÁSICOS

ACTUACIONES DE PROTECCIÓN Y 
PROMOCIÓN SOCIAL

PRODUCCIÓN DE BIENES PÚBLICOS 
DE CARÁCTER PREFERENTE

ACTUACIONES DE CARÁCTER  
ECONÓMICO

ACTUACIONES DE CARÁCTER 
GENERAL 

Fuente: elaboración propia a partir de la LGP y la Orden HAC/669/2021, de 25 de junio, por la que se dictan las normas para la elabo-
ración de los Presupuestos Generales del Estado para 2022. 



Capítulo 1. Gastos de personal 

Capítulo 2. Gastos en bienes corrientes y servicios 

Capítulo 3. Gastos financieros 

Capítulo 4. Transferencias corrientes 

Capítulo 5. Fondo de contingencia y otros imprevistos 

Capítulo 6. Inversiones reales 

Capítulo 7. Transferencias de capital 

Capítulo 8. Activos financieros 

Capítulo 9. Pasivos financieros 
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La clasificación por programas se indica con un código alfanumérico compuesto por tres 
dígitos y una letra. El primer dígito designa el área de gasto, el primer y segundo dígitos 
definen la política de gasto y los tres dígitos se refieren al grupo de programas. El pro-
grama se identifica con una letra correspondiendo a los programas finalistas una letra 
comprendida entre A y la L y a los programas instrumentales y de gestión otra de la M a 
la Z. Así, por ejemplo, el programa 231A “Plan Nacional sobre Drogas” pertenece al 
grupo de programas 231 “Acción social”, que se encuadra en la política 23 “Servicios 
sociales y promoción social”, dentro del área de gasto 2 “Actuaciones de protección y 
promoción social”. Por su parte, la letra A nos indica que es un programa de carácter 
finalista, al estar comprendida en el tramo de la A a la L. 

b) Clasificación económica 

En esta clasificación los créditos incluidos en los estados de gasto del PGE se ordenan 
según su naturaleza económica, distinguiendo las operaciones corrientes, las de capital, 
las financieras y el fondo de contingencia de ejecución presupuestaria, tal y como se 
muestra en la Tabla 3.4. 
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Fuente: elaboración propia a partir de la LGP y la Orden HAC/669/2021, de 25 de junio, por la que se dictan las normas para la elabo-
ración de los Presupuestos Generales del Estado para 2022 

TABLA 3.4. CLASIFICACIÓN ECONÓMICA DEL GASTO

OPERACIONES  
NO FINANCIERAS

OPERACIONES FINANCIERAS

OPERACIONES 
CORRIENTES

OPERACIONES 
DE CAPITAL

Los capítulos constituyen el nivel superior de agregación, si bien la clasificación posee 
diferentes niveles. Así, cada uno de los capítulos se divide en artículos, y estos, a su vez, 
en conceptos que pueden dividirse en subconceptos (tabla 3.5). El desarrollo de esta 
estructura económica de los gastos para los PGE se recoge en la Resolución de 20 de 
enero de 2014, de la Dirección General de Presupuestos, por la que se establecen los 
códigos que definen la clasificación económica y en la Orden de elaboración de PGE de 
cada año.  
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De la misma forma que ocurre con los programas de gasto, en la clasificación económica 
los créditos se designan con un código numérico. El primer dígito de la izquierda designa 
el capítulo, el primer y segundo dígitos identifican el artículo, los tres números se refieren 
al concepto, y, si hubiera otros dos dígitos se estaría determinando el subconcepto.  Así, 
por ejemplo, cuando aparece el código 222.00, por su numeración sabemos que es un 
gasto de capítulo 2 “Gastos en bienes corrientes y servicios”, artículo 22 “Material, sum-
inistros y otros”, concepto 222 “Comunicaciones”, y subconcepto 00 “Servicios de tele-
comunicaciones”. 

c) Clasificación orgánica 

La clasificación orgánica permite distribuir el gasto por centros gestores (unidades 
orgánicas con diferenciación presupuestaria y con responsabilidad en la gestión de los 
programas). Así, esta clasificación permite conocer quién gasta, es decir, cuál es el órgano 
o agente del sector público estatal responsable de la gestión de los créditos (Ministerio 
de Hacienda y Función Pública, 2021a). 

A efectos de la clasificación orgánica del gasto, según la última Orden de elaboración de 
PGE disponible, la Orden HAC/669/2021, de 25 de junio, por la que se dictan las normas 
para la elaboración de los Presupuestos Generales del Estado para 2022, se pueden dis-
tinguir los siguientes subsectores: 

a) El Estado, que se divide en secciones y éstas, a su vez, en servicios.  

b) Los organismos autónomos del Estado.  

c) La Seguridad Social.  

d) Las demás entidades que integran el sector público administrativo estatal con pre-
supuesto limitativo. 

En este sentido, cabe destacar que los organismos y entidades mencionadas en los 
apartados b) y d) anteriores se agruparán según el Ministerio al que estén adscritos. 

La clasificación orgánica se expresa con un código numérico indicando los dos primeros 
dígitos la sección responsable del gasto y, a continuación, se especifica el servicio (con 
dos números) o el organismo autónomo (con tres números). Así, por ejemplo, la Sección 
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CAPÍTULO 

TABLA 3.5.  ESTRUCTURA ECONÓMICA DEL GASTO 

ARTÍCULO CONCEPTO SUBCONCEPTO 

Fuente: elaboración propia a partir de la LGP y la Orden HAC/669/2021, de 25 de junio, por la que se dictan las normas para la elabo-
ración de los Presupuestos Generales del Estado para 2022 
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16 corresponde al Ministerio del Interior, y dentro de ella se encuentra el servicio 04 que 
se corresponde con la Dirección General de la Guardia Civil o el organismo autónomo 
101 que es la Jefatura Central de Tráfico. De esta forma, para referirse a la Dirección 
General de la Policía se utilizaría el código 16.03 y para referirse a la Jefatura Central de 
Tráfico el 16.101. 

d) Código contable de la partida presupuestaria 

De la unión de las tres clasificaciones anteriores obtenemos el concepto de "partida pre-
supuestaria", siendo la expresión cifrada de esa partida presupuestaria, o lo que es lo 
mismo, su equivalente monetario, el crédito presupuestario. El código contable que iden-
tifica a la partida presupuestaria de gastos está compuesto tal y como aparece en la tabla 
3.6. 
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¿Para qué se gasta? 

POR PROGRAMAS 

CDE.Ω 
C= Área de gasto 
D= Política de gasto 
E= Grupo de programas 
Ω = Programa  
(A-L finalista; M-Z instrumental) 

FGH.II 
F= Capítulo 
G= Artículo 
H= Concepto 
II= Subconcepto 

AA.BBB 

AA= Sección 

BBB= Servicio 

 

¿En qué se gasta? 

ECONÓMICA 

¿Quién gasta? 

ORGÁNICA 

TABLA 3.6. CÓDIGO CONTABLE DE LA PARTIDA PRESUPUESTARIA DE GASTOS

Fuente: Elaboración propia a partir de Ministerio de Hacienda y Función Pública. (2021 a)

e) Clasificación territorial 

Además de las tres clasificaciones que se han descrito anteriormente, cabe señalar que 
existe una cuarta clasificación, la clasificación territorial, que se aplica exclusivamente a 
las inversiones públicas. Así, los proyectos de inversión se detallan en el anexo al PGE, 
con su clasificación territorial por Comunidades Autónomas, ciudades con Estatuto de 
Autonomía propio y provincias, y la indicación del año en que se inicia el proyecto, en 
consonancia con lo dispuesto en el artículo 37 apartado 2 letra f) de la LGP. 

4.1.2. ESTRUCTURA DEL PRESUPUESTO DE INGRESOS 
Paralelamente al artículo 40, el artículo 41 de la LGP contempla la estructura de los estados 
de ingresos de aquellos agentes del sector público administrativo estatal cuyos créditos para 
gastos tienen carácter limitativo. Para ellos, el artículo 41 contempla una estructura confor-
mada en torno a dos clasificaciones: orgánica y económica. 
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a) Clasificación orgánica 

Permite distinguir que ingresos corresponden a la Administración General del Estado, a 
cada uno de sus organismos autónomos, a la Seguridad Social y a demás entidades del 
sector público administrativo estatal cuya normativa confiere carácter limitativo a los 
créditos de su presupuesto de gastos. En este sentido, cabe señalar que, de conformidad 
con el principio de unidad de caja, el Presupuesto de Ingresos del Estado es único, mien-
tras que en los restantes subsectores sí que se presentan los presupuestos de ingresos 
de forma individualizada para cada una de las entidades con personalidad jurídica propia 
(Ministerio de Hacienda y Función Pública, 2021b). 

b) Clasificación económica 

Agrupa los ingresos en función de su naturaleza económica en operaciones no 
financieras (corrientes y de capital) y financieras, tal y como muestra la tabla 3.7.  
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Capítulo 1. Impuestos directos y cotizaciones sociales 

Capítulo 2. Impuestos indirectos 

Capítulo 3. Tasas, precios públicos y otros ingresos 

Capítulo 4. Transferencias corrientes 

Capítulo 5. Ingresos patrimoniales 

Capítulo 6. Enajenación de inversiones reales 

Capítulo 7. Transferencias de capital 

Capítulo 8. Activos financieros 

Capítulo 9. Pasivos financieros 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Orden HAC/669/2021, de 25 de junio, por la que se dictan las normas para la elaboración de 
los Presupuestos Generales del Estado para 2022. 

TABLA 3.7. CLASIFICACIÓN ECONÓMICA DE LOS INGRESOS

OPERACIONES  
NO FINANCIERAS

OPERACIONES FINANCIERAS

OPERACIONES 
CORRIENTES

OPERACIONES 
DE CAPITAL

Las estimaciones recogidas en los ingresos se agrupan en distintos niveles, siendo los 
capítulos la categoría superior. Estos capítulos se desglosan en artículos, y estos a su vez 
en conceptos, que podrán dividirse en subconceptos. El desarrollo de esta estructura 
económica de ingresos para los PGE se recoge en la Resolución de 20 de enero de 2014, 
de la Dirección General de Presupuestos, por la que se establecen los códigos que definen 
la clasificación económica y en la Orden de elaboración de PGE de cada año.  
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En la clasificación económica, al igual que en el caso de los gastos, los ingresos se des-
ignan también con un código numérico en el que el primer dígito por la izquierda designa 
el capítulo, el primer y segundo dígitos identifican el artículo, los tres números se refieren 
al concepto, y, si hubiera otros dos dígitos se estaría determinando el subconcepto. En 
este sentido, por ejemplo, cuando aparece el código 304.00, por su numeración sabemos 
que es un ingreso del capítulo 3 “Tasas, precios públicos y otros ingresos”, artículo 30 
“Tasas”, concepto 304 “Tasas de expedición DNI y Pasaportes”, y subconcepto 00 
“DNI”. 

4.2. Estructura presupuestaria del sector público con presupuestos estimativos 

La última Orden publicada sobre elaboración de los PGE, la Orden HAC/669/2021, de 25 de junio, por 
la que se dictan las normas para la elaboración de los Presupuestos Generales del Estado para 2022, 
estable en su artículo 6, apartado 3.2, que los presupuestos de carácter estimativo del sector público 
empresarial y fundacional y sector público administrativo con presupuesto estimativo comprenderán 
los presupuestos de explotación y de capital, elaborados de conformidad con lo establecido en el 
artículo 64 de la LGP, y/o, en su caso, en los términos que establezca la Dirección General de 
Presupuestos. 

Para el caso concreto de las Entidades Públicas Empresariales, Sociedades Mercantiles Estatales y 
Fundaciones del sector público Estatal, el artículo 64 de la LGP establece que estas entidades elabo-
rarán: 

- Presupuestos de explotación y de capital, constituidos por una previsión de la cuenta de resultados 
y del estado de flujos de efectivo del correspondiente ejercicio. 

- Como anexo a dichos presupuestos de explotación y de capital, se acompañará una previsión del 
balance de la entidad. 

Estos estados financieros deben referirse al ejercicio relativo al proyecto de PGE y, adicionalmente, a 
la liquidación del último ejercicio cerrado y al avance de la liquidación del ejercicio corriente.  

Junto con los presupuestos de explotación y de capital, estas entidades remitirán también los sigu-
ientes documentos (LGP; Ministerio de Hacienda y Función Pública, 2021a):  

- Una memoria explicativa de su contenido, de la ejecución del ejercicio anterior y de la previsión de 
la ejecución del ejercicio corriente.  

- Una descripción de las inversiones públicas que vayan a realizar durante el ejercicio, con un anexo 
de estos proyectos de inversión regionalizados por provincias.  

- Los programas de actuación plurianual. 
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5. ELABORACIÓN Y APROBACIÓN DEL PRESUPUESTO 

Aunque tal y como se ha comentado anteriormente el presupuesto tiene una periodicidad o recurren-
cia anual, la confección del presupuesto es un proceso laborioso que abarca más tiempo. En este con-
texto, el ciclo presupuestario se define como el estudio de las cuatro fases por las que normalmente 
atraviesa la vida del documento presupuestario: 

1. Preparación (Elaboración). 

2. Discusión y aprobación. 

3. Ejecución. 

4. Intervención y control. 

En este apartado trataremos la elaboración y aprobación del presupuesto, dejando las fases de ejecu-
ción y control para otros capítulos de este libro. En este sentido, según el artículo 134.1 de la 
Constitución Española de 1978, “corresponde al Gobierno la elaboración de los PGE, y a las Cortes 
Generales, su examen, enmienda y aprobación”. En concreto, la elaboración y aprobación de los PGE se 
puede sintetizar en las siguientes etapas (Ministerio de Hacienda y Función Pública, 2021a): 

1º- Actualización del Programa de Estabilidad. En el marco del Pacto de Estabilidad y Crecimiento, 
cada año se debe presentar a la Unión Europea un diagnóstico de la economía española y la ori-
entación de la política económica. En base a dicho análisis se formulan proyecciones presupues-
tarias a medio plazo (3 años). 

2º- Informe de situación de la economía española. Recoge la estimación de las magnitudes 
económicas más relevantes que sirve para fijar los objetivos de estabilidad presupuestaria. Se elab-
ora por el Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital, previa consulta al Instituto 
Nacional de Estadística y al Banco de España y teniendo en cuenta las previsiones del Banco 
Central Europeo y la Comisión Europea. Contiene un cuadro económico de horizonte plurianual 
que incluye la previsión de crecimiento de la economía española y la tasa de referencia de la 
economía española, entre otras variables. 

3º- Orden de elaboración de los Presupuestos Generales del Estado. El Ministerio de Hacienda y 
Función Pública publica anualmente la orden en la que se dictan las normas de elaboración de los 
PGE del ejercicio siguiente. Con esta orden, se inicia formalmente el proceso de elaboración pre-
supuestaria. La orden establece los criterios de presupuestación, el ámbito institucional, las estruc-
turas presupuestarias, la documentación a presentar y los plazos del proceso de elaboración. Tal y 
como se ha comentado anteriormente, la última Orden publicada a este respecto es la Orden 
HAC/669/2021, de 25 de junio, por la que se dictan las normas para la elaboración de los 
Presupuestos Generales del Estado para 2022. 
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4º- Acuerdo sobre los objetivos de estabilidad presupuestaria y de deuda pública y el límite de 
gasto no financiero del Estado. En el primer semestre de cada año, el Gobierno, a propuesta del 
Ministerio de Hacienda y Función Pública y previo informe del Consejo de Política Fiscal y 
Financiera de las Comunidades Autónomas y de la Comisión Nacional de Administración Local, en 
sus respectivos ámbitos, fija el objetivo de estabilidad y el objetivo de deuda pública para el con-
junto del sector público administrativo y cada uno de los agentes que lo integran (Administración 
Central, Comunidades Autónomas, Corporaciones Locales y Seguridad Social) referido a los tres 
ejercicios siguientes. El acuerdo se remite a las Cortes Generales para su aprobación o rechazo. Se 
incluye además el límite de gasto no financiero de los PGE para el ejercicio siguiente. 

5º- Aprobación del Proyecto de Ley de Presupuestos Generales del Estado. El/la titular del 
Ministerio de Hacienda y Función Pública eleva el anteproyecto para que el Gobierno proceda a su 
aprobación. El proyecto se remite a las Cortes Generales junto con la documentación presupues-
taria legalmente establecida, al menos tres meses antes de la expiración de los del año anterior 
(artículo 134.3 de la Constitución Española de 1978). 

6º- Plan presupuestario. En el contexto del semestre europeo, a más tardar el 15 de octubre, se debe 
presentar a la Unión Europea el Plan Presupuestario del Reino de España en el que se informa 
sobre el proyecto de presupuesto de la administración central para el ejercicio siguiente, junto con 
los principales parámetros de los proyectos de presupuesto de todos los demás subsectores de las 
administraciones públicas. 

7º- Aprobación de la Ley de Presupuestos Generales del Estado. Después del debate y el proceso 
de enmiendas en el Congreso y el Senado, se aprueba, en su caso, la Ley de Presupuestos 
Generales de Estado para que entre en vigor el 1 de enero del ejercicio económico correspondi-
ente. Si la Ley de Presupuestos no se aprobara antes del primer día del ejercicio económico corre-
spondiente, se considerarán automáticamente prorrogados los Presupuestos del ejercicio anterior 
hasta la aprobación de los nuevos (artículo 134.4 de la Constitución Española de 1978). 

5.1. Contenido de la Ley de Presupuestos Generales del Estado 

El contenido de Ley de Presupuestos Generales del Estado aparece regulado en la LGP, cuyo artículo 
37 establece que el Proyecto de Ley de Presupuestos Generales del Estado está integrado por: 

a. El articulado con sus anexos. 

b. Los estados numéricos de ingresos y de gastos con el nivel de especificación de créditos establecido 
en los artículos 40 y 41 de esta ley. 

c. Documentación complementaria. 
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a. Articulado 

De acuerdo con la estructura que ha tenido la Ley de Presupuestos Generales del Estado en los 
últimos años, esta Ley se divide en ocho títulos a los que se añaden disposiciones adicionales, tran-
sitorias, derogatorias y finales. Estos títulos versan sobre distintas cuestiones que aparecen a con-
tinuación (Ministerio de Hacienda y Función Pública, 2021a). 

- Título I. De la aprobación de los Presupuestos y de sus modificaciones. Recoge el ámbito subjetivo 
de los PGE y las normas que aprueban la totalidad de los estados de ingresos y gastos del sector 
público estatal, así como el importe de los beneficios fiscales que afectan a los tributos del 
Estado. Se incluyen también normas específicas de vigencia anual sobre modificación y ejecu-
ción de los créditos presupuestarios, las limitaciones presupuestarias y los créditos vinculantes 
que han de operar durante el ejercicio. Finalmente, se regulan diversos aspectos del presupuesto 
de la Seguridad Social. 

- Título II. De la gestión presupuestaria. Contiene normas sobre gestión de los presupuestos 
docentes, gestión presupuestaria de la sanidad y de los servicios sociales y otras normas de 
gestión presupuestaria. 

- Título III. De los gastos de personal. Contiene normas reguladoras de los gastos del personal al ser-
vicio del sector público como la modificación de retribuciones, la autorización de la oferta de 
empleo público, régimen retributivo de los altos cargos del Gobierno, etc. 

- Título IV. De las pensiones públicas. Contiene normas relativas a las pensiones públicas como la 
determinación inicial de la cuantía de las pensiones, limitaciones a su revalorización y modifi-
cación, etc. 

- Título V. De las operaciones financieras. Autoriza la cuantía hasta la cual el Estado y los organis-
mos públicos puedan realizar operaciones de endeudamiento. 

- Título VI. Normas tributarias. Incluye las disposiciones de vigencia anual a las que se remiten las 
leyes sustantivas de los diferentes tributos. 

- Título VII. De los entes territoriales. Contiene normas relativas a la financiación de las entidades 
locales y comunidades autónomas. 

- Título VIII. Cotizaciones sociales. Se regulan las bases y tipos de cotización de los distintos 
regímenes de la Seguridad Social. 

b. Estados numéricos 

Los estados numéricos de ingresos y gastos recogen: 

- Las obligaciones económicas que como máximo pueden reconocer los sujetos que integran el 
sector público administrativo y los órganos con dotación diferenciada, así como los derechos a 
reconocer durante el ejercicio. 

CAPÍTULO 3. EL PRESUPUESTO GENERAL EN LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

MANUAL DE CONTABILIDAD Y AUDITORÍA DEL SECTOR PÚBLICO

CONSEJO GENERAL DE ECONOMISTAS DE ESPAÑA · COMITÉ DEL SECTOR PÚBLICO



101

- Los gastos e ingresos y las operaciones de inversión y financieras a realizar por las entidades de 
sector público empresarial y del sector público fundacional. 

- Las operaciones de los fondos carentes de personalidad jurídica cuya dotación se efectúe may-
oritariamente desde los PGE. 

c. Documentación complementaria 

Además del articulado y los estados numéricos, al proyecto de Ley de Presupuestos Generales de 
Estado le acompañará la siguiente documentación (artículo 37.2 de la LGP): 

a) Las memorias descriptivas de los programas de gasto y sus objetivos anuales. 

b) El informe de impacto de género. 

c) El informe del impacto en la infancia, en la adolescencia y en la familia. 

d) El informe de alineamiento de los Presupuestos Generales del Estado con los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030. 

e) Un anexo con el desarrollo económico de los créditos, por centros gestores de gasto. 

f) Un anexo, de carácter plurianual de los proyectos de inversión pública, que incluirá su clasifi-
cación territorial. 

g) La liquidación de los presupuestos del año anterior y un avance de la liquidación del ejercicio 
corriente. 

h) Las cuentas y balances de la Seguridad Social del año anterior. 

i) Los estados consolidados de los presupuestos. 

j) Un informe económico y financiero, que incluirá una explicación de los contenidos de cada pre-
supuesto, con especificación de las principales modificaciones que presenten en relación con los 
vigentes. 

k) Una memoria de los beneficios fiscales. 

Toda la información descrita anteriormente se encuentra en la página web oficial del Ministerio de 
Hacienda y Función Pública (https://www.hacienda.gob.es/es-ES/Paginas/Home.aspx). Sin embar-
go, dado que esta información es realmente extensa y detallada, a efectos de su presentación en 
las Cortes Generales y para facilitar su lectura, ésta se presenta en cinco series de documentos, 
que se identifican con un color (Ministerio de Hacienda y Función Pública, 2021a): 

- La serie roja. Es la serie básica, donde se incluyen los textos y estados numéricos que, una vez 
aprobados por las Cortes Generales, integran la Ley de Presupuestos Generales del Estado para 
cada año. 
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- La serie verde. Comprende información complementaria y de desarrollo contable de la docu-
mentación contenida en la Ley de Presupuestos Generales del Estado. 

- La serie amarilla. Recoge el informe económico financiero de los PGE y otra información relevante 
como la memoria de beneficios fiscales. 

- La serie gris. Contiene información complementaria prevista legalmente no recogida en las series 
anteriores, como, por ejemplo, la liquidación del presupuesto anterior y avance del actual. 

- La serie azul. Recoge el Informe de impacto de género, el Informe del impacto en la infancia, en 
la adolescencia y la familia, y el Informe de alineamiento de los PGE con los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030. 

6. MODIFICACIONES DE CRÉDITO 

Como ya se expuso anteriormente, la regla general es que los créditos del presupuesto de gastos 
deben ser gastados exclusivamente en aquello para lo que fueron consignados (principio de especial-
idad cualitativa), quedando prohibido al mismo tiempo realizar un gasto por importe superior al que 
aparece consignado en el presupuesto (principio de especialidad cuantitativa), y todo ello teniendo en 
cuenta los niveles de vinculación jurídica de los créditos. 

No obstante, el legislador prevé la posibilidad de que los créditos iniciales incluidos en los estados de 
gastos puedan modificarse a lo largo del ejercicio, ya que durante dicho ejercicio pueden plantearse 
cambios en las necesidades iniciales o surgir nuevas necesidades que sea preciso atender. De hecho, 
la Constitución Española de 1978, en su artículo 134.5 contempla el hecho de que, aprobados los 
PGE, el Gobierno pueda presentar proyectos de ley que impliquen aumento del gasto público o dis-
minución de los ingresos correspondientes al mismo ejercicio presupuestario, si bien “toda proposición 
o enmienda que suponga aumento de los créditos o disminución de los ingresos presupuestarios requerirá 
la conformidad del Gobierno para su tramitación” (artículo 134.6). 

En definitiva, durante la ejecución del presupuesto de gastos puede haber modificaciones de los crédi-
tos. En este sentido, se definen las modificaciones presupuestarias como las alteraciones que pueden 
autorizarse en los créditos que figuran en los estados de gastos aprobados por las correspondientes 
leyes de presupuestos. En concreto, según el artículo 51 de la LGP, la cuantía y finalidad de los créditos 
contenidos en los presupuestos de gastos sólo podrán ser modificadas durante el ejercicio mediante: 

a) Transferencias. Los importes asignados a unos créditos se transfieren a otros créditos presupues-
tarios, sin que la cantidad total de créditos presupuestarios se vea afectada. Éstas están sujetas a 
ciertas restricciones tal y como enuncia el artículo 52 de la LGP. 
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b) Generaciones. Son incrementos de créditos como consecuencia de la realización de determinados 
ingresos no previstos o superiores a los contemplados en el presupuesto inicial (artículo 53 de la 
LGP). 

c) Ampliaciones. Las ampliaciones están reguladas en el artículo 54 de la LGP. Se trata de modifica-
ciones de crédito que se usan para cubrir necesidades previsibles de gasto cuya estimación del 
importe es especialmente difícil. Su cuantía es ampliable hasta el importe que alcancen las respec-
tivas obligaciones. 

d) Créditos extraordinarios y suplementos de crédito. Sirven para adaptarse a las situaciones no 
previstas que presentan necesidades de gasto inaplazables. En el caso de los créditos extraordi-
narios no había ninguna cantidad prevista previamente, mientras que en el caso de los suplemen-
tos de crédito sí que había un crédito presupuestario previsto, pero no era suficiente (ver artículos 
55,56 y 57 de la LGP para más detalle). 

e) Incorporaciones: Las cantidades no gastadas en el ejercicio anterior se transfieren excepcional-
mente al ejercicio corriente en los siguientes casos (artículo 58 de la LGP): 

- Cuando así lo disponga una norma de rango legal. 

- Créditos procedentes de las generaciones. 

- Créditos procedentes de créditos extraordinarios y suplementos de crédito que hayan sido con-
cedidos en el último mes del ejercicio anterior. 

Recordar finalmente, como dijimos más arriba, que de acuerdo con lo establecido en la Ley Orgánica 
2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, tanto la elaboración 
y aprobación como la ejecución de los Presupuestos y demás actuaciones que afecten a los gastos o 
ingresos de las administraciones públicas se realizará en un marco de estabilidad presupuestaria, 
entendiendo como tal la situación de equilibrio o superávit estructural. 
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CAPÍTULO 4. INTERPRETACIÓN Y CONTABILIDAD  
DEL PRESUPUESTO DE GASTOS 

1. INTRODUCCIÓN 

La contabilidad del presupuesto de gastos tiene por objeto registrar las operaciones relacionadas con 
la ejecución de dicho presupuesto, mostrando cómo se va desarrollando la gestión del mismo y 
poniendo de manifiesto los resultados derivados de su ejecución, así como servir de base para la ela-
boración de las Cuentas Anuales. 

Concretamente, las operaciones derivadas de la ejecución del presupuesto de gastos a contabilizar que 
desarrollaremos en este capítulo son las siguientes: 

1. De presupuesto corriente: 

a) Operaciones de gestión previas a las propias de ejecución del presupuesto: 

- Apertura del presupuesto de gastos. 

- Modificaciones de créditos. 

b) Operaciones de ejecución del presupuesto: 

- Operaciones de gastos del ejercicio corriente. 

- Gastos de ejecución plurianual. 

- Anticipos de tesorería. 

c) Operaciones de regularización y cierre del presupuesto. 

2. De presupuestos cerrados: 

- Traspaso de saldos pendientes. 

- Extinción de obligaciones. 

2. CUENTAS RELATIVAS A LAS OPERACIONES DE EJECUCIÓN DEL PRESUPUESTO 
DE GASTOS 

El registro en partida doble de las operaciones de ejecución del presupuesto de gastos que no produ-
cen alteraciones económico-patrimoniales, como son la apertura del presupuesto de ingresos y la 
modificación de las previsiones, se efectúa, si la entidad contable hubiera decidido utilizar el grupo 0 
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«Cuentas de control presupuestario», a través de las siguientes cuentas del subgrupo 00 del Plan 

General de Contabilidad Pública (PGCP10) «De control presupuestario. Ejercicio corriente»:  

0. Cuentas de control presupuestario. 

00. De control presupuestario. Ejercicio corriente. 

000. Presupuesto ejercicio corriente. 

001. Presupuesto de gastos: créditos iniciales. 

002. Presupuesto de gastos: modificaciones créditos. 

0020. Créditos extraordinarios. 

0021. Suplementos de crédito. 

0022. Ampliaciones de crédito. 

0023. Transferencias de crédito. 

0024. Incorporaciones de remanentes de crédito. 

0025. Créditos generados por ingresos. 

0027. Ajustes por prórroga presupuestaria. 

0028. Bajas por anulación y rectificación. 

003. Presupuesto de gastos: gastos autorizados. 

0030. Créditos disponibles. 

0031. Créditos retenidos para gastar. 

0032. Créditos retenidos para transferencias. 

0033. Créditos no disponibles. 

004. Presupuesto de gastos: gastos autorizados. 

005. Presupuesto de gastos: gastos comprometidos. 

03. Anticipos de tesorería. 

030. Anticipos de tesorería concedidos. 

031. Créditos anticipados. 

034. Gastos autorizados. 

035. Gastos comprometidos. 
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Las operaciones de ejecución del presupuesto de ingresos que sí originan alteraciones económico-
patrimoniales se anotan en partida doble a través de las siguientes cuentas del grupo 4 «Acreedores 
y deudores»: 

40. Acreedores presupuestarios. 

400. Acreedores por obligaciones reconocidas. Presupuesto de gastos corriente. 

4000. Operaciones de gestión. 

4001. Otras cuentas a pagar. 

4002. Deudas con entidades del grupo, multigrupo y asociadas. 

4003. Otras deudas. 

401. Acreedores por obligaciones reconocidas. Presupuesto de gastos cerrados. 

405. Acreedores por obligaciones comerciales. Presupuesto de gastos corriente. 

406. Acreedores por obligaciones comerciales. Presupuesto de gastos cerrados. 

En el subgrupo 40 «Acreedores presupuestarios» se recogen las obligaciones contraídas por la enti-
dad, como consecuencia de la ejecución del presupuesto. 

La tabla 4.1 resume la relación entre las operaciones mencionadas en el epígrafe anterior relacionadas 
con la gestión del presupuesto de gastos y las cuentas del PGCP10, las cuales serán más ampliamente 
estudiadas en los apartados siguientes.  
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TABLA 4.1. RELACIÓN ENTRE LAS OPERACIONES DE GESTIÓN DEL PRESUPUESTO DE GASTOS  
Y LAS CUENTAS DEL PGCP10

3. APERTURA DEL PRESUPUESTO DE GASTOS 

Una vez la entidad haya procedido a la apertura de la contabilidad a través de la realización del asien-
to de apertura, se llevará a cabo el reflejo de los créditos iniciales, efectuando para ello el siguiente 
asiento: 

XXX        (000)       Presupuesto ejercicio             a       Presupuesto de gastos:           (001)     XXX 
                             corriente                                          créditos iniciales                      
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En el mismo momento, se procederá a llevar a cabo el traspaso de la totalidad de créditos iniciales 
para su conversión en créditos definitivos, efectuando para ello el siguiente asiento: 

La cuenta (000) recoge, en su DEBE y en este momento, el presupuesto inicialmente aprobado, así 
como sus modificaciones posteriores. La cuenta (001) recoge en todo momento el importe de los cré-
ditos para gastos inicialmente aprobados. Por su parte, la cuenta (003) recoge en su HABER, el importe 
de los créditos inicialmente aprobados y sus modificaciones posteriores que se encuentren disponibles. 

4. GESTIÓN DEL PRESUPUESTO DE GASTOS 

El análisis de la gestión del presupuesto de gastos va a ser realizada en dos fases bien distintas. Una 
primera para aquellas operaciones correspondientes con los gastos del ejercicio en curso y otra para 
aquellos gastos derivados de ejercicios ya cerrados. 

4.1. Operaciones de gastos del ejercicio corriente 

4.1.1. SITUACIÓN DE LOS CRÉDITOS 

Una vez realizada la apertura del presupuesto de gastos todos los créditos definitivos se 
encontraran en una situación de disponibilidad para ser gastados, con las siguientes excep-
ciones: 

• Créditos retenidos para gastar como consecuencia de haber sido expedido el certificado 
de existencia de crédito en un expediente de gastos o en un expediente de transferencia 
de crédito. Su contabilización se llevará a cabo con el siguiente asiento: 

• Créditos retenidos como consecuencia de bajas por anulación y otras operaciones análo-
gas. Su contabilización se llevará a cabo con el siguiente asiento: 
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XXX        (001)       Presupuesto de gastos:          a       Presupuesto de gastos:          (0030)    XXX 
                             créditos iniciales                              créditos disponibles                 

XXX        (0030)     Presupuesto de gastos:         a      Créditos retenidos para gastar /  (0031    XXX 
                             créditos disponibles                      Créditos retenidos para              /0032) 
                                                                                 transferencias                                          

XXX        (0030)     Presupuesto de gastos:          a       Créditos retenidos para bajas  (0035)   XXX 
                             créditos disponibles                         por anulación y otras                            
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• Créditos no disponibles que se derivan del acto mediante el cual se inmoviliza la totalidad 
o parte del saldo de crédito de una partida presupuestaria, declarándolo como no suscep-
tible de utilización. Su contabilización se llevará a cabo con el siguiente asiento: 
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XXX        (0030)     Presupuesto de gastos:          a       Créditos no disponibles           (0033)   XXX 
                             créditos disponibles                         

XXX        (000)       Presupuesto ejercicio             a       Presupuesto de gastos:            (002)     XXX 
                             corriente                                         modificaciones de crédito                      

XXX        (002)       Presupuesto de gastos:          a       Presupuesto de gastos:           (0030)   XXX 
                             modificaciones de crédito                créditos disponibles                 

4.1.2. MODIFICACIONES CRÉDITOS 

Como se estudió en el capítulo anterior, a lo largo de la ejecución presupuestaria se producen 
una serie de operaciones que dan lugar a una modificación en las partidas presupuestarias. 
Estas modificaciones pueden suponer un aumento de los créditos iniciales, una disminución 
de los créditos iniciales o una transferencia entre créditos no dando lugar a variación en la 
cifra del presupuesto definitivo. 

En el supuesto de una modificación que suponga un incremento de los créditos iniciales, se 
recogerá con el siguiente asiento: 

A nivel de subcuenta podrá utilizarse la siguiente desagregación para cada una de las figuras 
modificativas de crédito estudiadas en el capítulo anterior: 

(0020) Créditos extraordinarios 

(0021) Suplementos de crédito 

(0022) Ampliación de crédito 

(0024) Incorporación de remanentes de crédito 

(0025) Créditos generados por ingresos 

(0027) Ajustes por prórroga presupuestaria 

En ese mismo momento se procederá a traspasar la totalidad de créditos modificados para 
su conversión en créditos definitivos, efectuando para ello el siguiente asiento: 

En el supuesto de anulación de una modificación de crédito, se llevará a cabo el registro de 
los asientos realizados para reflejar dicha modificación de crédito pero con signo negativo. 
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La cuenta (002) recoge durante todo el ejercicio el importe de las modificaciones que se 
aprueben a lo largo del ejercicio presupuestario.  

En el supuesto de una modificación que suponga un decremento de los créditos iniciales, se 
recogerá con el siguiente asiento: 
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-XXX       (000)       Presupuesto ejercicio             a       Bajas por anulación y              (0028)   -XXX  
                             corriente                                         rectificación                             

-XXX       (0028)     Bajas por anulación               a       Presupuesto de gastos:            (0030)   -XXX 
                             y rectificación                                  créditos disponibles                 

XXX        (0030)     Presupuesto de gastos:          a       Créditos retenidos para           (0032)   XXX 
                             créditos disponibles                         transferencias                          

-XXX       (000)       Presupuesto ejercicio              a       Transferencias de créditos        (0023)   -XXX 
                             corriente                                          

-XXX       (0023)     Transferencias de créditos       a       Créditos retenidos para           (0032)   -XXX 
                                                                                    transferencias                                       

En ese mismo momento se procederá a traspasar la totalidad de créditos modificados para 
su conversión en créditos definitivos, efectuando para ello el siguiente asiento: 

En el supuesto de una modificación que no suponga variación de los créditos iniciales, nos 
encontraremos ante una transferencia de crédito. Esta transferencia de crédito dará lugar de 
manera simultánea a una modificación negativa y otra positiva en las partidas presupuesta-
rías objeto de la transferencia. Esta modificación de crédito se recogerá con los siguientes 
asientos: 

Para registrar la retención de crédito que se efectúe para llevar a cabo la transferencia: 

Para registrar la modificación negativa de la partida presupuestaria origen de la transferen-
cia: 

En ese mismo momento se procederá a traspasar la totalidad de créditos modificados para 
su conversión en créditos definitivos, efectuando para ello el siguiente asiento: 



113

Los mismos asientos pero con signo positivo serán realizados para recoger la modificación 
positiva que tendrá lugar en la partida presupuestaria de destino: 
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-XXX       (0030)     Presupuesto de gastos:          a       Presupuesto de gastos:            (0030)   -XXX 
                             créditos disponibles                          créditos disponibles                

XXX        (000)       Presupuesto ejercicio             a       Transferencias de créditos        (0023)   XXX 
                             corriente 
 
               
XXX        (0023)     Transferencias de créditos       a       Créditos retenidos para           (0032)   XXX  
                                                                                    transferencias                           

XXX        (0030)     Presupuesto de gastos:           a       Presupuesto de gastos:           (004)     XXX 
                             créditos disponibles                         gastos autorizados                                

XXX        (004)       Presupuesto de gastos:           a       Presupuesto de gastos:            (005)     XXX 
                             gastos autorizados                          gastos comprometidos             

Para finalizar y con el objeto de recomponer el saldo de la cuenta créditos disponibles, se rea-
lizará el siguiente asiento: 

4.1.3. FASES DE EJECUCIÓN DEL PRESUPUESTO DE GASTOS. 

A continuación se va a mostrar cómo se lleva a cabo la contabilización de cada una de las 
fases que tiene lugar en la ejecución del presupuesto de gastos de una administración públi-
ca. 

Autorización del gasto (A) 

La ejecución del presupuesto de gastos se inicia a través de la fase de autorización. En ella 
se produce la autorización expresa para la realización de un determinado gasto. Para ello se 
reserva un crédito presupuestario. Esta fase se recogerá con el siguiente asiento: 

La cuenta (004) recoge en su HABER el importe total de los gastos que se hayan 
autorizado. 

Compromiso del gasto (D) 

Esta fase supone el acuerdo para la realización de determinados gastos que han sido apro-
bados con anterioridad. Da lugar al nacimiento de un compromiso con terceros, pero no una 
obligación de pagos. Esta fase se recogerá con el siguiente asiento: 
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La cuenta (004) recoge en su DEBE el importe de los gastos autorizados que se hayan com-
prometido. Por su parte, la cuenta (005) recoge en su HABER el importe total de los gastos 
que se hayan comprometido. 

Reconocimiento de obligaciones (O) 

En esta fase tiene lugar la declaración de la existencia de un crédito exigible contra la 
Hacienda Pública, como consecuencia de un gasto debidamente autorizado y comprometido. 
Para ello, se produce el enlace con la contabilidad económico patrimonial. Esta fase se reco-
gerá con el siguiente asiento: 
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XXX        (1-6)        Cuentas de imputación           a       Acreedores por obligaciones   (400)     XXX 
                                                                                    reconocidas. Presupuesto de  
                                                                                    gastos corriente

XXX        (400)       Acreedores por obligaciones  a       Cuentas de tesorería               (57)       YYY 
                             reconocidas. Presupuesto  
                             de gastos corriente                   
                                                                             
                                                                           a       Formalización                          (579)     ZZZ 

La relación entre los gastos presupuestarios y las cuentas contables de imputación es la 
siguiente: 

 CAPÍTULOS CUENTAS CONTABLES 

 1,2,3,4,7 Grupo 6 

      6 Grupo 2 

      8 Grupo 2 o 5 

      9 Grupo 1 o 5 

Ordenación y ejecución del pago (P) 

La contabilización de la ejecución del presupuesto de gastos finaliza con la propuesta y eje-
cución de pago y su realización material que dará lugar a la extinción de la obligación. Esta 
fase se recogerá con el siguiente asiento: 

YYY= Importe líquido abonado 

ZZZ= Descuentos obtenidos 

Es importante tener en cuenta que en un mismo acto puede tener lugar una o más fases de 
ejecución del presupuesto de gastos. En la contabilización los asientos ser realizaran de 
manera simultánea. 
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4.2. Operaciones de gastos de ejercicios cerrados 

El 31 de diciembre ha de liquidarse y cerrar el presupuesto de cada ejercicio en todas sus operaciones 
contables. De tal manera, que en cada ejercicio solo pueden imputarse las obligaciones reconocidas 
durante el mismo. Los saldos por obligaciones reconocidas que no se hubiesen satisfecho a 31 de 
diciembre del ejercicio anterior se aplican a ejercicio cerrados. 

4.2.1. TRASPASO DE LOS SALDOS PENDIENTES 

Todas las obligaciones reconocidas y pendientes de pago en un ejercicio se encuentran con-
tabilizadas en la cuenta (400) Acreedores por obligaciones reconocidas. Presupuesto de gas-
tos corriente. A 1 de enero del ejercicio siguiente se deberán de registrar en esta cuenta las 
obligaciones presupuestarias del nuevo ejercicio y no del anterior. De tal manera, que a la 
apertura del ejercicio la cuenta (400) no ha de tener saldo. Para ello, a 31 de diciembre el 
saldo de esta cuenta ha de trasladarse a la cuenta (401) Acreedores por obligaciones reco-
nocidas. Presupuesto de gastos cerrados. 

Este traspaso se realiza de manera automática, en la apertura de la contabilidad del ejercicio 
siguiente, sin necesidad de realizar ningún tipo de asiento contable para no desvirtuar el sig-
nificado de la cuenta (400) que recoge el importe de los pagos realizados. 

4.2.2. MODIFICACIÓN DEL SALDO INICIAL DE OBLIGACIONES 

Esta operación tiene lugar cuando se descubren errores u omisiones en los saldos de obliga-
ciones de ejercicios cerrados, pudiendo dar lugar al aumento o disminución de su saldo. 

En caso de aumento del saldo de estas obligaciones el asiento a realizar será el siguiente: 
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XXX       (120/XXX)  Resultados de ejercicios       a       Acreedores por obligaciones    (401)     XXX 
                               anteriores / cuentas de                 reconocidas. Presupuesto   
                               balance                                         de gastos cerrados                  

En caso de disminución del saldo de estas obligaciones, se realizará el mismo asiento pero 
signo negativo con el objetivo de no desvirtuar el significado dela cuenta (401) que recoge 
la obligaciones pendientes de pago al inicio del ejercicio en el HABER y las pagadas o recti-
ficadas durante el ejercicio en su DEBE. 

4.2.3. EXTINCIÓN DE OBLIGACIONES 

Las obligaciones pueden extinguirse por su pago, por su anulación o por su prescripción. 

Si la obligación se imputó a la cuenta del resultado económico patrimonial, se cargará en la cuenta (120). Si por el con-
trario, si el reconocimiento de una obligación se cargó en una cuenta de Balance, será esta cuenta la que se utilice en 
este registro.
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En el supuesto del pago, se realizará el siguiente asiento: 
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XXX        (401)       Acreedores por obligaciones  a       Cuentas de tesorería               (57)       YYY 
                             reconocidas. Presupuesto  
                             de gastos cerrado                                                                            
                                                                           a       Formalización                          (579)     ZZZ 

YYY= Importe líquido abonado 

ZZZ= Descuentos obtenidos 

La anulación de obligaciones equivaldría a una operación de disminución de saldo de las 
obligaciones, vista en el apartado anterior, por su importe completo. De tal manera, que se 
registrará con el siguiente asiento: 

-XXX      (120/XXX)  Resultados de ejercicios       a       Acreedores por obligaciones    (401)     -XXX 
                               anteriores / cuentas de                 reconocidas. Presupuesto   
                               balance                                         de gastos cerrados                  

Si la obligación se imputó a la cuenta del resultado económico patrimonial, se cargará en la cuenta (120). Si por el con-
trario, si el reconocimiento de una obligación se cargó en una cuenta de Balance, será esta cuenta la que se utilice en 
este registro.

En el supuesto de prescripción de obligaciones el asiento a realizará para recoger el resulta-
do positivo obtenido por la entidad será el siguiente: 

XXX        (401)       Acreedores por obligaciones  a       Ingresos excepcionales            (778)     XXX 
                             reconocidas. Presupuesto de  
                             gastos cerrado                                                                                             

4.3. Gastos de ejecución plurianual 

Se trata de gastos cuya realización va a abarcar más de un ejercicio presupuestario. Gastos como los 
derivados de contratos de obra, arrendamiento de inmuebles, contratación de personal eventual, etc. 
El importe correspondiente a la anualidad corriente sigue la tramitación ordinaria, mientras que aquel 
que corresponde a los siguientes ejercicios se realizará mediante sucesivas anualidades con cargo al 
presupuesto correspondiente de cada ejercicio. Es decir, los compromisos de gasto serán objeto de 
independiente contabilización en su ejercicio presupuestario correspondiente. 
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4.4. Anticipos de tesorería 

El objeto de estos anticipos es poder hacer frente a gastos inaplazables sin disponer de suficiente cré-
dito presupuestario mientras tiene lugar la tramitación del oportuno expediente de modificación pre-
supuestaria. Esto dará lugar a las siguientes operaciones: 

4.4.1. CONCESIÓN DEL ANTICIPO 

Con la concesión del anticipo se realizará el siguiente asiento: 
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XXX        (030)       Anticipos de tesorería            a       Créditos anticipados                (031)     XXX 
                             concedidos                              

XXX        (031)       Créditos anticipados               a       Gastos autorizados                  (034)     XXX

XXX        (034)       Gastos autorizados                 a       Gastos comprometidos            (035)     XXX

La cuenta (030) tendrá un funcionamiento similar a la cuenta (000) recogiendo el importe 
de los anticipos concedidos. Por su parte, la cuenta (031)  recoge en su HABER el importe 
de los anticipos concedidos y en su DEBE el importe de los que han sido utilizados. 

4.4.2. AUTORIZACIÓN DE GASTOS 

Cuando tenga lugar la reserva de crédito con cargo a un anticipo de tesorería se realizará el 
siguiente asiento: 

La cuentas (034) tendrá un significado y funcionamiento análogo al de la cuentas (004). Por 
otra parte, en caso de realizarse una baja, los asientos contables serán los mismos pero con 
signo negativo. 

4.4.3. COMPROMISO DE GASTOS 

Cuando tenga el compromiso de un gasto con cargo a un anticipo de tesorería se realizará 
el siguiente asiento: 

La cuenta (035) tendrá un significado y funcionamiento análogo al de la cuenta (005). Por 
otra parte, en caso de realizarse una baja, los asientos contables serán los mismos pero con 
signo negativo. 

4.4.4. RECONOCIMIENTO DE LA OBLIGACIÓN 

El reconocimiento de la obligación se realizará de la misma manera que tuvo lugar en la eje-
cución del presupuesto corriente. La única diferencia será la utilización de la cuenta (412) 
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Acreedores por obligaciones reconocidas. Anticipos de tesorería. De tal manera, que el asien-
to a realizar será el siguiente: 
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XXX        (1-6)        Cuentas de imputación           a       Acreedores por obligaciones    (412)     XXX 
                                                                                    reconocidas. Anticipos de  
                                                                                    tesorería                                  

4.4.5. REALIZACIÓN DEL PAGO 

Cuando tenga lugar el pago y por lo tanto la extinción de la obligación, se realizará el 
siguiente asiento: 

XXX        (412)       Acreedores por obligaciones  a       Cuentas de tesorería               (57)       YYY 
                             reconocidas. Anticipos de  
                             tesorería                                   
                                                                           a       Formalización                          (579)     ZZZ 

YYY= Importe líquido abonado 

ZZZ= Descuentos obtenidos

4.4.6. CANCELACIÓN DEL ANTICIPO 

Cuando se produzca la aprobación de la modificación presupuestaría derivada de la obliga-
ción que dio lugar al anticipo de tesorería se realizará, además de la aplicación de esta modi-
ficación al presupuesto de gasto corriente (tal y como se ha estudiado ya), a efectuar la can-
celación del anticipo. En el caso de no ser aprobado el anticipo, este también será cancelado. 
Los asientos a realizar serán los siguientes: 

- Por la modificación presupuestaria: 

XXX        (000)       Presupuesto ejercicio             a       Presupuesto de gastos:            (002)     XXX 
                             corriente                                         modificaciones de crédito         

XXX        (002)       Presupuesto de gastos:          a       Presupuesto de gastos:            (0030)   XXX 
                             modificaciones de crédito                créditos disponibles                  
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- Por la contabilización del gasto realizado con cargo al presupuesto corriente: 

CAPÍTULO 4. INTERPRETACIÓN Y CONTABILIDAD DEL PRESUPUESTO DE GASTOS

MANUAL DE CONTABILIDAD Y AUDITORÍA DEL SECTOR PÚBLICO

CONSEJO GENERAL DE ECONOMISTAS DE ESPAÑA · COMITÉ DEL SECTOR PÚBLICO

XXX        (0030)     Presupuesto de gastos:           a       Presupuesto de gastos:           (004)     XXX 
                             créditos disponibles                         gastos autorizados                   

XXX        (004)       Presupuesto de gastos:          a       Presupuesto de gastos:            (005)     XXX 
                             gastos autorizados                          gastos comprometidos              

XXX        (1-6)        Cuentas de imputación           a       Acreedores por obligaciones   (400)     XXX 
                                                                                    reconocidas. Presupuesto  
                                                                                    de gastos corriente 

XXX        (400)       Acreedores por obligaciones  a       Formalización                          (579)     XXX 
                             reconocidas. Presupuesto  
                             de gastos corriente                           

-XXX       (412)       Acreedores por                      a       Formalización                          (579)     -XXX 
                             obligaciones reconocidas.  
                             Anticipos de tesorería               

-XXX       (1-6)        Cuentas de imputación           a       Acreedores por obligaciones   (412)     -XXX 
                                                                                    reconocidas. Anticipos  
                                                                                    de tesorería                              

-XXX       (034)       Gastos autorizados                 a       Gastos comprometidos            (035)     -XXX 

-XXX       (031)       Créditos anticipados               a       Gastos autorizados                  (034)     -XXX

- Por la anulación del anticipo de tesorería: 

5. CIERRE DEL PRESUPUESTO DE GASTOS 

El cierre del presupuesto de gastos tendrá lugar el último día del ejercicio presupuestario y se hará con 
anterioridad al cierre de la contabilidad y una vez hayan sido registradas todas las operaciones relati-
vas al presupuesto de gastos. Los asientos a realizar serán los siguientes. 



XXX        (005)       Presupuesto de gastos:          a       Presupuesto de gastos:           (004)     XXX 
                             gastos comprometidos                     gastos autorizados                   

XXX        (004)       Presupuesto de gastos:          a       Presupuesto de gastos:            (0030)   XXX 
                             gastos autorizados                          créditos disponibles                  

XXX        (0030)     Presupuesto de gastos:          a       Presupuesto ejercicio               (000)     XXX 
                             créditos disponibles                         corriente                                   

XXX        (005)       Presupuesto de gastos:          a       Presupuesto de gastos:           (004)     XXX 
                             gastos comprometidos                     gastos autorizados                   

XXX        (004)       Presupuesto de gastos:          a       Presupuesto de gastos:           (0030)   XXX 
                             gastos autorizados                          créditos disponibles                  
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5.1. Cancelación de los créditos gastados 

El HABER de la cuenta (400) Acreedores por obligaciones reconocidas. Presupuesto de gastos corrien-
tes recogerá el importe total de las obligaciones que hayan sido reconocidas. La cancelación de los 
créditos gastos se registrará con los siguientes asientos: 
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XXX= HABER de la cuenta (400) 

XXX= Saldo de la cuenta (005) 

XXX= Saldo de la cuenta (004) 

5.2. Cancelación de los saldos de compromisos y de autorizaciones no gastados 

Al realizar los asientos del apartado anterior, el saldo de la cuenta (005) reflejará aquellos gastos pre-
supuestarios autorizados que no hayan sido finalmente comprometidos y gastados.  

En primer lugar tendrá lugar la cancelación de los compromisos no gastados, lo que se registrará con 
los siguientes asientos: 

En segundo lugar se llevara a cabo la cancelación de las autorizaciones no gastadas, mediante el regis-
tro del siguiente asiento: 

XXX        (004)       Presupuesto de gastos:          a       Presupuesto de gastos:            (0030)   XXX 
                             gastos autorizados                          créditos disponibles                 
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5.3. Cancelación de los remanentes de crédito 

Para finalizar se lleva a cabo la cancelación de aquellos créditos aprobados para los que no se han lle-
gado a reconocer obligaciones y por lo tanto, no han sido gastados. Para ello, se registra el siguiente 
asiento.
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XXX= Saldo de las subcuentas (003)

XXX        (0030/     Presupuesto de gastos:           a       Presupuesto ejercicio               (000)     XXX 
              31/33)     créditos disponibles/                       corriente 
                             retenidos para gastar/  
                             no disponibles                                                                               
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CAPÍTULO 5. INTERPRETACIÓN Y CONTABILIDAD DEL PRESUPUESTO 
DE INGRESOS 

1. INTRODUCCIÓN 

La contabilidad del presupuesto de ingresos tiene por objeto registrar las operaciones relacionadas con 

la ejecución de dicho presupuesto, mostrando cómo se va desarrollando la gestión del mismo y 

poniendo de manifiesto los resultados derivados de su ejecución, así como servir de base para la ela-

boración de las Cuentas Anuales. 

Concretamente, las operaciones derivadas de la ejecución del presupuesto de ingresos a contabilizar 

que desarrollaremos en este capítulo son las siguientes: 

1. De presupuesto corriente: 

a) Operaciones de gestión previas a las propias de ejecución del presupuesto: 

- Apertura del presupuesto de ingresos. 

- Modificación de las previsiones. 

- Anulación de las operaciones anteriores. 

b) Operaciones de ejecución del presupuesto: 

- Reconocimiento y liquidación de derechos. 

- Cobro de derechos. 

- Anulación y cancelación de derechos. 

- Devoluciones de ingresos. 

- Reintegro de pagos. 

c) Operaciones de regularización y cierre del presupuesto. 

2. De presupuestos cerrados: 

- Modificación de derechos reconocidos en ejercicios anteriores. 

- Cobro de derechos. 

- Anulación y cancelación de derechos. 

- Operaciones de regularización. 
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2. CUENTAS RELATIVAS A LAS OPERACIONES DE EJECUCIÓN DEL PRESUPUESTO 
DE INGRESOS 

El registro en partida doble de las operaciones de ejecución del presupuesto de ingresos que no pro-
ducen alteraciones económico-patrimoniales, como son la apertura del presupuesto de ingresos y la 
modificación de las previsiones, se efectúa, si la entidad contable hubiera decidido utilizar el grupo 0 
«Cuentas de control presupuestario», a través de las siguientes cuentas del subgrupo 00 del Plan 
General de Contabilidad Pública (PGCP10) «De control presupuestario. Ejercicio corriente»:  

0. Cuentas de control presupuestario 

00. De control presupuestario. Ejercicio corriente 

000. Presupuesto ejercicio corriente 

006. Presupuesto de ingresos: previsiones iniciales 

007. Presupuesto de ingresos: modificación de previsiones 

008. Presupuesto de ingresos: previsiones definitivas 

Acabamos de decir que “si la entidad contable hubiera decidido utilizar el grupo 0”, lo cual se debe a que 
la utilización de las cuentas de control presupuestario del grupo 0 ha pasado a tener carácter opcional, 
sin perjuicio de que las operaciones se registren por partida simple en la contabilidad de desarrollo de 
la ejecución del presupuesto y se facilite la correspondiente información en las Cuentas Anuales, refle-
jando de este modo el movimiento de las previsiones que figuran en el presupuesto en aquellas fases 
que preceden al reconocimiento del derecho. 

Las operaciones de ejecución del presupuesto de ingresos que sí originan alteraciones económico-pat-
rimoniales se anotan en partida doble a través de las siguientes cuentas del grupo 4 «Acreedores y 
deudores»: 

43. Deudores presupuestarios. 

430. Deudores por derechos reconocidos. Presupuesto de ingresos corriente. 
4300. Operaciones de gestión. 
4301. Otras cuentas a cobrar. 
4302. Inversiones financieras en entidades del grupo, multigrupo y asociadas. 
4303. Otras inversiones financieras. 

431. Deudores por derechos reconocidos. Presupuestos de ingresos cerrados. 
4310. Operaciones de gestión. 
4311. Otras cuentas a cobrar. 
4312. Inversiones financieras en entidades del grupo, multigrupo y asociadas. 
4313. Otras inversiones financieras. 
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433. Derechos anulados de presupuesto corriente. 
4330. Por anulación de liquidaciones. 

43300. Operaciones de gestión. 
43301. Otras cuentas a cobrar. 
43302. Inversiones financieras en entidades del grupo, multigrupo y asociadas. 
43303. Otras inversiones financieras. 

4332. Por aplazamiento y fraccionamiento. 
43320. Operaciones de gestión. 
43321. Otras cuentas a cobrar. 
43322. Inversiones financieras en entidades del grupo, multigrupo y asociadas. 
43323. Otras inversiones financieras. 

4339. Por devolución de ingresos. 

434. Derechos anulados de presupuestos cerrados. 
4340. Por anulación de liquidaciones. 

43400. Operaciones de gestión. 
43401. Otras cuentas a cobrar. 
43402. Inversiones financieras en entidades del grupo, multigrupo y asociadas. 
43403. Otras inversiones financieras. 

4342. Por aplazamiento y fraccionamiento. 
43420. Operaciones de gestión. 
43421. Otras cuentas a cobrar. 
43422. Inversiones financieras en entidades del grupo, multigrupo y asociadas. 
43423. Otras inversiones financieras. 

437. Devolución de ingresos. 

438. Derechos cancelados de presupuesto corriente. 
4380. Por cobros en especie. 

43800. Operaciones de gestión. 
43801. Otras cuentas a cobrar. 
43802. Inversiones financieras en entidades del grupo, multigrupo y asociadas. 
43803. Otras inversiones financieras. 

4381. Por insolvencias y otras causas. 
43810. Operaciones de gestión. 
43811. Otras cuentas a cobrar. 
43812. Inversiones financieras en entidades del grupo, multigrupo y asociadas. 
43813. Otras inversiones financieras. 
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439. Derechos cancelados de presupuestos cerrados. 
4390. Por cobros en especie. 

43900. Operaciones de gestión. 
43901. Otras cuentas a cobrar. 
43902. Inversiones financieras en entidades del grupo, multigrupo y asociadas. 
43903. Otras inversiones financieras. 

4391. Por insolvencias y otras causas. 
43910. Operaciones de gestión. 
43911. Otras cuentas a cobrar. 
43912. Inversiones financieras en entidades del grupo, multigrupo y asociadas. 
43913. Otras inversiones financieras. 

4392. Por prescripción. 
43920. Operaciones de gestión. 
43921. Otras cuentas a cobrar. 
43922. Inversiones financieras en entidades del grupo, multigrupo o asociadas. 
43923. Otras inversiones financieras. 

41. Acreedores no presupuestarios. 

418. Acreedores por devolución de ingresos y otras minoraciones. 
4180. Operaciones de gestión. 
4181. Otras cuentas a pagar. 
4182. Deudas con entidades del grupo, multigrupo y asociadas. 
4183. Otras deudas. 

En el subgrupo 43 «Deudores presupuestarios» se recogen los derechos reconocidos a favor de la enti-
dad, como consecuencia de la ejecución del presupuesto. La cuenta 418 «Acreedores por devolución 
de ingresos y otras minoraciones» recoge las obligaciones de pagar, con cargo al presupuesto de 
ingresos, cantidades derivadas de ingresos indebidos, como consecuencia de haberse dictado el cor-
respondiente acuerdo de devolución. 

Las cuentas que sirven de contrapartida a las cuentas del subgrupo 43 y a la cuenta 418, se conocerán 
a lo largo de los apartados siguientes, a medida que se vayan examinando las operaciones que oca-
sionan las correspondientes anotaciones contables. 

La tabla 5.1 resume la relación entre las operaciones mencionadas en el epígrafe anterior relacionadas 
con la gestión del presupuesto de ingresos y las cuentas del PGCP10, las cuales serán más amplia-
mente estudiadas en los apartados siguientes.  
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Tal y como se analiza en los apartados siguientes, para cada operación se realizará una anotación en 
la fila de la aplicación presupuestaria que corresponda y en la columna que proceda en función de la 
fase de ejecución del presupuesto corriente que se pretenda reflejar. 

 

 

 

3. CONTABILIDAD DE LAS OPERACIONES DEL PRESUPUESTO CORRIENTE DE 
INGRESOS 

3.1. Apertura del presupuesto de ingresos 

Al inicio del ejercicio contable, tras registrar el asiento de apertura de la contabilidad y simultánea-
mente a los asientos de apertura del presupuesto de gastos, se deben registrar los asientos que rep-
resentan la apertura del presupuesto de ingresos. 

La operación de apertura del presupuesto de ingresos se contabiliza en partida doble, si así lo decide 
la entidad contable, mediante dos anotaciones simultáneas, ambas por el importe total del pre-
supuesto de ingresos aprobado para el ejercicio: 

- Por la apertura del presupuesto de ingresos y como reflejo de las previsiones iniciales: 
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TABLA 5.1. RELACIÓN ENTRE LAS OPERACIONES DE GESTIÓN DEL PRESUPUESTO DE INGRESOS  
Y LAS CUENTAS DEL PGCP10 

(006)       Presupuesto de ingresos:                      a       Presupuesto ejercicio corriente              (000) 
              previsiones iniciales                                        
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- Por el traspaso de las previsiones iniciales a previsiones definitivas: 
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(008)       Presupuesto de ingresos:                      a       Presupuesto de ingresos:                      (006) 
              previsiones definitivas                                     previsiones iniciales                 

Como justificante de esta operación sirve el propio documento del presupuesto de ingresos aprobado 
por el Pleno de la entidad contable. 

La cuenta 006 «Presupuesto de ingresos: previsiones iniciales» recoge tanto en su debe como en su 
haber, el importe de las previsiones iniciales de ingresos que figuran en el presupuesto aprobado defi-
nitivamente y una vez que haya entrado en vigor. Esta cuenta aparecerá saldada en todo momento. 

La cuenta 000 «Presupuesto ejercicio corriente» está destinada a recoger el importe de los pre-
supuestos de ingresos y gastos aprobados para cada ejercicio y de sus posteriores modificaciones (la 
contabilidad de las modificaciones de las previsiones del presupuesto de ingresos se analiza en el epí-
grafe siguiente). La suma de su debe indica el importe total del presupuesto de gastos, y la de su 
haber, el total del presupuesto de ingresos, y, por tanto, generalmente esta cuenta aparecerá saldada 
en todo momento (aunque podrá presentar saldo acreedor). Tras practicar los asientos anteriores, la 
cuenta 000 recoge, en su haber, el importe total de las previsiones de ingresos aprobadas para el ejer-
cicio, sin modificaciones. La cuenta 000 no aparecerá saldada cuando, por ejemplo, se apruebe una 
baja por anulación de créditos para financiar el remanente de tesorería negativo, o cuando con la 
misma finalidad, se apruebe el presupuesto con superávit inicial. 

La cuenta 008 «Presupuesto de ingresos: previsiones definitivas» recoge el importe total de las previ-
siones del presupuesto de ingresos aprobado con motivo de la entrada en vigor del presupuesto defin-
itivo más las modificaciones posteriores. Su saldo deudor, recogerá, antes del cierre, las previsiones 
definitivas de ingresos. Esta cuenta no recibirá anotaciones en el haber durante el ejercicio y sólo se 
abonará con cargo a la cuenta 000 «Presupuesto ejercicio corriente», en el momento de cierre, por su 
saldo. 

Los asientos contables examinados se realizan -opcionalmente- por el importe total del presupuesto 
de ingresos aprobado para el ejercicio, pero esta información debe anotarse, además, por el método 
de partida simple, desagregando dicho importe total por aplicaciones presupuestarias de ingresos, 
indicando las previsiones iniciales aprobadas para cada una de ellas. 

En el caso de que la Ley de Presupuestos no se aprobara antes del primer día del ejercicio económico 
correspondiente, se considerarán automáticamente prorrogados los presupuestos del ejercicio anterior 
hasta la aprobación de los nuevos, contabilizándose los asientos de apertura indicados anteriormente 
por los importes de las previsiones iniciales del presupuesto que se prorroga. 



131

Una vez aprobado el presupuesto definitivo se realizarán todos los asientos que se hayan llevado a 
cabo con el prorrogado, pero con signo negativo, y se volverán a contabilizar nuevamente las opera-
ciones hasta la fecha, pero ahora con signo positivo. 

3.2. Modificación de las previsiones 

Las modificaciones de las previsiones del presupuesto de ingresos4 no se efectúan por haberse alcan-
zado un grado de ejecución superior o inferior al previsto en la aplicación presupuestaria correspon-
diente, dado que las previsiones del presupuesto de ingresos tienen carácter de mera previsión y no 
actúan como límite. Las modificaciones de las previsiones iniciales de ingresos presupuestarios se pro-
ducirán, por tanto, como consecuencia de un acto formal que aumente o disminuya el importe previsto 
inicialmente ya que sus cifras son estimativas.  

Es importante destacar que, con la contabilización de estas modificaciones, no se trata de recoger una 
mayor recaudación o un mayor reconocimiento de derechos sobre los previstos inicialmente en el con-
cepto a que se refiera, sino que el acto formal de modificación del presupuesto de ingresos es la con-
secuencia de una modificación de los créditos iniciales del presupuesto de gastos en el mismo importe 
y representa la financiación de ésta para mantener el equilibrio presupuestario.  

De este modo, las modificaciones de las previsiones del presupuesto de ingresos se producirán, por lo 
general, cuando se lleven a cabo las modificaciones de crédito en el presupuesto de gastos que se indi-
can a continuación: 

1. Por las modificaciones cuantitativas al alza que van acompañadas de un aumento de las previsio-
nes del presupuesto de ingresos: 

- Créditos extraordinarios y suplementos de crédito que no se financien con bajas por anulación 
de crédito de otras aplicaciones 

- Ampliaciones de crédito. 

- Generaciones de crédito por ingresos. 

- Incorporaciones de remanentes de crédito. 

2. Las bajas por anulación de créditos comportarán una disminución de las previsiones del pre-
supuesto de ingresos cuando se refieran a gastos con financiación afectada, siempre que los ingre-
sos previstos afectados dejen de percibirse por la no realización del correspondiente gasto pre-
supuestario. 
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4. Aunque sea común referirse a las “modificaciones de las previsiones iniciales del presupuesto de ingresos”, en rea-
lidad estas modificaciones pueden realizarse sobre las previsiones iniciales o sobre unas previsiones ya modificadas 
con anterioridad. 
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En cuanto al registro en partida doble de la modificación en las previsiones del presupuesto de ingre-
sos se efectúa, si así lo decide la entidad, junto a los asientos que procedan por la inherente modifi-
cación en los créditos del presupuesto de gastos, mediante las siguientes anotaciones simultáneas: 

- Por la modificación en las previsiones: 
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(007)       Presupuesto de ingresos:                      a       Presupuesto ejercicio                            (000) 
              modificación de previsiones                            corriente                                  

(008)       Presupuesto de ingresos:                      a       Presupuesto de ingresos:                      (007) 
              previsiones definitivas                                     modificación de previsiones     

- Por el traspaso de la modificación a previsiones definitivas: 

Estos asientos se realizarán con signo positivo o negativo dependiendo de si la modificación supone 
un incremento o una disminución de las previsiones respectivamente. Asimismo, la anulación de la 
modificación se registra en partida doble mediante los mismos asientos que sirvieron para contabilizar 
la modificación, pero de signo negativo. 

La cuenta 007 «Presupuesto de ingresos: modificación de previsiones» recoge tanto en su debe como 
en su haber, las variaciones que se produzcan en las previsiones de ingresos, a través de un acto formal 
(no por haber alcanzado un grado de ejecución superior o inferior al previsto). Esta cuenta aparecerá 
saldada en todo momento. 

En este punto se puede observar como en el haber de la cuenta 000 «Presupuesto ejercicio corriente» 
y en el debe de la cuenta 008 «Presupuesto de ingresos: previsiones definitivas» se recoge el importe 
total de las previsiones del presupuesto de ingresos aprobado para el ejercicio y sus posteriores mo-
dificaciones. 

Todas las operaciones anteriores también se reflejan en la denominada contabilidad presupuestaria 
por el método de partida simple, aumentando o disminuyendo, según proceda, las previsiones defini-
tivas en las aplicaciones presupuestarias de ingresos afectadas. 

3.3. Reconocimiento y liquidación de derechos 

3.3.1. CONCEPTOS CONTABLES BÁSICOS 

El marco conceptual del PGCP10 define los ingresos presupuestarios como “aquellos flujos 
que determinan recursos para financiar los gastos presupuestarios de la entidad. Generan 
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derechos de cobro presupuestarios, que deben imputarse al correspondiente presupuesto, 
con origen en ingresos, en la enajenación, el vencimiento o la cancelación de activos o en la 
emisión de pasivos financieros”. 

Por tanto, un derecho de cobro presupuestario viene generado por un ingreso presupues-
tario, debiendo imputarse al presupuesto de ingresos de la entidad, lo que los diferencia de 
los derechos de cobro no presupuestarios, ya que éstos se reconocen sin afectar al pre-
supuesto de acuerdo con su normativa de aplicación. 

3.3.2. DEFINICIÓN Y CONSIDERACIONES DE INTERÉS SOBRE EL TRATAMIENTO CONTABLE 

Nos centramos ahora en el tratamiento contable de los derechos de cobro presupuestarios 
que se reconocen con cargo al presupuesto de ingresos. 

El parágrafo nº 1 del documento nº 2 «Derechos a cobrar e ingresos» de la Comisión de 
Principios y Normas Contables Públicas (CPNCP) conceptúa de forma genérica los derechos 
a cobrar como “los créditos actuales de la entidad frente a terceros, surgidos como conse-
cuencia de acontecimientos pasados, en virtud de los cuales el deudor queda obligado a sat-
isfacer a la entidad una determinada cantidad de dinero, en un momento concreto 
(vencimiento) y con las condiciones que se deriven de su soporte documental”. 

El parágrafo nº 3 apunta que los derechos de cobro son elementos del activo y, como tales, 
recursos controlados por la entidad como consecuencia de acontecimientos pasados. Su 
carácter de recurso se deriva de las expectativas de conversión en disponibilidades líquidas 
que tienen incorporadas. 

Continúa indicando el citado documento nº 2 que los derechos a cobrar pueden clasificarse 
en presupuestarios y no presupuestarios, y que los derechos a cobrar presupuestarios son 
aquellos que suponen un recurso para financiar el gasto presupuestario de la entidad; de lo 
contrario, deberán tratarse como derechos a cobrar no presupuestarios. 

Con respecto al reconocimiento de los derechos presupuestarios, señala el marco conceptual 
del PGCP10 que “debe reconocerse un ingreso presupuestario en el estado de liquidación 
del presupuesto cuando, de acuerdo con el procedimiento establecido, se dicte el correspon-
diente acto administrativo de liquidación del derecho de cobro, o documento equivalente que 
lo cuantifique. Supone el reconocimiento del derecho presupuestario a cobrar, y simultánea-
mente el de un pasivo, o de un ingreso, o bien la disminución de otro activo, o de un gasto 
o el incremento del patrimonio neto”. 

Continúa especificando el marco conceptual que “el reconocimiento del ingreso presupues-
tario derivado de transferencias o subvenciones recibidas debe realizarse cuando se produzca 
el incremento del activo en el que se materialicen (tesorería). No obstante, el ente beneficia-
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rio de las mismas podrá reconocer el ingreso presupuestario con anterioridad, si conoce de 
forma cierta que el ente concedente ha dictado el acto de reconocimiento de su correlativa 
obligación. 

Asimismo, en aquellas subvenciones y transferencias nominativas que, de acuerdo con su 
regulación específica, se hacen efectivas mediante entregas a cuenta de una liquidación 
definitiva posterior, la entidad beneficiaria podrá reconocer como ingresos presupuestarios 
las entregas a cuenta al inicio del periodo al que se refieran (esto es con periodicidad men-
sual, trimestral, etc.). El reconocimiento, en su caso, del ingreso presupuestario derivado de 
la liquidación definitiva se efectuará de acuerdo con el criterio establecido en el párrafo ante-
rior. 

La concesión de aplazamientos o fraccionamientos en los derechos a cobrar presupuestarios 
reconocidos que implique el traslado del vencimiento del derecho a un ejercicio posterior 
supondrá la reclasificación de tales créditos en el Balance y la anulación presupuestaria de 
los mismos, que deberán aplicarse al presupuesto en vigor en el ejercicio de su nuevo 
vencimiento. 

En definitiva, los derechos presupuestarios se registran contablemente cuando se dicten los 
actos administrativos de liquidación correspondientes, o documentos equivalentes que los 
cuantifiquen, imputándose simultáneamente la operación al presupuesto de ingresos en 
vigor. 

Como se puede observar, el reconocimiento y liquidación de un derecho presupuestario sí 
produce efectos económico-patrimoniales para la entidad, pues como se ha indicado, 
simultáneamente al reconocimiento del derecho, se reconoce un pasivo, un ingreso, la dis-
minución de otro activo, o de un gasto, o el incremento del patrimonio neto y, en consecuen-
cia, puede quedar afectada la Cuenta del resultado económico-patrimonial, y quedará afec-
tado, en todo caso, el patrimonio neto. 

Lo anterior significa que el reconocimiento y liquidación de un derecho presupuestario ya no 
se registra contablemente utilizando cuentas del grupo 0 «Cuentas de control presupues-
tario», sino que se registra a través de la cuenta 430 «Deudores por derechos reconocidos. 
Presupuesto de ingresos corriente», cuenta deudora que recoge los derechos reconocidos 
durante el periodo de vigencia del presupuesto e imputados al mismo. Así, la cuenta 430 
tiene, por un lado, contenido presupuestario, ya que su utilización afecta a la ejecución del 
presupuesto de ingresos (cuando, por ejemplo, se carga, aumenta el importe de los derechos 
reconocidos), y por otro, contenido económico-patrimonial, al modificar la composición del 
patrimonio neto de la entidad. 

La cuenta que sirve de contrapartida a la cuenta 430 estará en función de la operación que 
origina el correspondiente derecho de cobro presupuestario, o, lo que viene a ser lo mismo, 
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estará en función del tipo de ingreso presupuestario que genera el derecho de cobro en 
cuestión. Asimismo, esta cuenta funcionará a través de sus divisionarias atendiendo al origen 
o a la naturaleza de los derechos de acuerdo con lo establecido en las normas de elaboración 
del Balance. Las divisionarias son las siguientes: 

4300. Operaciones de gestión. 

4301. Otras cuentas a cobrar. 

4302. Inversiones financieras en entidades del grupo, multigrupo y asociadas. 

4303. Otras inversiones financieras. 

Del análisis de estos epígrafes, se puede deducir que el tipo de deudores que se reflejarán 
en las divisionarias de la cuenta 430 «Deudores por derechos reconocidos. Presupuesto de 
ingresos corriente» son los que muestra la tabla 5.2. 
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TABLA 5.2. SUBCUENTAS DE LA CUENTA 430 «DEUDORES POR DERECHOS RECONOCIDOS.  
PRESUPUESTO DE INGRESOS CORRIENTE» 

4300 
«Operaciones de gestión»

SUBCUENTA 430X

- Deudores que deban reflejarse en la cuenta 430 que tengan su origen en 
operaciones de los capítulos:  
• 1 «Impuestos directos» 
• 2 «Impuestos indirectos» 
• 3 «Tasas, precios públicos y otros ingresos» 
• 4 «Transferencias corrientes» 
• 5 «Ingresos patrimoniales» (excepto los deudores de naturaleza finan-

ciera) 
• 7 «Transferencias de capital» 

- En todo caso, los deudores que deban reflejarse en la cuenta 430 deriva-
dos de activos construidos o adquiridos para otras entidades. 

4302  
«Inversiones financieras en 
entidades del grupo, multi-

grupo y asociadas» 
 

4303  
«Otras inversiones  

financieras»

- Deudores que deban reflejarse en la cuenta 430 que tengan su origen en 
operaciones de los capítulos:  
• 8 «Activos financieros» 
• 5 «Ingresos patrimoniales» (si derivan de ingresos naturaleza de finan-

ciera) 
• 6 «Enajenación de inversiones reales» (cuando no se refieran a activos 

construidos o adquiridos para otras entidades). 
 

4301 
«Otras cuentas a cobrar»

- Deudores que deban reflejarse en la cuenta 430 que tengan su origen en 
operaciones del capítulo. 
• 9 «Pasivos financieros» 

DEUDORES
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3.3.3. CONTABILIZACIÓN 

La anotación en partida doble que se realiza al reconocer un derecho a cobrar presupues-
tario, en el momento en el que se dicta el acto administrativo de liquidación correspondiente, 
o documento equivalente que lo cuantifique, es la siguiente: 
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(430)        Deudores por derechos reconocidos. 
                Presupuesto de ingresos corriente 

(4300)      Operaciones de gestión 
                Otras cuentas a cobrar 

(4301)      Inversiones financieras en entidades       
(4302)      del grupo, multigrupo y asociadas 

(4303)      Otras inversiones financieras 

                 

                 

                 

                 

Cuentas del grupo 1 «Financiación básica»    (1XX) 
(Por la formalización de operaciones de  
endeudamiento a largo plazo, así como,  
en su caso, por la recepción de fianzas y 
depósitos a largo plazo, entre otros)                         

Cuentas del grupo 2 «Activo no corriente»     (2XX)  
(Por la enajenación de inmovilizado  
intangible, material, financiero, inversiones  
inmobiliarias, Patrimonio Público del Suelo,  
reintegro anticipado de créditos, así como, 
 en su caso, por la cancelación anticipada de  
fianzas y depósitos constituidos a largo plazo)          

Cuentas del grupo 5 «Cuentas financieras»     (5XX) 
(Por la formalización de operaciones de  
endeudamiento, enajenación de inversiones  
financieras temporales, reintegro de créditos  
concedidos, así como, en su caso, por la  
recepción de fianzas y depósitos a corto  
plazo y la cancelación de fianzas y depósitos  
constituidos a corto plazo)                                        

Cuentas del grupo 7 «Ventas e ingresos         (7XX) 
por naturaleza» (Por la venta de existencias,  
los ingresos y los beneficios)                                     

Cuentas del subgrupo 38 «Activos en             (38X) 
estado de venta» (Por la venta de estos  
activos)                                                                    

Anticipos para activos construidos o               (416) 
adquiridos para otras entidades (Por el  
importe del anticipo recibido) 

Cuentas del subgrupo 94 «Ingresos por          (94X) 
subvenciones» (Por el reconocimiento y  
recaudación del derecho derivado de  
subvenciones imputadas al patrimonio  
neto)                                                                      

a



137

La cuenta 430 «Deudores por derechos reconocidos. Presupuesto de ingresos corriente» es 
una cuenta deudora que recoge los derechos reconocidos durante el periodo de vigencia del 
presupuesto e imputados al mismo. La suma de su debe indicará el total de derechos liquida-
dos en el ejercicio. La de su haber, antes de los asientos de regularización, los derechos  
liquidados en el ejercicio cobrados durante el mismo. Su saldo deudor, recogerá después de 
la regularización, el importe de los derechos liquidados en el ejercicio pendientes de cobro. 

El día 1 de enero, en el asiento de apertura, el saldo de cada subcuenta de la cuenta 430 a 
31 de diciembre anterior, formará parte del saldo inicial de la divisionaria correspondiente de 
la cuenta 431 «Deudores por derechos reconocidos. Presupuestos de ingresos cerrados». 
Esta operación se realizará directamente, sin necesidad de ningún asiento. 
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5. Cuando estos reintegros tengan poca importancia relativa, independientemente de que procedan o no de errores, 
se registrarán en la cuenta 775 «Reintegros». 

Deudores a largo plazo por aplazamiento     (2621) 
y fraccionamiento (A la cancelación  
anticipada)                                                               

Deudores a corto plazo por aplazamiento       (443) 
y fraccionamiento (En el ejercicio del  
vencimiento del derecho a cobrar o,  
a la cancelación anticipada mismo) 

Deudores por ingresos devengados                 (441) 
(Cuando se dicte el acuerdo de  
reconocimiento del derecho) 

Deudores por activos construidos para             (446) 
otras entidades pendientes de certificar 
(Una vez expedida la certificación  
correspondiente de la obra ejecutada de  
ejercicios anteriores por el importe  
pendiente de pago)                                                  

Ajustes positivos en la imposición                   (639) 
indirecta (Por el importe de la  
regularización anual)                                                

Cuentas de gastos por naturaleza que            (6XX) 
corresponda (Por los reintegros de pagos  
que deban imputarse al presupuesto de  
ingresos, salvo los que se deriven de 
 errores que se registrarán en la cuenta  
120 «Resultados de ejercicios anteriores»)5             
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Tras registrar el reconocimiento y liquidación del derecho presupuestario en partida doble, se 
procederá, simultáneamente, a su imputación al presupuesto de ingresos en vigor, es decir, a 
su registro, por el método de partida simple, en el subsistema de ejecución del presupuesto 
de ingresos, anotando o imputando esta operación a la aplicación presupuestaria de ingresos 
correspondiente, incrementando así el importe de los derechos liquidados en la citada apli-
cación, teniendo por consiguiente, la mencionada operación, incidencia en la contabilidad 
patrimonial y en la contabilidad presupuestaria. Además, el reconocimiento y liquidación de 
un derecho presupuestario, generará los oportunos registros y anotaciones en los demás sub-
sistemas a los que afecte la operación, como puede ser el de inmovilizado, el de endeu-
damiento, el de gastos con financiación afectada, etc. 

3.4. Cobro de derechos 

Normalmente los derechos se extinguen mediante su cobro, si bien existen otras causas de extinción 
de derechos menos habituales como la anulación de la liquidación de la que se derivan, o su can-
celación, por su cobro en especie o por la insolvencia probada del deudor u otras causas legalmente 
establecidas. A cada una de ellas nos iremos refiriendo en los epígrafes siguientes. 

En la ejecución del presupuesto de ingresos, el cobro o recaudación supone la realización de los dere-
chos liquidados a favor de la entidad, dando lugar a la entrada material o virtual de fondos en la tesor-
ería. 

Los cobros materiales son aquellos que se producen directamente en las cajas de efectivo o en las 
cuentas bancarias, pudiendo presentarse dos supuestos: 

1º Cobros que se aplican al presupuesto en el momento de producirse la entrada material de fondos 
en la tesorería de la entidad. Estos cobros se registran en partida doble cargando la cuenta del 
subgrupo 57 «Efectivo y activos líquidos equivalentes» que proceda con abono a la divisionaria 
correspondiente de la cuenta 430 «Deudores por derechos reconocidos. Presupuesto de ingresos 
corriente»: 
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(57X)      Efectivo y activos líquidos                     a       Deudores por derechos                       (430X)
              equivalentes                                                   reconocidos: Presupuesto de  
                                                                                    ingresos corriente                    

Si se tratara de ingresos presupuestarios de “contraído previo” (son aquellos en los que se 
reconoce el derecho en un momento anterior a su cobro), ya se reconoció previamente el derecho 
que ahora se cobra. Si se tratara de ingresos presupuestarios de “contraído simultáneo” (son 
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aquellos que se reconocen de forma simultánea a su cobro), junto al asiento anterior, deberá prac-
ticarse el que refleja el reconocimiento del derecho correspondiente: 
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(430X)    Deudores por derechos                          a       Cuenta de imputación                         (XXX) 
              reconocidos: Presupuesto de  
              ingresos corriente                                           

(57X)      Efectivo y activos líquidos equivalentes  a       Cobros pendientes                              (554) 
                                                                                    de aplicación 

                                                                                    Otras partidas pendientes                   (559) 
                                                                                    de aplicación                                       

(554)       Cobros pendientes de aplicación            a       Deudores por derechos                        (430X) 
                                                                                    reconocidos: Presupuesto  
(559)       Otras partidas pendientes de                         de ingresos corriente 
              aplicación                                                

2º Cobros que, por diversas causas, se aplican al presupuesto con posterioridad a la entrada de fon-
dos en la tesorería de la entidad. En este caso se realiza primeramente una aplicación provisional 
que se registra en partida doble de la siguiente forma: 

La cuenta 554 «Cobros pendientes de aplicación» es una cuenta acreedora destinada a recoger los 
cobros que se producen en la entidad y que no son aplicables a sus conceptos definitivos por ser esta 
aplicación provisional un trámite previo para su posterior aplicación definitiva.  

La cuenta 559 «Otras partidas pendientes de aplicación» recoge los cobros, cuando se desconoce su 
origen y si son o no presupuestarios y, en general, los que no pueden aplicarse definitivamente por 
causas distintas a las previstas en otras cuentas.  

Nótese como según la propia definición de estas cuentas, en la 554, la no aplicación de los cobros a 
sus conceptos definitivos se basa, esencialmente, en aspectos procedimentales, por ejemplo, que la 
entidad tenga estipulado que todos los cobros recibidos en una determinada cuenta restringida de 
recaudación se apliquen provisionalmente en la cuenta 554, para que posteriormente, cuando el 
órgano de contabilidad reciba toda la información necesaria, se proceda a la aplicación definitiva de 
esos cobros, mientras que en la cuenta 559, fundamentalmente, se desconoce el origen de los cobros 
y si tienen o no carácter presupuestario. 

En el momento de la aplicación definitiva de los cobros aplicados transitoriamente en las cuentas 554 
y 559 se practica el siguiente asiento en partida doble: 
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Si se tratara de ingresos presupuestarios de “contraído previo”, ya se reconoció previamente el dere-
cho cuyo cobro ahora se aplica definitivamente. Si se tratara de ingresos presupuestarios de “contraído 
simultáneo”, por lo general, junto a la aplicación definitiva del cobro, deberá realizarse el asiento que 
refleja el reconocimiento del derecho correspondiente: 
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(430X)    Deudores por derechos                         a       Cuenta de imputación                        (XXX) 
              reconocidos: Presupuesto de  
              ingresos corriente                                   

(557)       Formalización                                        a       Deudores por derechos                       (430X)  
                                                                                    reconocidos: Presupuesto  
                                                                                    de ingresos corriente                

(XXX)      Cuenta deudora o acreedora                 a       Formalización                                      (557) 
              representativa del pago                                                                                  

Los cobros virtuales o en formalización son aquellos que se producen en la entidad sin que exista 
un movimiento material de fondos. No comportan aumentos de las cajas de efectivo o de las cuentas 
bancarias porque suponen una compensación de derechos y obligaciones que la entidad mantiene 
frente a un mismo tercero, sin que exista por tanto un movimiento real de efectivo por la cantidad que 
se compensa. 

 Su registro en partida doble se realiza, por lo general, utilizando la cuenta 557 «Formalización», cuen-
ta que recoge los cobros y pagos que se compensan sin existir movimiento real de efectivo y cuyo saldo 
será siempre cero: 

- Por el cobro virtual de los derechos presupuestarios reconocidos durante el ejercicio, se practica 
generalmente la siguiente anotación contable: 

- Y simultáneamente, por el pago virtual: 

Así pues, la suma del haber de la cuenta 430 «Deudores por derechos reconocidos. Presupuesto de 
ingresos corriente» recoge, antes de los asientos de regularización, los derechos liquidados en el ejer-
cicio cobrados durante el mismo, ya sea de manera material o virtual. 

El registro presupuestario del cobro de un derecho en la aplicación presupuestaria de ingresos impli-
cada, por el método de partida simple, aumentará el importe de la recaudación de dicha aplicación y 
disminuirá su importe de derechos liquidados en el ejercicio pendiente de cobro. En el supuesto de 
cobros materiales que se aplican al presupuesto con posterioridad a la entrada de fondos, el registro 
presupuestario se efectuará en el momento de la aplicación definitiva. 
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3.5. Anulación de derechos 

Como establece el parágrafo nº 19 del documento nº 2 «Derechos a cobrar e ingresos» de la CPNCP, 
los derechos de cobro sólo podrán anularse por la adopción de un acuerdo de anulación motivado. La 
anulación de derechos de presupuesto corriente se puede referir a: 

- Derechos que estén pendientes de cobro, anulación que, a su vez, se puede producir: 

· Por anularse la liquidación de la que se derivan. 

· Por aplazamiento y fraccionamiento de los derechos. 

- Derechos ya cobrados, en cuyo caso se deberá proceder a la devolución de las cantidades recauda-
das. El estudio de esta anulación se lleva a cabo en el epígrafe 3.7 relativo a las devoluciones de 
ingresos indebidos. 

La anulación de derechos de presupuesto corriente pendientes de cobro se registra en partida doble 
a través de las siguientes divisionarias de la cuenta 433 «Derechos anulados de presupuesto  
corriente»: 

4330. Por anulación de liquidaciones. 

4332. Por aplazamiento y fraccionamiento. 

Las subcuentas 4330 y 4332 (y sus divisionarias) sólo pueden referirse a liquidaciones de contraído 
previo puesto que recogen anulaciones de derechos reconocidos y pendientes de cobro. Como ya se 
ha comentado, los derechos reconocidos con origen en liquidaciones de contraído simultáneo se ano-
tan en partida doble de forma simultánea a la anotación su cobro, y, por ende, la anulación de dere-
chos pendientes de cobro sólo puede venir referida a derechos reconocidos con origen en liquida-
ciones de contraído previo. 

La cuenta 433 «Derechos anulados de presupuesto corriente», a través de sus divisionarias, tiene 
como finalidad sustituir a lo largo del ejercicio a las divisionarias correspondientes de la cuenta 430 
«Deudores por derechos reconocidos. Presupuesto de ingresos corriente», con el objeto de no desvir-
tuar el significado de esta última cuenta, pues la suma de su debe indica el total de derechos liquida-
dos en el ejercicio y la de su haber, antes de los asientos de regularización, los derechos liquidados en 
el ejercicio cobrados durante el mismo. 

Justamente por la sustitución anterior, al final del ejercicio es necesaria la oportuna regularización, 
traspasando el saldo de las divisionarias de la cuenta 433 a las divisionarias correspondientes de la 
cuenta 430, porque de este modo, después de la citada regularización, el saldo deudor de la cuenta 
430 recogerá el importe de los derechos liquidados en el ejercicio pendientes de cobro. 
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3.5.1. ANULACIÓN DE DERECHOS POR ANULACIÓN DE LIQUIDACIONES 

La anulación de un derecho a cobrar presupuestario reconocido durante el ejercicio por anu-
larse la liquidación de la que se deriva, quedando en consecuencia extinguido, se anota en 
partida doble mediante el siguiente asiento: 
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(XXX)      Cuenta de imputación                           a       Derechos anulados de                      (4330X) 
                                                                                    presupuesto corriente.  
                                                                                    Por anulación de liquidaciones           

La cuenta de imputación será la misma cuenta que se abonó al reconocer el derecho de 
cobro que ahora se anula. Por su parte, las distintas divisionarias de la subcuenta 4330 «Por 
anulación de liquidaciones» irán recogiendo a lo largo del ejercicio, en su haber, los derechos 
anulados por anulación de liquidaciones practicadas en el ejercicio. El registro presupuestario 
de esta anulación conllevará el aumento del importe de los derechos anulados por anulación 
de liquidaciones en la aplicación presupuestaria de ingresos afectada. 

3.5.2. ANULACIÓN DE DERECHOS POR APLAZAMIENTO Y FRACCIONAMIENTO 

Los aplazamientos y fraccionamientos de los créditos tributarios y demás de naturaleza públi-
ca vienen regulados ampliamente en los arts. 44 a 54 del Real Decreto 939/2005, de 29 de 
julio, por el que se aprueba el Reglamento General de Recaudación, disponiendo el artículo 
44.1 que “la Administración podrá a solicitud del obligado aplazar o fraccionar el pago de las deu-
das en los términos previstos en los artículos 65 y 82 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria”. 

En primer lugar, interesa destacar que, como señala el documento nº 2 «Derechos a cobrar 
e ingresos» de la CPNCP, la concesión de aplazamientos y fraccionamientos en derechos a 
cobrar no implica, en modo alguno, la modificación de tales derechos, con la salvedad del 
diferimiento en su vencimiento. 

La concesión del aplazamiento o fraccionamiento de un derecho a cobrar presupuestario 
reconocido en el ejercicio corriente, por la parte del derecho que venza en un ejercicio pos-
terior, se registra en partida doble mediante la siguiente anotación: 

(443X)    Deudores a corto plazo por                            Derechos anulados de presupuesto   (4332X) 
              aplazamiento y fraccionamiento                      corriente. Por aplazamiento y 
              (Por la parte del derecho con                         fraccionamiento 
              vencimiento en un plazo inferior  
              o igual a un año, pero en el ejercicio  
              siguiente) 
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Como se puede comprobar, la anulación del derecho a cobrar por aplazamiento o frac-
cionamiento no comporta su extinción, sino que figurará en el activo del Balance represen-
tado en las divisionarias de la cuenta 443 «Deudores a corto plazo por aplazamiento y frac-
cionamiento», en la cuenta 253 «Créditos a largo plazo a entidades del grupo, multigrupo y 
asociadas» y/o en la subcuenta 2621 «Deudores a largo plazo por aplazamiento y frac-
cionamiento» con la consideración de derecho no presupuestario, que se convertirá nueva-
mente en presupuestario en el ejercicio de su vencimiento. 

La cuenta 443 recoge derechos a cobrar con vencimiento a corto plazo procedentes de anu-
laciones por aplazamiento y fraccionamiento de derechos reconocidos en las cuentas 430 
«Deudores por derechos reconocidos. Presupuesto de ingresos corriente» y 431 «Deudores 
por derechos reconocidos. Presupuestos de ingresos cerrados», y funcionará a través de sus 
divisionarias. La cuenta 253 (en este caso) y la subcuenta 2621, registran el mismo tipo de 
derechos cuando el vencimiento sea a largo plazo, en función de que los derechos se refieran 
o no a entidades del grupo, multigrupo y asociadas, respectivamente. 

Por su parte, las divisionarias de la subcuenta 4332 «Por aplazamiento y fraccionamiento» 
irán recogiendo durante el ejercicio, en su haber, los derechos anulados por aplazamiento y 
fraccionamiento relativos a derechos presupuestarios reconocidos en dicho ejercicio. 

El registro presupuestario de la anulación de derechos por aplazamiento y fraccionamiento 
dará lugar al incremento del importe de los derechos anulados por tal motivo en la corres-
pondiente aplicación presupuestaria de ingresos. 

Al final del ejercicio, la parte de los derechos no presupuestarios reflejados en la cuenta 253 
«Créditos a largo plazo a entidades del grupo, multigrupo y asociadas» y en la subcuenta 
2621 «Deudores a largo plazo por aplazamiento y fraccionamiento» que tenga vencimiento 
a corto plazo, o sea, en el ejercicio siguiente, se traspasará a la cuenta 443 «Deudores a corto 
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(253)       Créditos a largo plazo a entidades del 
              grupo, multigrupo y asociadas 

(262)       Créditos a largo plazo. Deudores a largo  
(2621)     plazo por aplazamiento y fraccionamiento 
              (Por la parte del derecho con vencimiento 
              en un plazo superior a un año)                



(430X)    Deudores por derechos                         a       Deudores a corto plazo                       (443X) 
              reconocidos. Presupuesto de                           por aplazamiento  
              ingresos corriente                                           y fraccionamiento 

                                                                                    Créditos a largo plazo                        (253) 
                                                                                    a entidades del grupo, 
                                                                                    multigrupo y asociadas 

                                                                                    Créditos a largo plazo                         (262) 

                                                                                    Deudores a largo plazo                       (2621) 
                                                                                    por aplazamiento 
                                                                                    y fraccionamiento
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plazo por aplazamiento y fraccionamiento» (reclasificación temporal de los créditos), medi-
ante el siguiente asiento contable: 
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(443X)    Deudores a corto plazo                         a       Créditos a largo plazo a                      (253) 
              por aplazamiento                                           entidades del grupo, 
              y fraccionamiento                                           multigrupo y asociadas 

                                                                                    Créditos a largo plazo                         (262) 

                                                                                    Deudores a largo plazo                       (2621) 
                                                                                    por aplazamiento 
                                                                                    y fraccionamiento

((430X)   Deudores por derechos                         a       Deudores a corto plazo                       (443X) 
              reconocidos. Presupuesto de                           por aplazamiento  
              ingresos corriente                                          y fraccionamiento 

Cuando venza el derecho a cobrar pasará a tener la consideración de presupuestario, prac-
ticándose entonces la siguiente anotación en partida doble: 

Por último, también se puede producir la cancelación anticipada de los derechos no pre-
supuestarios registrados en la cuenta 443 «Deudores a corto plazo por aplazamiento y frac-
cionamiento», en la cuenta 253 «Créditos a largo plazo a entidades del grupo, multigrupo y 
asociadas» o en la subcuenta 2621 «Deudores a largo plazo por aplazamiento y frac-
cionamiento», pasando igualmente a tener la consideración de presupuestarios, hecho que 
se anota en partida doble mediante el siguiente asiento: 



145

3.6. Cancelación de derechos 

La cancelación de derechos es una de las causas de extinción de los mismos que sólo puede venir 
referida a derechos que estén pendientes de cobro. La cancelación de derechos de presupuesto 
corriente puede estar ocasionada por: 

- Adjudicaciones de bienes en pago de deudas y otros cobros en especie. 

- La insolvencia probada del deudor y otras causas legalmente establecidas, entre las que se podría 
incluir la condonación total o parcial de los derechos. 

La cancelación de derechos de presupuesto corriente se registra en partida doble a través de las  
siguientes divisionarias de la cuenta 438 «Derechos cancelados de presupuesto corriente»: 

4380. Por cobros en especie. 

4381. Por insolvencias y otras causas. 

Como se trata de cancelar contablemente derechos reconocidos pendientes de cobro, éstos sólo 
pueden tener su origen en liquidaciones de contraído previo, pues los derechos reconocidos con origen 
en liquidaciones de contraído simultáneo estarán cobrados. 

De forma equivalente a la cuenta 433 «Derechos anulados de presupuesto corriente», la cuenta 438 
«Derechos cancelados de presupuesto corriente», a través de sus divisionarias, tiene como misión 
sustituir a lo largo del ejercicio a las divisionarias correspondientes de la cuenta 430 «Deudores por 
derechos reconocidos. Presupuesto de ingresos corriente», con el propósito de mantener el significado 
de esta última. 

De igual modo, al final del ejercicio también es necesaria la regularización de la cuenta 438, traspasan-
do el saldo de sus divisionarias a las correspondientes divisionarias de la cuenta 430, para que así el 
saldo deudor de esta última, después de dicha regularización, recoja el importe de los derechos li-
quidados en el ejercicio pendientes de cobro. 

3.6.1. CANCELACIÓN DE DERECHOS POR INSOLVENCIAS Y OTRAS CAUSAS COMO LA CONDONA-
CIÓN O QUITAS EN PROCEDIMIENTOS CONCURSALES 

El artículo 76 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, establece literal-
mente: 
“Artículo 76. Baja provisional por insolvencia.  
1.  Las deudas tributarias que no hayan podido hacerse efectivas en los respectivos procedimientos 
de recaudación por insolvencia probada, total o parcial, de los obligados tributarios se darán de 
baja en cuentas en la cuantía procedente, mediante la declaración del crédito como incobrable, 
total o parcial, en tanto no se rehabiliten dentro del plazo de prescripción6 de acuerdo con lo dis-
puesto en el apartado 2 del artículo 173 de esta ley. 
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6. La prescripción de los derechos y su tratamiento contable se examina en el epígrafe 4.4.3. 
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2.  La deuda tributaria se extinguirá si, vencido el plazo de prescripción, no se hubiera rehabilita-
do”. 

De este artículo, desarrollado por los artículos 61 a 63 del Real Decreto 939/2005, de 29 de 
julio, por el que se aprueba el Reglamento General de Recaudación, se desprende que la 
declaración de un crédito como incobrable, total o parcial, es una forma provisional de extin-
ción del mismo, pues el órgano de recaudación deberá vigilar la posible solvencia sobreveni-
da de los obligados al pago declarados fallidos, de tal manera que, de producirse esta cir-
cunstancia y de no mediar prescripción, procederá la rehabilitación de los créditos declarados 
incobrables, reanudándose el procedimiento de recaudación partiendo de la situación en que 
se encontraban en el momento de la declaración de crédito incobrable. 

La declaración de crédito incobrable, total o parcial, determinará la baja en cuentas del crédi-
to en la cuantía a que se refiera dicha declaración. Si la susodicha declaración afecta a un 
derecho a cobrar presupuestario reconocido en el mismo ejercicio en que aquella se produce, 
se practicará el siguiente asiento en partida doble: 
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(667X)    Pérdidas de créditos incobrables           a       Derechos cancelados de                   (4381X) 
              (Por las insolvencias y también                       presupuesto corriente.  
              por las quitas en los procedimientos              Por insolvencias y otras causas 
              concursales)

(667X)    Subvenciones                                        a       Derechos cancelados de                    (4381X) 
              (Por la condonación)                                       presupuesto corriente. Por 
                                                                                    insolvencias y otras causas 

(XXX)      Cuenta de imputación  
              que corresponda (Por las otras causas)           

Las divisionarias de la subcuenta 4381 irán recogiendo durante el ejercicio, en su haber, los 
derechos cancelados de presupuesto corriente por insolvencias y otras causas. Entre las otras 
causas que pueden provocar la cancelación de derechos, destacamos la condonación, y den-
tro de ésta nos referimos a la condonación total o parcial de las deudas tributarias. Conforme 
al artículo 75 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, “las deudas tribu-
tarias sólo podrán condonarse en virtud de ley, en la cuantía y con los requisitos que en la 
misma se determinen”; por tanto, no puede condonarse la deuda tributaria por pacto de la 
entidad sin una ley previa que lo autorice. 

El registro en partida doble de la condonación y las otras causas sería el siguiente: 

El registro presupuestario de la cancelación de derechos por insolvencias, quitas en proce-
dimientos concursales, condonación y otras causas tendrá como consecuencia el aumento 
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del importe de los derechos cancelados por tales motivos en la aplicación presupuestaria de 
ingresos implicada. 

3.6.2. CANCELACIÓN DE DERECHOS POR ADJUDICACIÓN DE BIENES EN PAGO DE DEUDAS Y 
OTROS COBROS EN ESPECIE 

Si en el procedimiento de apremio, tras el embargo y procedimiento de enajenación de los 
bienes del deudor embargados, no se hubieran adjudicado alguno o algunos de dichos 
bienes, podrá acordarse su adjudicación a la entidad en pago de las deudas no cubiertas. Así, 
el acuerdo de adjudicación extingue los débitos que resulten cubiertos, pues se trata de un 
cobro en especie. Estos cobros, cuando supongan la extinción de derechos presupuestarios 
liquidados en el ejercicio corriente, se registran en partida doble cargando la cuenta de 
Balance representativa del bien o derecho recibido, con abono a la correspondiente divisio-
naria de la subcuenta 4380 «Por cobros en especie»: 
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(XXX)      Cuenta de Balance (Por las                   a       Derechos cancelados de                    (4380X) 
              adjudicaciones de bienes en pago                  presupuesto corriente.  
              deudas y otros cobros en especie)                  Por cobros en especie               

Las divisionarias de la subcuenta 4380 recogen a lo largo del ejercicio, en su haber, los dere-
chos cancelados en el ejercicio por cobros en especie relativos a derechos reconocidos en el 
mismo. El registro presupuestario dará lugar al incremento del importe de los derechos can-
celados por cobros en especie en la aplicación presupuestaria de ingresos involucrada. 

Decir finalmente que, en el caso de que en el procedimiento de apremio, el valor de los bienes 
del deudor adjudicados no fuese suficiente para cubrir sus deudas, por la parte no solventada 
se actuará de acuerdo con lo indicado para los créditos incobrables en el epígrafe anterior. 

3.7. Las devoluciones de ingresos indebidos 

Las devoluciones de ingresos tienen como finalidad el reembolso a los interesados de las cantidades 
previamente ingresadas en la tesorería de la entidad sujeto de la contabilidad. Pero en realidad, ya de 
esta definición se deduce que no estamos ante devoluciones de ingresos, sino de cobros, conceptos 
que son distintos, aunque la expresión utilizada es la de devoluciones de ingresos, y será, por tanto, 
la que nosotros emplearemos.  

Las devoluciones de ingresos se podrían clasificar de diversas formas en función del criterio elegido, si 
bien la propia naturaleza del concepto nos lleva a diferenciar en un primer momento entre devolu-
ciones de ingresos debidos e indebidos. 

A las primeras se refiere el artículo 31 de la Ley General Tributaria al señalar que "son devoluciones deri-
vadas de la normativa de cada tributo las correspondientes a cantidades ingresadas o soportadas debidamen-
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te como consecuencia de la aplicación del tributo". En esencia, se producen en los tributos cuya exacción 
se va realizando mediante retenciones o pagos a cuenta de una liquidación posterior (habiendo apli-
cado el obligado tributario correctamente la norma en el momento de cumplir con sus obligaciones de 
ingreso), y si la suma de los ingresos realizados a cuenta de dicha liquidación es superior a la misma, 
procede la correspondiente devolución; un ejemplo de este tipo de devoluciones lo encontramos en el 
impuesto sobre la renta de las personas físicas.  

En cambio, las devoluciones de ingresos indebidos vienen originadas por ingresos que no debieron 
entrar en la tesorería de la entidad, por ser improcedentes. A este respecto, el artículo 32.1 de la Ley 
General Tributaria dispone que “la Administración tributaria devolverá a los obligados tributarios, a los suje-
tos infractores o a los sucesores de unos y otros, los ingresos que indebidamente se hubieran realizado en el 
Tesoro Público con ocasión del cumplimiento de sus obligaciones tributarias o del pago de sanciones, con-
forme a lo establecido en el artículo 221 de esta ley”. 

Desde un punto de vista contable y según el motivo que dé lugar a la devolución del ingreso indebido, 
se suelen distinguir los siguientes casos: 

• Devolución de ingresos por anulación de liquidaciones indebidamente practicadas, con el carácter 
de operación presupuestaria. 

• Devolución de ingresos duplicados o excesivos, con la consideración de operación no presupuesta-
ria. 

Tanto las devoluciones de ingresos duplicados o excesivos, como los ingresos origen de las mismas, 
tienen la consideración de operaciones no presupuestarias y, por consiguiente, no afectan al presu-
puesto de la entidad. Por lo que respecta a las devoluciones de ingresos por anulación de liquidaciones 
indebidamente practicadas, la entidad ha cobrado una cantidad sobre la base de una  
liquidación que por cualquier motivo se anula, dada su improcedencia. Estas devoluciones se aplican 
siempre al presupuesto de ingresos corriente, minorando la recaudación de la correspondiente aplica-
ción presupuestaria y aumentando los derechos anulados de la misma en el momento de efectuarse 
el pago, con independencia del presupuesto al que se aplicó el ingreso que ha provocado la devolu-
ción. 

3.7.1. DEVOLUCIÓN DE INGRESOS POR ANULACIÓN DE LIQUIDACIONES INDEBIDAMENTE PRAC-
TICADAS 

De conformidad con el parágrafo nº 19 del documento nº 2 «Derechos a cobrar e ingresos» 
de la CPNCP, la anulación de liquidaciones que ya hubieran sido cobradas supone la obliga-
ción de devolver el importe percibido por las mismas, por lo que el acuerdo de devolución 
que de tal anulación se derive implicará el registro de una obligación a pagar. Así pues, en el 
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momento en que se dicte el correspondiente acuerdo de devolución, el reconocimiento de la 
obligación a pagar se registra en partida doble mediante la siguiente anotación: 
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(XXX)      Cuenta de imputación                           a       Acreedores por devolución                  (418X)
                                                                                    de ingresos y otras minoraciones         

(585)       Provisión a corto plazo                          a       Acreedores por devolución                  (418X)  
              para devolución de ingresos                           de ingresos y otras minoraciones  

(418X)    Acreedores por devolución                    a       Efectivo y activos líquidos                   (57X) 
              de ingresos y otras minoraciones                    equivalentes

(437)       Devolución de ingresos                          a       Derechos anulados de presupuesto     (4339) 
                                                                                    corriente. Por devolución de ingresos   

La cuenta de imputación será la que corresponda según el origen de la devolución.  

El Plan prevé la posibilidad de que al final de un ejercicio la entidad registre una provisión 
para recoger las devoluciones de impuestos y de otros ingresos que se esperen realizar en 
un plazo no superior a un año, cuando exista incertidumbre sobre su importe exacto o sobre 
su vencimiento, en la cuenta 585 «Provisión a corto plazo para devolución de ingresos», en 
cuyo caso, al dictarse el acuerdo de devolución de los ingresos indebidos para los que se 
registró la provisión, el asiento a practicar sería el siguiente: 

Si se anulasen acuerdos de devolución de ingresos en el mismo ejercicio en que han sido dic-
tados, se practicarían los asientos contables antes descritos, pero con signo negativo. 

La cuenta 418 «Acreedores por devolución de ingresos y otras minoraciones» recoge las obli-
gaciones de pagar, con cargo al presupuesto de ingresos, cantidades derivadas de ingresos 
indebidos, como consecuencia de haberse dictado el correspondiente acuerdo de devolución. 
Funcionará a través de sus divisionarias, atendiendo al origen o naturaleza de las obligacio-
nes de acuerdo con lo establecido en las normas de elaboración del Balance. La suma de su 
haber indicará el importe total neto de obligaciones reconocidas por devolución de ingresos, 
es decir, el que corresponda a acuerdos de devolución dictados en el ejercicio más el de 
aquéllos que, dictados en ejercicios anteriores, se encontraban pendientes de pago al 
comienzo del mismo. La de su debe, las devoluciones canceladas durante el ejercicio, bien 
por pago, bien por prescripción. Su saldo acreedor, recogerá el importe de las obligaciones 
pendientes de pago por devolución de ingresos. 

Cuando se realice el pago a que da lugar la devolución, se realizará la siguiente anotación: 

Y simultáneamente al asiento anterior, por la anulación del derecho que haya motivado la 
devolución del ingreso: 
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La cuenta 437 «Devolución de ingresos» recoge a lo largo del ejercicio, en su debe, el impor-
te de las devoluciones de ingresos efectuadas durante el mismo.  Por su parte, la divisionaria 
4339 «Por devolución de ingresos» recoge a lo largo del ejercicio, en su haber, los derechos 
anulados por devolución de ingresos, y su saldo acreedor coincidirá en todo momento con el 
saldo deudor de la cuenta 437, indicando ambos de esta forma, antes de la regularización, 
el total de devoluciones hechas efectivas en el ejercicio. 

Si la entidad dotó la provisión a la que nos referíamos anteriormente, y los importes efecti-
vamente devueltos con cargo a la misma fueran inferiores al importe dotado, se practicaría 
el siguiente asiento: 
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(585)       Provisión a corto plazo para                  a       Exceso de provisión para                     (7955) 
              devolución de ingresos                                   devolución de ingresos            

(418X)    Acreedores por devolución de               a       Ingresos excepcionales                        (778) 
              ingresos y otras minoraciones                 

(120)       Resultados de ejercicios                         a       Acreedores por devolución de              (418X) 
              anteriores                                                       ingresos y otras minoraciones 

(XXX)      Cuenta de Balance (Si la devolución  
              se imputó a una cuenta de Balance  
              en el momento de su reconocimiento)             

Puede ocurrir que, reconocida la obligación de pago por devolución de ingresos, como con-
secuencia de errores, en algún ejercicio posterior la entidad tenga que modificar esa obliga-
ción. Por la modificación en aumento de las obligaciones procedentes de ejercicios anteriores 
que sea consecuencia de errores:  

Cuando las modificaciones de dichas obligaciones fuesen en disminución, o tratándose de la 
anulación de las mismas, este asiento será de signo negativo. 

Y la prescripción de las obligaciones se registra en partida doble mediante el siguiente asien-
to: 

3.7.2. DEVOLUCIÓN DE INGRESOS DUPLICADOS O EXCESIVOS 

Como se ha indicado anteriormente, tanto las devoluciones de ingresos duplicados o excesi-
vos, como los ingresos origen de las mismas, tienen la consideración de operaciones no pre-
supuestarias. Si habiéndose practicado correctamente una liquidación, el deudor ingresa 
doblemente la misma o ingresa por mayor cantidad de la liquidada, en ambos casos, la can-
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tidad duplicada o excesiva no debe aplicarse a la cuenta 430 «Deudores por derechos reco-
nocidos. Presupuesto de ingresos corriente», sino que se utilizará la cuenta no presupuestaria 
419 «Otros acreedores no presupuestarios»: 
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(57X)      Efectivo y activos líquidos                     a       Otros acreedores no presupuestarios   (419) 
              equivalentes                                           

(419)       Otros acreedores no                              a       Efectivo y activos líquidos                    (57X) 
              presupuestarios                                              equivalentes                                        

(57X)      Efectivo y activos líquidos                     a       Deudores por derechos                        (430X)
              equivalentes                                                   reconocidos. 

                                                                                    Presupuesto de ingresos corriente        

(430X)    Deudores por derechos                         a       Cuenta de gasto por naturaleza           (6XX) 
              reconocidos. 

              Presupuesto de ingresos corriente                   Resultados de ejercicios anteriores       (120) 

                                                                                    Reintegros                                           (775)  

Y cuando se devuelva el ingreso: 

3.8. Reintegro de pagos 

Los reintegros de pagos presupuestarios realizados indebidamente por la entidad se clasifican en rein-
tegros de presupuesto corriente y en reintegros de ejercicios cerrados. Los primeros se caracterizan por 
el hecho de que el reconocimiento de la obligación, el pago material y el reintegro se producen en el 
mismo ejercicio presupuestario. Se aplican al presupuesto de gastos y pueden reponer crédito en la 
correlativa aplicación presupuestaria. En cambio, tienen la consideración de reintegros de ejercicios 
cerrados aquellos que se producen en ejercicio distinto de aquel en que se reconoció la obligación.  

La operativa contable es la siguiente: 

- Por el reconocimiento del derecho: 

La cuenta 775 recoge el importe de los reintegros de pagos derivados de gastos económicos que ten-
gan poca importancia relativa y que, de acuerdo con la normativa aplicable, se deban imputar al pre-
supuesto de ingresos de la entidad. Aquellos reintegros que tengan importancia relativa se registrarán 
en la correspondiente cuenta de gastos por naturaleza, salvo los derivados de errores producidos en 
ejercicios anteriores que se registrarán en la cuenta 120 «Resultados de ejercicios anteriores». 

- Y por el cobro: 
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3.9. Regularización del presupuesto corriente 

La regularización de la contabilidad del presupuesto de ingresos corriente se realiza para que la cuenta 
430 (Deudores por derechos reconocidos. Presupuesto de ingresos corriente) presente el verdadero 
saldo de los derechos pendientes de cobro al final del ejercicio contable. Con este objetivo, se realiza-
rán las siguientes anotaciones en partida doble: 

- Por los derechos anulados: 
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(4330X)  Derechos anulados de presupuesto        a       Deudores por derechos                        (430X) 
              corriente. Por anulación                                 reconocidos. 
              de liquidaciones                                             Presupuesto de ingresos corriente 

(4332X)  Derechos anulados de presupuesto  
              corriente. Por aplazamiento  
              y fraccionamiento                                            

(4380X)  Derechos cancelados de presupuesto     a       Deudores por derechos reconocidos.    (430X) 
              corriente. Por cobros en especie                      Presupuesto de ingresos corriente 

(4381X)  Derechos cancelados de presupuesto  
              corriente. Por insolvencias y otras  
              causas      

(4339)     Derechos anulados de presupuesto       a       Devolución de ingresos                        (437) 
              corriente. Por devolución de ingresos               

(000)       Presupuesto ejercicio corriente               a       Presupuesto de ingresos:                    (008) 
                                                                                    previsiones definitivas              

- Por los derechos cancelados: 

- Por las devoluciones de ingresos: 

3.10. Cierre del presupuesto de ingresos 

Si la entidad ha optado por usar las cuentas del grupo 0 «Cuentas de control presupuestario», al fina-
lizar el ejercicio deberá realizar la siguiente anotación en partida doble, de forma que se cancelarán 
en contabilidad aquellas cuentas que no tienen contenido patrimonial: 
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4. CONTABILIDAD DE LAS OPERACIONES DE PRESUPUESTOS CERRADOS DE 
INGRESOS 

Las operaciones de presupuestos cerrados de ingresos se refieren a operaciones relativas a derechos 
reconocidos en el anterior o anteriores ejercicios y que, al comienzo del ejercicio en curso, se encon-
traban pendientes de cobro.  

Esos derechos pendientes de cobro estarán recogidos en la cuenta 431 «Deudores por derechos reco-
nocidos. Presupuestos de ingresos cerrados», a través de sus divisionarias, dado que todos los días 1 
de enero, en el asiento de apertura de cada ejercicio, el saldo que presente cada subcuenta de la cuen-
ta 430 «Deudores por derechos reconocidos. Presupuesto de ingresos corriente» en 31 de diciembre 
anterior, formará parte del saldo inicial de la correspondiente divisionaria de la cuenta 431. Esta ope-
ración se realizará directamente, sin practicar asiento alguno, para no desvirtuar el significado de la 
cuenta 430. De este modo, las divisionarias de la cuenta 430 nunca aparecerán en el asiento de aper-
tura de un ejercicio, y las divisionarias de la cuenta 431 presentarán, como saldo inicial, su saldo en 
31 de diciembre anterior más el de las respectivas divisionarias de la cuenta 430 en esta fecha. 

Al recoger derechos reconocidos pendientes de cobro, las divisionarias de la cuenta 431 «Deudores 
por derechos reconocidos. Presupuestos de ingresos cerrados» sólo pueden hacer referencia a dere-
chos con origen en liquidaciones de contraído previo.  

Las operaciones concernientes a presupuestos de ingresos ya cerrados que se van a estudiar a conti-
nuación son las siguientes: 1) Modificación de derechos reconocidos en ejercicios anteriores; 2) Cobro 
de derechos; 3) Anulación y cancelación de derechos; y 4) Regularización. 

4.1. Modificación de derechos reconocidos en ejercicios anteriores 

Si se descubren errores que afecten a derechos reconocidos en ejercicios anteriores, deberá procederse 
a la oportuna modificación, pudiendo ser la misma en aumento o en disminución: 

- La modificación en aumento se registra mediante la siguiente anotación en partida doble: 

CAPÍTULO 5. INTERPRETACIÓN Y CONTABILIDAD DEL PRESUPUESTO DE INGRESOS

MANUAL DE CONTABILIDAD Y AUDITORÍA DEL SECTOR PÚBLICO

CONSEJO GENERAL DE ECONOMISTAS DE ESPAÑA · COMITÉ DEL SECTOR PÚBLICO

(431X)    Deudores por derechos                         a       Resultados de ejercicios                       (120) 
              reconocidos.                                                   anteriores 

              Presupuesto de ingresos cerrados                   Cuenta de Balance                              (XXX) 
                                                                                    (Si el ingreso presupuestario  
                                                                                    se imputó a una cuenta de Balance)     

En las relaciones contables de la cuenta 431 se señala que, en el caso de modificación de derechos 
con origen en ingresos económicos y de poca importancia relativa, esta cuenta se podrá cargar con 
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abono a las cuentas de ingresos por naturaleza que correspondan, en cuyo caso el asiento a prac-
ticar sería el siguiente: 
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(431X)    Deudores por derechos                         a       Ventas e ingresos por naturaleza         (7XX) 
              reconocidos. 
              Presupuesto de ingresos cerrados            

(57X)       Efectivo y activos líquidos                         a       Deudores por derechos                           (431X) 
               equivalentes (Por la entrada de fondos)              reconocidos: Presupuesto de 
(554)       Cobros pendientes de aplicación                        ingresos cerrados                        

(559)       Otras partidas pendientes de aplicación  
               (En el momento de la aplicación  
               definitiva de los cobros aplicados 
               transitoriamente en estas cuentas) 

(557)       Formalización (Por el cobro virtual de los  
               derechos presupuestarios reconocidos en 
               ejercicios anteriores) 

- La modificación en disminución de los derechos referidos se refleja en partida doble mediante los 
mismos asientos anteriores, pero de signo negativo. 

La cuenta 431 «Deudores por derechos reconocidos. Presupuestos de ingresos cerrados» recoge en 
1 de enero el importe de los derechos reconocidos en ejercicios anteriores, cuyo cobro no ha sido 
hecho efectivo en 31 de diciembre del precedente. La suma de su debe indicará el total de derechos 
reconocidos en ejercicios anteriores y que en 1 de enero se encontraban pendientes de cobro. La de 
su haber, antes de los asientos de regularización, el total de derechos cobrados durante el ejercicio. 
Su saldo deudor, recogerá, después de la regularización, los derechos liquidados en ejercicios ante-
riores pendientes de cobro. Esta cuenta funcionará a través de sus divisionarias, atendiendo al ori-
gen o a la naturaleza de los derechos de acuerdo con lo establecido en las normas de elaboración 
del Balance. Las divisionarias son las siguientes: 

4310. Operaciones de gestión. 
4311. Otras cuentas a cobrar. 
4312. Inversiones financieras en entidades del grupo, multigrupo y asociadas. 
4313. Otras inversiones financieras. 

4.2. Cobro de derechos 

La recaudación de derechos reconocidos en presupuestos cerrados producirá similares anotaciones 
contables a la recaudación de derechos reconocidos en el ejercicio corriente, con la evidente particu-
laridad de sustituir las divisionarias de la cuenta 430 «Deudores por derechos reconocidos. 
Presupuesto de ingresos corriente» por las divisionarias correspondientes de la cuenta 431 «Deudores 
por derechos reconocidos. Presupuestos de ingresos cerrados». De este modo, la anotación contable 
a practicar en partida doble, según el caso, es la siguiente: 
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En el supuesto de cobro virtual de los derechos, simultáneamente al asiento anterior se debe registrar 
el que refleja el correlativo pago virtual. 

4.3. Anulación de derechos 

La anulación de derechos de presupuestos cerrados puede venir ocasionada por las mismas causas 
que la anulación de derechos pendientes de cobro de presupuesto corriente, es decir: 

- Por anulación de las liquidaciones. 

- Por aplazamiento y fraccionamiento de los derechos. 

Estas anulaciones se registran en partida doble a través de las divisionarias de la cuenta 434 
«Derechos anulados de presupuestos cerrados»; son las siguientes: 

4340. Por anulación de liquidaciones. 
4342. Por aplazamiento y fraccionamiento. 

La cuenta 434 «Derechos anulados de presupuestos cerrados», a través de sus divisionarias, tiene 
como misión sustituir durante el ejercicio a las divisionarias correspondientes de la cuenta 431 
«Deudores por derechos reconocidos. Presupuestos de ingresos cerrados», para no desvirtuar el signi-
ficado de esta última. Por esa razón, al final del ejercicio es necesaria la regularización de la cuenta 
434, traspasando el saldo de sus divisionarias a las correspondientes divisionarias de la cuenta 431, 
recogiendo así el saldo deudor de esta última, después de la mencionada regularización, los derechos 
liquidados en ejercicios anteriores pendientes de cobro. 

4.3.1. ANULACIÓN DE DERECHOS POR ANULACIÓN DE LIQUIDACIONES 

La anulación de derechos de presupuestos cerrados por anulación de liquidaciones se regis-
tra en partida doble mediante el siguiente asiento: 

CAPÍTULO 5. INTERPRETACIÓN Y CONTABILIDAD DEL PRESUPUESTO DE INGRESOS

MANUAL DE CONTABILIDAD Y AUDITORÍA DEL SECTOR PÚBLICO

CONSEJO GENERAL DE ECONOMISTAS DE ESPAÑA · COMITÉ DEL SECTOR PÚBLICO

(120)       Resultados de ejercicios                         a       Derechos anulados de                      (4340X) 
              anteriores                                                       presupuestos cerrados. Por 
                                                                                    anulación de liquidaciones 
(XXX)     Cuenta de Balance (Si el ingreso  
              presupuestario se imputó a una cuenta  
              de Balance)                                                     

En el caso de que la operación tuviera poca importancia relativa, la subcuenta 4340 se podrá 
abonar con cargo a las cuentas de ingresos por naturaleza que correspondiese. Las divisio-
narias de la subcuenta 4340 irán recogiendo a lo largo del ejercicio, en su haber, los derechos 
anulados por anulación de liquidaciones cuando los derechos hubiesen sido reconocidos en 
ejercicios anteriores. 
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4.3.2. ANULACIÓN DE DERECHOS POR APLAZAMIENTO Y FRACCIONAMIENTO 

Como ocurre en la concesión de aplazamientos y fraccionamientos de derechos reconocidos 
en el ejercicio corriente, en la relativa a derechos reconocidos en ejercicios anteriores hay que 
distinguir entre: 

1º) La parte del derecho que venza en el mismo ejercicio de la concesión: por el importe de 
esta parte no se practica ninguna anotación contable. 

2º) La parte del derecho que venza en un ejercicio posterior al de la concesión: deberá pro-
cederse, por su importe, a su reclasificación en el Balance y a su anulación presupuestaria, 
aplicándose al presupuesto en vigor en el ejercicio de su nuevo vencimiento o cancelación 
anticipada. 

Así pues, la concesión de aplazamientos y fraccionamientos de derechos reconocidos en 
anteriores ejercicios producirá la siguiente anotación en partida doble: 
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(443X)    Deudores a corto plazo por                    a       Derechos anulados de presupuestos  (4342X) 
              aplazamiento y fraccionamiento                      cerrados. Por aplazamiento y 
              (Por la parte del derecho con                         fraccionamiento 
              vencimiento en un plazo inferior  
              o igual a un año, pero en el ejercicio  
              siguiente) 

(253)       Créditos a largo plazo a entidades 
              del grupo, multigrupo y asociadas 

(262)       Créditos a largo plazo 

(2621)    Deudores a largo plazo por aplazamiento  
              y fraccionamiento (Por la parte del derecho  
              con vencimiento en un plazo superior  
              a un año)                                                        

Las divisionarias de la subcuenta 4342 irán recogiendo durante el ejercicio, en su haber, los 
derechos anulados por aplazamiento y fraccionamiento correspondientes a derechos liquida-
dos en ejercicios anteriores. 

Resta decir que las operaciones de reclasificación temporal de créditos, así como de venci-
miento o cancelación anticipada de estos derechos a cobrar no presupuestarios representa-
dos en las cuentas 443 «Deudores a corto plazo por aplazamiento y fraccionamiento», 253 
«Créditos a largo plazo a entidades del grupo, multigrupo y asociadas» y en la subcuenta 
2621 «Deudores a largo plazo por aplazamiento y fraccionamiento», se contabilizan de 
forma análoga a la examinada en la concesión de aplazamientos y fraccionamientos de dere-
chos del presupuesto corriente. 
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4.4. Cancelación de derechos 

La cancelación de derechos de presupuestos cerrados puede estar motivada por las mismas causas que 
la cancelación de derechos de presupuesto corriente (adjudicaciones de bienes en pago de deudas y 
otros cobros en especie y la insolvencia probada del deudor y otras causas legalmente establecidas, 
como la condonación o las quitas en los procedimientos concursales) y, además, por la prescripción de 
los derechos. Estas cancelaciones se anotan en partida doble a través de las divisionarias de la cuenta 
439 «Derechos cancelados de presupuestos cerrados»: 

4390. Por cobros en especie. 

4391. Por insolvencias y otras causas. 

4392. Por prescripción. 

De manera parecida a la cuenta 434 «Derechos anulados de presupuestos cerrados», la cuenta 439 
«Derechos cancelados de presupuestos cerrados», a través de sus divisionarias, sustituye a lo largo del 
ejercicio a las divisionarias correspondientes de la cuenta 431 «Deudores por derechos reconocidos. 
Presupuestos de ingresos cerrados», con el objeto de mantener el significado de esta última. Por ello, 
el último día del ejercicio contable se habrá de regularizar la cuenta 439, traspasando el saldo de sus 
divisionarias a las correspondientes divisionarias de la cuenta 431. 

4.4.1. CANCELACIÓN DE DERECHOS POR INSOLVENCIAS Y OTRAS CAUSAS COMO LA CONDONA-
CIÓN O QUITAS EN PROCEDIMIENTOS CONCURSALES 

La cancelación de derechos de presupuestos cerrados motivada por la insolvencia probada 
del deudor y otras causas legalmente establecidas, como la condonación o quitas en proce-
dimientos concursales, se registra en partida doble mediante el siguiente asiento: 
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(667X)    Pérdidas de créditos                              a       Derechos cancelados de                    (4391X) 
              incobrables (Por las insolvencias                     presupuestos cerrados. Por 
              y también por las quitas en los                      insolvencias y otras causas 
              procedimientos concursales) 

(651X)    Subvenciones (Por la condonación) 

(XXX)     Cuenta de imputación que  
              corresponda (Por las otras causas)          

Las divisionarias de la subcuenta 4391 irán recogiendo durante el ejercicio, en su haber, los 
derechos cancelados de presupuestos cerrados por insolvencias y otras causas. 
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4.4.2. CANCELACIÓN DE DERECHOS POR ADJUDICACIÓN DE BIENES EN PAGO DE DEUDAS Y 
OTROS COBROS EN ESPECIE 

La cancelación de derechos de presupuestos cerrados por cobros en especie se anota en par-
tida doble cargando la cuenta de Balance representativa del bien o derecho recibido con 
abono a la correspondiente divisionaria de la subcuenta 4390 «Por cobros en especie»: 
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(XXX)      Cuenta de Balance (Por las                   a       Derechos cancelados de                    (4390X) 
              adjudicaciones de bienes en pago                  presupuestos cerrados. Por 
              deudas y otros cobros en especie)                 cobros en especie

Las divisionarias de la subcuenta 4390 recogen a lo largo del ejercicio, en su haber, los dere-
chos cancelados en el ejercicio por cobros en especie relativos a derechos reconocidos en 
ejercicios anteriores. 

4.4.3. CANCELACIÓN DE DERECHOS POR PRESCRIPCIÓN 

La prescripción de los derechos es otra forma de extinción de los mismos que se produce por 
el transcurso del tiempo fijado por la ley, y responde, en esencia, a dos motivaciones íntima-
mente ligadas entre sí: 

1ª) Limitar en el tiempo el ejercicio del derecho por su titular, siendo así que, prescrito, desa-
parece definitivamente la posibilidad de su ejercicio. 

2ª) Garantizar la seguridad jurídica poniendo fin a las incertidumbres en el tráfico jurídico. 

El artículo 66 de la Ley General Tributaria establece textualmente:  

“Prescribirán a los cuatro años los siguientes derechos: 

a) El derecho de la Administración para determinar la deuda tributaria mediante la oportuna liqui-
dación. 

b)  El derecho de la Administración para exigir el pago de las deudas tributarias liquidadas y auto-
liquidadas. 

c)  El derecho a solicitar las devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo, las devolucio-
nes de ingresos indebidos y el reembolso del coste de las garantías. 

d)  El derecho a obtener las devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo, las devolu-
ciones de ingresos indebidos y el reembolso del coste de las garantías”. 

Aquí nos interesa el caso b), ya que nuestro objeto de estudio es la cancelación por prescrip-
ción de derechos liquidados en ejercicios anteriores pendientes de cobro. En el caso a) la 
entidad ni tan siquiera ha practicado la oportuna liquidación y, por consiguiente, tampoco ha 
reconocido el derecho presupuestario, y los casos c) y d) se refieren a derechos de los obli-
gados tributarios. 
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A la vista de lo anterior, la cancelación de derechos liquidados en ejercicios anteriores pen-
dientes de cobro por prescripción se registra en partida doble mediante la siguiente anota-
ción: 
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(667X)    Pérdidas de créditos incobrables            a       Derechos cancelados de                    (4392X) 
                                                                                    presupuestos cerrados.  
                                                                                    Por prescripción                                  

Las divisionarias de la subcuenta 4392 irán recogiendo durante el ejercicio, en su haber, los 
derechos cancelados de presupuestos cerrados por prescripción. 

4.5. Regularización de presupuestos cerrados 

De forma análoga a la regularización del presupuesto corriente, la regularización de la contabilidad 
del presupuesto de ingresos cerrados tiene como objetivo que la cuenta 431 “Deudores por derechos 
reconocidos. Presupuesto de ingresos cerrados” recoja el verdadero saldo de los derechos pendientes 
de cobro al final del ejercicio contable. Para ello, al final del ejercicio, en partida doble traspasaremos 
los saldos que presenten en ese momento las divisionarias de las cuentas 434 y 439 a la cuenta 431.  
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CAPÍTULO 6. OPERACIONES NO PRESUPUESTARIAS 

1. El IVA en la administración pública 

Para contextualizar este apartado, expondremos una serie de conceptos básicos del IVA y luego 
comentaremos las particularidades de este impuesto en el ámbito de la administración pública. 

El IVA está regulado en la Ley 37/1992, de 28 de diciembre (en adelante LIVA) y en el R.D. 1624 
/1992, de 29 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento del IVA. Estos textos normativos han 
sufrido modificaciones siendo la última actualización publicada de la LIVA la de fecha 3 de noviembre 
de 2021 y la del Reglamento del IVA la de fecha 16 de junio de 2021. 

En la propia exposición de motivos de la LIVA se hace mención a las actividades de los entes públicos 
en la que se establece que la no sujeción de las operaciones realizadas por los entes públicos adolecía 
de cierta complejidad y la interpretación literal de las disposiciones que la regulaban podía originar 
consecuencias contrarias a los principios que rigen la aplicación del impuesto, por lo que a través de 
la propia LIVA se hacía necesario aclarar este precepto y precisar el alcance del beneficio fiscal para 
facilitar la uniformidad de criterios. Así en la LIVA se establecen criterios más claros refiriendo la no 
sujeción a las actividades realizadas por los entes públicos y no a las operaciones concretas en que se 
manifiestan las mismas y definiendo como actividad no sujeta aquellas cuyas operaciones principales 
(las que representen más del 80 por 100 de los ingresos), se realicen sin contraprestación o mediante 
contraprestación tributaria. 

Tal y como se regula en el artículo 4 de la LIVA, el hecho imponible lo componen las entregas de bienes 
y prestaciones de servicios realizadas en el ámbito espacial del impuesto por empresarios o profesio-
nales a título oneroso, con carácter habitual u ocasional, en el desarrollo de su actividad empresarial 
o profesional, incluso si se efectúan en favor de los propios socios, asociados, miembros o partícipes 
de las entidades que las realicen. 

En el artículo 5 LIVA se establece que se reputarán empresarios o profesionales: 

a) Las personas o entidades que realicen las actividades empresariales o profesionales definidas en 
el apartado siguiente de este artículo 

No obstante, no tendrán la consideración de empresarios o profesionales quienes realicen exclu-
sivamente entregas de bienes o prestaciones de servicios a título gratuito, sin perjuicio de lo esta-
blecido en la letra siguiente. 

b) Las sociedades mercantiles, salvo prueba en contrario. 
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c) Quienes realicen una o varias entregas de bienes o prestaciones de servicios que supongan la 
explotación de un bien corporal o incorporal con el fin de obtener ingresos continuados en el tiem-
po. 

En particular, tendrán dicha consideración los arrendadores de bienes. 

d) Quienes efectúen la urbanización de terrenos o la promoción, construcción o rehabilitación de edi-
ficaciones destinadas, en todos los casos, a su venta, adjudicación o cesión por cualquier título, 
aunque sea ocasionalmente. 

e) Quienes realicen a título ocasional las entregas de medios de transporte nuevos exentas del 
Impuesto en virtud de lo dispuesto en el artículo 25, apartados uno y dos de esta Ley. 

En el artículo 7. de la LIVA se enumeran las operaciones no sujetas a IVA y en concreto en el artículo 
7.8º se establece que: 

“8.º A) Las entregas de bienes y prestaciones de servicios realizadas directamente por las 
Administraciones Públicas, así como las entidades a las que se refieren los apartados C) y D) de este 
número, sin contraprestación o mediante contraprestación de naturaleza tributaria. 

B) A estos efectos se considerarán Administraciones Públicas: 

a) La Administración General del Estado, las Administraciones de las Comunidades Autónomas 
y las Entidades que integran la Administración Local. 

b) Las Entidades Gestoras y los Servicios Comunes de la Seguridad Social. 

c) Los Organismos Autónomos, las Universidades Públicas y las Agencias Estatales. 

d) Cualesquiera entidad de derecho público con personalidad jurídica propia, dependiente de 
las anteriores que, con independencia funcional o con una especial autonomía reconocida 
por la Ley tengan atribuidas funciones de regulación o control de carácter externo sobre un 
determinado sector o actividad. 

No tendrán la consideración de Administraciones Públicas las entidades públicas empresariales 
estatales y los organismos asimilados dependientes de las Comunidades Autónomas y Entidades 
locales. 

C) No estarán sujetos al Impuesto los servicios prestados en virtud de los encargos ejecutados por 
los entes, organismos y entidades del sector público que ostenten, de conformidad con lo esta-
blecido en el artículo 32 de la Ley de Contratos del Sector Público, la condición de medio propio 
personificado del poder adjudicador que haya ordenado el encargo, en los términos establecidos 
en el referido artículo 32. 

D) Asimismo, no estarán sujetos al Impuesto los servicios prestados por cualesquiera entes, orga-
nismos o entidades del sector público, en los términos a que se refiere el artículo 3.1 de la Ley 
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de Contratos del Sector Público, a favor de las Administraciones Públicas de la que dependan o 
de otra íntegramente dependiente de estas, cuando dichas Administraciones Públicas ostenten 
la titularidad íntegra de los mismos. 

E) La no consideración como operaciones sujetas al impuesto que establecen los dos apartados C) 
y D) anteriores será igualmente aplicable a los servicios prestados entre las entidades a las que 
se refieren los mismos, íntegramente dependientes de la misma Administración Pública. 

F) En todo caso, estarán sujetas al Impuesto las entregas de bienes y prestaciones de servicios que 
las Administraciones, entes, organismos y entidades del sector público realicen en el ejercicio de 
las actividades que a continuación se relacionan: 

a) Telecomunicaciones. 

b) Distribución de agua, gas, calor, frío, energía eléctrica y demás modalidades de energía. 

c) Transportes de personas y bienes. 

d) Servicios portuarios y aeroportuarios y explotación de infraestructuras ferroviarias incluyen-
do, a estos efectos, las concesiones y autorizaciones exceptuadas de la no sujeción del 
Impuesto por el número 9.º siguiente. 

e) Obtención, fabricación o transformación de productos para su transmisión posterior. 

f) Intervención sobre productos agropecuarios dirigida a la regulación del mercado de estos 
productos. 

g) Explotación de ferias y de exposiciones de carácter comercial. 

h) Almacenaje y depósito. 

i) Las de oficinas comerciales de publicidad. 

j) Explotación de cantinas y comedores de empresas, economatos, cooperativas y estableci-
mientos similares. 

k) Las de agencias de viajes. 

l) Las comerciales o mercantiles de los Entes públicos de radio y televisión, incluidas las relati-
vas a la cesión del uso de sus instalaciones. 

m) Las de matadero.” 

Asimismo, en el artículo 8.9º se establece que no estarán sujetas a IVA las concesiones y autorizacio-
nes administrativas, con excepción de las siguientes: 

“a) Las que tengan por objeto la cesión del derecho a utilizar el dominio público portuario. 

b) Las que tengan por objeto la cesión de los inmuebles e instalaciones en aeropuertos. 
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c) Las que tengan por objeto la cesión del derecho a utilizar infraestructuras ferroviarias. 

d) Las autorizaciones para la prestación de servicios al público y para el desarrollo de actividades comerciales 
o industriales en el ámbito portuario.” 

Por tanto, cabe destacar que cuando se actúa mediante sociedad mercantil, aunque sea pública, en 
todo caso las operaciones tendrán carácter empresarial y, por tanto, estarán sujetas al IVA. 

En el artículo 20 de la LIVA se relacionan las operaciones exentas de IVA entre las que se incluyen 
muchas de las desempeñadas por entes públicos. A destacar las siguientes: 

- Las prestaciones de servicios y las entregas de bienes accesorias a ellas que constituyan el servicio 
postal universal siempre que sean realizadas por el operador u operadores que se comprometen a 
prestar todo o parte del mismo. 

- Las prestaciones de servicios de hospitalización o asistencia sanitaria y las demás relacionadas 
directamente con las mismas realizadas por Entidades de Derecho público o por entidades o esta-
blecimientos privados en régimen de precios autorizados o comunicados. 

- Las entregas de bienes y prestaciones de servicios que, para el cumplimiento de sus fines específicos, 
realice la Seguridad Social, directamente o a través de sus Entidades gestoras o colaboradoras. Sólo 
será aplicable esta exención en los casos en que quienes realicen tales operaciones no perciban con-
traprestación alguna de los adquirentes de bienes o de los destinatarios de los servicios, distinta de 
las cotizaciones efectuadas a la Seguridad Social. 

- Las prestaciones de servicios de asistencia social que se indican efectuadas por entidades de 
Derecho Público o entidades o establecimientos privados de carácter social: 

a) Protección de la infancia y de la juventud. 

b) Asistencia a la tercera edad. 

c) Educación especial y asistencia a personas con minusvalía. 

d) Asistencia a minorías étnicas. 

e) Asistencia a refugiados y asilados. 

f) Asistencia a transeúntes. 

g) Asistencia a personas con cargas familiares no compartidas. 

h) Acción social comunitaria y familiar. 

i) Asistencia a exreclusos. 

j) Reinserción social y prevención de la delincuencia. 

k) Asistencia a alcohólicos y toxicómanos. 

l) Cooperación para el desarrollo. 
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- La educación de la infancia y de la juventud, la guarda y custodia de niños, la enseñanza escolar, 
universitaria y de postgraduados, la enseñanza de idiomas y la formación y reciclaje profesional, rea-
lizadas por Entidades de derecho público o entidades privadas autorizadas para el ejercicio de 
dichas actividades. 

- Los servicios prestados a personas físicas que practiquen el deporte o la educación física, y sean rea-
lizados por entidades de derecho público. 

- Las prestaciones de los siguientes servicios efectuadas por entidades de Derecho Público: 

a) Las propias de bibliotecas, archivos y centros de documentación. 

b) Las visitas a museos, galerías de arte, pinacotecas, monumentos, lugares históricos, jardines 
botánicos, parques zoológicos y parques naturales y otros espacios naturales protegidos de 
características similares. 

c) Las representaciones teatrales, musicales, coreográficas, audiovisuales y cinematográficas. 

d) La organización de exposiciones y manifestaciones similares. 

En el artículo 78 de la LIVA se establece que la base imponible del impuesto estará constituida por el 
importe total de la contraprestación de las operaciones sujetas al mismo procedente del destinatario 
o de terceras personas.  Respecto de las subvenciones vinculadas al precio se establece que no se inte-
gran en la base imponible las aportaciones dinerarias efectuadas por la Administración Pública para 
financiar: 

- La gestión de servicios públicos o de fomento de la cultura en los que exista una distorsión signifi-
cativa de la competencia, sea cual sea su forma de gestión. Estas aportaciones no limitarán el dere-
cho a la deducción. Se trata de actividades que no se prestan en régimen de libre concurrencia, 
como los servicios de transporte municipal 

- Actividades de interés general cuando sus destinatarios no sean identificables y no satisfagan con-
traprestación alguna, sin perjuicio de las consecuencias que de ello se puedan derivar en cuanto a 
limitar el ejercicio del derecho a la deducción al tratarse de operaciones efectuadas al margen de su 
actividad empresarial. Este sería el caso de las aportaciones efectuadas para financiar actividades 
de investigación, desarrollo e innovación y los servicios de radiodifusión pública   

Respecto a la deducción de las cuotas soportadas, en el apartado Cinco del artículo 93 de la LIVA , 
y con el objeto de facilitar la determinación del régimen de deducción de las entidades del sector públi-
co que realizan simultáneamente operaciones sujetas y no sujetas al impuesto, se establece un criterio 
razonable y homogéneo de imputación de las cuotas correspondientes a bienes y servicios destinados 
simultáneamente a ambos tipos de operaciones que podrá ser la proporción que represente en cada 
año natural el importe total, excluido el IVA, de las entregas de bienes y prestaciones de servicios de 
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las operaciones sujetas al impuesto, respecto del total de ingresos que obtenga el sujeto pasivo por el 
conjunto de su actividad. 

En general, la proporción de actividades sometidas al impuesto en relación con el conjunto es previsi-
blemente pequeña en el caso de las administraciones públicas, salvo el caso de determinadas opera-
ciones recogidas en la LIVA. Ello lleva aparejado que el IVA soportado en la mayor parte de sus adqui-
siciones no va a poder ser deducido, al condicionar la LIVA el ejercicio de este derecho a aquellas que 
se utilicen en la realización de operaciones sujetas y no exentas. En estos casos, aplicaremos la regla 
de prorrata que se podrá hacer en alguna de sus dos modalidades: general y especial.  

En el caso de prorrata general sólo podrá deducirse un porcentaje de IVA soportado calculado median-
te la siguiente fórmula: 

 

En el caso de prorrata especial se podrán deducir íntegramente las cuotas de IVA soportadas en la 
adquisición de bienes o servicios utilizados exclusivamente en la realización de operaciones que origi-
nen el derecho a deducción. 

En cualquier caso, si se utiliza prorrata de IVA, el importe deducible por IVA en las facturas u opera-
ciones registradas será un porcentaje del IVA, pero no el total. El IVA no deducible formará parte del 
importe presupuestario.  

Por ejemplo, en una factura de 100€ + 16€ de IVA, si el porcentaje de prorrata que nos deducimos 
es del 10%, el importe presupuestario de la operación será de 114,40 y el IVA deducible, de 1,6€.  

Durante el ejercicio se aplicará un % de prorrata transitorio, que es el % real calculado en el ejercicio 
anterior. Al final de ejercicio calcularemos el % real y calcularemos la diferencia a ingresar o devolver 
por Hacienda. 

Excepto si no se usa prorrata, en el resto de los casos se indicará el % de prorrata que nos deducire-
mos en las operaciones del presupuesto de gastos.  

CONTABILIZACIÓN DEL IMPUESTO SOBRE EL VALOR AÑADIDO  

El Impuesto sobre el Valor Añadido (IVA) en las administraciones públicas se contabiliza a través de 
conceptos no presupuestarios.  

Hay que tener en cuenta, no obstante, lo siguiente:  

- El IVA soportado que no tenga carácter de deducible se considerará mayor coste de la adquisición 
y se contabilizará en la misma aplicación presupuestaria a la que corresponda aplicar el precio del 
bien o servicio de que se trata. 

% deducción = Operaciones con derecho a deducción x 100/Operaciones totales
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- El IVA soportado que tenga carácter de deducible, por corresponder la obligación reconocida a una 
actividad por la cual la entidad contable repercute IVA, no forma parte del coste de adquisición y 
será contabilizado como operación extrapresupuestaria. 

- El IVA repercutido será tratado siempre como operación extrapresupuestaria. Considerando su espe-
cial trascendencia y relativa complejidad, por los diferentes conceptos no presupuestarios a los que 
afecta, vamos a analizar detalladamente su contabilización. 

Las principales operaciones que habrá que contabilizar en estas entidades, en cuanto al IVA, serán:  

1. El reconocimiento de un derecho por el que la entidad sujeto contable repercute IVA. 

2. El cobro de un derecho con IVA. 

3. El reconocimiento de una obligación que incluye IVA, y además dicho IVA es deducible para la enti-
dad por corresponder la obligación reconocida a una actividad por la cual la entidad contable 
repercute IVA. 

4. El pago de una “obligación” con IVA soportado deducible. 

5. La presentación ante Hacienda de la liquidación. 

6. El pago del resultado positivo de una liquidación. 

7. El cobro del resultado negativo de una liquidación. 

Para la contabilización de estas operaciones con IVA, toda entidad pública deberá tener definidos los 
siguientes Conceptos No Presupuestarios (CNP):  

• De naturaleza deudora:  

- Hacienda Pública Deudora por IVA (cuenta 4700) 

- IVA Soportado (cuenta 4720) 

- Deudores por IVA Repercutido (cuenta 4400) 

• De naturaleza acreedora:  

- Hacienda Pública Acreedora por IVA (cuenta 4750) 

- IVA Repercutido (cuenta 4770) 

- Acreedores por IVA Soportado (cuenta 4100) 

2. Otras operaciones no presupuestarias 

Debido a la falta de referencias normativas de las operaciones no presupuestarias y para poder encua-
drar los aspectos a tratar en este capítulo nos remitimos a la regla 12 de la Instrucción del modelo 
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contable básico aprobado con la Orden EHA/4040/2004, de 23 de noviembre, por la que se aprueba 
la Instrucción del modelo Básico de Contabilidad Local. En esta regla 12 se regula el área de 
Operaciones no presupuestarias.  

Delimitar cuándo una operación de carácter financiero debe tener su reflejo en el Presupuesto o pueda 
ser contabilizada a través de Conceptos No Presupuestarios, no resulta fácil y se termina acudiendo a 
una enumeración de las operaciones concretas. En la mencionada regla, se refiere a ellos como con-
ceptos que se utilicen para reflejar los derechos y obligaciones que se reconozcan por operaciones que 
no deban tener imputación a Presupuesto.  

Al clasificar los Conceptos No Presupuestarios, encontramos una enumeración de tipos de operación, 
que aporta más claridad que la definición genérica. Se distingue en primer lugar entre conceptos de 
naturaleza deudora y conceptos de naturaleza acreedora.  

Esta diferenciación básica hace referencia al orden lógico en el que se produce el cobro y el pago de 
una cantidad: son de carácter deudor aquellos conceptos no presupuestarios por los que el pago se 
produce con anterioridad al cobro, y son de naturaleza acreedora aquellos por los que el cobro se pro-
duce con anterioridad al pago. Por tanto, lo “normal” será que los conceptos no presupuestarios de 
naturaleza deudora presenten un saldo “deudor” (más pagos que cobros) o “0”; mientras que los de 
naturaleza acreedora presentarán un saldo “acreedor” (más cobros que pagos) o “0”. 

Conceptos de naturaleza deudora: Deudores no presupuestarios  

Se utilizarán para registrar las siguientes operaciones:  

- Deudores procedentes de pagos y que, en general, se cancelarán mediante su cobro: o Provisiones 
de fondos con carácter de anticipos de caja fija.  

- Fianzas y depósitos constituidos por la entidad local que sean objeto de tratamiento no presupues-
tario.  

- Créditos de la Seguridad Social y otros Organismos de Previsión Social, derivados de determinadas 
prestaciones sociales que por éstos se efectúan.  

- Créditos de la Hacienda Pública como consecuencia de liquidaciones negativas del IVA o del IGIC.  

- Saldos deudores que correspondan a impuestos soportados (IVA e IGIC) que tengan la considera-
ción de deducibles y que, posteriormente, se cancelarán cuando se produzca su liquidación.  

- Deudores que surjan por el reconocimiento de derechos que no se imputen al Presupuesto. Entre 
estos se incluirán los necesarios para reflejar los derechos de cobro que se deriven de impuestos 
repercutidos (IVA e IGIC).  
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- Cualesquiera otras operaciones de naturaleza análoga por las que se generen saldos deudores cuyo 
nacimiento y cancelación no deban ser objeto de imputación presupuestaria.  

- Pagos pendientes de aplicación, que son aquellos pagos que deben ser objeto de un tratamiento 
provisional de carácter no presupuestario para, en un momento posterior, ser imputados al 
Presupuesto. 

Conceptos de naturaleza acreedora: Acreedores no presupuestarios.  

Se utilizarán para reflejar las siguientes operaciones relacionadas con acreedores procedentes de 
cobros y que, en general, se cancelarán mediante pagos, diferenciándose los siguientes conceptos:  

- Fianzas y Depósitos recibidos en la entidad local, que sean objeto de tratamiento no presupuestario.  

- Débitos con la Hacienda Pública, Seguridad Social y otros organismos de previsión social, derivados 
de retenciones practicadas en los pagos que se realicen por la entidad local o, en su caso, de ingre-
sos realizados directamente por los preceptores de dichos pagos. 

- Débitos con la Hacienda Pública como consecuencia de liquidaciones positivas del IVA y del IGIC. 

- Saldos acreedores que corresponden a impuestos repercutidos (IVA e IGIC) y que, posteriormente, 
se cancelarán cuando se produzca su liquidación. 

- Acreedores que surjan por el reconocimiento de obligaciones que no se imputen al Presupuesto. 
Entre estos se incluirán los necesarios para reflejar las obligaciones de pago que se deriven de 
impuestos soportados que tengan la consideración de deducibles (IVA e IGIC). 

- Cualesquiera otras operaciones de naturaleza análoga por las que se generen saldos acreedores. 

Cobros pendientes de aplicación  

Se reflejarán mediante conceptos de este tipo los ingresos que se produzcan en la entidad pública que 
sean objeto de un tratamiento provisional de carácter no presupuestario para en un momento poste-
rior ser imputados según su naturaleza. 

Anticipos de caja fija  

Estos anticipos se tratan de uno de los conceptos no presupuestarios de naturaleza deudora. La nor-
mativa vigente contempla la posibilidad de que, en determinados casos, se puedan realizar gastos ina-
plazables sin crédito presupuestario y con cargo a los denominados “anticipos de tesorería”, mientras 
se encuentran en tramitación los correspondientes expedientes de modificación de crédito. Para el  
ámbito local se regulan en el art. 73 y siguientes del RD 500/1990 y en el art. 190.3 del TRLHL. Según 
lo dispuesto en dichas normas, para las atenciones de carácter periódico o repetitivo, los fondos libra-
dos a justificar podrán tener el carácter de anticipos de caja fija. 
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Los anticipos de caja son aquellas provisiones de fondos de carácter extrapresupuestario y permanente 
que se realicen a Pagadurías, Cajas y Habilitaciones para la atención inmediata y posterior aplicación 
al capítulo de gastos corrientes en bienes y servicios del presupuesto del año en que se realicen, de 
gastos periódicos o repetitivos, como los referentes a dietas, gastos de locomoción, material no inven-
tariable, conservación y otros de similares características. 

Los perceptores de estos fondos quedarán obligados a justificar la aplicación de las cantidades perci-
bidas a lo largo del ejercicio presupuestario en que se constituyó el anticipo. La imputación contable 
a la aplicación presupuestaria que corresponda se producirá en el momento de justificación de los fon-
dos por el habilitado. Las Entidades públicas correspondientes podrán establecer en las bases de eje-
cución del presupuesto, previo informe de la intervención, las normas que regulen los anticipos de caja 
fija. 

Reflejo contable  

En el Área de Operaciones no Presupuestarias se contendrán los movimientos y situación de los con-
ceptos no presupuestarios, así como los cobros y pagos que se produzcan por este tipo de operaciones. 
Para ello, los datos y operaciones que se deben registrar para cada concepto no presupuestario son:  

- Saldo al inicio del ejercicio, que en función de la naturaleza del concepto a que corresponda podrá 
ser deudor o acreedor.  

- Rectificaciones del saldo inicial, que podrán ser tanto al alza como a la baja, y tendrán su origen en 
errores u omisiones que se hubiesen producido en el registro contable del respectivo saldo. 

- Las bajas del saldo inicial, que se corresponderán con anulaciones o prescripciones de derechos u 
obligaciones de carácter no presupuestario que se hubiesen reconocido en ejercicios anteriores, así 
como, en su caso, cancelaciones de dichos derechos u obligaciones que tuviesen su origen en causas 
distintas a su cobro o pago.  

- Cargos del ejercicio. Los cargos son operaciones que generan aumentos de derechos pendientes, en 
los conceptos de naturaleza deudora, y disminución de obligaciones pendientes, en los conceptos 
de naturaleza acreedora. 

Se corresponderán con pagos, impuestos soportados u otras operaciones de análoga naturaleza, si 
se trata de conceptos de naturaleza de deudora.  

Se corresponderán con reconocimiento de derechos, aplicación definitiva de cobros, liquidación de 
impuestos repercutidos u otras operaciones de análoga naturaleza, si se trata de conceptos de natu-
raleza acreedora.  

Las anulaciones de cargos del ejercicio, que se anotarán con signo negativo.  
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- Abonos del ejercicio. Los abonos son operaciones que generan disminución de los derechos pen-
dientes, en los conceptos de naturaleza deudora, y aumento de las obligaciones pendientes, en con-
ceptos de naturaleza acreedora.  

Se corresponderán con cobros, aplicación definitiva de pagos, liquidación de impuestos soportados 
u otras operaciones de análoga naturaleza, si se trata de conceptos de naturaleza deudora.  

Se corresponderán con reconocimiento de obligaciones, impuestos repercutidos u otras operaciones 
de análoga naturaleza, si se trata de conceptos de naturaleza acreedora.  

Las anulaciones de abonos del ejercicio, que se anotarán con signo negativo. 

Las cuentas contables para el reflejo contable de las operaciones no presupuestarias establecidas en 
la cuarta parte del Plan General de Contabilidad Pública son las siguientes. 
Grupo 4 · Acreedores y deudores 

41. ACREEDORES NO PRESUPUESTARIOS 

410. Acreedores por IVA soportado 

411. Acreedores por periodificación de gastos presupuestarios. 

412. Acreedores por obligaciones reconocidas. Anticipos de tesorería. 

413. Acreedores por operaciones pendientes de aplicar a presupuesto. 

416. Anticipos para activos construidos o adquiridos para otras entidades. 

418. Acreedores por devolución de ingresos y otras minoraciones. 

419. Otros acreedores no presupuestarios 
4190. Acreedores por pagos en firme pendientes de realizar 
4199. Otros acreedores no presupuestarios 

44. DEUDORES NO PRESUPUESTARIOS 

440. Deudores por IVA repercutido 

441. Deudores por ingresos devengados 

442. Deudores por servicio de recaudación 

443. Deudores a corto plazo por aplazamiento y fraccionamiento 
4430. Operaciones de gestión 
4431. Otras cuentas a cobrar 
4432. Inversiones financieras en entidades del grupo, multigrupo y asociadas. 
4433. Otras inversiones financieras. 

445. Impuestos devengados pendientes de liquidar. 

446. Deudores por activos construidos para otras entidades pendientes de certificar. 

447. Deudores por provisiones de fondos a justificar 

449. Otros deudores no presupuestarios 
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Por otra parte, en el Plan General de Contabilidad Pública, en la regulación del contenido de la memo-
ria, incluye la nota 20 sobre “Operaciones no presupuestarias de tesorería” para informar sobre las 
operaciones no presupuestarias de tesorería que comprendan operaciones realizadas durante el ejer-
cicio que hayan dado lugar al nacimiento o extinción de: 

- Deudores y acreedores que, de acuerdo con la normativa vigente para la entidad, no deban impu-
tarse al presupuesto de la misma, ni en el momento de su nacimiento ni en el de su vencimiento 

- Partidas representativas de pagos y cobros pendientes de aplicación definitiva, tanto por operacio-
nes presupuestarias como no presupuestarias. 

Esta información se compondrá de los siguientes estados: 
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TABLA 6.1. ESTADO DE DEUDORES NO PRESUPUESTARIOS 

Concepto Descripción Saldo a 1 de 
enero

Modificaciones 
al saldo 
inicial

Cargos 
realizados en 

el ejercicio 

Total 
Deudores

Abonos 
realizados en 

el ejercicio

Deudores 
pendientes 

de cobro a 31 
de diciembre

Fuente: Orden EHA/1037/2010, de 13 de abril 

TABLA 6.2. ESTADO DE ACREEDORES NO PRESUPUESTARIOS

Concepto Descripción Saldo a 1 de 
enero

Modificaciones 
al saldo 
inicial

Abonos 
realizados en 

el ejercicio 

Total 
Acreedores

Cargos 
realizados en 

el ejercicio

Acreedores 
pendientes 

de cobro a 31 
de diciembre

Fuente: Orden EHA/1037/2010, de 13 de abril 

TABLA 6.3. ESTADO DE PARTIDAS PENDIENTES DE APLICACIÓN; DE LOS COBROS PENDIENTES DE APLICACIÓN

Concepto Descripción

Cobros  
pendientes de 
aplicación a  
1 de enero

Modificaciones 
al saldo 
inicial

Cobros 
realizados en 

el ejercicio 

Total cobros 
pendientes 

de aplicación

Cargos 
aplicados en 
el ejercicio

Cobros  
pendientes 
aplicación a 

31 de  
diciembre

Fuente: Orden EHA/1037/2010, de 13 de abril 
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El objetivo general de la auditoría de las operaciones no presupuestarias es verificar la adecuada cuan-
tificación y registro de las operaciones. De una forma más específica, los objetivos de la auditoría 
podrían ser: 

1. Analizar el correcto funcionamiento legal de la operación no presupuestaria 

2. Verificar la composición del saldo inicial del concepto auditado, los movimientos de cargo y abono 
producidos en el periodo que se está auditando y su correcta justificación y como consecuencia 
verificar la corrección del saldo final 

3. Verificar la corrección desde un punto de vista legal y de procedimientos, los expedientes que han 
dado lugar a los distintos movimientos contables producidos en el concepto 

Para cumplir, por tanto, con los objetivos de auditoría se podrían establecer los siguientes procedimien-
tos de auditoría: 

1. Obtener el estado de operaciones no presupuestarias. 

2. Obtener la composición de os saldos de las cuentas de importes significativos. 

3. Para una muestra aleatoria, determinar el origen de los saldos contabilizados, su razonabilidad y 
obtener evidencia sobre su existencia y valoración. 

4. Para los pagos o cobros pendientes de aplicación, obtener su detalle y analizar la posterior impu-
tación presupuestaria. 

5. En su caso, enviar cartas de confirmación a terceros con los que se mantengan saldos por estos 
conceptos, conciliando las respuestas a la circularización con los saldos del área. 

6. Determinar si se han reconocido como gastos del ejercicio cantidades pagadas en ejercicios ante-
riores y que figuraban como anticipos de tesorería extrapresupuestarios. Hay que prestar especial 
atención a la finalidad para la que han sido concedidos, su adecuado tratamiento contable como 
partida no presupuestaria y su justificación/recuperación posterior. 

En función del tipo de concepto no presupuestario a auditar, es probable que se haga necesario rea-
lizar otras pruebas concretas de las que no se puede hacer mención con carácter general dado que 
serán válidas solo para el concepto auditado en particular.
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TABLA 6.4. ESTADO DE PARTIDAS PENDIENTES DE APLICACIÓN; DE LOS PAGOS PENDIENTES DE APLICACIÓN

Concepto Descripción

Pagos  
pendientes de 
aplicación a  
1 de enero

Modificaciones 
al saldo 
inicial

Pagos 
realizados en 

el ejercicio 

Total pagos 
pendientes 

de aplicación

Pagos 
aplicados en 
el ejercicio

Pagos  
pendientes 
aplicación a 

31 de  
diciembre

Fuente: Orden EHA/1037/2010, de 13 de abril 
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CAPÍTULO 7. LOS GASTOS CON FINANCIACIÓN AFECTADA 

1. CONCEPTO Y CARACTERÍSTICAS 

Los gastos presupuestarios efectuados por las administraciones públicas se destinan, con carácter 
general, a la prestación de los servicios públicos, y a otros gastos e inversiones vinculadas con el cum-
plimiento de sus objetivos y competencias, y los ingresos presupuestarios constituyen el conjunto de 
medios financieros que, cualquiera que sea su naturaleza, pueden allegar las administraciones públicas 
para atender las obligaciones derivadas de la ejecución del gasto público. 

Uno de los principios presupuestarios es el principio de desafectación. Este principio establece qué con 
carácter general, los ingresos de carácter presupuestario se destinarán a financiar la totalidad de los 
gastos de dicha naturaleza, sin que exista relación directa entre unos y otros, pero en el supuesto de 
que determinados gastos presupuestarios se financien con ingresos presupuestarios específicos a ellos 
afectados, el sistema contable deberá reflejar esta circunstancia y permitir su seguimiento.  

Este principio general es asumido en el ámbito de las distintas administraciones públicas, quedando 
adecuadamente reflejado en las normas reguladoras de sus respectivos regímenes económico-finan-
cieros, así como también las distintas excepciones a este principio. 

• Sector público estatal: El artículo 27.3 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria (LGP), establece que “Los recursos del Estado, los de cada uno de sus organismos autó-
nomos y los de las entidades integrantes del sector público estatal con presupuesto limitativo se destinarán 
a satisfacer el conjunto de sus respectivas obligaciones, salvo que por ley se establezca su afectación a fines 
determinados.” 

Las excepciones al principio de desafectación con carácter general se concretan en la afectación de 
los fondos finalistas y subvenciones comunitarias, y concretamente en las previsiones que recojan la 
respectivas leyes, así, por ejemplo en la Ley 11/2020, de 30 de diciembre, de Presupuestos 
Generales del Estado para el año 2021, establece para los organismos autónomos estatales,  las 
entidades del Sistema de la Seguridad Social, y para el resto de entidades del sector público estatal 
a las que resulte de aplicación el régimen de especificaciones y de modificaciones regulado en la 
Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria o cuya normativa específica confiera a su 
presupuesto carácter limitativo, que los ingresos por transferencias recibidas de la Administración 
del Estado, procedentes del Mecanismo para la Recuperación y Resiliencia y del REACT-EU, están 
legalmente afectados a financiar los créditos presupuestarios destinados a cubrir los proyectos o 
líneas de acción que se integren dentro del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia. En 
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caso de no realizarse el gasto, las citadas entidades deberán reintegrar al Tesoro Público los fondos 
recibidos que no vayan a destinarse a la finalidad asignada. 

• Sector público autonómico: Este principio se recoge en las distintas normas aprobadas por las 
Asambleas Legislativas, así, por ejemplo, el artículo 27.4 de la Ley 14/2006, de 24 de octubre, de 
Finanzas de Cantabria, establece de forma similar que para el Estado que “Los recursos de la 
Comunidad Autónoma y los de los organismos autónomos y entidades que integran el sector público auto-
nómico con presupuesto limitativo se destinarán a satisfacer el conjunto de sus respectivas obligaciones, 
salvo que por Ley se establezca su afectación a fines determinados.” 

Respecto a las excepciones al principio de desafectación en este ámbito, se deben tener en cuenta 
las subvenciones finalistas que reciban y con carácter general el endeudamiento a largo plazo, tal y 
como se recoge en el artículo 14.2 de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación 
de las Comunidades Autónomas, al establecer que estas podrán concertar operaciones de crédito 
por plazo superior a un año, cualquiera que sea la forma como se documenten, siempre que el 
importe total del crédito sea destinado exclusivamente a la realización de gastos de inversión. 

• Sector público local: El artículo 165.2 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el 
que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales (TRLRHL), fija este 
principio para el sector local determinando que “Los recursos de la entidad local y de cada uno de sus 
organismos autónomos y sociedades mercantiles se destinarán a satisfacer el conjunto de sus respectivas 
obligaciones, salvo en el caso de ingresos específicos afectados a fines determinados.” 

En el caso del sector público local las excepciones al principio de desafectación son las siguientes, 
recogidas en el TRLRLH: 

- Artículo 5: “Los ingresos procedentes de la enajenación o gravamen de bienes y derechos que tengan 
la consideración de patrimoniales no podrán destinarse a la financiación de gastos corrientes, salvo que 
se trate de parcelas sobrantes de vías públicas no edificables o de efectos no utilizables en servicios 
municipales o provinciales.” 

- Artículo 29.3: ”Las cantidades recaudadas por contribuciones especiales sólo podrán destinarse a sufra-
gar los gastos de la obra o del servicio por cuya razón se hubiesen exigido.” 

- Artículo 40.1: “Las subvenciones de toda índole que obtengan las entidades locales, con destino a sus 
obras y servicios no podrán ser aplicadas a atenciones distintas de aquellas para las que fueron otorga-
das, salvo, en su caso, los sobrantes no reintegrables cuya utilización no estuviese prevista en la conce-
sión.” 

- Artículo 49.1: “Para la financiación de sus inversiones, así como para la sustitución total o parcial de 
operaciones preexistentes, las entidades locales, sus organismos autónomos y los entes y sociedades 
mercantiles dependientes, que presten servicios o produzcan bienes que no se financien mayoritaria-
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mente con ingresos de mercado, podrán acudir al crédito público y privado, a largo plazo, en cualquiera 
de sus formas.” 

Cabe tener en cuenta, que cuando hablamos de recursos afectados, en ningún momento se está 
excepcionando el principio de unidad de caja, ya que los pagos y los ingresos derivados de obligacio-
nes y derechos de gastos con financiación afectada, se atenderán respectivamente en función del ven-
cimiento y los ingresos se integrarán en la tesorería junto con el resto de recursos.  

De acuerdo con la definición prevista en el Documento nº 8 “Gastos con financiación afectada”7  ela-
borado por la Comisión de Principios y Normas Contables Públicas, un gasto con financiación afectada 
es toda aquella unidad de gasto presupuestario que, bien por su naturaleza o condiciones específicas, 
bien como consecuencia de convenios entre la entidad responsable de su ejecución y cualesquiera 
otras entidades, de carácter público o privado, se financie, en todo o en parte, mediante recursos con-
cretos que en el caso de no realizarse el gasto presupuestario no podrían percibirse o, si se hubiesen 
percibido, deberían destinarse a la financiación de otras unidades de gasto de similar naturaleza o, en 
su caso, ser objeto de reintegro a los agentes que los aportaron. 

Las características de los gastos con financiación afectada son las siguientes: 

• El gasto con financiación afectada es una figura de carácter presupuestario, por lo que no tendrán 
esta consideración las siguientes operaciones: 

- Las retenciones efectuadas por mandato legal, judicial o por acuerdo de la autoridad competente 
en cada caso, sobre los pagos a efectuar a terceros 

- La gestión de recursos por cuenta de otros entes 

- La realización de servicios de intermediación en la entrega de transferencias o subvenciones, reci-
biendo fondos del ente concedente para transferirlos a los terceros beneficiarios, cuando estos 
vengan predeterminados 

- La recepción de fondos a título de fianzas o garantías 

- Todas aquellas operaciones en las que una entidad contable actúa por cuenta de otra, recibiendo 
de ésta o de terceros ciertos fondos para transferirlos a su destinatario, ya sea la propia entidad 
por cuya cuenta actúa o terceros beneficiarios seleccionados por ella 

• Todo gasto con financiación afectada implica una unidad de gasto presupuestario, cualquiera que 
sea, y un conjunto de recursos presupuestarios específicos asociados a su financiación. 
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7. Mediante Resolución de la Secretaría de Estado de Hacienda, de 28 de diciembre de 1990 se creó la Comisión de 
Principios y Normas Contables Públicas que elaboraron un conjunto de ocho documentos que constituyen lo que 
vino a denominarse nuevo “marco conceptual” de la contabilidad pública, de forma que los pronunciamientos que, 
en los mismos se contienen constituyeron una base para orientar las normas contables aplicables a nuestras 
Administraciones Públicas.  
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• La unidad de gasto a cuya financiación se encuentran afectados ciertos recursos debe ser suscepti-
ble de identificación, en términos genéricos o específicos, de conformidad con los criterios que se 
establezcan, en cada caso, en todos y cada uno de los periodos contables a los que se extienda su 
ejecución. 

• Los ingresos afectados deberán aplicarse, necesariamente, a la financiación de la unidad de gasto 
a la que se destinan, de modo tal que de no realizarse aquélla no se recibirían dichos recursos o, en 
su caso, la entidad ejecutora quedaría obligada a su devolución o, previo acuerdo de los agentes 
económicos que los hubiesen aportado, a aplicarlos a otras unidades de gasto de similar naturale-
za. 

• El registro contable y la correspondiente imputación presupuestaria de los derechos y obligaciones 
que se deriven de la ejecución de un gasto con financiación afectada se efectuarán de acuerdo con 
los criterios de reconocimiento e imputación establecidos, 

• Están sometidos a seguimiento y control contable, que alcanzará, como mínimo, a todas las opera-
ciones de gestión presupuestaria que les afecten durante su período de ejecución, se extienda éste 
a uno o a varios ejercicios, correlacionando debidamente la realización de los gastos con los ingre-
sos específicos que los financien. El seguimiento y control debe garantizar el cumplimiento de los 
siguientes fines: 

- Asegurar que la ejecución, en términos económico-presupuestarios, de todo gasto con financia-
ción afectada se efectúe en su totalidad, de modo tal que se cumplan las condiciones que, en su 
caso, se hubiesen acordado para la percepción de los recursos afectados 

- Calcular, en la liquidación de cada uno de los presupuestos a que afecte la realización de los gas-
tos con financiación afectada, las desviaciones de financiación que, en su caso, se hayan produ-
cido como consecuencia de desfases, cualquiera que sea su origen, en el ritmo de ejecución del 
gasto y de los ingresos específicos que los financien 

- Controlar la ejecución presupuestaria de cada gasto con financiación afectada, tanto la del gasto 
como la de los ingresos afectados 

2. SEGUIMIENTO Y CONTABILIDAD 

Para poder cumplir con los fines de control y seguimiento de los gastos con financiación afectada, se 
debe asegurar que el sistema contable proporcione la siguiente información: 

• Datos generales: son precisos para la correcta identificación e individualización de cada gasto con 
financiación afectada que efectúe la entidad contable.  
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Se informará como mínimo sobre: 

- El código identificativo 

- La duración estimada total 

- Datos relativos a la financiación, señalando, por una parte, la cuantía total del gasto presupues-

tario que se estima va a realizarse, y por otra, los ingresos presupuestarios que, para su financia-

ción, se prevean recibir, globalmente, y para cada uno de los conceptos presupuestarios a través 

de los que se deben materializar  

• Información sobre la gestión del gasto presupuestario: La información sobre la gestión del gasto 

presupuestario se presentará para cada unidad básica de seguimiento de forma resumida, sin nece-

sidad de ofrecer su desglose por aplicaciones presupuestarias, ya que según el tipo de unidad de 

gasto que sea, tal desglose figurará, o bien en la contabilidad del presupuesto de gastos (clasifica-

ciones funcional o económica del gasto), o bien en ésta y además, si se realiza su seguimiento, en 

la contabilidad de los proyectos de gasto o de inversión. Se distinguirá, en cada uno de los ejercicios 

a los que se extienda su ejecución:  

- Los créditos que, inicialmente, se ha previsto asignar a su realización, incluso antes de iniciarlo. 

- Los créditos totales que, durante el ejercicio, se han asignado realmente a la misma, una vez lle-

gado el ejercicio en cuestión.  

- Las obligaciones reconocidas, distinguiendo: las obligaciones reconocidas netas del ejercicio, los 

saldos iniciales acumulados, pendientes de pago, procedentes de presupuestos cerrados en los 

que el gasto se hubiese ejecutado también, y las posibles rectificaciones y anulaciones de dichos 

saldos contabilizados durante el ejercicio de que se trate.  

De esta información acumulada para la totalidad de los ejercicios a los que deba extenderse la eje-

cución de un gasto con financiación afectada, podrán deducirse, al liquidar un presupuesto, los 

datos relativos al gasto presupuestario ya realizado, y el gasto presupuestario pendiente de realizar. 

• Información sobre la gestión de los ingresos presupuestarios afectados: presentará para cada 

uno de los ejercicios a los que, de acuerdo con la duración prevista, deba extenderse su ejecución: 

- Para el ejercicio corriente, en cada uno de los conceptos presupuestarios en que deba materiali-

zarse la financiación y, en su caso, para cada uno de los agentes de que procedan: 

a. Previsiones de ingresos presupuestarios que se estimaron recibir, incluso antes de iniciarla eje-

cución del gasto con financiación afectada. 

b. Previsiones totales de ingresos presupuestarios en el ejercicio correspondiente. 
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c. Compromisos de ingresos presupuestarios concertados, distinguiendo los incorporados de 
presupuestos cerrados pendientes de realizar y los concertados en el propio ejercicio. 

d. Compromisos de ingresos realizados. 

e. Derechos reconocidos netos. 

f. Desviación de financiación imputable al concepto correspondiente, calculada al finalizar el 
ejercicio. 

- Cuando en presupuestos cerrados, para algún concepto y, en su caso, agente, existan saldos pen-
dientes de cobro, en el ejercicio corriente se controlarán para esos conceptos: 

a. El saldo inicial de derechos pendientes de cobro. 

b. Las rectificaciones y anulaciones de dicho saldo que se contabilicen durante el ejercicio. 

De esta información acumulada para cada unidad de gasto, y referida a la totalidad de los ejercicios 
que se extiende la ejecución del gasto con financiación afectada, podrán deducirse al liquidar un pre-
supuesto, los ingresos presupuestarios ya realizados y los pendientes de realizar en ejercicios sucesi-
vos, importes que junto con los relativos a la ejecución del gasto presupuestario, permitirán calcular el 
coeficiente de financiación al final del ejercicio y las desviaciones de financiación producidas. 

Los dos conceptos claves para realizar el seguimiento y control de los gastos con financiación afecta-
da, y poder medir las repercusiones de los desfases temporales en la ejecución de un gasto con finan-
ciación afectada que tienen en el remanente de tesorería y el saldo presupuestario son: 

- El coeficiente de financiación. 

- Las desviaciones de financiación. 

 

2.1. El coeficiente de financiación 

El coeficiente de financiación se define como el porcentaje que sobre el importe total de un gasto pre-
supuestario, queda cubierto con recursos específicos afectados a su financiación. Es el resultado de 
dividir los ingresos presupuestarios (reconocidos y pendientes de reconocer) afectados a la realización 
de un gasto presupuestario, por el importe total de éste (realizado y a realizar). Su fórmula matemática 
es la siguiente: 

 

Donde “CF” es el coeficiente de financiación, “I” es el importe total de los ingresos presupuestarios 
afectados y “G” es el importe total del gasto que los ingresos financian. 

CF= I / G 
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El coeficiente de financiación se puede clasificar de las siguientes formas:  
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TABLA 7.1. CLASIFICACIÓN DEL COEFICIENTE DE FINANCIACIÓN 

Fuente: Elaboración propia en base a lo establecido en el Documento núm.8 de la Comisión de Principios y Normas 
Contables Públicas.

Fijo

En función de cómo se determina 
la cuantía de los ingresos

En función del momento  
en que se realice el cálculo

Mixto 

En función de sobre  
qué ingresos se va a calcular

Variable 

Teórico

Efectivo o final 

Variable al final de cada ejercicio 

Global

Parcial

El coeficiente de financiación, en función de cómo se determine la cuantía de los ingresos que 
deben cubrir la parte correspondiente del gasto, puede ser de varios tipos: 

• Fijo: cuando los ingresos presupuestarios a percibir para la financiación de una unidad de gasto se 
cuantifiquen, en términos porcentuales, en función del gasto presupuestario efectivamente realiza-
do, con independencia de que coincida o no con lo inicialmente previsto.  

Por ejemplo, cuando la subvención a percibir se determina como un porcentaje sobre el gasto efec-
tuado (el importe concedido es el 90% del gasto efectivamente realizado). 

• Variable: si los ingresos presupuestarios a percibir se cuantifican en términos absolutos, con inde-
pendencia del gasto presupuestario a realizar, dependiendo de las vicisitudes que, a lo largo del 
tiempo, puedan surgir en la ejecución de la unidad de gasto propiamente dicha, así como del resto 
de los ingresos presupuestarios afectados con los que se deba financiar.  

Por ejemplo, cuando la subvención a percibir es de un importe determinado y los gastos efectiva-
mente realizados han sido superiores a los previstos inicialmente (el importe concedido es de 
10.000 €, y la previsión de gastos era de 20.000 € y los gastos efectivamente realizados han sido 
de 25.000 €). 

• Mixto: en los casos en que los ingresos presupuestarios afectados a la financiación de una unidad 
de gasto cubran porcentualmente el gasto presupuestario derivado de su ejecución hasta una deter-
minada cuantía, transformándose, una vez superada ésta, en un importe fijo independiente del 
gasto presupuestario realizado. 

Por ejemplo, cuando la subvención a percibir se determina como un porcentaje sobre el gasto efec-
tuado y con un importe determinado máximo y los gastos efectivamente realizados han sido supe-
riores a los previstos inicialmente (el importe concedido es del 90% del gasto efectivamente reali-
zado, hasta un máximo 10.000 €, y la previsión de gastos inicial era de 9.000 €, y los gastos efec-
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tivamente realizados han sido de 25.000 €). El coeficiente de financiación será fijo hasta que se 
supera el importe del gasto que determina que el importe de la subvención supere el límite fijado. 

Por otra parte, el coeficiente de financiación, en función del momento en que se realice el cálculo, 
puede ser de varios tipos: 

• Teórico: se obtiene cuando, al proyectar inicialmente el gasto con financiación afectada, cualquiera 
que sea el número de ejercicios presupuestarios a los que afecte, se dividan la totalidad de los ingre-
sos presupuestarios que se prevean obtener, destinados específicamente a su financiación, cualquie-
ra que sea el ejercicio en que se hayan de producir, por la totalidad de los créditos que se estima 
asignar a su ejecución, en el presupuesto, o presupuestos, en que se vaya a realizar, con indepen-
dencia de que la percepción de los ingresos presupuestarios y la realización de los gastos presu-
puestarios coincidan en los mismos ejercicios presupuestarios. Su fórmula matemática es la siguien-
te: 

 

Donde “CFT” es el coeficiente de financiación teórico, “IP0” es el importe de los ingresos afectados 
inicialmente previstos y “GP0” es el importe total del gasto inicialmente estimado que los ingresos 
financian. 

• Variable calculado al final de cada ejercicio: este valor del coeficiente se obtendrá, exclusivamente, 
para los gastos con financiación afectada cuya ejecución se extienda a más de un ejercicio presu-
puestario, cuando, al finalizar cada ejercicio, se dividan los derechos reconocidos hasta ese instante, 
vinculados a la ejecución del gasto presupuestario, acumulados a los ingresos presupuestarios que, 
hasta su conclusión, se prevean obtener afectados a la misma, por las obligaciones reconocidas 
hasta el momento, consecuencia de la realización del gasto, acumuladas a los créditos que, hasta 
su finalización, se estima van a asignársele. Su fórmula matemática es la siguiente: 

 

Donde, “CFVX” es el coeficiente de financiación calculado al final de cada ejercicio, “DRX” son los 
derechos reconocidos desde el inicio del gasto hasta el año X en que se calcula el coeficiente, IPx+n 
son las previsiones de ingresos vinculadas al gasto para el ejercicio X+1 y siguientes hasta la fina-
lización del proyecto, ORX son las obligaciones reconocidas desde el inicio del gasto hasta el año X 
en que se calcula el coeficiente, y GPx+n son las previsiones de gasto para el ejercicio X+1 y siguien-
tes hasta la finalización del proyecto. 

• Efectivo o final: este valor del coeficiente se obtendrá cuando, concluida la realización del gasto 
presupuestario y recibidos la totalidad de los ingresos presupuestarios que, por sus características, 

CFT= IP0 / GP0

CFvx= (DRx + IPx+n) / (ORX + GPx+n) 
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se le afectaron, se dividan los derechos reconocidos totales vinculados a su ejecución, por las obli-
gaciones reconocidas, consecuencia de la realización del gasto. Su fórmula matemática es la 
siguiente: 

 

Donde “CFF” es el coeficiente de financiación efectivo o final, “DRT” es el importe total de los dere-
chos reconocidos del proyecto y “ORT” es el importe total de las obligaciones reconocidas que los 
ingresos financian. 

Y en función de sobre qué ingresos se va a calcular el coeficiente de financiación, puede ser: 

• Global: cuando exprese la parte del gasto que queda cubierta con la totalidad de los ingresos a él 
afectados. Su fórmula matemática es la siguiente: 

 

Donde “CFG” es el coeficiente de financiación global, “IT” es el importe total de los ingresos pre-
vistos o derechos reconocidos del proyecto y “GT” es el importe total de los gastos previstos u obli-
gaciones reconocidas que los ingresos financian. 

• Parcial: cuando exprese la parte del gasto que queda cubierta con una parte de los ingresos selec-
cionada según un cierto criterio (el agente del que provienen, la aplicación presupuestaria, etc.). En 
cualquier caso, la suma algebraica de todos los coeficientes de financiación parciales de un gasto, 
obtenidos por desagregación de los ingresos presupuestarios según criterio único y homogéneo, 
deberá coincidir con el coeficiente global de dicho gasto. Su fórmula matemática es la siguiente: 

 

Donde “CFP” es el coeficiente de financiación parcial del ingreso seleccionado, “IP” es el importe 
total de los ingresos previstos o derechos reconocidos del ingreso seleccionado del proyecto y “GT” 
es el importe total de los gastos previstos u obligaciones reconocidas que los ingresos financian. 

2.2. Las desviaciones de financiación 

Las desviaciones de financiación son la magnitud que representa el desfase existente entre los ingre-
sos presupuestarios reconocidos durante un período determinado, para la realización de un gasto con 
financiación afectada y los que, en función de la parte del mismo efectuada en ese período, deberían 
haberse reconocido, si la ejecución de los ingresos afectados se realizase armónicamente con la del 

CFF= DRT / ORT

CFG= IT / GT

CFP= IP / GT
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gasto presupuestario. Los aspectos que se deben tener en cuenta en relación a las desviaciones de 
financiación son los siguientes: 

• Plurianualidad: para poder hablar de desviaciones de financiación, el proyecto debe tener carácter 
plurianual, es decir, siempre que o el gasto o el ingreso, o ambos, se dilate a más de un ejercicio 
presupuestario. 

• Al final del proyecto las desviaciones de financiación deberán siempre ser nulas: Concluida la 
realización de todo gasto con financiación afectada, las desviaciones de financiación deberán ser 
siempre nulas, ya que, en ese momento, al haberse recibido la totalidad de los ingresos afectados 
al gasto, no pueden existir desajustes en el ritmo de ejecución.  

Las diferencias que se detecten, una vez concluida la ejecución de un gasto con financiación afectada, 
entre lo inicialmente previsto y lo efectivamente realizado, tanto en lo que se refiere a la unidad de 
gasto, como en lo que hace a los ingresos presupuestarios afectados a su financiación, no tiene cabida 
en el concepto de desviación de financiación, aunque resulte incuestionable su naturaleza de desvia-
ciones, así como su utilidad, como información complementaria, a la hora de analizar y evaluar la ges-
tión realizada. 

Con carácter general, las desviaciones de financiación, para cada gasto con financiación afectada, se 
calcularán por diferencia entre los derechos reconocidos por los ingresos afectados y el producto del 
coeficiente de financiación por el total de obligaciones reconocidas, referidos unos y otras al período 
considerado. Su fórmula matemática es la siguiente: 

 
Donde “DF” es la desviación de financiación, “DR” es el importe total de los derechos reconocidos 
desde el inicio de la ejecución del gasto con financiación afectada hasta la fecha del cálculo de la des-
viación, “CF” es el coeficiente de financiación y “OR” el total de las obligaciones reconocidas que se 
hayan reconocido desde el inicio de la ejecución del gasto con financiación afectada hasta la fecha de 
cálculo y relativas al mismo. 

Las desviaciones de financiación se pueden clasificar de las siguientes formas:  

DF = DR – (CF * OR)
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Teórica Global Acumulada Positiva

Acumulada Parcial Del ejercicio Negativa

En función del momento 
en que se realice el  

cálculo

En función de sobre qué 
ingresos se van a  

calcular

En función 
del resultado 

En función del periodo 
determinado para el  

cálculo

TABLA 7.2. CLASIFICACIÓN DE LAS DESVIACIONES DE FINANCIACIÓN

Fuente: Elaboración propia en base a lo establecido en el Documento núm.8 de la Comisión de Principios y Normas 
Contables Públicas.
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Las desviaciones de financiación en función del momento en que se realice el cálculo pueden ser de 

dos tipos: 

• Teórica: son las calculadas antes de iniciarse la ejecución del gasto con financiación afectada, com-

parando la financiación que, según los términos establecidos en cada caso, se prevé recibir hasta el 

final de cada uno de los ejercicios presupuestarios a los que afecte su realización, con la que, en 

función del gasto presupuestario que se estima, va a realizarse, se recibiría, en el caso de existir total 

sincronía entre gastos e ingresos. Su fórmula matemática es la siguiente: 

 

Donde “DFTX” es la desviación de financiación teórica del ejercicio en que se realiza el cálculo, 

“ITX” es el importe total de los ingresos afectados previstos desde el inicio de la ejecución del gasto 

con financiación afectada hasta el final del año X, “CF” el coeficiente de financiación y “GTX” es el 

importe total de los gastos previstos hasta el final del año X que los ingresos financian. 

• Acumulada al final de cada ejercicio: Son las obtenidas comparando los ingresos presupuestarios 

efectivamente recibidos hasta ese momento, con los que, en función del gasto presupuestario rea-

lizado realmente, se deberían haber recibido, si la ejecución de éste y aquéllos fuese sincrónica. Su 

fórmula matemática es la siguiente: 

 

Donde, “DFAX” es la desviación de financiación calculada al final del ejercicio, “DRAX” son los dere-

chos reconocidos desde el inicio del gasto hasta el año X en que se calcula la desviación, “CF” es 

el coeficiente de financiación, “ORAX” son las obligaciones reconocidas desde el inicio del gasto 

hasta el año X en que se calcula la desviación. 

Por otra parte, en función de sobre que ingresos se va a calcular la desviación de financiación puede 

ser: 

• Global: cuando exprese la desviación de financiación sobre la financiación total prevista o recibida. 

Su fórmula matemática es la siguiente: 

 

Donde “DFG” es la desviación de financiación global, “IT” es el importe total de los ingresos pre-

vistos o derechos reconocidos del proyecto, “CF” es el coeficiente de financiación y “GT” es el 

importe total de los gastos previstos u obligaciones reconocidas que los ingresos financian. 

DFTX= ITX – (CF * GTX)

DFAX= DRAX – (CF * ORAX)

DFG= IT – (CF * GT)
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• Parcial: cuando exprese la desviación de financiación de los ingresos seleccionada según un cierto 
criterio (el agente del que provienen, la aplicación presupuestaria, etc.) Su fórmula matemática es 
la siguiente: 

 

Donde “DFP” es la desviación de financiación parcial del ingreso seleccionado, “IP” es el importe 
total de los ingresos previstos o derechos reconocidos del ingreso seleccionado del proyecto, “CF” 
es el coeficiente de financiación y “GT” es el importe total de los gastos previstos u obligaciones 
reconocidas que los ingresos financian. 

Y en función de del periodo determinado para el cálculo la desviación de financiación puede ser: 

• Acumulada al final de cada ejercicio: ya descritas anteriormente. 

• Del ejercicio: son las obtenidas comparando los ingresos presupuestarios efectivamente recibidos 
en el ejercicio X, con los que, en función del gasto presupuestario realizado realmente en el ejercicio 
X, se deberían haber recibido, si la ejecución de éste y aquéllos fuese sincrónica. Su fórmula mate-
mática es la siguiente: 

 

Donde, “DFX” es la desviación de financiación calculada del ejercicio, “DRX” son los derechos reco-
nocidos en el ejercicio X, “CF” es el coeficiente de financiación, “ORX” son las obligaciones reco-
nocidas en el año X. 

Se debe tener en cuenta, que, si hay una variación del coeficiente de financiación en los años inter-
medios, la desviación de financiación del ejercicio se debe calcular como la diferencia entre la acu-
mulada a la fecha y la acumulada anterior. Su fórmula matemática es la siguiente: 

 

Finalmente, en función del resultado del cálculo, puede ser: 

• Positiva: cuando fruto de que los ingresos no se han ejecutado de forma sincrónica con los gastos, 
ha habido un exceso de financiación en ese periodo de tiempo. 

• Negativa: cuando fruto de que los ingresos no se han ejecutado de forma sincrónica con los gastos, 
ha habido un déficit de financiación en ese periodo de tiempo. 

Seguidamente se expone un ejemplo de cálculo de los distintos tipos de coeficiente de financiación y 
de las desviaciones de financiación,  

a) Gasto de inversión previsto: 10.000 €. 

DFP= IP – (CF * GT) 

DFX= DRX – (CF * ORX)

DFX = DFAX - DFAX-1
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b) Financiación prevista: Subvención de la Unión Europea (SUE) del 35% del coste total del proyecto 
(coeficiente fijo), 1.500 venta de patrimonio (VTA) (coeficiente variable), y el resto recursos propios 
(RP). 

c) Duración prevista del proyecto: 3 ejercicios. 

d) Cuadro teórico de financiación del proyecto: 
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                                                              EJERCICIO 1          EJERCICIO 2          EJERCICIO 3                  TOTAL

Inversión                                               7.000                 2.000                  1.000                  10.000 

SUE                                                      1.750                 1.750                         0                    3.500 

VTA                                                      1.500                        0                         0                    1.500 

RP                                                        3.750                    250                  1.000                    5.000

                                                              EJERCICIO 1          EJERCICIO 2          EJERCICIO 3                  TOTAL

OR Inversión                                         6.000                        0                         0                    6.000 

DR SUE                                                 1.750                        0                         0                    1.750 

DR VTA                                                 1.500                        0                         0                    1.500 

DR RP                                                   2.750                        0                         0                    2.750 

                                                              EJERCICIO 1          EJERCICIO 2          EJERCICIO 3                  TOTAL

OR Inversión                                         6.000                 2.000                         0                    8.000 

DR SUE                                                 1.750                 1.750                         0                    3.500 

DR VTA                                                 1.500                        0                         0                    1.500 

DR RP                                                   2.750                    250                         0                    3.000 

e) Estado de ejecución del proyecto final ejercicio 1: 

Al final del ejercicio 1 se mantienen las previsiones de gasto total previstas al inicio del proyecto. 

f) Estado de ejecución del proyecto final ejercicio 2: 

Al final del ejercicio 2 se modifican las previsiones de gasto y se estima que el gasto total va ascender 
a 12.000. 
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g) Estado de ejecución del proyecto final ejercicio 3: 

CAPÍTULO 7. LOS GASTOS CON FINANCIACIÓN AFECTADA

MANUAL DE CONTABILIDAD Y AUDITORÍA DEL SECTOR PÚBLICO

CONSEJO GENERAL DE ECONOMISTAS DE ESPAÑA · COMITÉ DEL SECTOR PÚBLICO

                                                              EJERCICIO 1          EJERCICIO 2          EJERCICIO 3                  TOTAL

OR Inversión                                         6.000                 2.000                  4.000                  12.000 

DR SUE                                                 1.750                 1.750                     700                    4.200 

DR VTA                                                 1.500                        0                         0                    1.500 

DR RP                                                   2.750                    250                  3.300                    6.300 

h) Coeficientes de financiación del proyecto: 

• Coeficiente de financiación teórico global: 

CFTG = (3.500 + 1.500) /10.000 = 0,50 

• Coeficiente de financiación teórico parcial por agentes: 

CFTSUE = 3.500 /10.000 = 0,35 

CFTVTA = 1.500 /10.000 = 0,15 

• Coeficiente de financiación variable global ejercicio 1: 

CFVG1 = ((1.750+1.750) + 1.500) / (6.000+4.000) = 0,50 

• Coeficiente de financiación variable parcial por agentes ejercicio 1: 

CFVSUE1 = (1.750+1.750) / (6.000+4.000) = 0,35 

CFVVTA1 = 1.500 / (6.000+4.000) = 0,15 

• Coeficiente de financiación variable global ejercicio 2: 

CFVG1 = ((3.500 + 700) + 1.500) / (8.000+4.000) = 0,475 

• Coeficiente de financiación variable parcial por agentes ejercicio 2: 

CFVSUE2 = (3.500 + 700) / (8.000 + 4.000) = 0,35 

CFVVTA2 = 1.500 / (8.000+4.000) = 0,125 

• Coeficiente de financiación final global: 

CFFG = (4.200 + 1.500) / 12.000 = 0,475 

• Coeficiente de financiación final parcial: 

CFFSUE = 4.200 / 12.000 = 0,35  

CFFVTA = 1.500 / 12.000 = 0,125  
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i) Desviaciones de financiación del proyecto: 

• Desviaciones de financiación teóricas globales: 

Ejercicio 1 DFTG1 = (1.750 + 1.500) – (0,5*7.000) = - 250 

Ejercicio 2 DFTG2 = (3.500 + 1.500) – (0,5*9.000) = + 500 

Ejercicio 3 DFTG3 = (3.500 + 1.500) – (0,5*10.000) = 0 

• Desviaciones de financiación teóricas parciales: 

SEU Ejercicio 1 DFTSEU1 = 1.750 – (0,35*7.000) = -700 

SEU Ejercicio 2 DFTSEU2 = 3.500 – (0,35*9.000) = +350 

SEU Ejercicio 3 DFTSEU3 = 3.500 – (0,35*10.000) = 0 

VTA Ejercicio 1 DFTVTA1 = 1.500 – (0,15*7.000) = +450 

VTA Ejercicio 2 DFTVTA2 = 1.500 – (0,15*9.000) = +150 

VTA Ejercicio 3 DFTVTA3 = 1.500 – (0,15*10.000) = 0 

La suma algebraica de las desviaciones parciales de cada ejercicio ha de ser igual a la desviación 

global del ejercicio. 

DFTG1= DFTSEU1 + DFTVTA1  ⇒ -250 = -700 + 450 

DFTG2= DFTSEU2 + DFTVTA2  ⇒ +500 = +350 + 150 

DFTG3= DFTSEU3 + DFTVTA3  ⇒ 0 = 0 + 0 

• Desviaciones de financiación acumuladas globales: Las desviaciones variables calculadas al final 

del ejercicio coindicen siempre con las acumuladas. 

Ejercicio 1 DFAG1 = (1.750 + 1.500) – (0,5*6.000) = +250 

Ejercicio 2 DFAG2 = (3.500 + 1.500) – (0,475*8.000) = +1.200 

Ejercicio 3 DFAG3 = (4.200 + 1.500) – (0,475*12.000) = 0 

• Desviaciones de financiación acumuladas parciales: Las desviaciones variables calculadas al final 

del ejercicio coindicen siempre con las acumuladas. 

SEU Ejercicio 1 DFASEU1 = 1.750 – (0,35*6.000) = -350 

SEU Ejercicio 2 DFASEU2 = 3.500 – (0,35*8.000) = +700 

SEU Ejercicio 3 DFASEU3 = 4.200 – (0,35*12.000) = 0 

VTA Ejercicio 1 DFAVTA1 = 1.500 – (0,15*6.000) = +600 

VTA Ejercicio 2 DFAVTA2 = 1.500 – (0,125*8.000) = +500 

VTA Ejercicio 3 DFAVTA3 = 1.500 – (0,125*12.000) = 0 
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• Desviaciones de financiación del ejercicio globales: Ha habido una variación del coeficiente de 
financiación en el ejercicio 2, por lo tanto, la desviación de financiación del ejercicio 2 y 3 se 
debe calcular como la diferencia entre la acumulada a la fecha y la acumulada anterior. 

Ejercicio 1 DFG1 = (1.750 + 1.500) – (0,5*6.000) = +250 

Ejercicio 2 DFG2 = 1.200 - 250 = +950  

Ejercicio 3 DFG3 = 0 – 1.200 = -1.200 

• Desviaciones de financiación del ejercicio parciales: Ha habido una variación del coeficiente de 
financiación en el ejercicio 2 de la venta de patrimonio, por lo tanto, la desviación de financia-
ción del ejercicio 2 y 3 se debe calcular como la diferencia entre la acumulada a la fecha y la 
acumulada anterior. 

SEU Ejercicio 1 DFSEU1 = 1.750 – (0,35*6.000) = -350 

SEU Ejercicio 2 DFSEU2 = 1.750 – (0,35*2.000) = +1.050 

SEU Ejercicio 3 DFSEU3 = 700 – (0,35*4.000) = -700 

VTA Ejercicio 1 DFVTA1 = 1.500 – (0,15*6.000) = +600 

VTA Ejercicio 2 DFVTA2 = 500 – 600 = -100 

VTA Ejercicio 3 DFVTA3 = 0 – 500 = -500 

 

3. REPERCUSIONES DE LOS GASTOS CON FINANCIACIÓN AFECTADA 

Si la realización de un gasto con financiación afectada, ya sea la ejecución de los ingresos o de los 
gastos presupuestarios, se extiende más allá de un ejercicio y su ejecución no es sincrónica, se originan 
desviaciones de financiación que impactan en el resultado presupuestario y en el remanente de teso-
rería. 

3.1. El resultado presupuestario 

El resultado presupuestario es la diferencia entre la totalidad de los ingresos y gastos presupuestarios 
realizados durante el ejercicio, es decir, refleja la medida en que los derechos del ejercicio han sido 
suficientes para cubrir las obligaciones contraídas en el mismo. 

- Ingresos presupuestarios > Gastos presupuestarios = Superávit  

- Ingresos presupuestarios < Gastos presupuestarios = Déficit 
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- Ingresos presupuestarios = Gastos presupuestarios = Equilibrio 

En relación a la ejecución de un gasto con financiación afectada pueden darse las siguientes situacio-
nes: 

• Durante el ejercicio pueden haberse reconocido derechos destinados a financiar gastos con finan-
ciación afectada, donde el reconocimiento de las obligaciones derivadas de los mismos o ya se ha 
producido en ejercicios anteriores o se realizará en ejercicios futuros. En este caso se deberán ajustar 
los superávits ficticios, restando del resultado presupuestario las desviaciones de financiación del 
ejercicio positivas. 

Siguiendo con el ejemplo del ejercicio anterior, como en los ejercicios 1 y 2 se ha dado esta situa-
ción, se debería restar del resultado presupuestario del ejercicio 1 y 2 las siguientes desviaciones de 
financiación del ejercicio positivas: 

Ejercicio 1 DFG1 = (1.750 + 1.500) – (0,5*6.000) = +250 

Ejercicio 2 DFG2 = 1.200 - 250 = +950  

• Durante el ejercicio se han reconocido obligaciones, pero los derechos se han reconocido en ejerci-
cios anteriores o se hará en futuros. En este caso se deberán ajustar los déficits ficticios, sumando 
al resultado presupuestario las desviaciones de financiación negativas. 

Siguiendo con el ejemplo del ejercicio anterior, como en el ejercicio 3 se ha dado esta situación, se 
debería sumar al resultado presupuestario del ejercicio 3 la siguiente desviación de financiación del 
ejercicio negativa: 

Ejercicio 3 DFG3 = 0 – 1.200 = -1.200 

• Durante el ejercicio ha habido una ejecución sincrónica de los derechos y las obligaciones. No se 
deberá realizar ningún ajuste al resultado presupuestario. 

3.2. El remanente de tesorería 

El remanente se calcula al final de cada ejercicio y se obtiene por diferencia entre los derechos reco-
nocidos netos pendientes de cobro a corto plazo, los fondos líquidos o disponibles y las obligaciones 
ciertas reconocidas netas y pendientes de pago a corto plazo. Los derechos y obligaciones que se inte-
gran en el remanente de tesorería pueden tener su origen tanto en operaciones presupuestarias como 
no presupuestarias.  

En relación a la ejecución de un gasto con financiación afectada pueden darse las siguientes situacio-
nes: 

• Los derechos reconocidos afectados a la financiación del gasto desde su inicio hasta la fecha de 
determinación del remanente de tesorería, cubren según la proporción establecida por el coeficiente 

CAPÍTULO 7. LOS GASTOS CON FINANCIACIÓN AFECTADA

MANUAL DE CONTABILIDAD Y AUDITORÍA DEL SECTOR PÚBLICO

CONSEJO GENERAL DE ECONOMISTAS DE ESPAÑA · COMITÉ DEL SECTOR PÚBLICO



196

de financiación correspondiente, las obligaciones reconocidas hasta dicha fecha derivadas de la rea-
lización del gasto en cuestión. En este caso no procederá efectuar ninguna explicación adicional en 
cuanto a la composición del remanente de tesorería.  

• Los derechos reconocidos afectados al gasto desde su inicio hasta la fecha en que se efectúa el cál-
culo del remanente, resultan insuficientes para cubrir, en la proporción establecida por el coeficiente 
de financiación correspondiente, las obligaciones reconocidas, hasta este momento, originadas por 
la realización del gasto al que están afectados. En este caso nos encontraremos con una desviación 
de financiación acumulada negativa, por lo que tampoco precederá efectuar ninguna explicación 
adicional en cuanto a la composición del remanente de tesorería.  

• Los derechos reconocidos afectados al gasto, desde su inicio hasta la fecha de cálculo del remanen-
te, superan los que deberían haberse reconocido según la proporción establecida por el coeficiente 
de financiación correspondiente y las obligaciones reconocidas en idéntico período, derivadas de la 
ejecución del gasto. En este caso nos encontraremos con una desviación de financiación acumulada 
positiva, por lo que precederá efectuar una explicación adicional en cuanto a la composición del 
remanente de tesorería 

Estos recursos que aún no tienen su contrapartida en obligaciones reconocidas, se deben reservar 
para poder financiar en ejercicios posteriores estos gastos, y en consecuencia el remanente de teso-
rería total se debe dividir en dos partes: 

- Remanente de tesorería afectado: Que estará constituido por la totalidad de las desviaciones de 
financiación acumuladas positivas, y que solo se podrán utilizar para financiar las operaciones a 
cuya financiación se encuentren afectados los recursos que generan dichas desviaciones. Su valor 
será siempre cero o positivo, garantizando que la financiación recibida para una cierta unidad de 
gasto, aun cuando no se hubiese iniciado su ejecución o, iniciada ya, no hubiese alcanzado el por-
centaje que los ingresos presupuestarios deben cubrir, se aplique, exclusivamente, a su finalidad, 
cualquiera que sea el momento en que se realice. 

Siguiendo con el ejemplo del ejercicio anterior, como en los ejercicios 1 y 2 se ha dado esta situa-
ción, el remanente de tesorería afectado de los ejercicios 1 y 2 sería el importe de las desviaciones 
de financiación acumuladas de cada ejercicio: 

Ejercicio 1 DFAG1 = (1.750 + 1.500) – (0,5*6.000) = +250 

Ejercicio 2 DFAG2 = (3.500 + 1.500) – (0,475*8.000) = +1.200 

- El remanente de tesorería no afectado: es el remanente total menos el exceso de financiación 
afectada, que es de libre disposición y, por tanto, constituye un recurso, que podrá utilizarse para 
la financiación de cualquier gasto. 
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CAPÍTULO 8. LA FINANCIACIÓN BÁSICA 

1. El patrimonio de la administración local 

El patrimonio neto de la entidad local comprende la parte residual de los activos de ésta, resultantes 
del inventario inicial de constitución de su primer balance, una vez deducidos todos sus pasivos. 
Adicionalmente, también incluye los resultados acumulados, las reservas y otras variaciones que le 
afecten. Para las entidades públicas empresariales, su patrimonio neto estará constituido por las apor-
taciones efectuadas por la(s) entidad(es) propietarias(s) que no tengan consideración de pasivos, más 
los resultados acumulados y otras variaciones. 

El epígrafe del patrimonio neto está constituido por los siguientes apartados: 

I. Patrimonio. 

100. Patrimonio.  

11. Reservas. 

II. Patrimonio generado. 

120. Resultados de ejercicios anteriores. 

129. Resultado del ejercicio. 

III. Ajustes por cambio de valor. 

IV. Subvenciones recibidas pendientes de imputación a resultados. 

130. Subvenciones para la financiación del inmovilizado no financiero y de activos en estado de 
venta.  

131. Subvenciones para la financiación de activos corrientes y gastos.  

132. Subvenciones para la financiación de operaciones financieras.  

133. Ajustes por valoración en activos financieros disponibles para la venta.  

134. Ajustes por valoración de instrumentos de cobertura.  

136. Ajustes por valoración del inmovilizado no financiero. 

PATRIMONIO 

Este epígrafe refleja los bienes y derechos aportados por la(s) entidad(es) propietaria(s) mediante apor-
taciones patrimoniales directas más las adscripciones de bienes a favor de la entidad receptora para 
su explotación o utilización.  
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AJUSTES POR CAMBIO DE VALOR 

Este epígrafe recoge los ajustes producidos por la valoración de los siguientes elementos: 

a) Inmovilizado no financiero: 

Para los inmovilizados no financieros valorados a valor razonable según el método de revaloriza-
ción, el incremento del valor contable del bien se registrará en el patrimonio neto. Si posteriormen-
te se reduce su valor, esta disminución también se registrará en el patrimonio, contra la partida 
específica relativa al bien. 

b) Activos financieros disponibles para la venta: 

Los activos financieros disponibles para la venta se valorarán por su valor razonable, sin deducir 
los costes de transacción en que se pudiera incurrir en su enajenación. Los cambios que se pro-
duzcan en el valor razonable se registrarán directamente en el patrimonio neto, hasta la enajena-
ción o deterioro del activo financiero, momento en que se imputará a resultados. 

c) Operaciones de cobertura: 

Afectarán los siguientes dos tipos de coberturas: 

• Coberturas sobre flujos de efectivo: 

El importe reconocido será el menor de los siguientes: 
- El resultado acumulado por el instrumento de cobertura desde el inicio de la cobertura. 
- La variación acumulada en el valor actual de los flujos de efectivo futuros esperados de la par-

tida cubierta desde el inicio de la cobertura.  

• Coberturas sobre inversión neta en moneda extranjera: 

 La parte de la ganancia o pérdida que se califique como cobertura eficaz debe ser reconocida 
directamente en el patrimonio neto a través del estado de cambios en el patrimonio neto. 

CASOS PARTICULARES 

Tratamiento contable de las subvenciones, donaciones y legados otorgados por socios o propieta-
rios, actividades de interés general (BOICAC 77, consulta 8ª) 

1. Subvenciones concedidas a las empresas públicas por las Administraciones Públicas que son 
sus socios que cumplan los requisitos establecidos en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
General de Subvenciones para ser consideradas como tales. 

Constituyen ingresos con independencia a su finalidad, debiendo ser imputados a resultados de 
acuerdo con lo establecido en el apartado 1.3 de la NRV. 18ª del PGC 2007. 
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2. Transferencias u otras entregas sin contraprestación de las Administraciones Públicas que son 
sus socios a las empresas públicas. 

a) Transferencias con finalidad indeterminada, para financiar déficits de explotación o gastos generales 
de funcionamiento de la empresa, no asociados con ninguna actividad o área de actividad en con-
creto sino con el conjunto de las actividades que realiza. 

No constituyen ingresos, debiendo tratarse como aportaciones del socio. 

b) Transferencias a las empresas públicas para financiar actividades específicas. 

Constituyen ingresos, debiendo ser imputadas a resultados de acuerdo con los criterios esta-
blecidos en el apartado 1.3 de la NRV. 18ª del PGC 2007, las transferencias destinadas a finan-
ciar actividades específicas que hayan sido declaradas de interés general mediante una norma 
jurídica. Asimismo se considerarán como tales las transferencias establecidas mediante contra-
tos-programa, convenios u otros instrumentos jurídicos cuya finalidad sea la realización de una 
determinada actividad o la prestación de un determinado servicio de interés público, siempre 
que en dichos instrumentos jurídicos se especifiquen las distintas finalidades que pueda tener 
la transferencia y los importes que financian cada una de las actividades específicas. 

No se imputarán a ingresos las transferencias realizadas para compensar pérdidas genéricas 
aún en el caso de que hayan sido instrumentadas mediante contratos-programa o documentos 
similares. 

c) Transferencias para financiar proyectos específicos de investigación y desarrollo. 

Si estos proyectos de investigación y desarrollo se incluyen en el marco de unas actividades 
que hayan sido consideradas de interés general de acuerdo con lo previsto en el apartado b) 
anterior, constituirán ingresos y se imputarán a resultados de acuerdo con los criterios estable-
cidos en el apartado 1.3 de la NRV 18ª del PGC 2007. 

d) Aportaciones recibidas por las empresas públicas para realizar inversiones de inmovilizado o para 
cancelar deudas por adquisición del mismo. 

Se considerarán como recibidas de un tercero no socio, las transferencias recibidas para finan-
ciar específicamente inmovilizado afecto a una actividad específica de interés general o para 
cancelar deudas por adquisición del mismo. El cumplimiento de dichas condiciones puede deri-
var de una norma jurídica o puede considerarse que se ha producido cuando en un contrato 
programa, convenio u otro instrumento jurídico se haya determinado la financiación específica 
de inmovilizado afecto a la realización de una actividad específica o de las deudas derivadas 
de la adquisición del mismo, habiéndose cuantificado el importe que financia dicho inmovili-
zado o deudas. 
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Dichos ingresos inicialmente y siempre que puedan considerarse como no reintegrables, se 
registrarán como directamente imputables a patrimonio neto, reconociéndose posteriormente 
en la cuenta de pérdidas y ganancias como ingresos sobre una base sistemática y racional, de 
acuerdo con los criterios que se detallan en el punto 1.3 de la propia norma de valoración. 

En este punto, hay que matizar que, en el caso de que la empresa pública recibiese transferen-
cias de la entidad pública dominante para la financiación de gastos específicos producidos en 
el desarrollo de una actividad de interés general, no podrán entenderse financiados por la 
misma los costes de amortización de los activos utilizados que, a su vez, hayan sido financia-
dos con transferencias para la adquisición de inmovilizado afecto a la realización de activida-
des de interés general concedidas por la entidad pública dominante. 

En ningún caso se contabilizarán como ingresos las transferencias genéricas que se destinen 
a financiar inmovilizado, aun en el caso de que una vez que entre en funcionamiento dicho 
inmovilizado se utilice total o parcialmente para realizar actividades o prestar servicios de inte-
rés general. 

e) Transferencias para financiar gastos específicos o inusuales no afectados específicamente a una acti-
vidad. 

No constituyen ingresos, al no estar afectos a una actividad específica, en línea con lo recogido 
en el apartado a) anterior, debiendo tratarse, por tanto, como aportaciones del socio. 

 

Tratamiento contable de las operaciones de crédito a tipo de interés cero, formalizadas entre una 
entidad y sus socios o propietarios (BOICAC 79, consulta 6ª) 

- Cuando la entidad A es propietaria de la entidad B y actúa como prestamista: 

Si la entidad A aporta recursos a la entidad B de forma gratuita, esta aportación no puede tener 
la consideración de gasto e ingreso respectivamente, ya que el apartado 2 de la NRV 18ª rechaza 
la posibilidad de que entre socio y sociedad pueda existir como causa del negocio la mera libera-
lidad. Por el contrario, la solución que recoge la norma para estas transacciones guarda sintonía 
con la causa mercantil que ampara las ampliaciones de capital. Desde una perspectiva estricta-
mente contable, la entidad donataria experimenta un aumento de sus fondos propios clasificado 
como "Otras aportaciones de socios” del balance y la donante, en sintonía con el criterio recogido 
en la consulta 7 del BOICAC nº 75 contabilizará, con carácter general, un mayor valor de su par-
ticipación salvo que, como se expone el apartado 4º posterior, existiendo otros socios, los donantes 
realicen una aportación en una proporción superior a la que les correspondería por su participa-
ción efectiva. 
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- Cuando la entidad A es propietaria de B y actúa como prestataria: 

El razonamiento expuesto en el apartado anterior resulta de aplicación a este segundo supuesto, 
excepto por lo referente al análisis de la realidad económica de la operación, ya que es ahora la 
entidad dependiente la que presta los fondos a tipo de interés cero a la entidad dominante. En 
este caso es la filial la que transfiere recursos gratuitamente a la matriz, por lo que la diferencia 
entre el valor razonable del crédito y el débito y el importe de la transferencia, debe registrarse por 
la entidad donante directamente en los fondos propios, con cargo a una cuenta de reservas. 

En sintonía con dicho tratamiento, la entidad donataria reconocerá un ingreso, o dará de baja la 
inversión en la entidad dependiente, según proceda. 

Sin embargo, en el supuesto que existiendo otros socios de las entidades dependientes, la distri-
bución se realice en una proporción superior a la que le correspondería a la entidad dominante 
por su participación efectiva, el exceso sobre dicha participación se contabilizará de acuerdo con 
los criterios generales. Es decir, un gasto para la entidad donante y un ingreso para la donataria. 

EJEMPLO NUMÉRICO: 

La entidad A concede el 1 de enero de 2021 una subvención a la entidad B de 30.000 € para financiar 
una obra cuya vida útil es de 50 años. Se conoce además la siguiente información: 

- La entidad B presenta la documentación justificativa el 15 de diciembre de 2021. 

- La entidad A aprueba la documentación justificativa y el reconocimiento de la obligación el 15 de 
enero de 2022. 

Entonces, la entidad B registrará los siguientes asientos: 

Por el ingreso de la subvención: 

 

Por la imputación en el patrimonio neto: 

 

Por el traspaso a resultados: 

 

(*) 30.000 / 50 = 600 
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Por el reconocimiento del derecho (en el ejercicio 2022): 

 

  

2. Pasivos financieros 

Los pasivos se reconocerán en el balance cuando se considere probable que, a su vencimiento, se 
tenga que entregar o ceder recursos de la entidad. Los pasivos financieros son una obligación exigible 
e incondicional de librar efectivo u otro activo financiero a un tercero. 

Al menos a fecha de cierre, aunque se hayan dictado los actos que determinen el reconocimiento de 
ingresos y gastos presupuestarios, habrá que reconocer en el balance los pasivos devengados. 

Se desglosan a continuación las diferentes clasificaciones de los pasivos financieros en función de su 
criterio de valoración: 

2.1. A coste amortizado 

Los pasivos financieros a coste amortizado incluyen: 

• Débitos y partidas a pagar por operaciones de la actividad normal. 

• Deudas en valores negociables emitidos con la intención de mantenerlos hasta su vencimiento. 

• Deudas representadas en valores negociables. 

• Deudas con entidades de crédito. 

• Otros débitos y partidas a pagar. 

VALORACIÓN INICIAL 

Con carácter general, los pasivos financieros a coste amortizado se valorarán a valor razonable, que 
salvo que se tenga evidencia de lo contrario, será su precio de adquisición, más los costes de transac-
ción que sean directamente atribuibles a la operación. 

Las partidas a pagar cuyo vencimiento sea inferior al año se registrarán por su valor nominal. 

Las partidas a pagar con vencimiento superior a un año que no tengan establecido un tipo de interés 
contractual y los préstamos recibidos a largo plazo se reconocerán por su valor razonable, que equi-
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valdrá al valor actual de los pagos aplicando el tipo de interés a la que la entidad paga sus demoras 
o aplazamientos. 

Las fianzas y depósitos se registrarán por el importe recibido, sin actualización del mismo. 

VALORACIÓN POSTERIOR 

Los pasivos financieros a coste amortizado se valorarán posteriormente por su coste amortizado, impu-
tando los intereses devengados por el método del tipo de interés efectivo a la cuenta de resultados. 
Las fianzas y depósitos mantendrán su valor nominal. 

Los intereses implícitos son la diferencia entre el valor inicial de la deuda y su valor de reembolso y 
constituyen un incremento del valor del pasivo financiero. Se reconoce el gasto mediante el criterio de 
devengo y con la aplicación del método del tipo de interés efectivo, con independencia de su pago. 

2.2. A valor razonable con cambios en resultados 

Los pasivos financieros valorados a valor razonable con cambios en resultados comprenden: 

• Deudas representadas en valores negociables emitidos con el acuerdo de recomprarlas a corto plazo 
a un precio determinado. 

• Los derivados, excepto los considerados de cobertura o de garantía financiera. 

VALORACIÓN INICIAL 

Se valorarán inicialmente por su valor razonable que, salvo que exista evidencia de lo contrario, equi-
valdrá al precio de la contraprestación recibida, llevando los costes de transacción a la cuenta de resul-
tados. 

VALORACIÓN POSTERIOR 

La valoración posterior de estos pasivos se realizará en base a su valor razonable. Las variaciones que 
se generen en este valor razonable se imputaran a resultados.  

BAJA 

Se procederá a contabilizar la baja de un pasivo financiero cuando se haya cancelado su obligación. 
La diferencia entre el valor contable del pasivo y el importe de la contraprestación entregada se llevará 
a la cuenta de resultados. 
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CASOS PARTICULARES 

a) Intercambio de pasivos financieros: 

Cuando entre una entidad emisora y una de prestamista se realice un intercambio de instrumentos 
de deuda a coste amortizado, se considerarán las siguientes reglas: 

- Cuando los instrumentos tengan condiciones diferentes, se cancelará el pasivo financiero ori-
ginal y se reconocerá el nuevo pasivo, registrando los costes adicionales en la cuenta de resul-
tados. 

- Cuando los instrumentos no tengan condiciones diferentes, no se cancelará el pasivo original, 
si no que se incorporarán los costes adicionales a su valor, y se calculará su nuevo  tipo de 
interés efectivo con el fin de calcular el nuevo coste amortizado del pasivo financiero. 

b) Extinción de un pasivo financiero por asunción o por prescripción:   

La asunción se produce cuando el acreedor exime del pago de una deuda a una entidad porque 
un nuevo deudor ha asumido dicha obligación. La entidad cuya deuda es asumida procederá a 
cancelar el pasivo financiero y registrará como contrapartida su importe como un ingreso por sub-
venciones recibidas para la cancelación de deudas.  Por otro lado, la entidad que asuma la deuda 
registrará el nuevo pasivo financiero reconociendo como contrapartida su importe como un gasto 
por subvenciones otorgadas. 

Cuando prescriba la obligación de una entidad a rembolsar el importe de un pasivo financiero, se 
procederá a dar de baja dicho pasivo, reconociendo como contrapartida un ingreso extraordinario.   

c) Arrendamiento financiero: 

El arrendamiento financiero resulta de la transferencia de todos los riesgos y ventajas inherentes 
a la propiedad de un bien sujeto el régimen de arriendo. Las condiciones más significativas que 
caracterizan un arrendamiento financiero son: 

- No hay dudas razonables de la ejecución de la opción de compra del bien al finalizar el con-
trato. 

- La duración del arrendamiento cubre toda o prácticamente toda la vida útil del bien. 

- El valor actual de las cantidades a pagar cubre total o casi totalmente el valor razonable del 
bien. 

- El activo arrendado tiene una función tan específica que no puede ser remplazado con facili-
dad por otros bienes. 

Contabilidad del arrendatario: 

En el momento inicial reconocerá el activo según su naturaleza y la obligación asociada por el en 
el pasivo del balance por el mismo importe, que será el menor entre el valor razonable del activo 
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arrendado y el valor actual de las cantidades a pagar durante la vigencia del contrato, incluyendo 
la opción de compra, y excluyendo las cuotas contingentes y los costes del servicio. 

Cada una de las cuotas del arrendamiento comprenderá la reducción de la carga financiera y la 
reducción de la deuda pendiente. Dicha carga financiera se distribuirá a lo largo de toda la dura-
ción del contrato y su importe, calculado mediante el método del tipo de interés efectivo, se reco-
nocerá como gasto en la cuenta de resultados. 

d) Ventas con arrendamiento posterior: 

Estas operaciones consisten en enajenaciones a les que prosigue el arrendamiento posterior del 
bien vendido y suponen en su fondo una operación de financiación. En este supuesto, el arrenda-
tario no variará la calificación del activo ni contabilizará resultados de la enajenación. Además, 
registrará el importe recibido con abono a una cuenta que corresponda a un pasivo financiero, cal-
culando los intereses generados mediante el método del interés efectivo. 
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CAPÍTULO 9. CONTABILIDAD DEL INMOVILIZADO  

1. Inmovilizado financiero 

1.1. Inversiones financieras 

Corresponden a la cesión de recursos de la propia entidad a otras entidades con la finalidad de obte-
ner rentas o cierto control en la entidad receptora. 

Las inversiones financieras se clasifican en: 

• Acciones y participaciones en otras entidades. 

• Obligaciones y otros títulos de renta fija emitidos por otros entes. 

• Préstamos y créditos no comerciales. 

• Imposiciones a plazo. 

• Fianzas y depósitos constituidos. 

Las cuentas contables donde se registrarán las inversiones financieras son: 

24. Inversiones financieras a largo plazo en empresas del grupo y asociadas. 

25. Otras inversiones financieras. 

26. Fianzas y depósitos constituidos a largo plazo. 

53. Inversiones financiera a corto plazo en entidades del grupo, multigrupo y asociadas. 

54. Inversiones financieras a corto plazo. 

55. Otras cuentas financieras. 

56. Fianzas y depósitos constituidos a largo plazo. 

El registro y la valoración de las inversiones financieras se basarán en los siguientes criterios: 

• Valoración inicial: por su coste, que será el valor razonable de la contraprestación más los costes de 
transacción directamente atribuibles. 

• Valoración posterior: por su coste más el importe acumulado de las correcciones valorativas por 
deterioro. 

• Deterioro: al cierre del ejercicio se efectuarán las correcciones valorativas cuando sea evidente que 
el valor registrado no sea recuperable. 
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1.2. Créditos y partidas a cobrar 

En esta categoría se clasificarán, salvo que sea aplicable lo dispuesto para los activos mantenidos para 
negociar y otros activos financieros con valor razonable con cambios en resultados, los:  

a) Créditos por operaciones corrientes: son aquellos activos financieros que se originan en la venta 
de bienes y la prestación de servicios por operaciones corrientes. 

b) Créditos por operaciones no corrientes: son aquellos activos financieros que, no siendo instru-
mentos de patrimonio ni derivados, no se originan de la actividad corriente, y sus cobros son de 
cuantía determinada o determinable. No se incluirán aquellos activos financieros para los cuales 
el tenedor pueda no recuperar sustancialmente toda la inversión inicial, por circunstancias diferen-
tes al deterioro crediticio. 

VALORACIÓN INICIAL 

Estos activos han de valorarse inicialmente por su valor razonable, que será normalmente el precio de 
la transacción. 

No obstante, los créditos por operaciones corrientes con vencimiento no superior a un año y que no 
tengan interés contractual, así como los anticipos y créditos al personal, los dividendos a cobrar y los 
desembolsos exigidos sobre instrumentos de patrimonio se podrán valorar a su valor nominal, siempre 
que el hecho de no actualizar los flujos de efectivo no sea significativo. 

VALORACIÓN POSTERIOR 

Los activos financieros incluidos en esta categoría se valorarán por su coste amortizado. 

Los intereses devengados se contabilizarán en la cuenta de pérdidas y ganancias, aplicando el método 
del tipo de interés efectivo. No obstante, los créditos con vencimiento no superior a un año que se 
valoren inicialmente por su valor nominal continuarán valorándose por dicho importe, salvo que se 
hubieran deteriorado.  

DETERIORO DE VALOR 

Al menos al cierre del ejercicio deberán efectuarse las correcciones valorativas necesarias siempre que 
exista evidencia objetiva de que el valor de un crédito se ha deteriorado. 

La pérdida por deterioro del valor de estos activos financieros será la diferencia entre su valor en libros 
y el valor actual de los flujos de efectivo futuros que se estima van a generar, descontados al tipo de 
interés efectivo calculado en el momento de su reconocimiento inicial. 

Las correcciones valorativas por deterioro, así como su reversión cuando el importe de dicha pérdida 
disminuyese por causas relacionadas con un evento posterior, se reconocerán como un gasto o un 
ingreso, respectivamente, en la cuenta de pérdidas y ganancias. 

CAPÍTULO 9. CONTABILIDAD DEL INMOVILIZADO 

MANUAL DE CONTABILIDAD Y AUDITORÍA DEL SECTOR PÚBLICO

CONSEJO GENERAL DE ECONOMISTAS DE ESPAÑA · COMITÉ DEL SECTOR PÚBLICO



213

2. Inmovilizado no financiero 
El inmovilizado no financiero comprende los elementos patrimoniales que tienen un carácter perma-
nente en el activo de la entidad y que no se encuentran disponibles para la venta. Los epígrafes que 
forman parte del inmovilizado no financiero son: 

• El inmovilizado material 

• El inmovilizado intangible 

• Las inversiones inmobiliarias 

• El patrimonio público del suelo 

2.1. Inmovilizado material 
Son los activos tangibles, muebles e inmuebles que posee la entidad para la producción y suministro 
de bienes y servicios o para sus propios propósitos administrativos y que tengan una vida útil superior 
a un año. Estos elementos deberán estar incluidos dentro del domino público, ser utilizados de forma 
continuada en el desarrollo de la actividad y no estar destinados para la venta. 

El epígrafe del inmovilizado material comprende los siguientes elementos: 

210.Terrenos y bienes naturales.  

211.Construcciones.  

212. Infraestructuras.  

213. Bienes del patrimonio histórico.  

214. Maquinaria y utillaje.  

215. Instalaciones técnicas y otras instalaciones.  

216. Mobiliario.  

217. Equipos para procesos de información.  

218. Elementos de transporte.  

219. Otro inmovilizado material.  

ADQUISICIÓN Y VALORACIÓN INICIAL DEL INMOVILIZADO MATERIAL 

Con carácter general, el inmovilizado material se valorará según el precio de adquisición o el coste de 
producción, más las correcciones valorativas que puedan producirse. 

1. Compraventa a terceros: 

En el supuesto de compra a terceros, la valoración del inmovilizado material se realizará de acuer-
do con su precio de adquisición, que incluye: 

- El importe facturado por el proveedor. 
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- Los impuestos indirectos no recuperables. 

- Los aranceles de importación. 

- Los costes relacionados con la puesta en funcionamiento del elemento. 

- Los descuentos o rebajas. 

Se considerarán costes directamente relacionados con la compra:  

- Los de preparación del emplazamiento físico. 

- Los de transporte. 

- Los de instalación. 

- Honorarios profesionales de servicios relativos a la adquisición. 

- El valor actual del coste estimado del desmantelamiento del activo. 

2. Construcción propia: 

En el supuesto de elementos construidos por la propia entidad, estos se valorarán en función de 
su coste de producción, que incluirán: 

- La mano de obra directa. 

- Los costes de los materiales y servicios consumidos. 

- La amortización del inmovilizado utilizado. 

- Los costes indirectos. 

- Los gastos financieros para elementos que necesiten más de un año en materializarse, y deven-
gados con anterioridad a la fecha de puesta en marcha. 

3. Adquisición gratuita: 

Cuando el elemento se adquiere mediante una adquisición a título gratuito, herencia, legado o 
donación, se valorará en función de su valor razonable. 

4. Adquisición mediante arrendamiento financiero: 

Se registrarán en el inmovilizado material aquellos bienes arrendados de los cuales exista una 
voluntad firme de ejercer su opción de compra a la finalización del contrato de arrendamiento. Su 
contabilización se realizará en función del menor valor entre los siguientes: 

- Valor razonable del elemento arrendado. 

- Valor actual de los pagos generados a lo largo del contrato, incluyendo la opción de compra. 

CAPÍTULO 9. CONTABILIDAD DEL INMOVILIZADO 

MANUAL DE CONTABILIDAD Y AUDITORÍA DEL SECTOR PÚBLICO

CONSEJO GENERAL DE ECONOMISTAS DE ESPAÑA · COMITÉ DEL SECTOR PÚBLICO



215

OPERACIONES POSTERIORES A LA ADQUISICIÓN 

Con posterioridad a la adquisición o construcción de un elemento del inmovilizado, pueden producirse 
operaciones relativas al mismo que, en función de su naturaleza, pueden tratarse como más valor de 
este activo o, por el contrario, reconocerse como a gastos del ejercicio. Con carácter general, se impu-
tarán como a más valor del activo los siguientes elementos: 

• Los costes de ampliación, modernización y mejoras que impliquen mayores rendimientos futuros 
o un potencial de servicio, así como mejoras en la productividad y vida útil.  

• Los gastos relativos al reemplazo o renovación de componentes. 

• Las grandes reparaciones realizadas de forma periódica y planificada. 

EJEMPLO NUMÉRICO 

El día 1 de enero de 2021 una entidad adquiere una máquina cuyo coste asciende a 50.000 €. Los 
gastos de transporte y puesta en funcionamiento totalizan 5.000 €. Al finalizar su vida útil, que es de 
10 años, se procederá a su desmontaje, cuyo valor actual es de 6.000 € (tipo de interés oficial del 
3%). Entonces: 

Coste de adquisición: coste maquinaria + gastos transporte + gastos puesta en funcionamiento + 
coste actual del desmontaje = 50.000 + 5.000 + 6.000 = 61.000 € 

La contabilización del alta será: 

 

A 31 de diciembre de 2021 se asentarán los siguientes apuntes: 

 
(*): 3% x 6.000 = 180 

A 31 de diciembre de 2022, los importes del mismo asentamiento serán: 

 
(*): 3% x 6.180 = 185 
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Se supone a continuación que a 31 de diciembre de 2023 se estima que el valor actual de los gastos 
de desmantelamiento será de 1.500 €, por lo que habrá que ajustar esta rectificación: 

• Valor contable neto: coste desmantelamiento inicial - amortización acumulada = 6.000 - 1.200 = 
4.800 

• Saldo de la cuenta (143) a 31/12/2023: 6.365 

• Disminución de la provisión contabilizada: 1.500 – 6.365 = 4.865 

Por lo que el asiento a registrar será: 

 

OPERACIONES MIXTAS 

1) Permuta: 

Un bien del inmovilizado se adquiere por permuta cuando se recibe a cambio la entrega de otros 
bienes o de una combinación de otros bienes y activos monetarios. Casuísticas: 

a) Si los activos intercambiados no son similares desde el punto de vista funcional o de vida útil, 
y se puede establecer una estimación fiable del valor razonable de los bienes que se intercam-
bian, entonces su valoración consistirá en: 
- Bien recibido: a valor razonable. 
- Bien entregado: a valor contable neto. 

Las diferencias entre ambas valoraciones se llevarán a la cuenta de resultados del ejercicio. Las 
diferencias entre los valores razonables de los activos intercambiados que no se compensan 
mediante entregas de efectivo se tratarán como subvenciones recibidas o entregadas, según 
sea el caso.  

b) Cuando los elementos intercambiados son similares desde el punto de vista funcional o de 
vida útil, o no se puede realizar una estimación fiable del valor razonable de los elementos 
intercambiados, entonces el bien recibido se contabilizará en función del valor contable del 
bien entregado, añadiendo el importe del pago en efectivo, y con el límite máximo fijado en el 
valor razonable del bien adquirido. 

EJEMPLO NUMÉRICO: 

Una entidad posee una maquinaria de la que se conoce la siguiente información: 

- Precio de adquisición: 45.000 € 

- Amortización acumulada: 5.000 € 

- Valor contable neto: 45.000-5.000= 40.000 € 
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La entidad lleva a cabo una permuta de esta maquinaria, entregando en efectivo 1.000 euros. La 
máquina que se adquiere tiene un valor de mercado de: 
a) 55.000 euros. 
b) 29.000 euros, 

Entonces, 

a) Para valorar el valor de mercado de la máquina que se adquiere se considerará el menor de 
los siguientes importes: 
- Valor contable de la máquina que se entrega + efectivo = 40.000 + 1.000 = 41.000 € 
- Valor razonable de la máquina que se recibe: 55.000 € 

El alta del bien se contabiliza por el valor contable de la máquina que se entrega más el efec-
tivo pagado. 

 

 b) Para valorar el valor de mercado de la máquina que se adquiere se considerará el menor de 
los siguientes importes: 
- Valor contable de la máquina que se entrega + efectivo = 40.000 + 1.000 = 41.000 € 
- Valor razonable de la máquina que se recibe: 29.000 € 

Se produce una pérdida por la diferencia entre el valor contable del bien entregado, el valor razo-
nable del bien recibido y el efectivo entregado. Entonces, el asiento que se registrará en la conta-
bilidad será: 

 

EJEMPLO NUMÉRICO: 

Una entidad pública local realiza una operación de permuta mediante la cual entrega una cons-
trucción a cambio de un terreno. El valor razonable del bien recibido es inferior al valor contable 
neto del bien que se entrega. Entonces: 

 

 
A: a valor razonable. B: a coste de adquisición. C: según registros contables. D: diferencia valor razonable – 
valor contable neto de los bienes intercambiados. E: importe en efectivo. F: diferencia entre los valores razo-
nables de los bienes intercambiados 
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2) Aportaciones no dinerarias a sociedades: 

Consisten en la entrega de un inmovilizado a cambio de títulos de valores. Es un tipo de operación 
muy común en las creaciones de sociedades mercantiles municipales y su tratamiento es análogo 
al de las permutas. 

OPERACIONES ESPECIALES 

1) Adjudicación en pago a deudas: 

Consiste en la recepción de un elemento para la finalización del proceso de recaudación en ejecu-
tiva sobre un deudor. 

2) Cesión gratuita de bienes y derechos: 

Este tipo de operaciones hacen referencia a la transferencia de bienes o derechos sin que se pro-
duzca una contraprestación. Incluye tanto las operaciones entre entidades públicas como las de 
entre entidades públicas y privadas.  

CONTABILIDAD DEL CEDENTE: 

- Si la duración de la cesión es igual o superior a la vida útil del bien: el cedente dará de baja 
el bien entregado por el valor contable neto que se registra la subvención concedida. 

- Si la duración de la cesión es inferior a la vida útil del bien: no se da de baja el bien, sino que 
se contabiliza una subvención concedida por el importe de las correcciones valorativas (dete-
rioros) derivadas del uso del bien. Cuando termina el período de cesión, la entidad continúa 
dotando la amortización hasta el final de la vida útil del elemento. 

CONTABILIDAD DEL CESIONARIO: 

- Se contabilizará el bien en el inmovilizado material (o intangible) por su valor razonable, con 
abono a una cuenta del patrimonio neto. Esta cuenta se irá imputando a la cuenta de resul-
tados en proporción de la amortización anual del elemento o, en su caso, en su enajenación.   

ESQUEMA DE ASIENTOS: 

Contabilidad del cedente: 

a) Cuando el periodo de cesión es igual o superior a la vida útil del bien: 

Se contabilizará la baja del elemento por su valor neto contable, reconociendo un gasto por 
subvención otorgada. 
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b) Cuando el periodo de cesión es inferior a la vida útil del bien: 

Se contabilizará un deterioro de valor, por el valor contable del usufructo cedido, reconociendo 
un gasto por subvención otorgada por el mismo importe. 

CAPÍTULO 9. CONTABILIDAD DEL INMOVILIZADO 

MANUAL DE CONTABILIDAD Y AUDITORÍA DEL SECTOR PÚBLICO

CONSEJO GENERAL DE ECONOMISTAS DE ESPAÑA · COMITÉ DEL SECTOR PÚBLICO

Contabilidad del cesionario: 

a) Cuando el periodo de cesión es igual o superior a la vida útil del bien: 

Se contabilizará el alta del bien recibida por su valor razonable según su naturaleza: 

b) Cuando el periodo de cesión es inferior a la vida útil del bien: 

Se contabilizará un inmovilizado intangible por el valor razonable del derecho de uso del bien 
cedido o subvención recibida. 

3) Adscripción de bienes: 

Estas operaciones corresponden a la transferencia gratuita por parte de la entidad pública de un 
activo para un uso determinado por parte de la entidad que lo recibe. 

CONTABILIDAD DE LA ENTIDAD QUE LO ENTREGA: 

- Contabilizará la baja del bien por su valor contable neto, reconociendo un activo financiero por 
su valor razonable y registrando la diferencia entre ambos valores en la cuenta de resultados. 

- En caso de producirse su reversión, se procederá a dar de alta nuevamente el elemento en el 
inmovilizado por su valor razonable, llevando la diferencia entre éste y su valor contable reco-
nocido inicialmente a la cuenta de resultados. 

CONTABILIDAD DE LA ENTIDAD QUE LO RECIBE: 

- Contabilizará el alta del bien recibido por su valor razonable, con cargo en la cuenta que 
corresponda del inmovilizado material, y abonando dicho importe en el patrimonio neto, debi-
do a que se considera una aportación de capital 
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- En caso de producirse su reversión, se procederá a dar de baja el bien de las cuentas de inmo-
vilizado y de patrimonio neto correspondientes 

EJEMPLO NUMÉRICO: 

Entidad que entrega el bien: 

- Contabilizará una participación en el patrimonio neto de la dependiente por el valor razonable 
del usufructo cedido, y un deterioro de valor del elemento del patrimonio por el valor contable 
del usufructo cedido. 
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Donde, A: a valor razonable del bien entregado.B: valor razonable – valor contable del bien entregado. C: a valor 
contable neto del bien entregado. 

Entidad que recibe el bien: 

- Si el periodo de adscripción es similar a la vida útil del bien, entonces registrará un inmovili-
zado material por el valor razonable del bien recibido. 

 - Si el periodo de adscripción es inferior a la vida útil del bien, entonces registrará un inmovili-
zado intangible por el valor razonable del derecho de uso del elemento recibido.  

CORRECCIONES DE VALOR: 

Amortización: 

La amortización es la distribución sistemática de la depreciación de un activo a lo largo de su vida 
útil. La base amortizable es igual al valor contable del bien detrayéndole su valor residual. El cál-
culo de la dotación anual se realizará en base al método lineal, el método de suma de dígitos o 
método de la tasa constante sobre el valor contable. 

Deterioro: 

El deterioro se determina, con carácter general, por la cantidad en la que el valor contable de un 
activo excede a su valor recuperable, siempre que esta diferencia sea significativa. 

El registro de un deterioro supondrá una nueva base de amortización del bien afectado, lo que 
conducirá a un recálculo de la amortización en función de dicha base. 
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Cuando se calcule un deterioro se tendrán en cuenta las siguientes circunstancias: 

- Cambios importantes en el entorno tecnológico o legal. 

- Disminución significativa del valor de mercado. 

- Evidencia de obsolescencia o deterioro físico. 

- Cambios relevantes en su uso. 

- Evidencia de un rendimiento inferior al esperado. 

Un deterioro se revertirá cuando exista evidencia de que su valor recuperable es superior a su valor 
contable.  

Provisión por desmantelamiento: 

Se podrá reconocer el importe estimado del desmantelamiento de un activo como más valor de un 
activo, siempre y cuando se registre su correspondiente provisión. Las nuevas estimaciones de los 
costes de desmantelamiento se ajustarán contra las cuentas del inmovilizado y de la provisión 
correspondiente, modificándose, a su vez, la base amortizable del bien. 

Revalorización de los activos: 

Con posterioridad a su valoración inicial, los activos pueden experimentar incrementos de su valor 
inicial por desembolsos posteriores, descontándose su amortización acumulada y deterioros. Para 
aplicar una revalorización, se tomarán en consideración los siguientes requisitos: 

- Incrementos sustanciales en el precio que provoquen que el valor contable sea poco relevante 
respecto al valor real. 

- Mercado significativo y transparente para minimizar la desviación derivada del cálculo de plus-
valías. 

- Revalorización de todos los activos de similar naturaleza y uso en las actividades. 

- Regularidad de los test de revalorización. 

BAJA: 

Los activos inmovilizados se darán de baja en el momento de su enajenación o cuando ya no se 
espere obtener más rendimientos económicos en el futuro de los mismos. 

La diferencia entre el importe que se obtenga del inmovilizado, una vez descontados los costes de 
venta, y el valor contable del mismo determinará si hay un beneficio o una pérdida en la baja del 
elemento. 

Además de las bajas por enajenación, se pueden producir bajas de elementos del inmovilizado 
mediante las siguientes figuras: 

- Prescripción extintiva: finalización del plazo de posesión de un bien por un tercero. 
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- Donación: entrega de un bien a título gratuito. 

- Pérdida o destrucción. 

En estos supuestos se procederá a contabilizar la baja por su valor contable neto, reconociendo la 
pérdida en la cuenta de resultados. 

2.2. Inmovilizado intangible 

Es el conjunto de activos intangibles y de derechos susceptibles de valoración económica de carácter 
no monetario y sin apariencia física que cumplen, además, las siguientes características: 

• Tienen permanencia en el tiempo 

• Se usan para la producción de bienes y servicios o constituyen una fuente de recursos para la enti-
dad 

Adicionalmente, estos bienes también cumplen el criterio de identificabilidad, que incluye los siguien-
tes aspectos: 

• El bien es separable y susceptible a ser enajenado, cedido, arrendado, intercambiado o librado para 
su explotación 

• El bien se origina mediante derechos contractuales o legales, con independencia de si estos dere-
chos puedan ser transferibles o separables de otros derechos u obligaciones 

Las cuentas que forman parte del epígrafe del inmovilizado intangible son: 

200. Inversión en investigación.  

201. Inversión en desarrollo.  

203. Propiedad industrial e intelectual.  

206. Aplicaciones informáticas.  

207. Inversiones sobre activos utilizados en régimen de arrendamiento o cedidos.  

208. Anticipos para inmovilizaciones intangibles.  

209. Otro inmovilizado intangible. 

RECONOCIMIENTO 

Para el reconocimiento inicial de un inmovilizado intangible es necesario que éste cumpla con la defi-
nición de un activo y que además cumpla con el criterio de identificabilidad 

Para que un inmovilizado sea considerado intangible ha de cumplir con alguno de los requisitos 
siguientes: 

- Que sea susceptible de ser separado de la empresa y vendido, cedido, arrendado, etc. 

- Que surja de derechos legales o contractuales con independencia de que tales derechos sean trans-
feribles o separables. 
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Son inmovilizados intangibles los siguientes elementos: 

- Gastos de investigación y desarrollo 

- Propiedad industrial e intelectual 

- Aplicaciones informáticas 

- Inversiones sobre activos utilizados bajo arrendamiento operativo o cedidos por un período inferior 
al de su vida útil. 

- Concesiones administrativas 

- Cesiones de uso por un periodo inferior a la vida económica 

- Derechos de traspaso 

VALORACIÓN POSTERIOR 

Los elementos de inmovilizado intangible que tengan una vida útil definida se amortizarán conforme 
al plan de amortización que considere la entidad. Si ésta considera que un activo tiene una vida útil 
indefinida, entonces el bien no se amortizará. Bajo este supuesto, al finalizar el ejercicio se valorará si 
el elemento ha sufrido deterioro en su valor, debiendo proceder a la dotación correspondiente en su 
caso. 

Se considerará que un bien del inmovilizado intangible tiene una vida útil indefinida cuando genera 
rendimientos por un período de tiempo no limitado. 

NORMAS PARTICULARES 

Investigación y desarrollo: 

En general, se considerarán gastos del ejercicio en que se realicen. Para poder activarse han de cumplir 
las siguientes condiciones: 

- Estar individualizados por proyectos y su coste claramente establecido para que pueda ser distribui-
do en el tiempo 

- Tener motivos fundados del éxito técnico y de la rentabilidad económico-comercial del proyecto 

Los gastos en investigación y desarrollo se amortizarán por un período máximo de cinco años, o duran-
te su vida útil si ésta fuera inferior. En caso de dudas sobre el éxito o la rentabilidad deberán imputarse 
directamente a pérdidas del ejercicio. 

Propiedad industrial e intelectual: 

Se imputará en la propiedad industrial e intelectual los gastos relativos a la adquisición a terceros de 
los derechos correspondientes. 
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Cuando correspondan a elementos generados por la propia entidad, se contabilizarán los gastos de 
desarrollo capitalizados cuando se obtenga la patente. Se incluirá el coste del registro y de formaliza-
ción de la propiedad industrial. 

La propiedad industrial debe ser objeto de amortización y corrección valorativa por deterioro cuando 
proceda. 

Derechos de traspaso: 

Solo puede figurar si se ha adquirido de forma onerosa. Debe ser objeto de amortización y de correc-
ción valorativa por deterioro. 

Aplicaciones informáticas: 

Los programas de ordenador y las páginas web se incluirán en el activo si cumplen los requisitos de 
reconocimiento. No pueden activarse los gastos de mantenimiento de los mismos. 

Otros inmovilizados intangibles: 

El resto de los elementos intangibles se reconocerán siempre que cumplan los requisitos establecidos 
en las normas de registro y valoración. Entre estos elementos se pueden señalar las concesiones admi-
nistrativas, derechos comerciales, propiedad intelectual o licencias. 

2.3. Inmovilizado inmobiliario 

a) Inversiones inmobiliarias: 

Comprenden los inmuebles (terrenos y edificaciones) que se poseen para generar rendas o plus-
valías mediante su arrendamiento o enajenación, no siendo empleados en la producción o sumi-
nistro de bienes o servicios públicos, ni para fines administrativos de la propia entidad, ni para su 
venta en el curso ordinario de las operaciones.  

Las cuentas que comprenden el epígrafe del inmovilizado inmobiliario son: 

230. Adaptación de terrenos y bienes naturales.  

231. Construcciones en curso.  

232. Infraestructuras en curso.  

233. Bienes del patrimonio histórico en curso.  

234. Maquinaria y utillaje en montaje.  

235. Instalaciones técnicas y otras instalaciones en montaje.  

237. Equipos para procesos de información en montaje.  

239. Anticipos para inmovilizaciones materiales e inversiones inmobiliarias. 
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El Plan de Contabilidad indica que se debe de hacer las siguientes clasificaciones de los edificios 
y terrenos que comprenden las inversiones no financieras: 

- Los usados para su propia actividad productiva o para fines administrativos que se recogen en 
el subgrupo 21 

- Los usados para obtener rentas, plusvalías o ambas que se recogen en el subgrupo 22 

- Los mantenidos para la venta que deberán recogerse en el subgrupo 58 (excepto que la venta 
de inmuebles sea el objeto normal de la empresa que entonces deberán recogerse como exis-
tencias en las cuentas del grupo 3) 

Para su contabilización se han de aplicar las mismas normas contenidas en el apartado de inmo-
vilizado material. 

b) Patrimonio Público del Suelo: 

Corresponde a los activos no corrientes referentes, en su generalidad, a bienes inmuebles que 
están afectados al destino del patrimonio público. Su registro y valoración se regirá en los mismos 
criterios del inmovilizado material. 

El patrimonio público del suelo tendrá un reconocimiento separado con respecto al resto de bienes 
de la entidad, disponiéndose para ello de las siguientes cuentas: 

240. Terrenos. 

241. Construcciones. 

242. Aprovechamientos urbanísticos. 

249. Otros bienes y derechos del Patrimonio Público del Suelo. 

284. Amortización acumulada del Patrimonio Público del Suelo. 

294. Provisión por depreciación del Patrimonio Público del Suelo. 

El origen de los bienes del Patrimonio Público del Suelo proviene del art. 18 del RDL 7/2015, de 
30 de octubre, por el cual se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Suelo, en el cual se dispone 
que los propietarios de un suelo urbanizable en el que se va a desarrollar una actuación urbanís-
tica deberán entregar a la Administración Pública, y con destino al patrimonio público del suelo, el 
suelo libre de cargas de urbanización correspondiente al 10% de la edificabilidad de la actuación.  

Aspectos relevantes: 

- El aprovechamiento urbanístico correspondiente a la Administración se registrará como un 
ingreso en la cuenta de resultados cuando se trate de: 

· Solares destinados a la construcción de viviendas 

· Solares destinados a la construcción de equipamientos 
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- Cuando la entidad local reciba la cesión obligatoria de viales y parques y jardines, ésta  no se 
considerará como un ingreso ya que, a diferencia de los casos anteriores, no se generarán ren-
dimientos económicos futuros, por lo que se procederá a registrar dicho aprovechamiento en el 
patrimonio de la entidad.  

- Cuando el aprovechamiento urbanístico se materialice en especie, es decir, mediante la aporta-
ción de terrenos concretos, éstos se registrarán en el inmovilizado de la entidad local por su 
importe. 

- Cuando el aprovechamiento urbanístico se materialice mediante entrega de efectivo, se recono-
cerá un derecho de cobro en la entidad local por su importe.  

- Los bienes recibidos a título gratuito se reconocerán como ingresos de subvenciones para la 
financiación del inmovilizado no financiero. 

- La financiación de los bienes del Patrimonio Público del Suelo está afectada y no podrá desti-
narse a la financiación general de la entidad local. 

- La fecha de la aprobación definitiva y firmeza del proyecto de reparcelación determinará el 
devengo de la operación.  

EJEMPLO NUMÉRICO 

Un Ayuntamiento está realizando una actuación urbanística cuyo coste se compensa mediante la 
generación de aprovechamientos urbanísticos, que se han valorado en 50.000 €. Entonces: 

a) Si el aprovechamiento urbanístico se materializa en especie: 
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b) Si el aprovechamiento urbanístico se materializa en metálico: 

Por el reconocimiento del derecho: 

Por el registro de su liquidación: 

c) Activos construidos o adquiridos para otras entidades: 

Son los bienes adquiridos por una entidad gestora los cuales, una vez finalizada su adquisición o 

producción, serán transferidos a otra entidad destinataria, haya o no participado ésta en el proceso 

de construcción. 
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CONTABILIDAD EN LA ENTIDAD GESTORA: 

a. Cuando los ingresos y los costes del contrato puedan ser estimados con fiabilidad, los ingresos 
se registrarán en la cuenta de resultados del ejercicio conforme al porcentaje de realización del 
bien que se está construyendo, mientras que los costes se registrarán de acuerdo con las normas 
de reconocimiento y valoración de las existencias 

b. Cuando los ingresos y los costes del contrato no puedan estimarse con fiabilidad, los costes se 
reconocerán como existencias, mientras que los ingresos se reconocerán una vez se haya trans-
ferido el bien a la entidad destinataria 

CONTABILIDAD EN LA ENTIDAD DESTINATARIA: 

a) Los desembolsos realizados se registrarán como anticipos para inmovilizaciones materiales e 
inversiones inmobiliarias. 

b) Se contabilizará la recepción del bien como una subvención de capital recibida, cancelando los 
anticipos para el inmovilizado reconocidos. 

d) Activos en estado de venta: 

Son los activos que se esperan enajenar a futuro y que están disponibles para su venta inmediata. 
En función de su posible cambio de uso, estos activos se reclasificarán en los epígrafes de inver-
siones inmobiliarias o en el inmovilizado material o en el intangible.  

Para su valoración inicial se tomará su valor contable, dando de baja la cuenta originaria del inmo-
vilizado material, y añadiendo los posibles deterioros acumulados.  Si el activo cambia su uso, se 
procederá a su reclasificación en el epígrafe que le corresponda, tomando para su valoración el 
menor entre su valor contable y su valor razonable menos los costes de venta, reconociendo la 
diferencia entre ambos como un deterioro. En caso de producirse con posterioridad un incremento 
del valor razonable menos los costes de venta, entonces se procederá a reconocer esta variación 
como un ingreso en la cuenta de resultados.  

Debido a que no participan en el proceso de producción, los activos en estado de venta no se 
amortizan mientras estén clasificados como tales. 

EJEMPLO NUMÉRICO: 

La empresa municipal de vivienda posee un edificio en el cual tiene sus oficinas. El precio de adqui-
sición de dicho edificio era de 200.000 € y el porcentaje del terreno sobre el total es del 10%. A 
31 de diciembre de 2021 decide trasladar sus oficinas a unas dependencias propiedad del ayun-
tamiento, por lo que pone en régimen de alquiler el edificio en el cual estaba. A dicha fecha la 
amortización acumulada del edificio era de 30.000 €.  

Entonces, la entidad registrará los siguientes asientos: 

Por la reclasificación del terreno: 
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Por la reclasificación de la construcción: 
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Por la reclasificación de la amortización: 

A 31 de diciembre de 2025 se decide ponerlas en venda con el fin de ahorrar costes. Se ha hecho un 
estudio que ha determinado que el valor de mercado del edificio es de 150.000 € y el del terreno es 
de 10.000 €. Para la transacción se estiman unos costes de transacción de 5.000 euros. 

Entonces, 
-  Valor en libros:                  Terreno:                     20.000 
                                            Construcción:          180.000 
                                                                                   200.000 

-  Valor razonable – costes de venta:                Terreno (10.000 - 2.500) =                7.500 
                                                                        Construcción (150.000 - 2.500) =  147.500 
                                                                                                                              155.000 

- Valor en uso: hay en vigencia un contrato de arrendamiento a 4 años que genera una renda total 
actualizada de 200.000 €. 

El valor recuperable de la inversión será el menor entre valor razonable menos costes de venta y el 
valor razonable. Entonces: 

Deterioro = Valor en libros – valor recuperable = 200.000 – 155.000 = 45.000 

2.4. El inventario 

El artículo 32 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas, 
establece que las Administraciones están obligadas a realizar inventarios de los bienes y derechos que 
integran su patrimonio, detallando su identificación y reflejando su situación jurídica y uso. 

En este sentido, el artículo 14 del RD 1372/1986, de 13 de junio, mediante el cual se aprueba el regla-
mento de bienes de las entidades locales, dispone que éstas están obligadas a inventariar todos sus 
bienes y derechos, con independencia de su naturaleza y forma de adquisición. Dispone además que 
se realizarán inventarios separados de los bienes y derechos pertenecientes a entidades con persona-
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lidad propia y dependientes de las corporaciones locales, así como de las entidades con personalidad 
propia e independiente de éstas. 

El inventario clasificará los bienes y derechos de la administración en los siguientes epígrafes: 
1. Inmuebles. 
2. Derechos reales. 
3. Muebles de carácter histórico, artístico o de considerable valor económico. 
4. Valores mobiliarios, créditos y derechos, de carácter personal de la Corporación. 
5. Vehículos. 
6. Semovientes. 
7. Muebles no comprendidos en los anteriores enunciados. 
8. Bienes y derechos que sean revertibles. 

La reseña de los bienes que comprenden el inventario se efectuará mediante una numeración corre-
lativa para cada uno de ellos, dentro del mismo epígrafe. 

Seguidamente se desglosa la información que deberá contener cada epígrafe: 

Bienes inmuebles: 

a) Nombre con que fuere conocida la finca. 

b) Naturaleza del inmueble. 

c) Situación (vía pública, número, polígono, parcela catastral, etc.) 

d) Linderos. 

e) Superficie. 

f) En los edificios, características, noticia sobre su construcción y estado de conservación. 

g) Tratándose de vías públicas, en el inventario deberán constar los datos necesarios para su indivi-
dualización, con especial referencia a sus límites, longitud y anchura. 

h) Clase de aprovechamiento en las fincas rústicas. 

i) Naturaleza de dominio público o patrimonial, con expresión de si se trata de bienes de uso o de 
servicio público, patrimoniales o comunales. 

j) Título que justifica su propiedad de la Entidad. 

k) Signatura de inscripción en el Registro de la Propiedad. 

l) Destino y acuerdo que lo hubiere dispuesto. 

m) Derechos reales constituidos a su favor. 

n) Derechos reales que gravan la finca. 

ñ) Derechos personales constituidos. 
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o) Fecha de adquisición. 

p) Coste de adquisición y de las inversiones y mejoras efectuadas. 

q) Valor que correspondería en venta al inmueble. 

r) Frutos y rentas que se producen. 

Derechos reales:  

a) Naturaleza. 

b) Inmueble. 

c) Contenido del derecho. 

d) Título de adquisición. 

e) Signatura de la inscripción en el Registro de la Propiedad. 

f) Costo de adquisición. 

g) Valor actual. 

h) Frutos y rentas que produce. 

Bienes muebles de carácter histórico, artístico o de considerable valor económico: 

a) Descripción que facilite su identificación. 

b) Indicación de la razón de su valor artístico, histórico o económico. 

c) Lugar en que se encuentra situado. 

Valores mobiliarios: 

a) Número de los títulos. 

b) Clase. 

c) Organismo o Entidad emisora. 

d) Serie y numeración. 

e) Fecha de adquisición. 

f) Precio de la adquisición. 

g) Capital nominal. 

h) Valor efectivo. 

i) Frutos y rentas que produce. 

j) Lugar en que están depositados. 

Créditos y derechos personales de la Corporación: 

a) Concepto. 

b) Nombre del deudor. 

c) Valor. 
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d) Título de adquisición. 

e) Vencimiento. 

Vehículos: 

a) Clase. 

b) Tracción. 

c) Matrícula. 

d) Título de adquisición. 

e) Destino. 

f) Coste de adquisición. 

g) Valor actual. 

Bienes semovientes: 

a) Especie. 

b) Número de cabezas. 

c) Marcas. 

d) Persona encargada de la custodia. 

El inventario de los bienes muebles no comprendidos en los epígrafes anteriores detallará la informa-
ción necesaria para su individualización. 

Las Administraciones públicas deberán inscribir en los correspondientes registros los bienes y derechos 
que componen su patrimonio, ya sean demaniales o patrimoniales, que sean susceptibles de inscrip-
ción, así como todos los actos y contratos referidos a ellos. La inscripción será potestativa en el caso 
de los arrendamientos. 

La inscripción deberá solicitarse por el órgano que haya adquirido el bien o derecho y, en cualquier 
caso, por el órgano responsable de su administración y gestión.  

Las Corporaciones locales deberán inscribir en el Registro de la Propiedad sus bienes inmuebles y dere-
chos reales, de acuerdo con lo previsto en la legislación hipotecaria. A tal efecto será necesaria una 
certificación de la aprobación del inventario, expedida por el Secretario y con el visto bueno del 
Presidente de la Corporación. 

Los Registradores de la Propiedad, cuando conocieran la existencia de bienes de Entidades locales no 
inscritos debidamente, se dirigirán al Presidente de la Corporación, recordándole el cumplimiento de 
lo dispuesto por el párrafo 1 del presente artículo. 

Los honorarios de los Registradores por la inmatriculación o inscripción de bienes de las entidades 
locales se reducirán a la mitad. 
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CAPÍTULO 10. LAS CUENTAS ANUALES 

Las cuentas anuales de las entidades sujetas al Plan General de Contabilidad Pública (PGCP), aproba-
do por la Orden EHA/1037/2010, de 13 de abril, se regulan en su tercera parte.  

En su apartado primero sobre normas de elaboración de las cuentas anuales, se establece que las 
cuentas anuales comprenden el balance, la cuenta del resultado económico patrimonial, el estado de 
cambios en el patrimonio neto, el estado de flujos de efectivo, el estado de liquidación del presupuesto 
y la memoria. Asimismo, se establece que estos documentos forman una unidad y deben ser redacta-
dos con claridad y mostrar la imagen fiel del patrimonio, de la situación financiera, del resultado eco-
nómico patrimonial, y de la ejecución del presupuesto de la entidad de conformidad con el PGCP. 

Respecto a la formulación de las cuentas anuales se dispone que las mismas deberán ser formuladas 
por la entidad en el plazo establecido por la legislación que le sea aplicable y que las mismas vendrán 
referidas al ejercicio presupuestario salvo en los casos de disolución o creación de la entidad: 

- En los casos de disolución de una entidad, las cuentas anuales vendrán referidas al periodo que va 
desde el 1 de enero hasta la fecha de disolución 

- En los casos de creación de una entidad, las cuentas anuales vendrán referidas al periodo que va 
desde la fecha de creación hasta el 31 de diciembre de dicho ejercicio 

Cada uno de los elementos que componen las cuentas anuales deben estar identificados, indicándose 
de forma clara y en cada uno de los documentos su denominación, la entidad a la que corresponden 
y el ejercicio a que se refieren. Asimismo, se elaborarán expresando sus valores en euros y podrán 
expresarse los valores en miles y millones de euros cuando la magnitud de las cifras así lo aconseje, 
debiendo indicarse esta circunstancia en las cuentas anuales. 

La estructura de las cuentas anuales debe adaptarse a los modelos establecidos en este Plan General 
de Contabilidad Pública.  

Hay una serie de normas comunes para elaborar las cuentas anuales y que se enumeran a continua-
ción: 

a) En cada partida deberán figurar, además de las cifras del ejercicio que se cierra las correspondien-
tes al ejercicio inmediatamente anterior, salvo en la primera parte del estado de cambios en el 
patrimonio neto. A estos efectos, cuando unas y otras no sean comparables, bien por haberse pro-
ducido una modificación en la estructura de las cuentas, bien por realizarse un cambio de criterio 
contable o subsanación de error o bien porque se ha producido una reorganización administrativa, 
se deberá proceder a adaptar los importes del ejercicio precedente a efectos de su presentación 
en el ejercicio al que se refieren las cuentas anuales, informando de ello en la memoria. 
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b) No podrán modificarse los criterios de registro y valoración de un ejercicio a otro, salvo casos 
excepcionales que se indicarán y justificarán en la memoria. 

c) No figurarán las partidas a las que no corresponda importe alguno en el ejercicio ni en el prece-
dente. 

d) No podrá modificarse la estructura de un ejercicio a otro, salvo casos excepcionales que se indica-
rán en la memoria. 

e) Podrán añadirse nuevas partidas a las previstas en el modelo siempre que su contenido no esté 
previsto en las existentes. 

f) Podrá hacerse una subdivisión más detallada de las partidas que aparecen en el modelo. 

g) Podrán agruparse las partidas precedidas de números árabes en el balance, en el estado de cam-
bios en el patrimonio neto y en el estado de flujos de efectivo, o de letras en la cuenta del resul-
tado económico patrimonial, si sólo representan un importe irrelevante para mostrar la imagen fiel 
o si se favorece la claridad. 

h) Cuando proceda, cada partida contendrá una referencia cruzada a la información correspondiente 
dentro de la memoria. 

Vamos a ir viendo para cada uno de los estados que componen las cuentas anuales, cuáles son sus 
normas particulares. 

1. El balance 

En el apartado 5 de la tercera parte del PGCP se establecen las normas particulares del balance. Así, 
se dispone que el balance comprende con la debida separación, el activo, el pasivo y el patrimonio 
neto de la entidad, y deberá formularse teniendo en cuenta la clasificación entre partidas corrientes y 
no corrientes. 

Un activo debe clasificarse como activo corriente cuando se espere realizar en el corto plazo (dentro 
del periodo de doce meses contados a partir de la fecha de las cuentas anuales) , o cuando se trate 
de efectivo u otro medio líquido equivalente. Todos los demás activos deben clasificarse como no 
corrientes.  

Un pasivo debe clasificarse como pasivo corriente cuando deba liquidarse a corto plazo (dentro del 
periodo de doce meses a partir de la fecha de las cuentas anuales). Todos los demás pasivos deben 
clasificarse como no corrientes.  
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Otras normas específicas para el activo del balance son: 

-  Las correcciones valorativas por deterioro y las amortizaciones acumuladas minorarán la partida del 
activo en la que figure el correspondiente elemento patrimonial. 

- La partida 4, «Bienes del patrimonio histórico», del epígrafe, A.II, «Inmovilizado material» del activo, 
incluirá todos los bienes que participen de esta naturaleza con independencia de que estén siendo 
utilizados por la entidad. 

- Los terrenos o construcciones que la entidad tiene para obtener rentas, plusvalías o para su venta 
fuera del curso ordinario de las operaciones, se incluirán en el epígrafe A.III, «Inversiones 
Inmobiliarias», del activo. 

- La partida 1, «Deudores por operaciones de gestión», del epígrafe, B.III, «Deudores y otras cuentas 
a cobrar», del activo incluirá todos los deudores de carácter presupuestario excepto aquellos relati-
vos a los capítulos de enajenación de inversiones reales, cuando no constituyan actividad habitual 
de la entidad, o de activos o pasivos financieros. También incluirán los deudores de carácter no pre-
supuestario que se deriven de aplazamientos y fraccionamientos a corto plazo de deudores presu-
puestarios de esta partida. 

- Dentro de la partida 2, «Otras cuentas a cobrar», del epígrafe B.III, «Deudores y otras cuentas a 
cobrar», del activo, se incluirán aquellos deudores presupuestarios derivados del capítulo de pasivos 
financieros, además de los deudores de carácter no presupuestario que, de acuerdo con estas nor-
mas, no deban figurar en otros epígrafes del balance. 

- En el caso de que la entidad gestione recursos de otros entes públicos, se deberá crear en el epígrafe 
B.III, «Deudores y otras cuentas a cobrar», del activo una partida 4, «Deudores por administración 
de recursos por cuenta de otros entes públicos»; así como en el pasivo en el epígrafe C.IV, 
«Acreedores y otras cuentas a pagar», una partida 4, «Acreedores por administración de recursos 
por cuenta de otros entes públicos». 

- Para las cuentas deudoras del epígrafe B.III. del activo, con vencimiento superior a un año se creará 
el epígrafe A.VI del activo, con la denominación de «Deudores y otras cuentas a cobrar a largo 
plazo». 

- Los epígrafes B.IV, «Inversiones financieras a corto plazo en entidades del grupo, multigrupo y aso-
ciadas», y B.V, «Inversiones financieras a corto plazo», incluirán los activos financieros que corres-
pondan, incluidos los derivados de la enajenación de inversiones reales cuando no constituyan acti-
vidad habitual de la entidad, con independencia de que estén vencidos o no y por tanto clasificados 
o no en cuentas de deudores presupuestarios. 
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Las normas específicas que se establecen para el patrimonio neto son: 

- En el epígrafe A.I, «Patrimonio aportado», del patrimonio neto del balance se registrará la aporta-
ción patrimonial inicial directa, tanto dineraria como en bienes o derechos, así como posteriores 
ampliaciones de la misma por asunción de nuevas competencias por la entidad, recibidas de la enti-
dad o entidades propietarias. Asimismo, se incluyen en este epígrafe las adscripciones de bienes y 
derechos realizadas, igualmente, por la entidad o entidades propietarias. 

- Si la entidad genera una reserva con motivo de lo dispuesto en la normativa que le sea de aplicación 
deberá crear una partida específica dentro del epígrafe A.II, «Patrimonio generado», del pasivo del 
balance, para recogerla. 

- Por su parte, las subvenciones pendientes de imputar a resultados, de acuerdo con lo previsto en la 
norma de reconocimiento y valoración n.º 18, «Transferencias y subvenciones», se registrarán en el 
epígrafe A.IV, «Otros incrementos patrimoniales pen- dientes de imputación a resultados». 

Y, por último, las normas relativas al pasivo del balance son: 

- Los epígrafes C.II, «Deudas a corto plazo», y C.III, «Deudas con entidades del grupo, multigrupo y 
asociadas a corto plazo» del pasivo, incluirán los pasivos financieros que correspondan, incluidos los 
derivados del capítulo de inversiones reales cuando no constituyan actividad habitual de la entidad, 
con independencia de que estén vencidos o no y por tanto clasificados o no en cuentas de acree-
dores presupuestarios. 

- La partida 1., «Acreedores por operaciones de gestión», del epígrafe C.IV, «Acreedores y otras cuen-
tas a pagar», del pasivo incluirá todos los acreedores de carácter presupuestario excepto los relati-
vos a los capítulos de inversiones reales, cuando no constituyan actividad habitual de la entidad, así 
como activos o pasivos financieros. 

- Dentro de la partida 2, «Otras cuentas a pagar», del epígrafe C.IV, «Acreedores y otras cuentas a 
pagar», del pasivo, se incluirán aquellos acreedores presupuestarios derivados del capítulo de acti-
vos financieros, además de los acreedores de carácter no presupuestario que, de acuerdo con estas 
normas, no deban figurar en otros epígrafes del balance. 

- Para las cuentas acreedoras del epígrafe C.IV del pasivo, con vencimiento superior a un año, se cre-
ará el epígrafe B.IV. del pasivo, con la denominación «Acreedores y otras cuentas a pagar a largo 
plazo». 

- Cuando una entidad tenga deudas derivadas de operaciones de arrendamiento financiero, creará las 
partidas «Acreedores por arrendamiento financiero a largo plazo» y «Acreedores por arrendamiento 
financiero a corto plazo» en los epígrafes B.II y C.II, respectivamente, del pasivo del balance. 

CAPÍTULO 10. LAS CUENTAS ANUALES

MANUAL DE CONTABILIDAD Y AUDITORÍA DEL SECTOR PÚBLICO

CONSEJO GENERAL DE ECONOMISTAS DE ESPAÑA · COMITÉ DEL SECTOR PÚBLICO



239

- Cuando no se pueda reexpresar en la columna relativa al ejercicio anterior una corrección de un 
error material o un cambio de criterio, en su caso se deberá informar en la memoria. 

- Los créditos y deudas con entidades del grupo, multigrupo y asociadas figurarán en partidas sepa-
radas de las que correspondan a los créditos y débitos con otras entidades.  

2. Cuenta de resultado económico-patrimonial 

En el apartado 5 de la tercera parte del PGCP se establecen las normas particulares de la cuenta de 
resultado económico-patrimonial. En esta cuenta se recoge el resultado económico patrimonial obte-
nido en el ejercicio y está formada por los ingresos y los gastos del mismo, excepto cuando proceda 
su imputación directa al patrimonio neto de acuerdo con lo previsto en las normas de reconocimiento 
y valoración.  

Las normas particulares que se establecen en el PGCP respecto de la elaboración de la cuenta de resul-
tado económico-patrimonial son: 

-  Los ingresos y los gastos se clasificarán de acuerdo con su económica. 

- El importe correspondiente a los ingresos tributarios y cotizaciones sociales, las ventas, prestaciones 
de servicios y otros ingresos de gestión ordinaria se reflejará en la cuenta del resultado económico 
patrimonial por su importe neto de devoluciones, descuentos y anulación de liquidaciones. 

- Las transferencias y las subvenciones recibidas se reflejarán en las siguientes partidas: a) Las sub-
venciones recibidas para financiar gastos del ejercicio, las transferencias, así como las subvenciones 
recibidas para la cancelación de pasivos que no supongan una financiación específica de un elemen-
to patrimonial, se reflejarán en la partida 2.a), «Transferencias y subvenciones recibidas. Del ejerci-
cio». b) Las subvenciones recibidas para financiar activos materiales, intangibles e inversiones inmo-
biliarias, todos ellos de carácter amortizable, así como aquellas recibidas para la cancelación de un 
pasivo que suponga una financiación específica de un elemento patrimonial de los anteriores, o las 
recibidas para realizar determinadas aplicaciones de fondos, en el caso de activos no amortizables, 
se imputarán a resultados, de acuerdo con el contenido de la norma de reconocimiento y valoración 
correspondiente, a través de la partida 2.b), «Transferencias y subvenciones recibidas. Imputación de 
subvenciones para el inmovilizado no financiero». Por otro lado si los activos anteriores se enajena-
ran o dieran de baja, las subvenciones recibidas para su financiación y pendientes de imputación a 
resultados se reflejarán en el ejercicio de enajenación o baja en la partida 13.c), «Deterioro de valor 
y resultados por enajenación del inmovilizado no financiero. Imputación de subvenciones para el 
inmovilizado no financiero». c) Las subvenciones recibidas para financiar activos no amortizables, 
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así como las correspondientes a activos en estado de venta, se imputarán en el ejercicio de su ena-
jenación o baja, de acuerdo con la norma de reconocimiento y valoración correspondiente, en la par-
tida 13.c), «Deterioro de valor y resultados por enajenación del inmovilizado no financiero y activos 
en estado de venta. Imputación de subvenciones de inmovilizado no financiero». d) Las subvencio-
nes recibidas para financiar activos corrientes, tales como existencias y activos construidos o adqui-
ridos para otras entidades, se reflejarán en la partida 2.c), «Transferencias y subvenciones recibidas. 
Imputación de subvenciones para activos corrientes y otras», de la cuenta del resultado económico 
patrimonial del ejercicio en el que se enajenen o causen baja. e) Por último, cuando la subvención 
financie un gasto o un activo de naturaleza financiera, el ingreso correspondiente se incluirá en el 
resultado de las operaciones financieras incorporándose la correspondiente partida.  

- Cuando la entidad realice contratos o acuerdos de construcción o adquisición de activos para otras 
entidades, los ingresos derivados de los mismos se incluirán en una partida 3.c), «Ventas netas y 
prestaciones de servicios. Imputación de ingresos por activos construidos o adquiridos para otras 
entidades», que habrá de crearse al efecto. Cuando no pueda, de acuerdo con la norma de recono-
cimiento y valoración n.º 12, «Activos construidos o adquiridos para otras entidades», utilizarse el 
grado de realización para la valoración de los ingresos derivados de estas inversiones, la variación 
de existencias de las mismas se incluirá en la partida 4, «Variación de existencias de productos ter-
minados y en curso de fabricación y deterioro de valor».  

- La partida 7, «Excesos de provisiones», recoge estas operaciones, mientras que las dotaciones e 
incrementos de provisiones se incluirán en la partida de gastos correspondiente en función de su 
naturaleza. 6. Los resultados derivados de la venta de activos en estado de venta se reflejarán en la 
partida 13.b), «Deterioro de valor y resultados por enajenación de inmovilizado no financiero y acti-
vos en estado de venta. Bajas y enajenaciones».  

- Los resultados originados por la enajenación de inversiones inmobiliarias se reflejarán en la partida 
13.b), «Deterioro de valor y resultados por enajenación del inmovilizado no financiero y activos en 
estado de venta. Bajas y enajenaciones». 

- Los ingresos y gastos originados por los instrumentos de cobertura que, de acuerdo con lo dispuesto 
en las normas de reconocimiento y valoración, deban imputarse a la cuenta del resultado económico 
patrimonial, figurarán en la partida de gastos o ingresos, respectivamente, que genera la partida 
cubierta, informando de ello detalladamente en la memoria. En el caso de coberturas para las que 
no haya divisionarias previstas en las subcuentas 6645, «Pérdidas en derivados financieros desig-
nados instrumentos de cobertura», y 7645, «Beneficios en derivados financieros designados instru-
mentos de cobertura», la entidad habilitará las divisionarias necesarias de dichas subcuentas, que 
figurarán en el epígrafe de la cuenta de resultado económico patrimonial correspondiente a la par-
tida cubierta, al objeto de cumplir con lo previsto en el párrafo anterior. 

CAPÍTULO 10. LAS CUENTAS ANUALES

MANUAL DE CONTABILIDAD Y AUDITORÍA DEL SECTOR PÚBLICO

CONSEJO GENERAL DE ECONOMISTAS DE ESPAÑA · COMITÉ DEL SECTOR PÚBLICO



241

- Los resultados originados fuera de la actividad normal de la entidad así como de su control, como 
por ejemplo, las multas o sanciones se incluirán en la partida 14, «Otras partidas no ordinarias», 
informando de ello en la memoria.  

- El deterioro de los derechos a cobrar incluidos en el epígrafe del balance «Deudores y otras cuentas 
a cobrar» se reflejará en la partida 20, «Deterioro de valor, bajas y enajenaciones de activos o pasi-
vos financieros». 

- Cuando se tengan que efectuar ajustes derivados de un error material o un cambio de criterio en el 
resultado del ejercicio anterior y no se puedan registrar en sus conceptos definitivos, se creará una 
línea con la denominación: «± Ajustes en la cuenta del resultado del ejercicio anterior» después de 
la correspondiente al resultado neto del ejercicio, cuya agregación con esta última, en la columna 
relativa al importe del ejercicio anterior al de referencia de las cuentas, dará lugar al importe en 
dicha columna de una última línea denominada «Resultado del ejercicio anterior ajustado». 

- Los ingresos y gastos derivados de operaciones con entidades del grupo, multigrupo y asociadas 
figurarán en las partidas correspondientes, con separación de los derivados de operaciones con otras 
entidades. 

3. El estado de flujos de efectivo 

El estado de flujos de efectivo informa sobre el origen y destino de los movimientos habidos en las 
partidas monetarias de activo representativas de efectivo y otros activos líquidos equivalentes, e indica 
la variación neta sufrida por las mismas en el ejercicio. 

Se entiende por efectivo y otros activos líquidos equivalentes los que como tales figuran en el epígrafe 
B.VII del activo del balance, es decir, la tesorería depositada en la caja de la entidad y los depósitos 
bancarios a la vista; también formarán parte los activos financieros que sean convertibles en efectivo 
y que en el momento de su adquisición, su vencimiento no fuera superior a tres meses, siempre que 
no exista riesgo significativo de cambios de valor y formen parte de la política de gestión normal de 
la tesorería de la entidad.  

Los movimientos de efectivo y otros activos líquidos equivalentes se muestran en el estado de flujos 
de efectivo agrupados por tipos de actividades. 

No se recogen en el estado de flujos de efectivo los pagos por adquisición, ni cobros por amortización 
o vencimiento de activos financieros a los que se les ha dado la consideración de activos líquidos equi-
valentes a efectivo. Tampoco se recogen los movimientos internos de tesorería. 
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Las agrupaciones del estado de flujos de efectivo son las que se indican a continuación:  

I. Flujos de efectivo de las actividades de gestión 

II. Flujos de efectivo de las actividades de inversión 

III. Los flujos de efectivo de las actividades de financiación 

IV. Los flujos de efectivo pendientes de clasificación  

V. Efecto de las variaciones de los tipos de cambio   
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TABLA 10.1 ESTADO DE FLUJOS DE EFECTIVO

I. FLUJOS DE EFECTIVO DE LAS ACTIVIDADES DE GESTIÓN     
A) Cobros:     
   1. Ingresos tributarios y cotizaciones sociales     
   2. Transferencias y subvenciones recibidas    
   3. Ventas netas y prestaciones de servicios     
   4. Gestión de recursos recaudados por cuenta de otros entes     
   5. Intereses y dividendos cobrados     
   6. Otros cobros     

B) Pagos:     
   7. Gastos de personal     
   8. Transferencias y subvenciones concedidas     
   9. Aprovisionamientos     
   10. Otros gastos de gestión     
   11. Gestión de recursos recaudados por cuenta de otros entes     
   12. Intereses pagados     
   13. Otros pagos     

Flujos netos de efectivo por actividades de gestión (A + B)        

II. FLUJOS DE EFECTIVO DE LAS ACTIVIDADES DE INVERSIÓN     
C) Cobros:    
   1. Venta de inversiones reales     
   2. Venta de activos financieros     
   3. Otros cobros de las actividades de inversión     

D) Pagos:     
   4. Compra de inversiones reales     
   5. Compra de ativos financieros     
   6. Otros pagos de las actividades de inversión     

Flujos netos de efectivo por actividades de inversión (C + D)     

EJERCICIO 
N-1

NOTAS  
EN MEMORIA

EJERCICIO 
N
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En la elaboración del estado de flujos de efectivo, se ha de tener en cuenta lo siguiente:  

1. Los pagos del estado de flujos de efectivo se mostrarán netos de los cobros realizados por el rein-
tegro o devolución de aquellos, cuando estos se produjeran en el mismo ejercicio. En caso contra-
rio, si los cobros por reintegros de pagos previos, se producen en distinto ejercicio, no se descon-
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III. FLUJOS DE EFECTIVO DE LAS ACTIVIDADES DE FINANCIACIÓN     
E) Aumentos en el patrimonio     
   1. Aportaciones de la entidad o entidades propiestarias     

F) Pagos a la entidad o entidades propietarias     
   2. Devolución de aportaciones y reparto de resultados  
       a la entidad o entidades propietarias     

G) Cobros por emisión de pasivos financieros     
   3. Obligaciones y otros valores negociables     
   4. Préstamos recibidos     
   5. Otras deudas     

H) Pagos por reembolso de pasivos financieros     
   6. Obligaciones y otros valores negociables     
   7. Préstamos recibidos     
   8. Otras deudas     

Flujos netos de efectivo por actividades de financiación (E-F+G-H)     

IV. FLUJOS DE EFECTIVO PENDIENTES DE CLASIFICACIÓN     
I) Cobros pendientes de aplicación     
J) Pagos pendientes de aplicación     

Flujos netos de efectivo pendientes de claisficación (I+J)        

V. EFECTO DE LAS VARIACIONES DE LOS TIPOS DE CAMBIO        

VI. INCREMENTO/DISMINUCIÓN NETA DEL EFECTIVO Y ACTIVOS  
LIQUIDOS EQUIVALENTES AL EFECTIVO (I+II+III+IV+V)     

Efectivo y activos líquidos equivalentes al efectivo al inicio  
del ejercicio     

Efectivo y activos líquidos equivalentes al efectivo al final  
del ejercicio

EJERCICIO 
N-1

NOTAS  
EN MEMORIA

EJERCICIO 
N

Fuente: Plan General de Contabilidad Pública
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tarán de los mismos, y se reflejarán como flujos de efectivo de las actividades de gestión. Los 
cobros del estado de flujos de efectivo se mostrarán, en todos los casos, netos de los pagos reali-
zados por la devolución de aquellos. 

2. Los cobros y pagos por cuenta de otras entidades, o de terceros podrán mostrarse netos, siempre 
que se refieran a operaciones de naturaleza no presupuestaria.  

3. Los cobros y pagos procedentes de activos financieros, distintos a los considerados como activos 
líquidos equivalentes a efectivo, así como los procedentes de pasivos financieros, cuando ambos 
sean de rotación elevada, podrán mostrarse en términos netos en el estado de flujos de efectivo. 
Se considerará que el periodo de rotación es elevado cuando el número de rotaciones en el año 
no sea inferior a cuatro. Cuando se presente esta información en términos netos, se dejará cons-
tancia de ello en la memoria. 

4. Los flujos de efectivo por cobros y pagos de importes correspondientes a impuestos indirectos 
repercutidos o soportados, que posteriormente se habrán de liquidar con la hacienda pública, se 
clasificarán de igual forma que la operación que los origina. Los flujos que saldan la liquidación 
con la hacienda pública, se clasificarán como actividades de gestión.  

5. En la correcta clasificación de los flujos por la realización de trabajos para formar el propio inmo-
vilizado, se tendrá en cuenta su importancia relativa, pudiendo no realizarse aquella cuando el 
importe de los pagos sea escasamente significativo. 

6. Los flujos procedentes de transacciones en moneda extranjera se convertirán a euros al tipo de 
cambio vigente en la fecha en que se produjo cada flujo en cuestión.  

7. Cuando exista una cobertura contable, los flujos del instrumento de cobertura se incorporarán en 
la misma partida que los de la partida cubierta, indicando en la memoria este efecto.  

8. Cuando existan transacciones no monetarias, es decir operaciones de inversión y financiación que 
no hayan supuesto el uso de efectivo o de activos líquidos equivalentes, y por tanto no se incluyen 
en el estado de flujos de efectivo, se presentará en la memoria toda la información significativa 
con respecto a las mismas. Una operación de este tipo será, por ejemplo, la adquisición de un acti-
vo mediante un arrendamiento financiero. En caso de existir una operación de inversión que impli-
que una contraprestación parte en efectivo o activos líquidos equivalentes y parte en otros ele-
mentos, se deberá informar sobre la parte no monetaria independientemente de la información 
sobre la parte en efectivo o activos líquidos equivalentes que se haya incluido en el estado de flu-
jos de efectivo. 

 9. La variación de efectivo y otros activos líquidos equivalentes ocasionada por el alta, o baja de un 
conjunto de activos y pasivos que conformen una entidad o línea de actividad de una organización 
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A. PATRIMONIO NETO AL FINAL  
DEL EJERCICIO N-1      
B. AJUSTES POR CAMBIOS DE  
CRITERIOS CONTABLES Y  
CORRECCIÓN DE ERRORES 
C. PATRIMONIO NETO INICIAL  
AJUSTADO DEL EJERCICIO N  
(A + B)     
D. VARIACIONES DEL 
PATRIMONIO NETO EJERCICIO N      
1. Ingresos y gastos reconocidos  
en el ejercicio 
2. Operaciones con la entidad o  
entidades propietarias 
3. Otras variaciones del  
patrimonio neto       
E. PATRIMONIO NETO AL FINAL  
DEL EJERCICIO N (C + D)

245

se incluirá, en su caso, como una única partida en las actividades de inversión, en el epígrafe de 
inversiones o desinversiones según corresponda, creándose una partida específica al efecto. 

10. Respecto de los cobros y pagos pendientes de clasificar, se presentará su correcta clasificación en 
el ejercicio siguiente, formando parte de la información relativa al ejercicio precedente, dentro del 
estado de flujos de efectivo.  

4. El estado de cambios en el patrimonio neto 

El estado de cambios en el patrimonio neto está dividido en tres partes: 

1) Estado total de cambios en el patrimonio neto. 

2) Estado de ingresos y gastos reconocidos. 

3) Estado de operaciones con la entidad o entidades propietarias.  

Dichos estados tendrán la estructura que figura en los modelos de cuentas anuales. A los efectos de 
dar información en la memoria sobre las partidas de dichos estados, cuando sea significativa, se con-
siderarán los importes brutos incluidos en cada partida, en lugar del importe neto de la misma, en el 
caso de partidas en las que se integren importes de distinto signo. 
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 Fuente: Plan General de Contabilidad Pública

TABLA 10.2 ESTADO TOTAL DE CAMBIOS EN EL PATRIMONIO NETO 

NOTAS  
EN MEMORIA

I. Patrimonio 
aportado

II. Patrimonio 
generado

III. Ajustes 
por cambios 

de valor

IV. Otros 
incrementos 

patrimoniales
TOTAL
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ESTADO TOTAL DE CAMBIOS EN EL PATRIMONIO NETO 

Este estado informa de todos los cambios habidos en el patrimonio neto distinguiendo entre: 
- Los ajustes en el patrimonio neto debidos a cambios de criterios contables y correcciones de erro-

res. 
- Los ingresos y gastos reconocidos en el ejercicio. 
-  Las operaciones con la entidad o entidades propietarias, en las que éstos actúen como tales. 
- Otras variaciones que se produzcan en el patrimonio neto. 

ESTADO DE INGRESOS Y GASTOS RECONOCIDOS 

En este estado se recogen los cambios en el patrimonio neto derivados de: 
- El resultado económico patrimonial. 
- Los ingresos y gastos reconocidos directamente en el patrimonio neto, distinguiendo los ingresos 

de los gastos. 
- Las transferencias a la cuenta del resultado económico patrimonial, o al valor inicial de la partida 

cubierta, de ingresos y gastos reconocidos directamente en el patrimonio neto.  
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I. RESULTADO ECONÓMICO PATRIMONIAL 
II. INGRESOS Y GASTOS RECONOCIDOS DIRECTAMENTE 
EN EL PATRIMONIO NETO: 
1. Inmovilizado no financiero 
        1.1 Ingresos 
        1.2 Gastos 
2. Activos y pasivos financieros 
       2.1 Ingresos 
       2.2 Gastos 
3. Coberturas contables 
        3.1 Ingresos 
        3.2 Gastos 
4. Otros incrementos patrimoniales 
Total ( 1 + 2+ 3 + 4) 
III. TRANSFERENCIA A LA CUENTA DEL RESULTADO ECONÓMICO  
PATRIMONIAL O AL VALOR INICIAL DE LA PARTIDA CUBIERTA: 
1. Inmovilizado no financiero 
2. Activos y pasivos financieros 
3. Coberturas contables 
        3.1 Importes transferidos a la cuenta del resultado económico  
             patrimonial 
        3.2 Importes transferidos al valor inicial de la partida cubierta 
4. Otros incrementos patrimoniales 
Total ( 1 + 2+ 3 + 4) 
IV. TOTAL INGRESOS Y GASTOS RECONOCIDOS  (I + II + III) 

EJERCICIO 
N-1

NOTAS  
EN MEMORIA

EJERCICIO 
N

TABLA 10.3 ESTADO DE INGRESOS Y GASTOS RECONOCIDOS 

Fuente: Plan General de Contabilidad Pública
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En la columna relativa al ejercicio inmediatamente anterior al que se cierra figurarán los importes ajus-
tados, es decir, los importes de dicho ejercicio corregidos, en su caso, por los ajustes por cambios de 
criterio y correcciones de errores. Las partidas de gastos reconocidos directamente en el patrimonio 
neto figurarán con signo negativo. Las partidas del epígrafe III, «Transferencias a la cuenta del resul-
tado económico patrimonial o al valor inicial de la partida cubierta», en las que las transferencias de 
ingresos superen a las transferencias de gastos figurarán por su importe neto con signo negativo y en 
caso contrario con signo positivo. No obstante, en los registros contables de la entidad deberán figurar 
por sus importes brutos los importes transferidos a la cuenta del resultado económico patrimonial o 
al valor inicial de la partida cubierta, según lo dispuesto en el Plan General de Contabilidad Pública. 

ESTADO DE OPERACIONES CON LA ENTIDAD O ENTIDADES PROPIETARIAS 

En este estado se presentará dos tipos de información:  

1. Las operaciones patrimoniales con la entidad o entidades propietarias. Esta información es un 
desarrollo del epígrafe D.2 del «Estado total de cambios en el patrimonio neto». 

2. Otras operaciones con la entidad o entidades propietarias, diferenciando los ingresos y gastos 
reconocidos directamente en la cuenta del resultado económico patrimonial y los ingresos y gastos 
reconocidos directamente en el patrimonio neto. Se mostrarán en partidas separadas los ingresos 
y gastos que sean relevantes.  

5. El estado de liquidación del presupuesto 

El Estado de liquidación del Presupuesto, comprende, con la debida separación, la liquidación del 
Presupuesto de gastos y del Presupuesto de ingresos de la entidad, así como el Resultado presupues-
tario. Además, para aquellas entidades cuya normativa presupuestaria así lo exija, se incluye el estado 
del Resultado de operaciones comerciales. La liquidación del Presupuesto de gastos y la liquidación 
del Presupuesto de ingresos se presentarán al menos con el nivel de desagregación del Presupuesto 
aprobado y de sus modificaciones posteriores.  

Los capítulos que integran el presupuesto de ingresos y de gastos, en su clasificación económica, son 
los siguientes: 
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INGRESOS CORRIENTES             
Capítulo 1. Impuestos directos 
Capítulo 2. Impuestos indirectos 
Capítulo 3. Tasas y otros ingresos 
Capítulo 4. Transferencias corrientes 
Capítulo 5. Ingresos patrimoniales  

GASTOS CORRIENTES                 
Capítulo 1. Gastos de personal 
Capítulo 2. Gastos corrientes en bienes y servicios 
Capítulo 3. Gastos financieros 
Capítulo 4. Transferencias corrientes 
Capítulo 5. Fondo de contingencia  
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5.1. El estado de liquidación del presupuesto de gastos 

La liquidación del presupuesto pondrá de manifiesto, respecto al presupuesto de gastos y, para cada 
partida presupuestaria, los créditos iniciales, sus modificaciones y los créditos definitivos, los gastos 
autorizados y comprometidos, las obligaciones reconocidas, los pagos ordenados y los pagos realiza-
dos. 

El estado de liquidación del presupuesto de gastos se presenta a continuación: 
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INGRESOS DE CAPITAL NO FINANCIEROS  

Capítulo 6. Enajenación de bienes reales 

Capítulo 7. Transferencias de capital  

GASTOS DE CAPITAL NO FINANCIEROS  

Capítulo 6. Inversiones reales 

Capítulo 7. Transferencias de capital  

INGRESOS DE CAPITAL FINANCIEROS  

Capítulo 8. Activos financieros 

Capítulo 9. Pasivos financieros     

GASTOS DE CAPITAL FINANCIEROS  

Capítulo 8. Activos financieros 

Capítulo 9. Pasivos financieros     

TABLA 10.4 ESTADO DE LIQUIDACIÓN DEL PRESUPUESTO DE GASTOS

Partida 
presupuestaria Créditos presupuestarios

Inicial Modificaciones Definitivos

Gastos 
comprometidos

Obligaciones 
reconocidas 

netas

Obligaciones 
pendientes de 
pago a 31 de 

diciembre

Remanentes 
de créditoPagos

TOTAL (1) (2) (3=1+2) (4) (5) (7=5–6) (8=3–5)(6)

Las partidas que incluyen la liquidación del presupuesto de ingresos se definen a continuación: 
• Créditos presupuestarios: son los autorizados por el Pleno (u órgano competente) de la entidad 

distinguiendo entre los iniciales y sus modificaciones, cuyo resultado serán los créditos definitivos 
que indican la cantidad máxima que una entidad se puede gastar en un concepto determinado. 

• Gastos comprometidos: indica el total del crédito que se ha comprometido con un tercero para la 
realización de un gasto. 

• Obligaciones reconocidas netas: importe de las obligaciones de pago que han tenido su origen en 
el ejercicio. El importe que se ha gastado en un ejercicio se indica en esta columna y, por tanto, es 
el que se considera gasto presupuestario. 

Fuente: Plan General de Contabilidad Pública 



249

• Pagos: importe de las obligaciones reconocidas netas que se han pagado. 

• Obligaciones pendientes de pago a 31 de diciembre: importe de las obligaciones reconocidas en 
el ejercicio que se encuentran pendientes de pagar a 31 de diciembre de ese año. Su importe será 
el resultado de deducir de las obligaciones reconocidas netas los pagos realizados. 

• Remanente de crédito: importe de los créditos definitivos que no se han consumido en el ejercicio. 
Su importe será el que resulte de deducir de los créditos definitivos las obligaciones reconocidas 
netas. 

5.2. El estado de liquidación del presupuesto de ingresos 

En la liquidación del Presupuesto de ingresos, en la columna denominada «derechos anulados» se 
incluirán los derechos anulados por anulación de liquidaciones, cobradas previamente o no, así como, 
los anulados por aplazamiento o fraccionamiento; en la columna denominada «derechos cancelados» 
se incluirán los cobros en especie y los derechos cancelados por insolvencias y otras causas. Asimismo, 
en la columna denominada «derechos reconocidos netos» se incluirá el total de derechos reconocidos 
durante el ejercicio minorado por el total de derechos anulados y cancelados durante el mismo. En la 
columna, «exceso/defecto», se recogerá la diferencia entre los derechos reconocidos netos y las pre-
visiones de ingreso definitivas. 

El formato del estado de liquidación del presupuesto de ingresos se presenta en la siguiente tabla:  
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TABLA 10.5 ESTADO DE LIQUIDACIÓN DEL PRESUPUESTO DE INGRESOS

Aplicación 
presupuestaria Previsiones

Inicial Modificaciones Definitivos

Derechos 
reconocidos

Derechos 
anulados

Derechos 
reconocidos 

netos

Recauda-
ción neta

Derechos 
pendientes 
de cobro a 

31 dic.

Derechos 
cancelados

TOTAL (1) (2) (3=1+2) (4) (5) (7=4–5–6) (8)(6) (9=7–8)

Exceso/ 
defecto 

Previsión

(10=7–3)

Fuente: Plan General de Contabilidad Pública 

El significado de las columnas que forman parte de este estado es el siguiente: 
• Partida presupuestaria y descripción: Ofrece información sobre el concepto de ingresos presupues-

tado. La denominación del concepto de ingreso y su codificación responde a los códigos establecidos 
en la norma que regula la clasificación del presupuesto de ingresos. 

• Previsiones presupuestarias: Se distingue entre las previsiones iniciales y sus modificaciones, que 
dan lugar a las previsiones definitivas. Estas previsiones indican los ingresos que se estiman obtener 
en un año. 
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• Derechos reconocidos: importe de los derechos de cobro que se han originado en el ejercicio. 

• Derechos anulados: importe de los derechos reconocidos en el ejercicio que han sido anulados, por 
motivos tales como aplazamientos y fraccionamientos, anulación de liquidaciones o devoluciones de 
ingresos que se han pagado en ese año. 

• Derechos cancelados: importe de los derechos reconocidos en el ejercicio que han sido cancelados 
porque se han cobrado en especie o bien porque el deudor ha resultado insolvente. 

• Derechos reconocidos netos: importe de los derechos reconocidos minorados por los derechos anu-
lados y los derechos cancelados. Los derechos reconocidos netos indican los recursos o ingresos que 
se han obtenido en ese ejercicio. 

• Recaudación neta: Importe de los cobros que se han realizado sobre los derechos reconocidos en 
el ejercicio, minorados por el importe de las devoluciones de ingresos pagadas en el ejercicio. 

• Derechos pendientes de cobro a 31 de diciembre: importe de los derechos reconocidos en el ejer-
cicio que no se han cobrado, es decir, es el resultado de restar a los derechos reconocidos netos la 
recaudación neta. 

• Exceso/defecto de previsión: Informa sobre la desviación que ha existido en las previsiones de 
ingresos. Es el resultado de restar a las previsiones definitivas los derechos reconocidos netos. Si la 
diferencia es positiva, significa que se estimaron más recursos de los que se han obtenido; y, si la 
diferencia es negativa, significa que se han obtenido más recursos de los previstos 

5.3. El resultado presupuestario 

El Resultado Presupuestario del ejercicio vendrá determinada por la diferencia entre los derechos pre-
supuestarios liquidados durante el ejercicio y las obligaciones presupuestarias reconocidas durante el 
mismo período. Tomándose derechos liquidados y obligaciones reconocidas por sus valores netos, es 
decir, una vez deducidas aquéllas que hubiesen sido anuladas. Nos va a indicar el grado en que los 
recursos presupuestarios han sido suficientes, durante el ejercicio, para financiar los gastos presupues-
tarios realizados durante el mismo. 

El resultado presupuestario tendría el esquema de cálculo que se muestra en la tabla 10.6 de la página 
siguiente. 

El Resultado Presupuestario del Ejercicio Ajustado resulta de correlacionar los derechos reconocidos 
durante el ejercicio con las obligaciones aplicadas al presupuesto del mismo, corrigiendo ambas mag-
nitudes con las desviaciones de financiación, positivas y negativas, en gastos con financiación afecta-
das que se produzcan en el ejercicio y con las obligaciones que se hayan contraído con cargo al rema-
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nente de tesorería de libre disposición del ejercicio anterior. Por tanto, el resultado presupuestario se 
obtendrá por la suma del resultado presupuestario del ejercicio y el total de los ajustes. 

La presentación del Estado del Resultado Presupuestario del ejercicio posibilita a los usuarios conocer 
la composición del resultado presupuestario del ejercicio, así como las cuantías globales de los ajustes 
que son necesarios para una correcta comprensión del resultado presupuestario ajustado. Sin embar-
go, el formato de presentación del resultado del ejercicio no aporta suficiente valor explicativo de las 
causas que han originado el resultado presupuestario del ejercicio ajustado, dado que los ajustes se 
recogen agregados, resultando imposible conocer cómo están incidiendo de forma individual en las 
diferentes operaciones presupuestarias financieras o no financieras por lo que sería conveniente incluir 
en la memoria información individualizada de los proyectos de financiación afectada o de las modifi-
caciones presupuestarias que han motivado los créditos de gastos financiados con remanente de teso-
rería no afectado. 

5.4. El remanente de crédito 

El remanente de crédito es el importe de los créditos definitivos que no se han consumido en el ejer-
cicio. Su importe será el que resulta de deducir de los créditos definitivos las obligaciones reconocidas 
netas. 
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Fuente: Plan General de Contabilidad Pública 

(*) Sólo para entes que realicen operaciones de carácter industrial o comercial

TABLA 10.6 ESTADO DEL RESULTADO PRESUPUESTARIO
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5.5. El remanente de tesorería 

El Estado del Remanente de Tesorería es uno de los indicadores más relevantes de la liquidación del 
presupuesto, puesto que pone de manifiesto la situación económico-financiera que presenta la 
Entidad. No es un estado independiente de las cuentas anuales de las entidades públicas, sino que 
forma parte del contenido mínimo de la memoria de las cuentas anuales establecido en el Plan 
General de Contabilidad Pública. 

El Remanente de tesorería refleja la situación de liquidez de la entidad al cierre del ejercicio, que se 
encuentra disponible para financiar gastos, resultando un indicador muy importante para valorar la 
solvencia financiera a corto plazo de una entidad pública. Es el indicador que presenta la situación 
financiera de la entidad si, a 31 de diciembre, tuviese que pagar todas sus deudas con sus recursos a 
corto plazo. 

El remanente de tesorería constituye un recurso presupuestario obtenido, con carácter general, por la 
acumulación de los resultados presupuestarios de los ejercicios anteriores y del ejercicio que se cierra. 
Como tal recurso, puede utilizarse para financiar el gasto presupuestario de los ejercicios siguientes. 
El remanente de tesorería se obtiene por la suma de los fondos líquidos más los derechos pendientes 
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TABLA 10.7. ESTADO DEL REMANENTE DE TESORERÍA 
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de cobro deduciendo las obligaciones pendientes de pago y agregando las partidas pendientes de 
aplicación. Su cuantificación se efectuará tomando en consideración el saldo a fin de ejercicio de las 
cuentas que intervienen en su cálculo.  

Cuando el Remanente de tesorería presenta valores negativos, nos indica que la entidad pública de 
que se trate, tendrá que obtener mayores recursos futuros para atender el exceso de gastos, es decir, 
la entidad es incapaz de afrontar sus deudas al finalizar el ejercicio y esto ocurre porque a lo largo del 
ejercicio ha habido más gastos que ingresos, sin que los recursos líquidos sean suficientes. La legisla-
ción prevé que esa situación se corrija rápidamente. 

Los fondos líquidos, incluyen los saldos disponibles en cajas de efectivo y cuentas bancarias, salvo 
aquéllos que se hayan dotado con imputación al presupuesto, así como los excedentes temporales de 
tesorería que se hayan materializado en inversiones financieras, de carácter no presupuestario, que 
reúnan el suficiente grado de liquidez.  

A estos efectos, no se tendrán en cuenta los saldos de las subcuentas 5750, «Bancos e instituciones 
de crédito. Pagos a justificar», y 5708, «Caja. Pagos a justificar». 

En los derechos pendientes de cobro se incluyen: 

- El importe total de los derechos pendientes de cobro del presupuesto corriente (cuenta 430) 

- El importe total de los derechos pendientes de cobro de presupuestos cerrados (cuenta 431) 

- El importe total de los derechos pendientes de cobro no presupuestarios y tampoco lo serán en el 
momento de su vencimiento, salvo aquellas que a su vencimiento deban imputarse al presupuesto 
de la entidad y sean por tanto ingresos presupuestarios (cuentas 246, 247, 260, 265, 440, 442, 
449, 456, 470, 471, 472, 537, 538, 550, 565, 566).  

- El importe total de derechos pendientes de cobro derivados de las operaciones comerciales que, en 
su caso, realice la entidad (cuentas 435 y 436) 

En las obligaciones pendientes de pago, se incluyen:  

- El importe total de las obligaciones pendientes de pago del presupuesto corriente cuenta 400) 

- El importe total de las obligaciones pendientes de pago de presupuestos cerrados (cuenta 401) 

- El importe total de las obligaciones pendientes de pago no presupuestarias y que lo seguirán siendo 
a su vencimiento (cuentas 167, 168, 180, 185, 410, 412, 419, 453, 456, 475, 476, 477, 517, 518, 
550, 560, 561)  

- El importe total de obligaciones pendientes de pago derivadas de las operaciones comerciales que, 
en su caso, realice la entidad (cuentas 405 y 406) 
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En las partidas pendientes de aplicación, se incluirán: 

- Las cantidades cobradas pendientes de aplicación definitiva (cuentas 554 y 559) 

- Las cantidades pagadas pendientes de aplicación definitiva, en las que se incluyen los pagos reali-

zados con cargo a los anticipos de caja fija pendientes de reposición. Asimismo, se incluirá el saldo 

de la subcuenta 5585, «Libramientos para la reposición de anticipos de caja fija pendientes de 

pago» 

El remanente de tesorería disponible para la financiación de gastos generales es el resultado de dedu-

cir al remanente de tesorería los saldos de dudoso cobro y el exceso de financiación afectada (suma 

de las desviaciones con financiaciones afectadas, positivas y acumuladas a fin de ejercicio) 

Del remanente de tesorería total, se distinguirá: 

- La parte afectada destinada a cubrir los denominados «gastos con financiación afectada», caso de 

que existan desviaciones de financiación acumuladas positivas 

- El importe de todos los derechos que se consideren de dudoso cobro. Para determinar dicho importe 

se deberá tener en cuenta la antigüedad de las deudas, el importe de las mismas, la naturaleza de 

los recursos de que se trate, los porcentajes de recaudación tanto en período voluntario, como en 

vía ejecutiva y demás criterios de valoración que, de forma ponderada, la entidad establezca. A estos 

efectos, la incorporación del saldo de las cuentas 295, «Deterioro de valor de créditos a largo plazo 

a entidades del grupo, multigrupo y asociadas», 298, «Deterioro de valor de créditos a largo plazo», 

490, «Deterioro de valor de créditos», 595, «Deterioro de valor de créditos a corto plazo a entidades 

del grupo, multigrupo y asociadas» y 598, «Deterioro de valor de créditos a corto plazo», se efec-

tuará únicamente por la parte que corresponda a los derechos de cobro que se hayan considerado 

para el cálculo del remanente de tesorería total 

- Y la parte restante, esto es, el remanente de tesorería no afectado 

Hay que tener en cuenta que el remanente de tesorería para Gastos Generales puede estar distorsio-

nado por alguno de los siguientes motivos: 

- Incorrecta estimación de los saldos de dudoso cobro 

- Existencia de derechos pendientes de cobro que no se han dado de baja y se conoce con total segu-

ridad su condición de incobrables 

- Falta de la inclusión de gastos de financiación afectada positivos y acumulados a fin de ejercicio 

- Existencia de pagos pendientes de aplicación 

- Existencia de obligaciones vencidas y exigibles no imputadas al presupuesto. 
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6. La memoria 

La memoria completa, amplía y comenta la información contenida en los otros documentos que inte-
gran las cuentas anuales.  

Se formulará teniendo en cuenta que el modelo de memoria recoge la información mínima a cumpli-
mentar y que se detalla a continuación: 

1. Organización y Actividad 

2. Gestión indirecta de servicios públicos, convenios y otras formas de colaboración 

3. Bases de presentación de las cuentas  

4. Normas de reconocimiento y valoración  

5. Inmovilizado material 

6. Inversiones inmobiliarias 

7. Inmovilizado intangible 

8. Arrendamientos financieros y otras operaciones de naturaleza similar 

9. Activos financieros 

10. Pasivos financieros 

11. Coberturas contables 

12. Activos construidos o adquiridos para otras entidades y otras existencias 

13. Moneda extranjera 

14. Transferencias, subvenciones y otros ingresos y gastos 

15. Provisiones y contingencias  

16. Información sobre medio ambiente  

17. Activos en estado de venta  

18. Presentación por actividades de la cuenta del resultado económico patrimonial  

19. Operaciones por administración de recursos por cuenta de otros entes públicos  

20. Operaciones no presupuestarias de tesorería  

21. Contratación administrativa. Procedimientos de adjudicación  

22. Valores recibidos en depósito  

23. Información presupuestaria  

24. Indicadores financieros, patrimoniales y presupuestarios  

25. Información sobre el coste de las actividades  

26. Indicadores de gestión  

27. Hechos posteriores al cierre 
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No obstante, en aquellos casos en que la información que se solicita no sea significativa no se cum-
plimentarán las notas correspondientes a la misma. Si como consecuencia de lo anterior ciertas notas 
carecieran de contenido y por tanto, no se cumplimentaran, se mantendrá, para aquellas notas que si 
tengan contenido, la numeración prevista en el modelo de memoria del PGCP y se incorporará en 
dicha memoria una relación de aquellas notas que no tengan contenido. Deberá indicarse cualquier 
otra información no incluida en el modelo de la memoria que sea necesaria para permitir el conoci-
miento de la situación y actividad de la entidad en el ejercicio, facilitando la comprensión de las cuen-
tas anuales objeto de presentación, con el fin de que las mismas reflejen la imagen fiel del patrimonio, 
de la situación financiera, del resultado económico patrimonial y de la liquidación del presupuesto de 
la entidad contable. 

7. El resultado a efectos de la contabilidad nacional 

Como consecuencia de la integración de España en la Unión Europea y del pacto de estabilidad y cre-
cimiento, es preciso que las cuentas públicas estén orientadas hacia un objetivo de estabilidad presu-
puestaria, entendiéndose por estabilidad presupuestaria la situación de equilibrio o de superávit a lo 
largo del ciclo económico, computada en términos de capacidad de financiación de conformidad con 
la definición contenida en el Sistema Europeo de Cuentas Nacionales y Regionales, regulado en el 
Reglamento UE Nº 549/2013, relativo al Sistema Europeo de Cuentas Nacionales y Regionales de la 
Unión Europea (SEC-10).  

Así, debido a las diferencias de criterio entre la contabilidad presupuestaria y la contabilidad nacional, 
es necesaria la realización de ajustes a fin de acceder a la información presupuestaria de las entidades 
públicas a los criterios establecidos en el Sistema Europeo de Cuentas (SEC 2010).  

El concepto de déficit o superávit público es equivalente al concepto de Capacidad o Necesidad de 
Financiación de las Administraciones Públicas definido en el Sistema Europeo de Cuentas (SEC 2010). 
Por definición, la diferencia entre los ingresos y los gastos de las administraciones públicas es la capa-
cidad (+) ó necesidad (–) de financiación del sector (superávit ó déficit público). Para calcular el supe-
rávit ó déficit de las entidades públicas y/o de sus entes dependientes la información de partida será 
sus estados contables: balance, cuenta de pérdidas y ganancias y, en su caso memoria. También será 
necesaria diversa información adicional para aplicar los criterios de la contabilidad nacional y para 
garantizar la correcta consolidación de las operaciones realizadas entre las unidades que componen 
el sector de las Administraciones públicas. 

Ahora bien, no siempre se va a disponer de toda la información enumerada en el párrafo anterior. En 
ocasiones la memoria no está disponible, y sólo se dispondrá de un balance (que debe abarcar nece-
sariamente los datos de dos años consecutivos) y de la cuenta de pérdidas y ganancias. No obstante, 
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con estos datos también será posible aproximar el resultado de estas unidades a efectos de contabi-
lidad nacional. 

La “capacidad o necesidad de financiación” de estas entidades se puede calcular por la diferencia, 
positiva o negativa, entre sus gastos e ingresos, corrientes y de capital, computables a efectos de con-
tabilidad nacional.  

Por tanto, el procedimiento para determinar la capacidad o financiación de estas unidades constará 
de las siguientes fases:  

1) Estudio de la actividad y de la contabilidad de estas unidades a fin de poder identificar los con-
ceptos contables de ingresos y gastos recogidos en la cuenta de pérdidas y ganancias que deben 
ser considerados como Ingresos o Gastos en contabilidad nacional. 

2) También hay que identificar aquellas variaciones en el balance (flujos) que deben ser considerados 
como Gastos o Ingresos. 

3) Hay que comprobar que los criterios de la contabilidad financiera coinciden con los de la contabi-
lidad nacional en cuanto a la valoración e imputación temporal de estos flujos. En caso contrario, 
habrá que realizar los correspondientes ajustes. 

4) Deberá analizarse que las operaciones realizadas entre estas unidades y las restantes unidades 
consideradas Administraciones públicas figuran registradas por los mismos importes, ya que en 
caso contrario deberá procederse a realizar los correspondientes ajustes. Esta operación es previa 
a la consolidación de transferencias, tanto corrientes como de capital, que corresponderá a la 
mayor parte de las operaciones entre unidades. 

Una vez realizadas las fases anteriores, el cálculo del déficit o superávit de estas unidades se efectuará 
de la siguiente forma:  

(+) Ingresos computables en contabilidad nacional. 

(–) Gastos contables en contabilidad nacional. 

(+ / –) Variaciones del balance computables (gastos o ingresos). 

(=) Capacidad o necesidad de financiación.  
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CAPÍTULO 11. ESPECIFICIDADES EN LA ADMINISTRACIÓN LOCAL 

1. Delimitación del Sector Público Local 

Como ya se ha indicado a lo largo de este manual, el Sistema Europeo de Cuentas (SEC 2010) define 
el sector público como todas las unidades institucionales residentes en una economía que están con-
troladas por las Administraciones públicas. Esta definición incluye: 

- Las instituciones que son productores no de mercado, cuya producción se destina al consumo indi-
vidual o colectivo, y que se financian mediante pagos obligatorios efectuados por unidades perte-
necientes a otros sectores y que efectúan operaciones de distribución de la renta y de la riqueza 
nacionales. Estas instituciones conforman, según estos criterios contables, el sector 
"Administraciones públicas". 

- Las sociedades no financieras, cuasisociedades e instituciones sin fines de lucro con personalidad 
jurídica que son productores de mercado y están sometidas al control de las Administraciones públi-
cas. Estas unidades conforman el subsector “sociedades no financieras públicas”. 

Según los niveles territoriales existentes en España, el sector público se clasifica en: 

- Administración Central. 

- Comunidades Autónomas. 

- Entidades Locales. 

El sector público local está integrado por las entidades básicas de la organización territorial del Estado. 
Estas entidades configuran el nivel de administración más cercano al ciudadano y se encuentra forma-
do por: 

- Los municipios. 

- Las provincias. 

- Las islas en los archipiélagos balear y canario. 

- Las entidades de ámbito territorial inferior al municipal, instituidas o reconocidas por las comunida-
des autónomas. 

- Las Mancomunidades. 

- Las Comarcas u otras entidades que agrupen varios municipios, instituidas por las comunidades 
autónomas y los correspondientes estatutos de autonomía. 

- Las Áreas metropolitanas. 

- Los organismos autónomos, las entidades públicas empresariales y las sociedades mercantiles que 
crean las propias entidades locales para la gestión de los servicios públicos de competencia local. 
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2. El Marco Jurídico Local 

Respecto al marco jurídico local, las fuentes del ordenamiento local son las mismas o las propias del 
derecho administrativo, que se clasifican en fuentes directas e indirectas. 

Son fuentes directas:   

- La Constitución Española.  

- Los Tratados Internacionales. 

- La ley y las disposiciones normativas con fuerza de ley. 

- El reglamento. 

- La costumbre. 

- Los principios generales del derecho. 

Son fuentes indirectas: 

- La jurisprudencia. 

- La doctrina científica. 

La legislación básica del Estado en materia de régimen local está constituida por el conjunto de nor-
mas que disciplinan toda su organización y actividad, de entre las que destacan: 

- Decreto de 17 junio 1955, por el que se aprueba el Reglamento de Servicios de las Corporaciones 
Locales. 

- Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local.  

- Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido de las 
disposiciones legales vigentes en materia de Régimen Local.  

- Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de Bienes de las 
Entidades Locales.  

- Real Decreto 1690/1986, de 11 de julio, por el que se aprueba del Reglamento de Población y 
Demarcación de las Entidades Locales.  

- Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de 
Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales.  

- Ley 57/2003, de 16 de diciembre, de Medidas para la Modernización del Gobierno Local.  

- Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley 
Reguladora de las Haciendas Locales.  

- Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera.  

- Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de Racionalización y Sostenibilidad de la Administración Local.  
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3. Las Instrucciones de Contabilidad 

Centrándonos en el aspecto contable, el Texto refundido de la Ley reguladora de las Haciendas locales, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, dispone en su artículo 203 que los 
Planes de Cuentas locales sean conformes al Plan General de Contabilidad Pública. Y habiéndose 
aprobado un nuevo Plan General de Contabilidad Pública por Orden EHA/1037/2010, de 13 de abril, 
resultaba obligado aprobar nuevos Planes de Cuentas locales. 

La nueva normativa contable de las entidades locales supone un paso más en el proceso de normali-
zación contable de las Administraciones Públicas. 

Así, desde el 1 de enero de 2015, las normas generales de contabilidad y los Planes de Cuentas a apli-
car por las entidades locales y sus organismos autónomos, sin perjuicio de los regímenes especiales 
del País Vasco y Navarra, son las contenidas en las siguientes Instrucciones: 

- Orden HAP/1781/2013, de 20 de septiembre, por la que se aprueba la Instrucción del modelo nor-
mal de contabilidad local. (ICAL-N). 

- Orden HAP/1782/2013, de 20 de septiembre, por la que se aprueba la Instrucción del modelo sim-
plificado de contabilidad local. (ICAL-S.) 

- Orden EHA/4040/2004, de 23 de noviembre, por la que se aprueba la Instrucción del modelo Básico 
de Contabilidad Local (ICAL-B). 

El ámbito de aplicación de estos modelos contables está determinado por dos variables representati-
vas de la dimensión de la entidad: 

- La población. 

- Importe del presupuesto. 

Así, aplicarán el modelo normal de contabilidad local las siguientes entidades: 

- Municipios con presupuesto superior a 3.000.000,00 euros, así como aquellos cuyo presupuesto 
esté entre esta cantidad y 300.000,00 euros, siempre que su población sea superior a 5.000 habi-
tantes.  

- Demás entidades locales con presupuesto superior a 3.000.000,00 euros. 

- Organismos autónomos dependientes de las entidades anteriores. 

Por su parte, podrán aplicar el modelo simplificado de contabilidad las siguientes entidades: 

- Municipios cuyo presupuesto no exceda de 300.000,00 euros, así como aquellos cuyo presupuesto 
esté entre esta cantidad y 3.000.000,00 €, siempre que su población no supere 5.000 habitantes. 
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- Demás entidades con presupuesto no superior a 3.000.000,00 euros. 

- Organismos autónomos dependientes de las entidades anteriores. 

Por último, podrán aplicar el modelo básico de contabilidad las entidades locales cuyo presupuesto no 
exceda de 300.000,00 euros, siempre y cuando de ellas no dependan organismos autónomos, socie-
dades mercantiles o entidades públicas empresariales. 

Las Sociedades Mercantiles dependientes de las entidades locales adaptarán su contabilidad a las dis-
posiciones del Código de Comercio y demás legislación mercantil. Aplicarán las Instrucciones de 
Contabilidad sólo en lo referente a la rendición de cuentas a los órganos de control externo. 

Cuando las entidades locales que contabilicen según el modelo simplificado o básico dejen de cumplir 
los requisitos necesarios para su aplicación, sólo vendrán obligadas a aplicar la Instrucción de 
Contabilidad Local del modelo normal o simplificado, respectivamente, si dicha circunstancia se man-
tiene durante tres ejercicios consecutivos. 

La contabilidad de las entidades locales y sus organismos autónomos que apliquen la Instrucción del 
modelo normal y simplificado se llevará por el método de partida doble. 

Aquellas otras entidades que apliquen el modelo básico llevarán la contabilidad por el método de par-
tida simple. 

3.1. Los Fines de la Contabilidad 

Las Instrucciones de Contabilidad definen, en la Regla 13 en ICAL-N y en la Regla 14 en la ICAL-S, los 
fines del sistema de información contable (SICAL), tales como: 

- Suministrar la información económica y financiera que sea necesaria para la toma de decisiones, 
tanto en el orden político como en el de gestión.  

- Facilitar información para la determinación del coste y rendimiento de los servicios públicos. 

- Proporcionar los datos necesarios para la formación y rendición de la Cuenta General de la entidad 
local, así como de las cuentas, estados y documentos que deban elaborarse o remitirse a los órganos 
de control externo. 

- Posibilitar el ejercicio de los controles de legalidad, financiero y de eficacia. 

- Facilitar los datos y demás antecedentes que sean precisos para la confección de las cuentas nacio-
nales de las unidades que componen el sector de las Administraciones Públicas. 

- Facilitar la información necesaria para la confección de estadísticas económico-financieras por parte 
del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas. 
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- Suministrar información de utilidad para otros destinatarios, como asociaciones e instituciones, 
empresas y ciudadanos en general. 

Al objeto de poder dar cumplimiento a dichos fines, se exige una configuración informática del siste-
ma, que habrá de responder (Regla 14 en la ICAL-N y Regla 15 en la ICAL-S) a los siguientes criterios: 

- Estará orientada al cumplimiento del objeto y los fines establecidos en las reglas anteriores, de con-
formidad con las restantes normas contenidas en la Instrucción. 

- Garantizar la integridad, coherencia, exactitud y automatismo de las anotaciones que, para cada 
una de las operaciones contables, se deban producir en los diferentes subsistemas a los que la ope-
ración afecte. 

- Existir la debida concordancia entre los distintos niveles de información agregada que se establez-
can en el SICAL-Normal y la información de detalle que, para cada tipo de operación, se incorpore 
al mismo. 

- Propiciar progresivamente la simplificación de los procedimientos contables mediante la aplicación 
intensiva de procedimientos y medios electrónicos, informáticos y telemáticos que garanticen la vali-
dez y eficacia jurídica de la información recibida desde los centros gestores para el registro contable 
de las operaciones y de la suministrada a los destinatarios de la información contable a través de 
estos medios, así como la de la documentación contable archivada y conservada por el sistema. 

- Deben aplicarse las medidas de seguridad exigidas por la normativa vigente en materia de ficheros 
de datos de carácter personal. 

3.2. Los destinatarios de la información 

La regla 7 y 8 de la ICAL-N y la ICAL-S respectivamente indican además que la información contable 
que se elabore por las entidades contables, irá dirigida a los siguientes destinatarios: 

- El Pleno de la Corporación local.  

- Los órganos de gestión, tanto en el nivel político como en el administrativo. 

- El Tribunal de Cuentas y los órganos de control externo de las Comunidades Autónomas, así como 
la Comisión Especial de Cuentas de cada entidad local. 

- Los órganos encargados del control interno de las entidades contables en sus distintas acepciones: 
función interventora y controles financiero y de eficacia. 

- Los órganos de las Administraciones públicas que ejerzan funciones de tutela en relación con la enti-
dad contable. 

- Los órganos de la Unión Europea, tanto administrativos como de control. 

- Los acreedores de la propia entidad contable. 

- Los analistas financieros y económicos. 
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- Otras entidades públicas y privadas, asociaciones, usuarios de los servicios prestados por la entidad 
contable y ciudadanos en general 

3.3. La información del sistema de información contable 

Para el cumplimiento de los fines del sistema de información contable, (regla 41 ICAL-N y regla 42 
ICAL-S) y para poder satisfacer las necesidades de información contable de los destinatarios de la 
misma, la información a obtener del sistema de información contable será, al menos: 

- La necesaria para la formación de las cuentas anuales de la entidad contable de que se trate. 

- La que, en virtud del artículo 207 del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, 
debe remitir la Intervención u órgano de la entidad local que tenga atribuida la función de contabi-
lidad al Pleno de la Corporación. 

- La necesaria para la confección del Avance de la Liquidación del Presupuesto corriente a que se 
refiere el artículo 168 del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales. 

- La información económico-financiera necesaria para facilitar la toma de decisiones en el ámbito de 
la gestión y el ejercicio del control interno en sus distintas acepciones. 

- La información económico-financiera que deba remitirse a otras Administraciones Públicas. 

3.4. Estructura 

En cuanto a la estructura, las Instrucciones de contabilidad de los modelos normal y simplificado son 
muy semejantes a sus predecesoras de 2004 y presentan, como ellas, la siguiente estructura: 

- Preámbulo. 

- Título I «Principios generales del modelo normal/simplificado de contabilidad local». 

- Título II «Del modelo normal/simplificado del sistema de información contable para la 
Administración local». 

- Título III «De los datos a incorporar al sistema». 

- Título IV «De la información a obtener del sistema». 

- Anexo: «Plan General de Contabilidad Pública adaptado a la Administración Local/Plan de Cuentas 
Local Simplificado». 

La Instrucción del Modelo Normal de Contabilidad Local incorpora, como anexo, el Plan General de 
Contabilidad Pública adaptado a la Administración Local (PGCPAL). Por su parte, la Instrucción del 
Modelo Simplificado de Contabilidad Local incorpora una versión simplificada del mencionado Plan. 
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El Plan General de Contabilidad Pública adaptado a la Administración Local es una adaptación a la 
Administración Local del Plan General de Contabilidad Pública, aprobado por Orden EHA/1037/2010, 
de 13 de abril. 

El Plan General de Contabilidad Pública adaptado a la Administración Local se estructura en cinco par-
tes: 

- Primera parte: Marco conceptual de la contabilidad pública. 

- Segunda parte: Normas de reconocimiento y valoración. 

- Tercera parte: Cuentas anuales. 

- Cuarta parte: Cuadro de cuentas. 

- Quinta parte: Definiciones y relaciones contables. 

3.5. El Marco Conceptual 

La primera parte del Plan constituye el soporte para el análisis e interpretación de las normas conta-
bles. Es una adaptación del marco conceptual del PGCP de 2010. Éste, a su vez, se basó en la Norma 
Internacional de Contabilidad NIC-SP nº 1 Presentación de estados financieros, el marco conceptual 
del Consejo de Normas Internacionales de Contabilidad, los Documentos de Principios Contables 
Públicos y el marco conceptual del Plan General de Contabilidad. 

Recoge los requisitos de la información, los principios y criterios contables para el registro y valoración 
de los elementos patrimoniales con el fin de lograr el objetivo de la imagen fiel. 

Se estructura en los siguientes cinco apartados, referidos todos ellos a las características que debe 
tener la redacción de las cuentas anuales: 

a) Imagen fiel de las cuentas anuales. 

b) Requisitos de la información a incluir en las cuentas anuales. 

c) Principios contables. 

d) Elementos de las cuentas anuales. 

e) Criterios de registro o reconocimiento contable de los elementos de las cuentas anuales. 

f) Criterios de valoración. 

3.6. Normas de reconocimiento y valoración 

La segunda parte del PGCPAL constituye un desarrollo de los principios contables a los que se refiere 
la primera parte del Plan. Contiene los criterios y reglas de aplicación de estos principios a operaciones 
o hechos económicos, así como a diversos elementos patrimoniales. 

CAPÍTULO 11. ESPECIFICIDADES EN LA ADMINISTRACIÓN LOCAL

MANUAL DE CONTABILIDAD Y AUDITORÍA DEL SECTOR PÚBLICO

CONSEJO GENERAL DE ECONOMISTAS DE ESPAÑA · COMITÉ DEL SECTOR PÚBLICO



268

Concretamente se definen conceptos y valoraciones de los siguientes elementos y hechos contables: 

a) Inmovilizado material. 

b) Patrimonio público del suelo. 

c) Inversiones inmobiliarias. 

d) Inmovilizado intangible. 

e) Arrendamientos. 

f) Activos en estado de venta. 

g) Activos y pasivos financieros. 

h) Coberturas contables. 

i) Existencias. 

j) Activos destinados a otras entidades. 

k) Moneda extranjera. 

l) Impuesto sobre el valor añadido. 

m) Ingresos con y sin contraprestación. 

n) Provisiones, activos y pasivos contingentes. 

o) Transferencias y subvenciones. 

p) Adscripciones y cesiones. 

q) Actividades conjuntas. 

r) Cambios en criterios y estimaciones contables y errores. 

s) Hechos posteriores al cierre del ejercicio. 

3.7. Las Cuentas Anuales 

La tercera parte del PGCPAL establece las normas de elaboración y modelos de las cuentas anuales. 

Las cuentas anuales formarán una unidad que comprenderá los siguientes documentos (reglas 97 a 
99 y 85 a 87 de la ICAL-N y la ICAL-S respectivamente). 

A) EL BALANCE 

El Balance presenta la posición patrimonial de una entidad en un momento determinado. El 
Balance que forma parte de la Cuenta general se estructura a través de dos masas patrimo-
niales, activo y pasivo, desarrolladas cada una de ellas en agrupaciones que representan ele-
mentos patrimoniales homogéneos. Comprende con la debida separación, los bienes y dere-
chos, así como los posibles gastos diferidos, que constituyen el activo de la entidad y las obli-
gaciones y los fondos propios que forman el pasivo de la misma. 
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B) LA CUENTA DEL RESULTADO ECONÓMICO PATRIMONIAL 

El resultado económico-patrimonial, se determina por diferencia entre los ingresos y los gas-
tos del período al que se refiere. 

C) EL ESTADO DE CAMBIOS EN EL PATRIMONIO NETO 

Que está dividido en tres partes: 

- Estado total de cambios en el patrimonio neto. 

- Estado de ingresos y gastos reconocidos. 

- Estado de operaciones con la entidad o entidades propietarias. 

La primera parte de este estado (estado total de cambios en el patrimonio neto) informa de 
todos los cambios originados en el patrimonio neto derivados de los ajustes por cambios de 
criterios contables y correcciones de errores, de ingresos y gastos reconocidos en el ejercicio 
y de operaciones patrimoniales con la entidad o entidades propietarias, así como de otras 
variaciones en el patrimonio neto.  

La segunda parte (estado de ingresos y gastos reconocidos) recoge, además del resultado 
económico patrimonial de la entidad, los ingresos y gastos reconocidos directamente en el 
patrimonio neto y los traspasos a la cuenta del resultado económico patrimonial o al valor 
inicial de la partida cubierta.  

La tercera parte (estado de operaciones con la entidad o entidades propietarias) detalla las 
operaciones realizadas con la entidad o entidades propietarias de la entidad, distinguiendo 
las operaciones patrimoniales de las otras operaciones. 

D) EL ESTADO DE FLUJOS DE EFECTIVO 

Informa del origen y destino de los movimientos habidos en las partidas monetarias de activo 
representativas de efectivo y otros activos líquidos equivalentes, e indica la variación neta 
sufrida por las mismas en el ejercicio. 

Se distingue entre actividades de gestión, de inversión y de financiación. Las actividades de 
gestión incluyen las transacciones que intervienen en la determinación del resultado de la 
gestión ordinaria de la entidad y aquellas otras que no se clasifican como de inversión o 
financiación. Las actividades de inversión incluyen los pagos y cobros que tienen su origen 
en la adquisición, enajenación o amortización de elementos del inmovilizado no financiero y 
de inversiones financieras. Las actividades de financiación incluyen los cobros procedentes de 
la adquisición por terceros de títulos valores emitidos por la entidad, aportaciones de la enti-
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dad o entidades propietarias, deudas con entidades de crédito, así como los pagos a la enti-
dad o entidades propietarias o los reembolsos de pasivos financieros. 

E) EL ESTADO DE LIQUIDACIÓN DEL PRESUPUESTO 

El Estado de liquidación del Presupuesto, comprende, con la debida separación, la liquidación 
del Presupuesto de gastos y del Presupuesto de ingresos de la entidad, así como el Resultado 
presupuestario. 

Con motivo de la liquidación del presupuesto resulta el cálculo de dos magnitudes de espe-
cial importancia: el resultado presupuestario y el remanente de tesorería. 

- El Resultado presupuestario forma parte del Estado de liquidación del presupuesto y es la 
diferencia entre la totalidad de los derechos reconocidos netos en el ejercicio y las obliga-
ciones reconocidas netas en el mismo periodo. Es un primer indicador de capacidad o sol-
vencia financiera de las administraciones locales a corto plazo. En tanto que se obtiene por 
diferencia entre los derechos y las obligaciones, reconocidos en el ejercicio refleja el supe-
rávit/déficit del ejercicio de la Entidad local. 

- El Remanente de tesorería refleja la situación de liquidez de la entidad al cierre del ejerci-
cio, que se encuentra disponible para financiar gastos.  

Se obtiene como suma de los fondos líquidos más los derechos pendientes de cobro, dedu-
ciendo las obligaciones pendientes de pago y agregando las partidas pendientes de aplica-
ción. En síntesis, es el indicador que presenta la situación financiera de la entidad si, a 31 de 
diciembre, tuviese que pagar todas sus deudas con sus recursos a corto plazo. 

En caso de liquidación del presupuesto con remanente de tesorería negativo, el Pleno de la 
corporación o el órgano competente del organismo autónomo, según corresponda, deberán 
proceder, en la primera sesión que celebren, a la reducción de gastos del nuevo presupuesto 
por cuantía igual al déficit producido. La expresada reducción sólo podrá revocarse por acuer-
do del Pleno, a propuesta del presidente, y previo informe del Interventor, cuando el desarro-
llo normal del presupuesto y la situación de la tesorería lo consintiesen. 

Si la reducción de gastos no resultase posible, se podrá acudir al concierto de operación de 
crédito por su importe, siempre que: 

• Que su importe total anual no supere el cinco por ciento de los recursos por operaciones 
corrientes del presupuesto de la entidad. 

• Que la carga financiera total de la entidad, incluida la derivada de las operaciones proyec-
tadas, no supere el 25 por ciento de los expresados recursos. 
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• Que las operaciones queden canceladas antes de que se proceda a la renovación de la 
Corporación que las concierte. 

• De no adoptarse ninguna de las medidas previstas en los dos apartados anteriores, el pre-
supuesto del ejercicio siguiente habrá de aprobarse con un superávit inicial de cuantía no 
inferior al repetido déficit. 

F) LA MEMORIA 

La Memoria completa, amplía y comenta la información contenida en el Balance, en la 
Cuenta del resultado económico-patrimonial y en el estado de Liquidación del Presupuesto. 

Integran la Memoria 22 apartados en la ICAL-N  y 18 en la ICAL-S. 

Se debe informar de las normas de reconocimiento y valoración aplicadas y de otra informa-
ción adicional que se considere relevante para la comprensión por los usuarios de las cuentas 
anuales.  

La Regla 25 de la ICAL-B establece el contenido de la Cuenta General del modelo básico, for-
mada por: 

- Liquidación del Presupuesto.  

- Información sobre ejecución presupuestaria.  

- Información sobre Tesorería.  

- Información sobre endeudamiento.  

- Información sobre operaciones no presupuestarias. 

En todo caso, las cuentas anuales deberán ser redactadas con claridad y mostrar la imagen 
fiel del patrimonio, de la situación financiera, del resultado económico patrimonial y de la eje-
cución del presupuesto de la entidad y, se referirán al año natural, salvo en los casos de diso-
lución o creación de la entidad. 

3.8. Documentación complementaria 

A las cuentas anuales de la propia entidad local y de cada uno de sus organismos autónomos deberá 
unirse la siguiente documentación: 

- Actas de arqueo de las existencias en Caja referidas a fin de ejercicio. 

- Notas o certificaciones de cada entidad bancaria de los saldos existentes en las mismas a favor de 
la entidad local o del organismo autónomo, referidos a fin de ejercicio y agrupados por nombre o 
razón social de la entidad bancaria. En caso de discrepancia entre los saldos contables y los banca-
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rios, se aportará el oportuno estado conciliatorio, autorizado por el Interventor u órgano de la enti-
dad local que tenga atribuida la función de contabilidad. 

3.9. El Cuadro de Cuentas 

La cuarta parte del PGCPAL contiene el cuadro de cuentas, que se estructura en grupos, subgrupos, 
cuentas de primer orden (3 dígitos) y cuentas de segundo orden (4 dígitos); en algunos casos, estas 
últimas se desarrollan en subcuentas (5 dígitos).  

3.10. Definiciones y relaciones contables 

La quinta parte del Plan define los tipos de operaciones a registrar en cada una de las cuentas, así 
como los motivos más comunes de cargo y abono de las mismas, sin agotar todas las posibilidades 
que los mismos admiten. Por ello, la contabilización de operaciones que no estén particularmente reco-
gidas, se efectuará realizando el asiento o asientos que procedan, utilizando los criterios establecidos 
con carácter general. 

4.  La Cuenta General 

Según mandato del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, las Entidades loca-
les, a la terminación del ejercicio presupuestario, formarán la Cuenta General que pondrá de manifies-
to la gestión realizada en los aspectos económico, financiero, patrimonial y presupuestario. 

La norma indica que la Cuenta General estará integrada por: 
- La de la propia entidad. 
- La de los organismos autónomos. 
- Las de las sociedades mercantiles de capital íntegramente propiedad de las entidades locales. 

El Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley 
Reguladora de las Haciendas Locales (artículo 209.2) contempla la previsión de que para las entidades 
locales con tratamiento contable simplificado, se establecerán modelos simplificados de cuentas que 
reflejarán, en todo caso, la situación financiera y la ejecución y liquidación de los presupuestos 

Los municipios de más de 50.000 habitantes y las demás entidades locales de ámbito superior acom-
pañarán a la cuenta general: 
- Una memoria justificativa del coste y rendimiento de los servicios públicos. 
- Una memoria demostrativa del grado en que se hayan cumplido los objetivos programados con indi-

cación de los previstos y alcanzados, con su coste. 
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Respecto su rendición, publicidad y aprobación, los estados y cuentas de la entidad local serán rendi-
das por su presidente antes del día 15 de mayo del ejercicio siguiente al que correspondan. Las de los 
organismos autónomos y sociedades mercantiles cuyo capital pertenezca íntegramente a aquélla, ren-
didas y propuestas inicialmente por los órganos competentes de estos, serán remitidas a la entidad 
local en el mismo plazo. 

La cuenta general formada por la Intervención será sometida antes del día 1 de junio a informe de la 
Comisión Especial de Cuentas de la entidad local, que estará constituida por miembros de los distintos 
grupos políticos integrantes de la corporación. 

Posteriormente será expuesta al público por plazo de 15 días durante los cuales los interesados podrán 
examinarla y presentar reclamaciones, reparos u observaciones. Examinados estos por la Comisión 
Especial y practicadas por esta cuantas comprobaciones estime necesarias emitirá nuevo informe. 

Acompañada de los informes de la Comisión Especial y de las reclamaciones y reparos formulados, la 
cuenta general se someterá al Pleno de la corporación, para que, en su caso, pueda ser aprobada antes 
del día 1 de octubre. 

Una vez que el Pleno se haya pronunciado sobre la Cuenta General, aprobándola o rechazándola, el 
presidente de la corporación la rendirá al Tribunal de Cuentas. 
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CAPÍTULO 12. ESPECIFICIDADES EN LOS ORGANISMOS  
AUTÓNOMOS Y EN LAS SOCIEDADES MUNICIPALES 

1. Régimen de contabilidad de los organismos autónomos 

1.1. Régimen de contabilidad pública 

El artículo 200 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley reguladora de las Haciendas Locales, regula la sujeción al régimen de contabilidad 
pública de las entidades locales y sus entidades dependientes, estableciendo: 

«l. Las entidades locales y sus organismos autónomos quedan sometidos al régimen de contabilidad 
pública en los términos establecidos en esta ley. 

2. Las sociedades mercantiles en cuyo capital tengan participación total o mayoritaria las entidades 
locales estarán igualmente sometidas al régimen de contabilidad pública, sin pe1juicio de que se 
adapten a las disposiciones del Código de Comercio y demás legislación mercantil y al Plan General 
de Contabilidad vigente para las empresas españolas.» 

Los efectos de esta sujeción al régimen de contabilidad pública se regulan en el artículo 20l del Real 
Decreto Legislativo 2/2004, que establece:  

«La sujeción al régimen de contabilidad pública lleva consigo la obligación de rendir cuentas de las 
respectivas operaciones, cualquiera que sea su naturaleza, al Tribunal de Cuentas.»  

Conforme a la regulación anterior, tanto las entidades locales como los organismos autónomos, enti-
dades públicas empresariales y sociedades mercantiles dependientes de las mismas, están sujetas al 
régimen de contabilidad pública, lo que implica la obligación de rendir cuentas al Tribunal de Cuentas. 

Sin embargo, esta sujeción al régimen de contabilidad pública no supone que todas estas entidades 
apliquen las normas de la Contabilidad Pública Local, sino que, tal y como se explica a continuación, 
mientras la propia entidad local y sus organismos autónomos aplican las normas de contabilidad 
pública local, las entidades públicas empresariales y las sociedades mercantiles locales aplicarán las 
normas de contabilidad de las empresas españolas. 

1.2. Normas de Contabilidad Pública Local 

El artículo 203 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley reguladora de las Haciendas Locales, establece que corresponde al Ministerio de 
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Hacienda y Administraciones Públicas, a propuesta de la Intervención General del Estado, aprobar las 
normas contables de carácter general a las que tendrán que ajustarse la organización de la contabili-
dad de las entidades locales y sus organismos autónomos, así como el Plan de Cuentas para la 
Administración Local.  

En virtud de dicho artículo, el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas ha aprobado tres 
normas:  

• Orden HAP 1781/2013, de 20 de septiembre, por la que se aprueba la instrucción del modelo nor-
mal de contabilidad local. 

• Orden HAP I 782/2013, de 20 de septiembre, por la que se aprueba la instrucción del modelo sim-
plificado de contabilidad local. 

• Orden EHA 4040/2004, de 23 de noviembre, por la que se aprueba la instrucción del modelo básico 
de contabilidad local. 

1.3. Ámbito de aplicación 

El ámbito de aplicación de cada una de las Instrucciones de contabilidad (normal, simplificada y bási-
ca) se regula en las propias Instrucciones, que establecen los siguientes ámbitos:  

1. Modelo normal. Su ámbito de aplicación se recoge en la Regla 1 de la Instrucción del modelo nor-
mal de contabilidad local, que establece que deben aplicar las normas contenidas en la presente 
Instrucción: 

a) Los municipios cuyo presupuesto exceda de 3.000.000 de euros, así como aquellos cuyo pre-
supuesto no supere este importe, pero exceda de 300.000 euros y cuya población sea superior 
a 5.000 habitantes. 

b) Las demás entidades locales siempre que su presupuesto exceda de 3.000.000 de euros. 

c) Los organismos autónomos dependientes de las entidades locales contempladas en los apar-
tados anteriores. 

2. Modelo simplificado. Su ámbito de aplicación se recoge en la Regla 1 de la Instrucción del modelo 
simplificado de contabilidad local, que establece que deben aplicar las normas contenidas en la 
presente Instrucción: 

a) Los municipios cuyo presupuesto no exceda de 300.000 euros, así como aquellos cuyo presu-
puesto supere este importe, pero no exceda de 3.000.000 de euros y cuya población no supere 
5.000 habitantes. 

b) Las demás entidades locales siempre que su presupuesto no exceda de 3.000.000 de euros. 
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c) Los organismos autónomos dependientes de las entidades locales contempladas en los apar-
tados anteriores. 

3. Modelo básico. Su ámbito de aplicación se recoge también en la Regla 1 de la Instrucción del 
modelo básico de contabilidad local, que establece que las entidades locales cuyo presupuesto no 
exceda de 300.000 euros podrán aplicar la Instrucción del modelo básico de contabilidad lo cal, si 
bien no podrán ejercitar esta opción aquellas entidades de las que dependan organismos autóno-
mos, sociedades mercantiles o entidades públicas empresariales. 

Las entidades locales incluidas en el ámbito de aplicación de la Instrucción del modelo simplificado de 
contabilidad local podrán aplicar voluntariamente la Instrucción normal. 

Respecto a los organismos autónomos, tanto la Instrucción del modelo normal como el simpli ficado 
establecen que, en todo caso, los organismos autónomos deberán aplicar la misma Ins trucción de con-
tabilidad que la entidad local de la que dependan. 

Finalmente, respecto a las sociedades mercantiles y las entidades públicas empresariales de pendientes 
de entidades locales, tanto la Instrucción del modelo normal como el simplificado establecen que 
adaptarán su contabilidad a las disposiciones del Código de Comercio y demás legislación mercantil 
y al Plan General de Contabilidad o al de pequeñas y medianas empresas, siéndoles de aplicación esta 
Instrucción solo en lo que se refiere a rendición de cuentas a los órganos de control externo. 

2. Normativa de aplicación a las sociedades municipales 

Es la Ley 7/1985, de 1 de abril, de Bases de Régimen Local, la que, en el párrafo 1 de su artículo 85 
ter, fija que las sociedades mercantiles públicas municipales se regirán íntegramente, cualquiera que 
sea su forma jurídica, por el ordenamiento jurídico privado, salvo las materias en que les sea de apli-
cación la normativa presupuestaria, contable, de control financiero, de control de eficacia y contrata-
ción. Por lo tanto, este tipo de sociedades mercantiles, tienen dos fuentes normativas que les son apli-
cables, las de Derecho Privado, y las de Derecho Público.  

2.1. La aplicación del Derecho privado 

En cuanto al régimen jurídico general, resulta de aplicación principalmente el Real Decreto Legislativo 
1/2010, de 2 de julio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital, así 
como la normativa asociada, como es el Real Decreto 1784/1996, de 19 de julio, del Reglamento del 
Registro Mercantil y el Real Decreto 1514/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el Plan 
General de Contabilidad.   
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En cuanto al régimen jurídico laboral aplicable al personal, resulta de aplicación, principalmente, el 
Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley 
del Estatuto de los Trabajadores, su normativa concordante, también en cuanto al régimen de 
Seguridad Social, y los pactos que, en materia de Convenio Colectivo, resulten de aplicación por razón 
de la actividad. No obstante, la remisión al Estatutos de los Trabajadores y el ámbito de la negociación 
colectiva que, por razón de la actividad, resulte de aplicación, eso no significa que las sociedades mer-
cantiles públicas municipales estén eximidas de cualquier mecanismo de control por razón de su natu-
raleza pública. Así, en este tipo de sociedades mercantiles, el ordenamiento jurídico prescribe que la 
contratación del personal, se deberá articular mediante un sistema que respete los principios de méri-
to, capacidad e igualdad.   

2.2. La aplicación del Derecho público 

La Ley, circunscribe la intervención de normas de derecho público en las sociedades mercantiles públi-
cas municipales, a las siguientes materias: 

- presupuestaria, 

- contable, 

- control financiero y de eficacia, 

- contratación. 

En cuanto a la materia presupuestaria, se debe entender que las normas son las contenidas en el 
Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley 
Reguladora de las Haciendas Locales. Los artículos 162 y 163 de la citada norma, definen el concepto 
de "Presupuesto General" de la entidad local y sus componentes, ordenando expresamente, que for-
man parte del mismo "las previsiones de ingresos y gastos de las sociedades mercantiles en las que el capital 
social pertenece íntegramente a la entidad local correspondiente". Además de esta previsión de ingresos 
y gastos, en este Presupuesto general, deberán incorporarse como anexos, (artículo 166) los progra-
mas anuales de actuación, inversiones y financiación de las sociedades mercantiles del capital social 
sea titular único o partícipe mayoritario la entidad local. Para el adecuado cumplimiento de tal finali-
dad, el artículo 168 del Real Decreto Legislativo 2/2004 mencionado, obliga a las sociedades mercan-
tiles a remitir al organismo municipal correspondiente, antes del día 15 de septiembre de cada año, 
estas previsiones de gastos e ingresos, así como los ya mencionados programas anuales de actuación, 
inversiones y financiación para el ejercicio siguiente.  

En cuanto a la materia contable, las sociedades mercantiles en cuyo capital tengan participación total 
o mayoritaria las entidades locales están sometidas al régimen de contabilidad pública (artículo 200 
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Real Decreto Legislativo 2/2004, citado), es decir, en las mismas condiciones que lo está el propio 
Ayuntamiento. Pero, además, estas sociedades mercantiles locales están también obligadas a adaptar-
se a las disposiciones del Código de Comercio y demás legislación mercantil y al Plan General de 
Contabilidad vigente para las empresas españolas.  

En cuanto a la materia de control financiero y de eficacia, la primera norma de referencia es también 
el Real Decreto Legislativo 2/2004. A esta norma, hay que añadir una segunda, el Real Decreto 
424/2017, de 28 de abril, por el que se regula el régimen jurídico del control interno en las entidades 
del Sector Público Local.  

No obstante, son también de aplicación determinadas normas de derecho público en otras materias. 
Son materias que se circunscriben al funcionamiento de los órganos de gobierno de este tipo de socie-
dades (Junta General, Consejo de Administración y Gerencia).  

El Decreto de 17 de junio de 1955, por el que se aprueba el Reglamento de Servicios de las 
Corporaciones Locales, dispone en su artículo 90, que la dirección y administración de las sociedades 
mercantiles locales, estará a cargo de los siguientes órganos: 

1. La Corporación, que asumirá las funciones de Junta General. 

2. El Consejo de Administración. 

3. La Gerencia. 

Por lo tanto, hay dos diferencias con el Derecho Privado en esta materia de órganos de dirección y 
administración. La primera, es que el Reglamento de Servicios, añade un órgano más (la Gerencia), a 
los dos establecidos por la normativa de Derecho Privado (Junta General y Consejo de Administración). 
La segunda, es que la Junta General de la sociedad mercantil, se identifica con el Pleno (lo que se rea-
firma en la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, en su artículo 127 , 
que al relacionar las atribuciones de la Junta de Gobierno Local, determina en su letra m), que le 
corresponde designar a los representantes municipales en los órganos colegiados de gobierno o admi-
nistración de los entes, fundaciones o sociedades, cualquiera que sea su naturaleza, en los que el 
Ayuntamiento sea partícipe).  

Finalmente, la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y 
buen gobierno, declara en su artículo 2.1 que las disposiciones sobre transparencia de la actividad 
pública se aplicarán, también, a las sociedades mercantiles en cuyo capital social la participación, 
directa o indirecta, de las entidades locales sea superior al 50 por 100. Esto significa que las compa-
ñías mercantiles locales están obligadas a publicar de forma periódica y actualizada, la información 
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que sea relevante para garantizar la transparencia de su actividad relacionada con el funcionamiento 
y control de la actuación pública (artículo 5). Esta información sujeta a las obligaciones de transparen-
cia, debe ser publicada en las correspondientes sedes electrónicas o páginas web y de una manera 
clara, estructurada y comprensible para los interesados y, preferiblemente, en formatos reutilizables. 
Además, señala la norma que toda la información será comprensible, de acceso fácil y gratuito y estará 
a disposición de las personas con discapacidad en una modalidad suministrada por medios o en for-
matos adecuados de manera que resulten accesibles y comprensibles, de acuerdo con el principio de 
accesibilidad universal y diseño para todos. 

2.3. Mención específica al régimen de contratación con terceros 

En materia de contratación, la norma de referencia es la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos 
del Sector Público. De acuerdo con ella, las sociedades mercantiles públicas municipales, forman parte 
del grupo de poderes adjudicadores denominados PANAP (Poderes Adjudicadores No 
Administraciones Públicas), y se regulan específicamente en su artículo 32, que establece una serie de 
requisitos de acuerdo con los cuales, si se reúnen por la PNAP, recibe la calificación de “medio propio 
personificado”. Ello conlleva que, los encargos que reciba del Ayuntamiento, no se considerarán con-
tratos, y resultarán de ejecución obligada para el “medio propio”. Esta sociedad municipal, reúne los 
requisitos del artículo 32 de la citada Ley 9/2017, siendo, por tanto, medio propio del Ayuntamiento 
titular pleno de su Capital Social. 

La referenciada Ley 9/2017, de Contratos del sector Público, establece la sujeción de las sociedades 
mercantiles públicas municipales a la normativa sobre Contratación Pública, en la parte que corres-
ponda a la preparación y adjudicación del contrato, quedando sujeta al Derecho Privado, aquello que 
concierne a los efectos (excepto modificación) y extinción del contrato. Esta especial circunstancia, 
tiene su correspondiente reflejo en las jurisdicciones judiciales que conocerán de la problemática con-
tractual derivada de las sociedades mercantiles públicas municipales. En consecuencia, si la controver-
sia versa sobre la preparación y adjudicación, será competente la jurisdicción contencioso-administra-
tiva, mientras que, si la conflictividad surge en sede de efectos y extinción, corresponderá a la jurisdic-
ción ordinaria. Los PNAP, presentan, además, las siguientes especialidades en materia de contratación, 
que marca la diferencia del régimen aplicable a las Administraciones Públicas: 

1) CON RESPECTO AL ÓRGANO DE CONTRATACIÓN 

De acuerdo con el régimen especial de las PANAP, no les resultan de aplicación las disposi-
ciones relativas a Mesa de Contratación y resto de condicionantes propios de las 
Administraciones Públicas. En consecuencia, ejercerá de órgano de contratación, el órgano 
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que, de conformidad con las normas y estatutos de cada PANAP, tenga atribuidas dichas fun-
ciones.  

2) CON RESPECTO A LOS CONTRATOS CON LICITACIÓN 

De acuerdo con el régimen especial de contratación pública de las PANAP, y más específica-
mente, conforme a lo que prescriben los artículos 317 y 318, en estas entidades, deben ser 
objeto de licitación, todos aquellos contratos cuyas cuantías, superen los siguientes umbra-
les: 

a) Contratos de Obras: igual o superior a 40.000 euros. 

b) Contratos de Suministros y Servicios: igual o superior a 15.000 euros. 

Superadas pues, dichas cantidades, el contrato deberá someterse a las reglas y procedimien-
tos de licitación recogidos en la Ley. Existe, no obstante, dentro del colectivo de contratos que 
superan esos umbrales, y que, por tanto, deben ser objeto de licitación, una segunda distin-
ción, entre: 

1. Contratos Sujetos a Regulación Armonizada (Contratos SARA). 

2. Contratos NO Sujetos a Regulación Armonizada (Contratos NO SARA). 

La distinción, vuelve a pivotar sobre los umbrales de su valor estimado, así: 

1. Los Contratos Sujetos a Regulación Armonizada (Contratos SARA), para la Sociedad 
mercantil municipal, serán los contratos cuyo valor estimado, calculado conforme a las 
reglas de la propia Ley 9/2017, sea igual o superior a las cuantías siguientes: 

i. Contratos de Obras: igual o superior a 5.548.000 euros 

ii. Contratos de Suministros y Servicios: igual o superior a 221.000 euros 

En este tipo de contratos, cuya nota verdaderamente distintiva, es su valor, la clave es la 
publicitación de la licitación correspondiente, ya que debe de realizarse en el DOUE, para 
garantizar así, una libre concurrencia de operadores económicos en el ámbito de la Unión 
Europea.   

La preparación y adjudicación de estos contratos SARA que concierte la sociedad mer-
cantil municipal, y por expresa disposición del artículo 317, deberá regirse por las normas 
establecidas en las Secciones 1.ª y 2.ª del Capítulo I del Título I del Libro II de la Ley. Eso 
significa, que, en su tramitación, resultarán de aplicación normas que, solo se aplicarán 
a los SARA y no al resto de contratos. Esas normas, son las contenidas en la Sección 1ª 
del Capítulo I del Libro II de la Ley, e implican la necesidad de articular un expediente 
previo de contratación (con sus correspondientes informes justificativos, aprobación del 
gasto, etc.), así como la posibilidad de realizar tramitaciones de urgencia o de emergen-
cia.  

CAPÍTULO 12. ESPECIFICIDADES EN LOS ORGANISMOS AUTÓNOMOS Y EN LAS SOCIEDADES MUNICIPALES

MANUAL DE CONTABILIDAD Y AUDITORÍA DEL SECTOR PÚBLICO

CONSEJO GENERAL DE ECONOMISTAS DE ESPAÑA · COMITÉ DEL SECTOR PÚBLICO



284

Cabe entender que, por las cuantías señaladas, y en atención al presupuesto de la socie-
dad mercantil municipal, y las partidas que se contienen en relación con los contratos con 
terceros, los Contratos SARA no serán utilizados por la Sociedad mercantil municipal, 
salvo en supuestos excepcionales en el que se cuente con una financiación extraordinaria 
para un proyecto muy específico. 

2. Por su parte, los Contratos NO Sujetos a Regulación Armonizada (Contratos NO 
SARA), serán todos aquellos contratos de obras, suministros o servicios, que suscriba la 
sociedad mercantil municipal, con valores estimados inferiores a los umbrales anterior-
mente señalados para los SARA. 

De conformidad con lo dispuesto en la letra b) del artículo 318 de la Ley 9/2017, este 
tipo de contratos con umbrales superiores a los 40.000 euros (Obras) o 15.000 euros 
(Servicios y Suministros), pero inferiores a 5.548.000 euros (Obras) o 221.000 euros 
(Servicios y Suministros), se podrán adjudicar por cualquiera de los procedimientos pre-
vistos en la Sección 2.ª del Capítulo I del Título I del Libro Segundo de la Ley, con excep-
ción del procedimiento negociado sin publicidad, que únicamente se podrá utilizar en los 
casos previstos en el artículo 168.  

Por tanto, para esta tipología de contratos NO SARA, no será exigible el expediente pre-
vio de contratación como sucede con los SARA (la Sección 1ª), resultando sólo de apli-
cación, la Sección 2ª del Capítulo I del Libro II de la Ley, esto es, las normas relativas a 
los procedimientos de licitación. Eso se traduce en que, las licitaciones de la Sociedad 
mercantil municipal, podrán llevarse a término, por cualquiera de los siguientes procedi-
mientos: 

i. Procedimiento Abierto Ordinario (artículo 156), distinguiendo a su vez, dentro de este 
tipo de procedimiento, entre: 

a) Procedimiento Abierto Simplificado (artículo 159) 

b) Procedimiento Abierto Simplificado de tramitación reducida, o también denomi-
nado procedimiento sumario (artículo 159.6) 

ii. Procedimiento restringido (artículo 160) 

iii. Procedimientos con Negociación, distinguiendo dentro de él, entre: 

a) Procedimientos Negociados con publicidad (artículo 167) 

b) Procedimientos Negociados sin publicidad (artículo 168) 

iv. Diálogo Competitivo (artículo 172) 

v. Procedimiento de asociación para la innovación (artículo 177) 

vi. Concurso de Proyectos (artículo 183) 
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Nótese, que el redactado exacto del artículo 318, señala que se podrán adjudicar “por 
cualquiera de los procedimientos”, por tanto, la Ley no somete a los PANAP a las mismas 
exigencias que a las Administraciones Públicas, en el sentido de ofrecer la posibilidad de 
optar por uno u otro procedimiento a las primeras, sin los condicionantes a los que están 
sometidas las segundas. Ello explica que, en lo referente al Procedimiento Negociado sin 
publicidad, la Ley sí que especifique que quedará sujeto a las limitaciones que, en el artí-
culo 168, se señalan. En consecuencia, la sociedad mercantil municipal, podría utilizar 
para este tipo de Contratos NO SARA, indistintamente, cualquier procedimiento de la Ley, 
a excepción del Negociado sin publicidad, que, para poder utilizarlo, deberá someterse a 
las mismas reglas que las Administraciones Públicas, y usarlo únicamente en los mismos 
casos que pueden hacerlos aquellas. 

3) MENCIÓN ESPECIAL A LOS CONTRATOS DE ADJUDICACIÓN DIRECTA (CAD) 

Como se ha señalado, el artículo 318 dispone que los Contratos NO SARA con umbrales 
superiores a los 40.000 euros (Obras) o 15.000 euros (Servicios y Suministros), pero inferio-
res a 5.548.000 euros (Obras) o 221.000 euros (Servicios y Suministros), deben ser licitados. 
Sin embargo, para los umbrales inferiores al importe mínimo de licitación, dispone la letra a) 
del referido artículo, que: 

a) Los contratos de valor estimado inferior a 40.000 euros, cuando se trate de contratos de 
obras, de concesiones de obras y concesiones de servicios, o a 15.000 euros, cuando se 
trate de contratos de servicios y suministros, podrán adjudicarse directamente a cualquier 
empresario con capacidad de obrar y que cuente con la habilitación profesional necesaria 
para realizar la prestación objeto del contrato. 

Sobre la aplicación de lo dispuesto en esta letra, la Junta Consultiva de Contratación del 
Estado, en su Recomendación nª.32 de fecha 28 de febrero de 2018, se apresuró a pautar 
que, en realidad, a este tipo de contratos, le resulta de aplicación los dispuesto en el artículo 
118 de la Ley, para los llamados “contratos menores” de la Administración Pública. Conviene 
subrayar que, el artículo 118, se encuentra en la Sección 1ª del Capítulo I del Libro II de la 
Ley. Eso significa que, en la práctica, este tipo de contratos deberían contar con un expedien-
te previo en los mismos términos y con las mismas exigencias que los establecidos para las 
Administraciones Públicas cuando contratan por debajo de esos mismos importes máximos. 
Esa posición no resulta sostenible. Así, el único argumento que usa la JCCE, se basa en que 
las cantidades de los “contratos menores” (CM) de las Administraciones Públicas, y las can-
tidades de los contratos de adjudicación directa (CAD) de las PANAP, son las mismas. Con 
esa posición, la JJCE crea una contradicción difícilmente defendible, y es el hecho que, para 
los CAD se exija un expediente previo, y para los NO SARA de mayor importe, no. Crea, igual-
mente, incoherencias, como el hecho de que con esa posición se exija un expediente, pero 
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no un informe de insuficiencia de medios para contratos de servicios (que se encuentra en el 
116 y no en el 118). Y es que, la letra a) del artículo 318, dice lo que dice, y si la Ley hubiera 
querido asimilar los CAD a los CM, como pauta la JCCE, hubiera remitido específicamente al 
artículo 118, o más genéricamente, a la Sección 1ª del Capítulo I del Libro II de la Ley, que 
regula la preparación de contratos, igual que lo hace en la letra b) para lo de mayor importe, 
o en el 317 para los SARA. Pero la Ley no lo hace, no remite ni asimila los CAD a los CM en 
su preparación, exigencias y limitaciones, es más, señala, literalmente, que “podrán adjudi-
carse directamente a cualquier empresario con capacidad de obrar y que cuente con la habi-
litación profesional necesaria para realizar la prestación objeto del contrato”, reservando la 
aplicación de la Sección 1ª, donde se encuentra el artículo 118, únicamente, a la preparación 
de los SARA. 

No obstante las precisiones realizadas en el párrafo antecedente, la Sociedad mercantil muni-
cipal seguirá en parte la Recomendación nº.32 señalada, en lo que atañe a la superación de 
los límites por un mismo proveedor en el año presupuestario en curso (artículo 118.3), por 
entender que un sistema de control de desviación de la contratación directa, que es positivo 
para la gestión de la sociedad mercantil municipal, no porque ese esté de acuerdo con el con-
tenido la citada Recomendación, que, cabe recordar, es de aplicación voluntaria a diferencia 
de los Informes Vinculantes de la misma JCCE. 

3. Contabilización de las subvenciones en los organismos autónomos y socieda-
des municipales 

3.1. Introducción 

La contabilización de las subvenciones (cuestión regulada en la Norma de Registro y Valoración 18ª 
del PGC) es un aspecto muy importante para los organismos autónomos y las sociedades municipales, 
ya que todas reciben cantidades muy significativas de subvenciones o transferencias públicas.  

Las Subvenciones, donaciones y legados recibidos (SDL) no reintegrables se contabilizarán inicialmen-
te, con carácter general, como ingresos directamente imputados al patrimonio neto utilizando las 
cuentas 130/131/132 y las nuevas cuentas pertenecientes a los subgrupos 84/94 (aunque con excep-
ciones frecuentes, tal como se verá más adelante), figurando en balance dentro de una rúbrica inde-
pendiente de patrimonio neto (la A.3), netas del efecto impositivo. 

Los movimientos de SDL se reflejan en el apartado “A) Estado de ingresos y gastos reconocidos”, del 
Estado de Cambios en el Patrimonio Neto, estando previsto emplear para ello las cuentas de los nue-
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vos grupos 9 (para la imputación al patrimonio neto) y 8 (para su traspaso a la cuenta de pérdidas y 
ganancias).  

Las cuentas 84x y 94x se regularizan al cierre del ejercicio, y se utilizan como mecanismos para la 
imputación de subvenciones a ingresos en varios ejercicios y de suministro de información para elabo-
rar el “Estado de ingresos y gastos reconocidos”. Debe tenerse presente que su uso no tiene carácter 
obligatorio y por tanto su no utilización no ocasionará una salvedad en el informe de auditoría si el 
registro e imputación temporal de las subvenciones es la adecuada y su presentación en los distintos 
estados contables es correcta.  

El “Estado de ingresos y gastos reconocidos”, así como los grupos de cuentas 8 y 9, no están previstos 
en el PGC PYMES. En su lugar, éstas utilizarán directamente la cuenta 130 tanto para el registro inicial 
como para los traspasos, tal como se hacía hasta ahora. 

3.2. Subvenciones reintegrables y cumplimiento de requisitos 

Las SDL (incluidos los anticipos a cuenta) cobradas que tengan carácter reintegrable se contabilizarán 
como pasivos hasta que adquieran la condición de no reintegrables (utilizándose para ello la cuenta 
172-Deudas a largo plazo transformables en subvenciones, donaciones y legados). 

De acuerdo con la NRV18, apartado 1.1, adquirirán la condición de no reintegrables cuando: 

a) exista un acuerdo individualizado de concesión (es decir, existe resolución individualizada del órga-
no concedente), 

b) se hayan cumplido las condiciones establecidas para su concesión (normalmente cuando se haya 
ejecutado la inversión o realizado el gasto subvencionado), y 

c) no existan dudas razonables respecto de su cobro. En relación con dichos requisitos, y mientras 
que hasta ahora se exigía el cumplimiento de las condiciones de concesión, admitiendo como tal 
la no existencia de dudas sobre su futuro cumplimiento, la nueva normativa exige en todo caso el 
cumplimiento efectivo de las tres condiciones. 

d) Al respecto, la consulta número 11 publicada en el BOICAC 75, señala que en aquellas subven-
ciones que, adicionalmente a la realización de una actuación concreta, exigen como condición el 
mantenimiento de un determinado comportamiento por parte de la empresa beneficiaria durante 
un número de años (por ejemplo, mantener un activo o el empleo creado durante un número 
determinado de años o no cerrar la empresa en un período), se considera que, si se ha realizado 
la actuación exigida en las condiciones de la concesión (por ejemplo, la adquisición del activo o la 
creación de un determinado número de puestos de trabajo), se pueden presumir cumplidas las 
condiciones de mantenimiento futuro, cuando en la fecha de formulación de las cuentas anuales 
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se estén manteniendo esas condiciones y no existan dudas razonables de que se seguirán cum-
pliendo en el plazo exigido. 

e) De acuerdo con lo anterior, la percepción (cobro) de subvenciones reintegrables, no implicará su 
imputación a ingresos hasta que se conviertan, en el mismo año o en un año posterior a su percep-
ción, en no reintegrables. En la citada consulta 11 se aclara el tratamiento contable de la subvención 
que cumple los requisitos para ser no reintegrable en un momento posterior al del devengo de los 
gastos o de la amortización de los activos que financia (ver apartado 12.4.2.2.d siguiente). 

3.3. Reconocimiento y valoración de las SDL 

Se valorarán por el valor razonable del importe concedido (las monetarias) o por el valor razonable del 
bien recibido (las no monetarias), referenciados ambos valores al momento de su reconocimiento. 

Se contabilizarán inicialmente, con carácter general, como ingresos directamente imputados en el 
patrimonio neto, netas del efecto impositivo, y se reconocerán en la cuenta de pérdidas y ganancias 
como ingresos sobre una base sistemática y racional de forma correlacionada con las inversiones o 
gastos subvencionados, tal como se detalla en el siguiente apartado. 

A efectos prácticos, en general, en las entidades públicas, dada la situación ordinaria de pérdidas (y la 
cifra generalmente muy alta de pérdidas acumuladas de ejercicios anteriores) no se considerará el 
efecto impositivo. 

3.4. La contabilización de las subvenciones y transferencias  

3.4.1 INTRODUCCIÓN 

Al fiscalizar las sociedades municipales se hace necesario distinguir entre el concepto de 
“subvención” y el de “transferencia”. Las primeras son objeto de regulación en la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre General de Subvenciones (ver su artículo 2.1) y las segundas 
quedan excluidas de dicha Ley en virtud de lo establecido en su artículo 2.2.  

El ICAC mediante consulta de 11 de marzo de 2009, señala que la NRV18 regula el trata-
miento contable de ambos tipos de operaciones, y se especifican los distintos criterios a 
seguir en cada caso.  

3.4.2 CRITERIOS GENERALES DE IMPUTACIÓN A RESULTADOS 

En el sector público, estos criterios son aplicables a: 

• Las subvenciones percibidas por las empresas públicas, que estén concedidas por la 
Administración Pública que sea su socio y que cumplan los requisitos establecidos en la 
Ley 38/2003, de 17 de noviembre General de Subvenciones. 
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• Las subvenciones percibidas por las empresas públicas de un tercero no socio. 

• “Transferencias u otras entregas sin contraprestación” finalistas recibidas por las empresas 
públicas concedidas por la Administración que sea su socio y que cumplan los requisitos 
establecidos en la consulta del ICAC, tal como se detalla en el apartado 4.3.a) siguiente. 

• Todas las subvenciones percibidas por las fundaciones públicas. 

Las SDL no reintegrables se reconocerán en la Cuenta de Pérdidas y Ganancias como ingre-
sos sobre una base sistemática y racional de forma correlacionada con su finalidad, es decir, 
con los gastos o inversiones que financian. 

Es necesario por tanto identificar la finalidad de la subvención, ya que según sea esta finali-
dad, la subvención se registrará: 

• Como ingreso en el ejercicio de la concesión. 

• Como ingreso a imputar en varios ejercicios. 

• Como ingreso en el ejercicio en que se produzca la baja del activo financiado. Si no se 
identifica la finalidad de la subvención, se imputa la totalidad a ingresos del ejercicio. 

Una vez identificada la finalidad de la subvención, se seguirán los siguientes criterios de 
imputación a resultados, y movimientos de cuentas de acuerdo con lo establecido en la 
Quinta parte del PGC: 

a) Cuando se concedan (por un tercero no socio) para asegurar una rentabilidad mínima o 
compensar déficit de explotación del ejercicio o de ejercicios previos, se imputarán como 
ingresos del ejercicio en el que se concedan. Se contabilizarán con abono a la cuenta 
“740-Subvenciones, donaciones y legados a la explotación” (directamente, sin pasar por 
Patrimonio neto). 

Si financian déficit de un ejercicio posterior al que se concede la subvención, cuando se 
conceda, se contabilizará con abono a la cuenta “942-Ingresos por otras subvenciones, 
donaciones y legados”.  Al ejercicio siguiente, se cargará a la cuenta “842-Trans-ferencia 
de otras subvenciones, donaciones y legados” con abono a la “747-Otras SDL transferi-
dos al resultado del ejercicio”, por importe del déficit financiado. 

b) Cuando se concedan para financiar gastos específicos se imputarán como ingresos del 
ejercicio en el que se devenguen esos gastos. 

Si son gastos del mismo ejercicio (o de anteriores) en que se concede la subvención, se 
contabilizarán con abono a la cuenta “740-Subvenciones, donaciones y legados a la 
explotación”. 
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Si son gastos de un ejercicio posterior al que se concede la subvención, cuando se con-
ceda y se ha-yan cumplido las condiciones de concesión (si se ha materializado el gasto, 
pero no se ha devengado contablemente, por ejemplo), se contabilizará con abono a la 
cuenta “942-Ingresos por otras subvenciones, donaciones y legados”. 

Al ejercicio siguiente, se contabilizará el gas-to que financia la subvención, y se cargará 
a la cuenta “842-Transferencia de otras subvenciones, donaciones y legados” con abono 
a la “747-Otras SDL transferidos al resultado del ejercicio”. 

c) Cuando se concedan para adquirir inmovilizados se imputarán como ingresos de forma 
paralela a las amortizaciones de esos inmovilizados, deterioro, enajenación o baja 

Para su periodificación e imputación contable se utilizará el juego de cuentas 
84X/94X/13X. Cuando se contabilice el deterioro del activo, será irreversible en la parte 
financiada por la SDL. 

d) Dado que no se pueden reconocer ingresos por una subvención hasta que obtenga el 
carácter de no reintegrable, en el caso de una subvención que cumple los requisitos para 
ser no reintegrable en un momento posterior al de devengo de los gastos que financia o 
de la amortización de los activos que financia, debe señalarse que, según consulta 11 del 
BOICAC75: 

1. En la medida en que la subvención financie gastos específicos ya devengados o la 
totalidad del valor original de un activo, de forma que se hubieran imputado gastos 
(en su caso, dotaciones a la amortización) asociados a la subvención, en un ejercicio 
anterior al periodo en que la subvención sea reconocible como ingreso de patrimonio 
neto, el importe de la subvención correspondiente a los citados gastos se ha de impu-
tar a la cuenta de pérdidas y ganancias en el momento en que se cumplan las con-
diciones para su registro. 

2. Si la subvención financia parte de un activo, y en el momento de registro de la sub-
vención como ingreso de patrimonio neto, el valor contable del activo fuese superior 
al importe concedido, se aplicará el criterio general de imputar en la cuenta de pér-
didas y ganancias la citada subvención, en proporción a la dotación a la amortización 
efectuada del activo financiado desde el momento del registro, es decir, prospectiva-
mente. En este caso no procederá hacer imputaciones en función de la amortización 
de años previos, en tanto la subvención se ha debido registrar como un ingreso en 
un momento posterior de acuerdo con los criterios contables (no se trata de un error 
ni de un cambio de criterio contable) y admite ser correlacionada con la imputación 
a la cuenta de pérdidas y ganancias del valor contable del activo a partir del momen-
to en que, de acuerdo con la NRV 18, procede su registro como ingreso de patrimo-
nio neto. 

CAPÍTULO 12. ESPECIFICIDADES EN LOS ORGANISMOS AUTÓNOMOS Y EN LAS SOCIEDADES MUNICIPALES

MANUAL DE CONTABILIDAD Y AUDITORÍA DEL SECTOR PÚBLICO

CONSEJO GENERAL DE ECONOMISTAS DE ESPAÑA · COMITÉ DEL SECTOR PÚBLICO



291

e) Cuando se concedan para adquirir existencias o activos financieros se imputarán como 
ingresos cuando se produzca su enajenación, deterioro o baja. 

Cuando se contabilice un deterioro del activo, será irreversible en la parte financiada por 
la subvención. 

Para su periodificación e imputación contable se utilizará el juego de cuentas 
84X/94X/130. 

En el deterioro de activos financieros, o cuando financien gastos financieros, se contabi-
lizarán con abono (directo o indirecto) a la cuenta “741-SDL de carácter financiero”. 

f) Cuando se concedan para cancelación de deudas, cuando se cancelen. 

Se contabilizarán con abono a la cuenta “741-Subvenciones, donaciones y legados de 
carácter financiero”2 

g) Las SDL monetarias sin asignación específica, en el ejercicio en que se reconozcan 

Se contabilizarán con abono a la cuenta “740-Subvenciones, donaciones y legados a la 
explotación”.  

3.4.3 SDL OTORGADAS POR SOCIOS O PROPIETARIOS 

Según el apartado 2 de la NRV18 del PGC, con carácter general, las SDL no reintegrables 
recibidas de socios o propietarios, no constituyen ingresos, debiéndose registrar directamente 
en los fondos propios utilizando la cuenta 118. Aportaciones de socios, independientemente 
del tipo de SDL de que se trate. 

No obstante, en el caso de las empresas públicas, las SDL que reciban de la entidad pública 
accionista, “para financiar la realización de actividades de interés público o general”, se con-
tabilizarán siguiendo el criterio general (ver 12.2.4.2). 

El requisito de que el destino de la subvención sea para la realización de actividades de inte-
rés público o general dará lugar a que si las SDL no estuvieran afectas a ese tipo de activi-
dades se deberán contabilizar como aportaciones de socios. 

De esta forma el PGC plantea una cuestión importante: en qué circunstancias debe enten-
derse que la subvención recibida por una empresa pública tiene como destino “financiar la 
realización de actividades de interés público o general”. 

Para resolver esta cuestión el ICAC ha emitido una consulta el 11 de marzo de 2009, de 
acuerdo con la cual, las “transferencias u otras entregas sin contraprestación” recibidas por 
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las empresas públicas concedidas por la Administración Pública que sea su socio se tratarán 
así: 

a) Como ingresos (siguiendo los criterios señalados en el apartado 12.2.4.2 anterior): 

• Las destinadas a financiar actividades específicas (incluidas las de I+D) que hayan 
sido declaradas de interés general mediante una norma jurídica. Se considerarán 
como tales las transferencias establecidas mediante contratos-programa, convenios 
u otros instrumentos jurídicos cuya finalidad sea la realización de una determinada 
actividad o la prestación de un determinado servicio de interés público, siempre que 
en dichos instrumentos jurídicos se especifiquen las distintas finalidades que pueda 
tener la transferencia y los importes que financian cada una de las actividades espe-
cíficas. 

• Las destinadas a financiar específicamente inmovilizado afecto a una actividad espe-
cífica de interés general o para cancelar deudas por adquisición del mismo. El cum-
plimiento de dichas condiciones puede derivar de una norma jurídica o puede consi-
derarse que se ha producido cuando en un contrato programa, convenio u otro ins-
trumento jurídico se haya determinado la financiación específica de inmovilizado 
afecto a la realización de una actividad específica o de las deudas derivadas de la 
adquisición del mismo, habiéndose cuantificado el importe que financia dicho inmo-
vilizado o deudas. En este punto, hay que matizar que, en el caso de que la empresa 
pública recibiese transferencias de la entidad pública dominante para la financiación 
de gastos específicos producidos en el desarrollo de una actividad de interés general, 
no podrán entenderse financiados por la misma los costes de amortización de los 
activos utilizados que, a su vez, hayan sido financiados con transferencias para la 
adquisición de inmovilizado afecto a la realización de actividades de interés general 
concedidas por la entidad pública dominante. 

b)  Como aportaciones de socios (con abono a la cuenta 118) 

• Las destinadas a compensar pérdidas genéricas aún en el caso de que hayan sido ins-
trumentadas mediante contratos-programa o documentos similares. 

• Transferencias con finalidad indeterminada, para financiar déficits de explotación o 
gastos generales de funcionamiento de la empresa, gastos específicos o inusuales, 
no asociados con ninguna actividad o área de actividad en concreto sino con el con-
junto de las actividades que realiza. 

• Las transferencias genéricas que se destinen a financiar inmovilizado, aun en el caso 
de que una vez que entre en funcionamiento dicho inmovilizado se utilice total o par-
cialmente para realizar actividades o prestar servicios de interés general. 
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De la lectura de la consulta citada de 11 de marzo de 2009, se deduce que no se considera-
rán transferencias genéricas aquéllas en las que exista alguna instrucción, documento presu-
puestario o de otro tipo de la entidad que realiza la transferencia respecto del destino o fina-
lidad concreta de la transferencia, en el que se cuantifique y especifique o identifique su des-
tino, que debe ser la realización de una determinada actividad de interés general o la pres-
tación de un determinado servicio de interés público. 

La aplicación de esta consulta puede dar lugar a situaciones en las que, ante las mismas cir-
cunstancias de hecho, su tratamiento contable depende de la tramitación formal de la sub-
vención o transferencia. Por ejemplo, pensemos en dos sociedades municipales iguales que 
tienen encomendada en sus estatutos o normativa de creación, por la administración que las 
ha creado y las tutela, la prestación de un determinado servicio de interés público. Ambas 
sociedades construyen un inmueble y tienen gastos de personal.  

En un caso recibe transferencias globales anuales para financiar sus gastos de funcionamien-
to o su déficit anual; en este caso se contabilizará como aportaciones de socios en el patri-
monio neto y la cuenta de pérdidas y ganancias reflejará una cifra de pérdidas equivalente a 
sus gastos anuales.  

En el otro caso recibe transferencias anuales para financiar los gastos de personal y las inver-
siones destinadas a esa actividad, ambos conceptos se especifican y detallan en los presu-
puestos; en este caso se contabilizarán como ingresos (en el mismo año o en varios) y la 
cuenta de pérdidas y ganancias reflejará un resultado cero. 

Este simple ejemplo sirve para ver que la consulta del ICAC puede dar lugar a resultados muy 
diferentes no dependiendo de la realidad económica sino de aspectos puramente formales, 
lo que no es muy coherente con el Marco Conceptual del PGC. 
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CAPÍTULO 13. EL CONTROL INTERNO EN EL SECTOR PÚBLICO 

1. El Control Interno en el Sector Público 

El título VI de la Ley General Presupuestaria (LGP), se refiere al control interno de la gestión económi-

co-financiera del sector público estatal indicando que es ejercido por la Intervención General de la 

Administración del Estado (artículo 140.2) y que se realizará mediante el ejercicio de la función inter-

ventora, el control financiero permanente y la auditoría pública, regulados en la propia ley (artículo 

142.2).  

Las Normas de Auditoría del Sector Público (NASP), aprobadas por Resolución de la IGAE de 1 de sep-

tiembre de 1998, utilizan un concepto mucho más amplio, e indican que que “los directivos públicos y 

todos aquellos que manejen fondos públicos son responsables de establecer y mantener un sistema de con-

trol interno eficaz, que asegure el logro de los objetivos previstos, la custodia de los recursos, el cumplimiento 

de las leyes y normas jurídicas y la obtención de información fiable”. 

Siguiendo el título VI de la LGP que regula el control interno de la actividad económica y financiera 

del sector público, se observa que: 

- Se ejerce por la Intervención General de la Administración del Estado, que actuará con plena auto-

nomía respecto de las autoridades y demás entidades cuya gestión controle. 

- Recae sobre la actividad económico-financiera que realicen todos los órganos y entidades del sector 

público estatal. 

- Atiende a los objetivos de: 

· Verificar el cumplimiento de la normativa. 

· Verificar la adecuada contabilización de las operaciones. 

· Evaluar la aplicación de principios de buena gestión financiera. 

· Verificar el cumplimiento de los objetivos asignados a los centros gestores de gasto. 

- Se contemplan tres formas, que pueden ser concurrentes, de realizar el control:  

· Función interventora. 

· Control financiero permanente. 

· Auditoría pública. 
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1.1  La Función Interventora 

La función interventora tiene por objeto controlar, antes de que sean aprobados, los actos del sector 
público que den lugar al reconocimiento de derechos o a la realización de gastos, así como los ingresos 
y pagos que de ellos se deriven, y la inversión o aplicación en general de sus fondos públicos, con el 
fin de asegurar que su gestión se ajuste a las disposiciones aplicables en cada caso. 

Se ejercerá por la Intervención General de la Administración del Estado y sus interventores delegados 
en sus modalidades de intervención formal y material.  

La intervención formal consistirá en la verificación del cumplimiento de los requisitos legales necesa-
rios para la adopción del acuerdo, mediante el examen de todos los documentos que, preceptivamen-
te, deban estar incorporados al expediente.  

En la intervención material se comprobará la real y efectiva aplicación de los fondos públicos. 

La función interventora comprenderá: 

- La fiscalización previa de los actos que reconozcan derechos de contenido económico, aprueben 
gastos, adquieran compromisos de gasto, o acuerden movimientos de fondos y valores. 

- La intervención del reconocimiento de las obligaciones y de la comprobación de la inversión. 

- La intervención formal de la ordenación del pago. 

- La intervención material del pago. 

Si la Intervención, al realizar la fiscalización o intervención, se manifiesta en desacuerdo con el conte-
nido de los actos examinados o con el procedimiento seguido para su adopción, deberá formular sus 
reparos por escrito.  

La formulación del reparo suspenderá la tramitación del expediente hasta que sea solventado, bien 
por la subsanación de las deficiencias observadas o bien, en el caso de no aceptación del reparo, por 
la resolución del procedimiento previsto en el artículo siguiente. 

Cuando se aplique el régimen general de fiscalización e intervención previa, procederá la formulación 
del reparo en los casos siguientes: 

- Cuando se base en la insuficiencia de crédito o el propuesto no se considere adecuado. 

- Cuando el gasto se proponga a un órgano que carezca de competencia para su aprobación. 

- Cuando se aprecien graves irregularidades en la documentación justificativa del reconocimiento de 
la obligación o no se acredite suficientemente el derecho de su perceptor. 

- Cuando el reparo derive de comprobaciones materiales de obras, suministros, adquisiciones y servi-
cios. 
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- Cuando se hayan omitido requisitos o trámites que pudieran dar lugar a la nulidad del acto, o cuan-
do la continuación de la gestión administrativa pudiera causar quebrantos económicos al Tesoro 
Público o a un tercero. 

Los interventores además podrán formular las observaciones complementarias que consideren conve-
nientes, sin que las mismas tengan, en ningún caso, efectos suspensivos en la tramitación de los expe-
dientes correspondientes. 

En los supuestos en los que, con arreglo a lo establecido en las disposiciones aplicables, la función 
interventora fuera preceptiva y se hubiese omitido, no se podrá reconocer la obligación, ni tramitar el 
pago, ni intervenir favorablemente estas actuaciones hasta que se subsane dicha omisión en los tér-
minos previstos en este artículo. 

En dichos supuestos, será preceptiva la emisión de un informe por parte del órgano de la Intervención 
General de la Administración del Estado que tenga conocimiento de dicha omisión que se remitirá a 
la autoridad que hubiera iniciado las actuaciones. 

Este informe, que no tendrá naturaleza de fiscalización, pondrá de manifiesto, como mínimo los 
siguientes extremos: 

- Las infracciones del ordenamiento jurídico que se hubieran puesto de manifiesto de haber sometido 
el expediente a fiscalización o intervención previa en el momento oportuno. 

- Las prestaciones que se hayan realizado como consecuencia de dicho acto. 

- La procedencia de la revisión de los actos dictados con infracción del ordenamiento. 

- La existencia de crédito adecuado y suficiente para hacer frente a las obligaciones pendientes. 

1.2 El control financiero permanente 

El control financiero permanente tendrá por objeto la verificación de una forma continua realizada a 
través de la correspondiente intervención delegada, de la situación y el funcionamiento de las entida-
des del sector público estatal en el aspecto económico-financiero, para comprobar el cumplimiento de 
la normativa y directrices que les rigen y, en general, que su gestión se ajusta a los principios de buena 
gestión financiera y en particular al cumplimiento del objetivo de estabilidad presupuestaria y de equi-
librio financiero 

El control financiero permanente incluirá las siguientes actuaciones: 

- Verificación del cumplimiento de la normativa y procedimientos aplicables a los aspectos de la ges-
tión económica a los que no se extiende la función interventora. 
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- Seguimiento de la ejecución presupuestaria y verificación del cumplimiento de los objetivos asigna-
dos a los programas de los centros gestores del gasto y verificación del balance de resultados e 
informe de gestión. 

- Informe sobre la propuesta de distribución de resultados. 

- Comprobación de la planificación, gestión y situación de la tesorería. 

- Las actuaciones previstas en la ley y en las demás normas presupuestarias y reguladoras de la ges-
tión económica del sector público estatal, atribuidas a las intervenciones delegadas. 

- Análisis de las operaciones y procedimientos, con el objeto de proporcionar una valoración de su 
racionalidad económico-financiera y su adecuación a los principios de buena gestión, a fin de detec-
tar sus posibles deficiencias y proponer las recomendaciones en orden a la corrección de aquéllas. 

- En los departamentos ministeriales y entidades gestoras y servicios comunes de la Seguridad Social, 
verificar, mediante técnicas de auditoría, que los datos e información con trascendencia económica 
proporcionados por los órganos gestores como soporte de la información contable, reflejan razona-
blemente las operaciones derivadas de su actividad. La Intervención General de la Administración 
del Estado establecerá el procedimiento, alcance y periodicidad de las actuaciones a desarrollar. 

1.3 La Auditoria Pública 

La auditoría pública consistirá en la verificación, realizada con posterioridad y efectuada de forma sis-
temática, de la actividad económico-financiera del sector público estatal, mediante la aplicación de los 
procedimientos de revisión selectivos contenidos en las normas de auditoría e instrucciones que dicte 
la Intervención General de la Administración del Estado 

La auditoría pública adoptará las siguientes modalidades: 

- La auditoría de regularidad contable, consistente en la revisión y verificación de la información y 
documentación contable con el objeto de comprobar su adecuación a la normativa contable y en su 
caso presupuestaria que le sea de aplicación. 

- La auditoría de cumplimiento, cuyo objeto consiste en la verificación de que los actos, operaciones 
y procedimientos de gestión económico-financiera se han desarrollado de conformidad con las nor-
mas que les son de aplicación. 

- La auditoría operativa, que constituye el examen sistemático y objetivo de las operaciones y proce-
dimientos de una organización, programa, actividad o función pública, con el objeto de proporcionar 
una valoración independiente de su racionalidad económico-financiera y su adecuación a los prin-
cipios de la buena gestión, a fin de detectar sus posibles deficiencias y proponer las recomendacio-
nes oportunas en orden a la corrección de aquéllas. 
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1.3.1 LAS NORMAS DE AUDITORÍA DEL SECTOR PÚBLICO 

Normativa aplicable 

El artículo 162 de la LGP señala que la auditoría pública consistirá en la verificación, realiza-
da con posterioridad y efectuada de forma sistemática, de la actividad económico-financiera 
del sector público estatal, mediante la aplicación de los procedimientos de revisión selectivos 
contenidos en las normas de auditoría e instrucciones que dicte la Intervención General de 
la Administración del Estado (IGAE). 

El mandato se materializo mediante la Resolución de 1 de septiembre de 1998 por el que la 
Intervención General de la Administración del Estado ordena la publicación de la resolución 
de 14 de febrero de 1997 aprobando las normas de la auditoria del Sector Publico  

Esta resolución ha sido parcialmente derogada por la Resolución de 25 de octubre de 2019, 
de la Intervención General del Estado por la que se aprueba la adaptación de las Normas de 
Auditoria del Sector Público a las Normas Internacionales de Auditoria. 

Destacar que las normas de auditoría pretenden conseguir una mayor homogeneidad en los 
métodos y procedimientos así como en la formulación de resultados, tener una vocación de 
universalidad y colaborar en la mejora de los procedimientos y en las técnicas de gestión. 

Se editan tres clases de normas: 
- Relativas al sujeto auditor. 
- Relativas a la ejecución de los trabajos. 
- Normas de preparación, contenido y presentación de informes. 

Normas relativas al sujeto auditor 

El sujeto auditor deberá ser una persona suficientemente cualificada, mantener una posición 
independiente, guardar secreto profesional, y actuar con responsabilidad y diligencia profe-
sional: 

- La auditoría deberá realizarse por persona o personas que posean individualmente y 
en conjunto la cualificación profesional necesaria para la ejecución de las tareas enco-
mendadas. 

En las auditorías realizadas por la Intervención General de la Administración del Estado, el 
sujeto auditor es siempre un órgano institucional: La propia Intervención General de la 
Administración del Estado a través de los equipos de auditoría, las Intervenciones 
Delegadas, incluyendo la Intervención General de Defensa, la de la Seguridad Social o las 
Intervenciones Regionales o Territoriales. 

CAPÍTULO 13. EL CONTROL INTERNO EN EL SECTOR PÚBLICO

MANUAL DE CONTABILIDAD Y AUDITORÍA DEL SECTOR PÚBLICO

CONSEJO GENERAL DE ECONOMISTAS DE ESPAÑA · COMITÉ DEL SECTOR PÚBLICO



302

Estamos en presencia de órganos colectivos y por lo tanto la cualificación profesional 
deberá exigirse de forma colectiva. 

Con carácter general, los funcionarios que compongan habitualmente los equipos de audi-
toría habrán de tener conocimientos amplios en: 
- Los métodos y técnicas empleados en auditoría. 
- En contabilidad, tanto empresarial como pública. 
- En los principios, normas y procedimientos presupuestarios. 
- En Derecho administrativo y financiero. 
- En el funcionamiento, organización y características del sector público. 

A estos conocimientos generales pueden añadirse conocimientos específicos: 
- En muestreo estadístico. 
- En principios y procedimientos de gestión. 
- En informática. 
- En funcionamiento y supervisión de los controles internos. 
- En evaluación y análisis de datos. 

- En todo lo relacionado con su actuación profesional, tanto los órganos de control como 
los auditores gozarán y mantendrán una posición de independencia y actuarán con 
total objetividad. 

La independencia permite al Auditor actuar con absoluta libertad en la emisión de su juicio 
profesional, por lo que debe estar libre de cualquier condicionante interno o externo que 
pueda violentar su percepción o dictamen. 

Hay circunstancias o motivos personales que pueden hacer perder al Auditor la imparcia-
lidad. 
- Haber tenido, en época reciente, responsabilidades de gestión en el ente auditado. 
- Ser responsable de la contabilidad de la entidad, o haberlo sido anteriormente, de forma 

que afecte a las operaciones o programas auditados. 
- Mantener relaciones familiares, oficiales, profesionales o económicas con la entidad o 

con sus responsables políticos o administrativos. 
- Tener ideas preconcebidas, prejuicios, amistad o enemistad manifiesta con los gestores 

o responsables de la entidad. 

Habrá que evitar, por tanto: 
- Todo tipo de influencias o presiones externas sobre la Intervención General de la 

Administración del Estado y sus distintas unidades auditoras que: 
· Limiten el alcance de la auditoría. 
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. Impongan restricciones no razonables sobre la duración de la auditoría. 

. Interfieran en la selección de los procedimientos de auditoría o en las transacciones y 

documentos a revisar. 

- Presiones externas, administrativas o políticas sobre la Intervención General de la 

Administración del Estado y sus órganos de dirección en la asignación, promoción y des-

tino del personal auditor. 

- Limitaciones no razonables al equipo auditor en cuanto a recursos y medios necesarios 

que pudieran afectar negativamente al desarrollo de la auditoría. 

- Orientaciones o «sesgos» en el trabajo de los equipos de auditoría, especialmente en 

los supuestos en que los titulares de la gestión auditada sean diferentes a los existentes 

en el momento del desarrollo de los trabajos. 

- Tanto la ejecución de los trabajos como la preparación y redacción de los informes se 
realizarán con la debida diligencia profesional. 

La diligencia profesional debe aplicarse a lo largo de toda la vida de la auditoría, desde la 

planificación hasta la conclusión del informe. Por tanto este requisito estará presente por 

tanto a la hora de establecer el alcance, la selección, la metodología, la elección de los pro-

cedimientos de auditoría, de escoger y realizar las pruebas, evaluar los resultados y redac-

tar el informe. 

- El Auditor es responsable profesionalmente del contenido del informe y de sus conclu-
siones.  

Los Auditores son responsables de realizar su trabajo con diligencia profesional. Pero ello 

no implica una responsabilidad absoluta e ilimitada, sino que la responsabilidad profesio-

nal del Auditor quedará limitada por el cumplimiento de las normas establecidas y por el 

objetivo y alcance expresado en el informe. 

- El Auditor público deberá mantener y garantizar la confidencialidad acerca de la infor-
mación obtenida en el curso de sus actuaciones, con la amplitud y limitaciones de las 
disposiciones legales. 

Esta norma implica la prohibición de que el auditor pueda utilizar la información en su pro-

vecho o en el de terceras personas así como que la Intervención General de la 

Administración del Estado deba conservar, debidamente custodiados, los papeles de traba-

jo y el resto de la información, de manera que pueda garantizar su confidencialidad. 
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La ejecución de los trabajos 

Las normas sobre la ejecución de los trabajos explicitan que: 

- Planificación. El trabajo será planificado adecuadamente. 

En la planificación, los Auditores definirán los objetivos, el alcance y la metodología para 
alcanzar tales objetivos. 

En la fase de planificación, el Auditor debe considerar, entre otras, las cuestiones siguien-
tes: 
· Todos los aspectos relativos a la actividad de la entidad. 
· Normativa legal, procedimientos y principios contables aplicados a la entidad. 
· Estructura organizativa. 
· Sistema de control interno y manuales de políticas y procedimientos. 
· Incardinación administrativa. 
· En el caso de sociedades estatales o privadas, la estructura del capital y sus relaciones 

con otras empresas del mismo grupo o terceros vinculados. 
· Información sobre el entorno en que opera la entidad y sobre el sector al que pertene-

ce. 

Cuando la auditoría recaiga sobre un programa público, la planificación deberá realizarse 
a partir de un conocimiento lo más amplio posible de los distintos elementos que compo-
nen el programa: 
· Normativa jurídica que le afecta. 
· Finalidad y objetivos del programa. 
· Bienes y servicios producidos por el programa, cuantificados adecuadamente. 
· Resultados conseguidos. 
· La cantidad de recursos (económicos, materiales, humanos, etcétera), dedicados al pro-

grama. 
· Las operaciones, es decir, las estrategias, procesos y actividades que la entidad realiza 

de cara a transformar los recursos en productos y servicios. 

Cuando la auditoría recaiga sobre un procedimiento administrativo, la planificación deberá 
realizarse a partir de un conocimiento lo más detallado posible de los distintos elementos 
que comportan el procedimiento: 
· Normativa jurídica que regula el procedimiento administrativo, tanto de carácter general 

como específica. 
· Órganos que intervienen en el procedimiento, estructura y competencias de cada uno de 

ellos. Análisis especial de la desconcentración de competencias. 
· Otros procedimientos afectados, normativa reguladora y órganos competentes. 
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Una adecuada planificación deberá comprender el desarrollo de un plan global relativo al 
ámbito y desarrollo de la auditoría, un programa para cada área en que se divida el trabajo 
a realizar, el calendario de la auditoría y una memoria de la planificación. 

- Control Interno. Deberá efectuarse un estudio y una evaluación adecuada del control 
interno para determinar su grado de confianza y en base a ello planificar la auditoría, 
determinando el alcance, la naturaleza, el momento y la extensión de las pruebas a realizar 
en función del riesgo previsible. 

Un sistema de control interno se puede definir como el plan de organización y el conjunto 
de medidas, métodos y procedimientos con el objetivo de: 
· Salvaguardar y proteger sus activos y recursos. 
· Asegurar la fiabilidad e integridad de la información. 
· Asegurar el cumplimiento de toda la normativa aplicable. 
· Garantizar una gestión eficiente y eficaz de los recursos públicos. 
· Garantizar que se logren de manera eficaz y eficiente las metas y objetivos establecidos 

en los programas. 

El control interno en su sentido más amplio se puede subdividir de acuerdo con los aspec-
tos a los que se dirijan: 
· Los controles contable-financieros. 
· El control de cumplimiento de la entidad. 
· El control de gestión. 

Son elementos fundamentales de cualquier sistema de control interno: 
· Un plan de organización que proporcione una adecuada segregación de funciones. 
· Un sistema adecuado de autorizaciones y de procedimientos de registro que proporcio-

ne un control razonable sobre las operaciones realizadas y los derechos y obligaciones 
contraídos. 

· Unas prácticas sólidas a seguir en el desarrollo de las responsabilidades y funciones de 
cada uno de los departamentos organizativos. 

· Personal de formación y capacidad adecuadas a las funciones que desempeña. 
· Un sistema de control de gestión que proporcione información útil y parámetros objeti-

vos de evaluación que permitan la toma de decisiones de la dirección de la entidad. 

El control interno contable se debe relacionar con cada una de las etapas de las que se 
compone una transacción. Comprende su autorización, ejecución, registro y finalmente la 
responsabilidad respecto a la salvaguarda y custodia de los activos que en su caso resulten 
de dicha transacción, garantizándose que han sido clasificados en las cuentas apropiadas. 
Dentro del control interno contable-financiero, se deberá dar especial importancia a los 
controles de protección y custodia de activos. Son los relativos a la prevención y detección 
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oportuna de transacciones y accesos no autorizados a los activos que pudieran generar 
pérdidas con significación en los estados financieros. 

Un análisis detallado de este tipo de control interno puede ayudar a los auditores a iden-
tificar los siguientes riesgos: 
· Errores y fallos en el seguimiento de las operaciones descentralizadas. 
· Ausencia de control en las operaciones informáticas o en el acceso a aplicaciones que 

pretendan vigilar el movimiento de activos. 
· Defectos en el desarrollo y en la difusión de las instrucciones o procedimientos cuya fina-

lidad es la salvaguarda de datos o activos. 
· Carencia de la documentación que soporte determinadas operaciones. 
· Deficiencias en el examen e investigación de las diferencias no conciliadas entre las 

cuentas de control y los registros subsidiarios. 

El estudio y evaluación del control interno incluye dos fases: 
· Análisis preliminar del sistema global del control interno, con objeto de conocer y com-

prender los procedimientos y métodos establecidos por la entidad. Este estudio general, 
incluyendo los sistemas informáticos, constituye un requisito mínimo imprescindible para 
la planificación de la auditoría, y es un paso previo y la base para las pruebas de cum-
plimiento. 
La información requerida en esta primera fase se obtiene normalmente a través de 
entrevistas con el personal apropiado de la entidad y mediante el estudio de manuales 
de procedimientos, instrucciones a los empleados, etc. Toda esta información deberá ser 
documentada en forma de cuestionarios, resúmenes de procedimientos, flujogramas o 
cualquier otra forma de descripción de circuitos administrativos. 

· Pruebas de cumplimiento: Se trata de proporcionar al Auditor una seguridad razonable 
de que los procedimientos relativos a los controles internos están siendo aplicados tal 
como fueron establecidos. 

- Evidencia. En toda auditoría se deberá obtener evidencia suficiente, pertinente y válida a 
fin de lograr una base de juicio razonable en la que apoyar los comentarios, conclusiones 
y recomendaciones. 

La evidencia de la auditoría puede clasificarse en: 
· Evidencia física: Es la obtenida por los Auditores a través de la inspección directa o la 

observación de personas, de activos tangibles, actos o procedimientos. 
· Evidencia documental: Está integrada por las informaciones materializadas en cartas, 

contratos, registros, facturas, informes de gestión sobre rendimientos, etcétera. 
· Evidencia testimonial: Consiste en obtener información apropiada de las personas que 

la poseen dentro y fuera de la entidad, mediante encuestas, entrevistas, etcétera. 
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· Evidencia analítica: Consiste en cálculos, estimaciones, comparaciones, estudios de índi-
ces y tendencias, investigación de variaciones y transacciones no habituales, etcétera. 

· Evidencia informática: Información y datos contenidos en soportes electrónicos, informá-
ticos y telemáticos, así como los elementos lógicos, programas y aplicaciones utilizados 
en los procedimientos de gestión del auditado. Esta evidencia informática incluirá los 
elementos identificados y estructurados que contienen texto, gráficos, sonidos, imágenes 
o cualquier otra clase de información que pueda ser almacenada, editada, extraída e 
intercambiada entre sistemas de tratamiento de la información, o usuarios de tales sis-
temas, como unidades diferenciadas. 

En todo caso, la evidencia deberá ser suficiente, pertinente y válida. 

- Papeles de Trabajo. Se formará un archivo completo y detallado del trabajo efectuado y 
de las conclusiones alcanzadas en el que se incluirán todos los papeles de trabajo. 

Los papeles de trabajo comprenden la totalidad de los documentos preparados o recibidos 
por los auditores, de manera que en conjunto constituyan un compendio de la información 
utilizada y de las pruebas efectuadas en la ejecución de su trabajo, junto con las decisiones 
que han debido tomar para llegar a formarse la opinión. Constituyen, por tanto, el nexo 
de unión entre el trabajo de campo y el informe de la auditoría. El propósito de los papeles 
de trabajo es ayudar en la planificación y realización de la auditoría, en la supervisión y 
revisión de la misma y en suministrar evidencia del trabajo realizado, de tal modo que sir-
van de soporte a las conclusiones, comentarios y recomendaciones incluidos en el informe. 

Los papeles de trabajo deberán ser: 

· Completos y exactos, de manera que puedan documentar los hechos comprobados, los 
juicios y conclusiones y mostrar la naturaleza y alcance de la auditoría. 

· Claros, comprensibles y detallados, de forma que no necesiten aclaraciones adicionales, 
que cualquiera pueda entender su finalidad, sus fuentes, la naturaleza y alcance del tra-
bajo y las conclusiones alcanzadas por quien los preparó. 

· Relevantes, es decir, que solamente incluyan aquellos asuntos de importancia para el 
objetivo que se pretende alcanzar. 

Los papeles de trabajo deben: 

· Recoger la evidencia obtenida en la ejecución del trabajo, así como los medios por los 
que el auditor ha llegado a formar sus conclusiones. 

· Servir para que los responsables puedan revisar el trabajo de todo el equipo de audito-
ría. 

· Ayudar al Auditor en la ejecución de sus trabajos. 
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· Ser útiles para sistematizar y perfeccionar por la experiencia el desempeño de futuras 
auditorías. 

· Hacer posible que cualquier persona con experiencia pueda supervisar en todos sus 
aspectos la actuación realizada. 

Además: 

· Deberán tomarse las medidas adecuadas para garantizar la seguridad en su conserva-
ción. 

· No deben destruirse antes de haber transcurrido el tiempo preciso para satisfacer las 
exigencias legales y las necesidades de futuras auditorías. 

· Solamente deberán entregarse en cumplimiento de normas de control y por razones 
legales. 

- Supervisión. Los trabajos de los distintos miembros del equipo de auditoría deben ser revi-
sados, al objeto de determinar si se han ejecutado adecuadamente y si de acuerdo con 
ellos pueden alcanzarse los objetivos inicialmente previstos al diseñar el procedimiento en 
cuestión. 

La supervisión implica, entre otros, los siguientes aspectos: 

· Proporcionar instrucciones a los distintos miembros del equipo. 

· Mantenerse informado de los problemas importantes que se presenten. 

· Revisar el trabajo efectuado dejando constancia de dicha revisión en los papeles de tra-
bajo. 

· Variar los programas de trabajo de acuerdo con los resultados que se vayan obtenien-
do. 

· Resolver las diferencias de opinión entre los distintos miembros del equipo. 

La supervisión debe comprobar: 

· Que se han cumplido las normas de auditoría. 

· Que se han seguido los programas de trabajo aprobados y, en todo caso, que cualquier 
modificación de los mismos sea debidamente justificada y autorizada. 

· Que los papeles de trabajo soportan correctamente los comentarios, las conclusiones y 
las recomendaciones incluidas en el informe. Del mismo modo, las revisiones y supervi-
siones deben estar documentadas en los papeles de trabajo. 

· Que se cumplen los objetivos de la auditoría. 

· Que el informe incluye de forma adecuada y clara las conclusiones, opiniones y recomen-
daciones. 
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- Legalidad. Cuando las leyes, normas u otros requisitos de obligado cumplimiento sean 
importantes para los objetivos de la auditoría, ésta se desarrollará de forma que propor-
cione garantías suficientes acerca de su cumplimiento. 

El examen del cumplimiento legal variará de acuerdo con el tipo de auditoría que se esté 
realizando:  

· Así, el diseño de las auditorías financieras se hará de forma que proporcionen garantías 
razonables para la detección de aquellos actos ilegales que tengan un efecto ya sea 
directo o indirecto, de entidad suficiente en los estados financieros. 

· En la auditoría de economía y eficiencia, el equipo auditor deberá examinar el cumpli-
miento de la legislación que pueda afectar de manera significativa a la adquisición, ges-
tión y uso de los recursos, y a la cantidad, calidad, oportunidad y coste de los productos 
y servicios generales suministrados. 

· En una auditoría de resultados de programa se deberá revisar aquella legislación relativa 
a los objetivos y planes o actividades de la entidad. Igualmente, se deberán llevar a cabo 
pruebas suficientes para comprobar si los planes o actividades se han puesto en práctica 
según la legislación vigente. 

· En la auditoría de sistemas y procedimientos deberá verificarse el grado en que la nor-
mativa reguladora del procedimiento examinado se acomoda a los criterios de objetivi-
dad y transparencia y resulta adecuada para el mejor cumplimiento de los resultados. 

· En las auditorías operativas no resulta práctico establecer unos criterios precisos y por-
menorizados para determinar cuándo las leyes y el resto de las normas son significativas 
para los objetivos de la auditoría, porque los programas públicos están sujetos a una 
gran multiplicidad de leyes y normas y los objetivos de la auditoría pueden variar amplia-
mente. De cualquier modo, los auditores a la hora de hacer tal determinación, pueden 
estimar de interés. 

Normas sobre la preparación, contenido y presentación de los informes  

Los Auditores elaborarán informes por escrito para comunicar los resultados de la auditoría 
a presentar oportunamente, en las fechas establecidas e incluyendo todos los apartados que 
nos indica la normativa tales como por ejemplo el título, objetivos, conclusiones, recomenda-
ciones, alegaciones y limitaciones del informe 

Una adecuada calidad del informe exige: 

- Que sea completo. 

- Presentar hechos reales de forma exacta, objetiva y ponderada. 

- Presentar los hechos comprobados y las conclusiones de forma convincente. 
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- Incluir únicamente información sobre hechos comprobados y conclusiones que estén fir-
memente fundamentadas por evidencia suficiente, pertinente y válida, contenida en los 
papeles de trabajo. 

- Estar escrito en un lenguaje tan claro y sencillo como sea posible. 

- Ser conciso, de manera que destaque la información relevante que no deba quedar subsu-
mida entre comentarios, datos y cifras. 

- Poner énfasis en las mejoras a introducir y no insistir en la crítica del pasado, que en nin-
gún caso deberá caer en la acritud. 

- Reconocer las dificultades o circunstancias adversas en las que se desenvolvían los respon-
sables de la gestión de la entidad auditada, en los supuestos en que esto suceda. 

1.4  El Marco Integrado de Control Interno (COSO) 

En 1992 se publicó el informe “El control interno, marco integrado” (COSO 1992) que se estructuraba 
en torno a una definición del control interno y la identificación de cinco componentes que eran objeto 
de estudio detallado a lo largo del informe.  

En 2013 se publicó una actualización (COSO 2013) en la que cada uno de los cinco componentes del 
control interno se desarrolla a través de diversos principios.  

En total, se identifican diecisiete principios cuya aplicación permite a una organización disponer de un 
control interno eficaz. 

COSO define el control interno como “un proceso llevado a cabo por el consejo de administración, la direc-
ción y el resto del personal de una entidad, diseñado con el objetivo de proporcionar un grado de seguridad 
razonable en cuanto a la consecución de objetivos relacionados con las operaciones, la información y el cum-
plimiento”. 

De esta definición, se puede destacar: 

- El control interno es algo que concierne a toda la organización, empezando por su máximo órgano 
de gobierno. 

- El control interno es un proceso que permite alcanzar un fin, que es el de asegurar la consecución 
de unos objetivos.  

- Hay tres categorías de objetivos a los que el control interno debe servir: 

· Objetivos operativos, que se concretan en actuar de manera eficaz y eficiente, 

· Objetivos de información, consistentes en que tanto la información que maneja la entidad y la del 
exterior sea adecuada y veraz, 
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· Objetivos de cumplimiento, que se materializan en una actuación respetuosa con el cumplimiento 
de las leyes que afectan a la entidad 

Para COSO, el control interno consta de cinco componentes que están presentes en todos los niveles 
de la organización y afectan a todos sus objetivos: 

- Entorno de control, constituido por el conjunto de normas internas, estructuras organizativas, pro-
cesos, valores culturales y pautas de conducta que definen la forma en que funciona una organiza-
ción 

- Evaluación de riesgos, que es la existencia de un proceso (formalizado o no) mediante el que la 
organización identifica riesgos que pueden afectar a la consecución de sus objetivos. Para que la 
evaluación de riesgos sea completa es necesario que la organización haya definido todos sus obje-
tivos 

- Actividades de control, que es el conjunto de actuaciones establecidas para mitigar los riesgos pre-
viamente identificados y sobre los que la organización quiere actuar 

- Información y comunicación. La información es necesaria para saber si se están produciendo des-
viaciones en la consecución de los objetivos y adoptar medidas correctoras. La comunicación es el 
vehículo para transmitir la información y las medidas adoptadas 

- Supervisión. Los componentes del control interno conforman un sistema que debe ser supervisado 
para comprobar si funciona correctamente o hay aspectos que deben corregirse 

Es posible identificar aspectos de los cinco componentes del control interno en el funcionamiento de 
la Administración General del Estado, pero es difícil afirmar que estamos ante un control completo y 
eficaz, más aún cuando existe gran dificultad en el desarrollo de los diecisiete principios sobre los cua-
les se desarrollan los cinco componentes del modelo COSO. 

 

2. El control interno en la administración local 

2.1 Introducción 

Según las Normas de Auditoría del Sector Público de 1998, el control interno en el Sector Público es 
“el plan de organización y el conjunto de medidas, métodos y procedimientos con el objetivo de: 

- Salvaguardar y proteger sus activos y recursos. 

- Asegurar la fiabilidad e integridad de la información. 

- Asegurar el cumplimiento de toda la normativa aplicable. 
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- Garantizar una gestión eficiente y eficaz de los recursos públicos. 

- Garantizar que se logren de manera eficaz y eficiente las metas y objetivos establecidos en los programas”. 

Las funciones de control interno en el ámbito local son funciones cuyo ejercicio está reservado a los 
funcionarios de la Administración Local con Habilitación de carácter nacional, la subescala de 
Intervención-Tesorería, según prevé el artículo 2.1.b) del Real Decreto 128/2018, de 16 de marzo, por 
el que se regula el régimen jurídico de los funcionarios de la Administración Local con Habilitación de 
carácter nacional. 

Con la aprobación y entrada en vigor el 1 de julio de 2018 del Real Decreto 424/2017, de 28 de abril, 
por el que se regula el régimen jurídico del control interno en las entidades del Sector Público Local 
(RCI), pasan a regularse de una forma más detallada y completa las funciones de control interno que 
desarrolla el órgano interventor de las Entidades Locales y se ponen de manifiesto muchos trabajos 
que, por falta de medios, podrían ser realizados mediante contratación externa a auditores privados.  

En este apartado 13.2 se aporta una visión general de los tipos de control interno, modalidades, régi-
men jurídico, finalidad y formas de actuación que rigen en el sector público local, como paso previo 
para dar entrada a las firmas privadas de auditoría en colaboraciones con los órganos de control inter-
no local. 

 

2.2 Regulación legal del control interno local 

La regulación legal del control interno local está, básicamente, en el Texto Refundido de la Ley 
Reguladora de la Ley de Haciendas Locales (TRLRHL), aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, 
concretamente en su Título VI “Presupuesto y gasto público”, Capítulo IV “Control y fiscalización”, 
artículos 213 a 222.  

Con base en la potestad reglamentaria general del Gobierno del art. 97 CE y la habilitación específica 
que le otorgó el art. 213 TRLRHL en la redacción de la Ley 27/2013 de Ley de Racionalización y 
Sostenibilidad de la Administración local, se dicta el conocido como Reglamento de Control Interno 
Local, aprobado por Real Decreto 424/2017, de 28 de abril, por el que se regula el régimen jurídico 
del control interno en las entidades del Sector Público Local (BOE núm. 113 de 12 de mayo de 2017). 

Adicionalmente al TRLRHL y RD 424/2017, deben tenerse en cuenta, como normas a destacar que 
afectan de forma directa al control interno: 

- Real Decreto 128/2018, que regula el régimen jurídico de los funcionarios de Administración local 
con habilitación de carácter nacional.  

- Real Decreto 500/90, que desarrolla Capítulo primero del Título sexto de la Ley 39/88.  

CAPÍTULO 13. EL CONTROL INTERNO EN EL SECTOR PÚBLICO

MANUAL DE CONTABILIDAD Y AUDITORÍA DEL SECTOR PÚBLICO

CONSEJO GENERAL DE ECONOMISTAS DE ESPAÑA · COMITÉ DEL SECTOR PÚBLICO



313

- Ley Orgánica 2/2012, Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera. 

- Ley 19/2013, de Transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno. 

- Ley 38/2003, General de Subvenciones. 

- Ley 9/2017, de Contratos del Sector Público.  

- Resolución 4 de julio de 2011, de la IGAE, por la que se publica el Acuerdo del Consejo de Ministros 
de 1 de julio de 2011, que modifica el Acuerdo de 30 de mayo de 2008.  

- Ley 47/2003, General Presupuestaria.  

- Normas de Auditoría de la IGAE.  

- Órdenes HAP/1781/2013 y HAP/1782/2013, Instrucciones de Contabilidad AL, normal y básica. 

- Ley 7/1985, Reguladora de las Bases del Régimen Local.  

- Ley 40/2015, de Régimen Jurídico del Sector Públic.o  

También, en materia de organización de la Entidad Local, es preciso tener en cuenta las normas inter-
nas que se dicten en desarrollo de la autonomía local, para adaptar los instrumentos previstos a su 
realidad, en función de los riesgos y medios disponibles, en concreto:  

- Bases de Ejecución del Presupuesto. 

- Reglamento Orgánico Municipa.l  

- Ordenanzas, Reglamentos y Circulares que se dicten en adaptación de la organización propia. 

- Plan Anual de Control Financiero que elabore el órgano interventor.  

- Acuerdos de la Entidad Local sobre fiscalización limitada y requisitos básicos. 

 

2.3 Funciones de control interno. Responsables del control 

Constituye una función pública necesaria en todas las Corporaciones Locales, cuya responsabilidad 
administrativa está reservada a funcionarios de Administración Local con habilitación de carácter 
nacional; y según dispone el Real Decreto 128/2018, corresponde a la subescala de Intervención-
Tesorería. (art. 2.1.b). 

Quien ostente la responsabilidad administrativa de esta función, tendrá atribuida la dirección de los 
servicios encargados de su realización, sin perjuicio de las atribuciones de los órganos de gobierno de 
la Corporación Local en materia de organización de los servicios administrativos. 

Corresponderán a los funcionarios de Administración Local con habilitación de carácter nacional las 
funciones necesarias, dentro de su ámbito de actuación, para garantizar el principio de transparencia 
y los principios de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad económico-financiera. 
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La función de control y fiscalización interna de la gestión económica-financiera y presupuestaria, com-
prende lo siguiente (art. 4.1 RD 128/2018): 

“1. El control interno de la gestión económico-financiera y presupuestaria se ejercerá en los términos esta-
blecidos en la normativa que desarrolla el artículo 213 del texto refundido de la Ley reguladora de las 
Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo y comprenderá: 

a) La función interventora. 

b) El control financiero en las modalidades de función de control permanente y la auditoría pública, inclu-
yéndose en ambas el control de eficacia referido en el artículo 213 del texto refundido de la Ley regula-
dora de las Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo. El ejercicio 
del control financiero incluirá, en todo caso, las actuaciones de control atribuidas en el ordenamiento 
jurídico al órgano interventor, tales como: 

1. El control de subvenciones y ayudas públicas, de acuerdo con lo establecido en la Ley 38/2003, de 
17 de noviembre, General de Subvenciones. 

2. El informe de los proyectos de presupuestos y de los expedientes de modificación de estos. 

3. La emisión de informe previo a la concertación o modificación de las operaciones de crédito. 

4. La emisión de informe previo a la aprobación de la liquidación del Presupuesto. 

5. La emisión de informes, dictámenes y propuestas que en materia económico-financiera o presupues-
taria le hayan sido solicitadas por la presidencia, por un tercio de los Concejales o Diputados o cuan-
do se trate de materias para las que legalmente se exija una mayoría especial, así como el dictamen 
sobre la procedencia de la implantación de nuevos Servicios o la reforma de los existentes a efectos 
de la evaluación de la repercusión económico-financiera y estabilidad presupuestaria de las respec-
tivas propuestas. 

6. Emitir los informes y certificados en materia económico-financiera y presupuestaria y su remisión a 
los órganos que establezca su normativa específica”. 

 

2.4 Objetivos   

Los objetivos del Reglamento de Control Interno Local (RCI), pueden sintetizarse en los siguientes:  

- El diseño del modelo respeta el principio de autonomía local. 

- Establece estándares mínimos, y las Corporaciones adaptarán a su realidad los instrumentos, en fun-
ción de los riesgos y los medios disponibles (por ejemplo, mecanismos de colaboración y contrata-
ción). 

- Está basado en el interés general que afecta a la totalidad del sector público local. 

- Regula el régimen de control interno sobre la base de la experiencia en el ejercicio de esta función.  
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- Facilita los mecanismos de contratación o colaboración necesarios para el mejor desempeño de la 
función de control interno. 

- Garantiza el control efectivo de un porcentaje significativo de los recursos empleados, con medios 
propios y externos.  

- Hace posible la aplicación generalizada de técnicas como la auditoría a las Entidades Locales en tér-
minos homogéneos a los desarrollados en otros ámbitos del sector público.  

- Persigue la aplicación de criterios homogéneos en materia de control interno.  

- Armoniza los conceptos y términos empleados en las distintas normas reguladoras del control inter-
no, local o estatal. 

2.5. Principios 

En cuanto a los principios del ejercicio del control interno local (Art. 4 RCI), destacan como principios 
básicos del ejercicio del control:  

- Autonomía funcional. 

- Ejercicio desconcentrado.  

- Procedimiento contradictorio. 

Por otro lado, el órgano interventor dispondrá de un modelo de control eficaz que asegure:  

- El control efectivo de, al menos, el 80% del presupuesto general consolidado del ejercicio mediante 
la aplicación de las modalidades de función interventora y control financiero.  

- En el transcurso de tres ejercicios consecutivos deberá haber alcanzado el 100% de dicho presu-
puesto. 

2.6. Ámbito de aplicación subjetivo 

Respecto al ámbito de aplicación subjetivo del RCI (art. 2), el control interno está definido por la inclu-
sión de la totalidad de entidades que conforman el sector público local:  

a) La propia Entidad Local. 

b) Los organismos autónomos locales. 

c) Las entidades públicas empresariales locales. 

d) Las sociedades mercantiles dependientes de la Entidad Local.  

e) Las fundaciones del sector público dependientes de la Entidad Local.  

f) Los fondos carentes de personalidad jurídica cuya dotación se efectúe mayoritariamente desde los 
Presupuestos Generales de la Entidad Local.  

CAPÍTULO 13. EL CONTROL INTERNO EN EL SECTOR PÚBLICO

MANUAL DE CONTABILIDAD Y AUDITORÍA DEL SECTOR PÚBLICO

CONSEJO GENERAL DE ECONOMISTAS DE ESPAÑA · COMITÉ DEL SECTOR PÚBLICO



316

g) Los consorcios dotados de personalidad jurídica propia adscritos a la Entidad Local. 

h) Las entidades con o sin personalidad jurídica distintas a las mencionadas en los apartados ante-
riores con participación total o mayoritaria de la Entidad Local. 

2.7 Modalidades de control interno local 

El art. 3 del RCI establece las formas de ejercicio del control interno, concretándose en las modalida-
des:  

• La Función interventora, con las formas de:  
- Fiscalización e intervención previa. 
- Fiscalización e intervención limitada previa de requisitos básicos.  

• El Control Financiero, con las formas de:  
- Control Permanente. 
- Auditoría Pública.  

Ambas incluyen el control de eficacia  

- El Control sobre subvenciones y ayudas previsto en la Ley General de Subvenciones. 

A continuación, se expone, de forma gráfica, las modalidades de control interno y su ámbito de apli-
cación: 
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2.8 La función interventora 

La Función interventora, regulada en el Título II del RCI se conceptúa como la modalidad de control 
interno que tiene por objeto controlar los actos de la Entidad Local y de sus organismos autónomos, 
cualquiera que sea su calificación, que den lugar al reconocimiento de derechos o a la realización de 
gastos, así como los ingresos y pagos que de ellos se deriven, y la inversión o aplicación en general de 
sus fondos públicos, con el fin de asegurar que su gestión se ajuste a las disposiciones aplicables en 
cada caso. En los supuestos en que así lo determine la normativa aplicable, se realizará la función 
interventora en los consorcios, cuando el régimen de control de la Administración pública a la que 
estén adscritos lo establezca. 

2.8.1 FISCALIZACIÓN PREVIA ORDINARIA 

Se entiende por fiscalización previa la facultad que compete al órgano interventor de exami-
nar, antes de que se dicte la correspondiente resolución, todo acto, documento o expediente 
susceptible de producir derechos u obligaciones de contenido económico o movimiento de 
fondos y valores, con el fin de asegurar, según el procedimiento legalmente establecido, su 
conformidad con las disposiciones aplicables en cada caso. 

2.8.2 INTERVENCIÓN PREVIA ORDINARIA 

La intervención previa de la liquidación del gasto o reconocimiento de obligaciones es la 
facultad del órgano interventor para comprobar, antes de que se dicte la correspondiente 
resolución, que las obligaciones se ajustan a la ley o a los negocios jurídicos suscritos por las 
autoridades competentes y que el acreedor ha cumplido o garantizado, en su caso, su corre-
lativa prestación. La intervención de la comprobación material de la inversión se ajustará a 
lo establecido en el artículo 20 del Reglamento. 

FP: Fiscalización previa 
IP: Intervención previa
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Respecto al ejercicio de la Función Interventora en las fases de gestión presupuestaria, inclu-
ye: 

• La fiscalización previa de los actos que reconozcan derechos de contenido económico, 
autoricen o aprueben gastos, dispongan o comprometan gastos y acuerden movimientos 
de fondos y valores. 

• La intervención del reconocimiento de las obligaciones e intervención de la comprobación 
material de la inversión.  

• La intervención formal de la ordenación del pago. 

• La intervención material del pago. 

2.8.3 FISCALIZACIÓN E INTERVENCIÓN PREVIA LIMITADA  

En cuanto al régimen de fiscalización e intervención limitada previa:  

• Se podrá acordar por el Pleno, previo informe del órgano interventor y a propuesta del 
Presidente.  

• El órgano interventor se limitará a comprobar los requisitos básicos siguientes:  

a) La existencia de crédito presupuestario y que el propuesto es el adecuado a la natura-
leza del gasto u obligación que se proponga contraer. En los gastos con financiación 
afectada se comprobará que los recursos que los financian son ejecutivos. En los gas-
tos plurianuales se comprobará, además, si se cumple lo preceptuado en el art. 174 
del TRLRHL.  

b) Que las obligaciones o gastos se generan por órgano competente.  

c) Aquellos otros extremos que, por su trascendencia en el proceso de gestión, se deter-
minen por el Pleno a propuesta del Presidente previo informe del órgano interventor.  

• Con independencia de que el Pleno haya dictado o no acuerdo, se considerarán, en todo 
caso, trascendentes en el proceso de gestión los extremos fijados en el Acuerdo del 
Consejo de Ministros, vigente en cada momento, con respecto al ejercicio de la función 
interventora en régimen de requisitos básicos, en aquellos supuestos que sean de aplica-
ción a las Entidades Locales, que deberán comprobarse en todos los tipos de gasto que 
comprende. 

• Si no se cumpliesen los anteriores requisitos, procederá la emisión de reparo.  

• El órgano interventor podrá formular las observaciones complementarias que considere 
convenientes (no suspensivas y sin posibilidad de plantear discrepancias).  

• Las obligaciones o gastos sometidos a la fiscalización e intervención limitada previa serán 
objeto de otra plena con posterioridad (muestreo).  
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• Será aplicable el régimen general de fiscalización e intervención previa respecto de aque-
llos tipos de gasto y obligaciones para los que no se haya acordado el régimen de requi-
sitos básicos a efectos de fiscalización e intervención limitada previa, así como para los 
gastos de cuantía indeterminada. 

Con carácter general, la fiscalización e intervención previa de todos los actos de contenido 
económico generadores de gastos, se limitará a comprobar y verificar los siguientes requisi-
tos básicos:  

a) Que los expedientes están completos, en disposición de que se dicte acuerdo por el órga-
no competente. Y que en los mismos consta informe preceptivo del responsable del ser-
vicio (art. 172.1 del ROF) exponiendo los antecedentes y disposiciones legales o regla-
mentarias en que funde su criterio favorable o desfavorable, y señalando motivadamente 
el órgano competente para la adopción del acuerdo o resolución.  

b) La existencia de crédito presupuestario a nivel de vinculación, y que el propuesto es el 
adecuado a la naturaleza del gasto u obligación que se pretende contraer. A este respec-
to, se entenderá que el crédito es adecuado cuando financie obligaciones a contraer o 
nacidas y no prescritas a cargo de la Tesorería municipal, que cumplan los requisitos de 
los artículos 172 y 176 del Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas 
Locales (principios de especialidad y limitación de los créditos y principio de temporali-
dad).  

c) En el caso de créditos de compromiso de gastos plurianuales que se cumplen los límites 
y requisitos establecidos por la normativa presupuestaria. 

d) Que las obligaciones o gastos se generan por órgano competente.  

e) Si el gasto se financia con ingresos afectados, que los recursos que lo financian son eje-
cutivos, acreditándose con la existencia de documentos fehacientes. Es decir, la efectiva 
disponibilidad de recursos para la financiación del gasto. 

f) En los expedientes de contratación, esta fiscalización recaerá también en la valoración 
sobre las repercusiones de cada nuevo contrato, excepto los contratos menores, en el 
cumplimiento por la Entidad local de los principios de estabilidad presupuestaria y sos-
tenibilidad financiera.  

g) Que los documentos que dan soporte a la obligación o gasto, son correctos y cuentan 
con las firmas y requisitos necesarios. A este respecto, el soporte documental para el 
reconocimiento de la obligación del gasto, llevará la firma e identificación del responsa-
ble que certifique o dé el visto bueno a que el servicio, suministro, inversión o gasto está 
debidamente prestado.  
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h) Para todo tipo de expedientes habrán de efectuarse además las comprobaciones adicio-
nales que se determinan en los artículos de la sección segunda de este reglamento, 
pudiendo el órgano interventor formular las observaciones complementarias a estas 
comprobaciones adicionales que considere conveniente, sin que las mismas tengan, en 
ningún caso, efectos suspensivos en la tramitación de los expedientes correspondientes. 

No estarán sometidos a la fiscalización previa:  

a) Los gastos de material no inventariable.  

b) Los contratos menores. 

c) Los gastos de carácter periódico y demás de tracto sucesivo, una vez fiscalizado el gasto 
correspondiente al período inicial del acto o contrato del que deriven o sus modificacio-
nes.  

d) Los gastos menores de 3.005,06 euros que, de acuerdo con la normativa vigente, se 
hagan efectivos a través del sistema de anticipos de caja fija. 

2.9 Comprobación material de inversiones  

2.9.1. MOMENTO DE LA COMPROBACIÓN 

Se encuentra regulada en el Art 20 del RCI.  

El momento en el que procede realizar esta comprobación es antes de liquidar el gasto o 
reconocer la obligación, debiendo verificarse materialmente la efectiva realización de las 
obras, servicios o adquisiciones financiadas con fondos públicos y su adecuación al contenido 
del correspondiente contrato.  

No obstante, adicionalmente, cuando se aprecien circunstancias que lo aconsejen, el órgano 
interventor podrá acordar la realización de comprobaciones materiales de la inversión duran-
te la ejecución de las obras, la prestación de servicios y fabricación de bienes adquiridos 
mediante contratos de suministros. 

2.9.2. RESPONSABLE DE LA COMPROBACIÓN 

La intervención es el órgano responsable de realizar la comprobación, y podrá estar aseso-
rado cuando sea necesaria la posesión de conocimientos técnicos para realizar la comproba-
ción material.  

La intervención de la comprobación material de la inversión se realizará, en todo caso, con-
curriendo el órgano interventor –o en quien delegue– al acto de recepción de la obra, servi-
cio o adquisición de que se trate.  
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Los órganos gestores deberán solicitar al órgano interventor –o en quien delegue– su asis-
tencia a la comprobación material de la inversión cuando el importe de ésta sea igual o supe-
rior a 50.000,00 euros, con exclusión del Impuesto sobre el Valor Añadido, y sin perjuicio de 
que las bases de ejecución del presupuesto fijen un importe inferior, con una antelación de 
veinte días a la fecha prevista para la recepción de la inversión de que se trate. 

2.9.3 RESULTADO DE LA COMPROBACIÓN 

En cuanto al Resultado de la comprobación, se reflejará en acta que será suscrita por todos 
los que concurran al acto de recepción de la obra, servicio, o adquisición y en la que se harán 
constar, en su caso: 

- las deficiencias apreciadas, 

- las medidas a adoptar para subsanarlas, y  

- los hechos y circunstancias relevantes del acto de recepción.  

En dicha acta o en informe ampliatorio podrán los concurrentes, de forma individual o colec-
tiva, expresar las opiniones que estimen pertinentes  

En los casos en que la intervención de la comprobación material de la inversión no sea pre-
ceptiva, la comprobación de la inversión se justificará con el acta de conformidad firmada por 
quienes participaron en la misma o con una certificación expedida por el Jefe del centro, 
dependencia u organismo a quien corresponda recibir o aceptar las obras, servicios o adqui-
siciones, en la que se expresará haberse hecho cargo del material adquirido, especificándolo 
con el detalle necesario para su identificación, o haberse ejecutado la obra o servicio con 
arreglo a las condiciones generales y particulares que, en relación con ellos, hubieran sido 
previamente establecidas. 

2.10 Omisión de función interventora 

Es un supuesto regulado en el art. 28 RCI y se da cuando con arreglo a lo dispuesto en el Reglamento 
de Control Interno Local, la función interventora fuera preceptiva y se hubiese omitido. 

El procedimiento a seguir tiene como punto de partida el informe del interventor, y en base a él, el 
Presidente de la Entidad Local debe decidir si continúa el procedimiento o no.  

La Resolución se incluirá en la relación de resoluciones y acuerdos adoptados de los que debe darse 
cuenta al Pleno:  

- Con ocasión de la dación de cuenta de la Liquidación de Presupuesto (artículo 15.6 RD 424/2017), y  

- Con ocasión de la remisión de la Cuenta General al Tribunal de Cuentas y/o Órganos Autonómicos 
de Control Externo (artículo 15.7 RD 424/2017). 
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En los casos en los que la omisión de la fiscalización previa se refiera a las obligaciones o gastos cuya 
competencia sea de Pleno, el Presidente de la Entidad Local deberá someter al Pleno la decisión de 
continuar o no el procedimiento.  

En función de la decisión, se desarrollarán a continuación las actuaciones que en su caso, procedan. 
El informe del interventor pondrá de manifiesto, como mínimo, los siguientes extremos:  

• Descripción detallada del gasto, con inclusión de todos los datos necesarios para su identificación, 
haciendo constar, al menos:  

- El órgano gestor.  

- El objeto del gasto. 

- El importe. 

- La naturaleza jurídica.  

- La fecha de realización.  

- El concepto presupuestario.  

- Ejercicio económico al que se imputa.  

• Exposición de los incumplimientos normativos que se produjeron en el momento en que se adoptó 
el acto con omisión de la preceptiva fiscalización o intervención previa.  

• Indicación expresa de los preceptos legales infringidos.  

• Constatación de que las prestaciones se han llevado a cabo efectivamente.  

• Constatación de que su precio se ajusta al precio de mercado, para lo cual se tendrán en cuenta las 
valoraciones y justificantes aportados por el órgano gestor, que habrá de recabar los asesoramientos 
o informes técnicos que resulten precisos a tal fin.  

• Comprobación de que existe crédito presupuestario adecuado y suficiente para satisfacer el importe 
del gasto. 

2.11 El control financiero 

La función de control financiero tiene por objeto verificar el funcionamiento de los servicios del sector 
público local en el aspecto económico financiero para comprobar el cumplimiento de la normativa y 
directrices que los rigen y, en general, que su gestión se ajusta a los principios de buena gestión finan-
ciera, comprobando que la gestión de los recursos públicos se encuentra orientada por la eficacia, la 
eficiencia, la economía, la calidad y la transparencia, y por los principios de estabilidad presupuestaria 
y sostenibilidad financiera en el uso de los recursos públicos locales. 



324

CAPÍTULO 13. EL CONTROL INTERNO EN EL SECTOR PÚBLICO

MANUAL DE CONTABILIDAD Y AUDITORÍA DEL SECTOR PÚBLICO

CONSEJO GENERAL DE ECONOMISTAS DE ESPAÑA · COMITÉ DEL SECTOR PÚBLICO

Existen dos modalidades de control financiero: 

EL CONTROL FINANCIERO PERMANENTE 

Se ejerce sobre la Entidad Local y los organismos públicos en los que se realice la función interventora 
con objeto de comprobar, de forma continua, que el funcionamiento de la actividad económico-finan-
ciera del sector público local se ajusta al ordenamiento jurídico y a los principios generales de buena 
gestión financiera, con el fin último de mejorar la gestión en su aspecto económico, financiero, patri-
monial, presupuestario, contable, organizativo y procedimental. 

Incluye el control de eficacia, que contiene: 

- El cumplimiento de objetivos. 

- La determinación del Coste y rendimiento de los servicios según los principios de eficiencia y esta-
bilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera. 

LA AUDITORÍA PÚBLICA  

Consiste en la verificación, realizada con posterioridad y efectuada de forma sistemática, de la activi-
dad económico-financiera del sector público local, mediante la aplicación de los procedimientos de 
revisión selectivos contenidos en las normas de auditoría e instrucciones que dicte la Intervención 
General de la Administración del Estado. 

Incluye el control de eficacia, al igual que el control permanente. 

Las modalidades de auditoría pública que se contemplan en el RCI son auditoría de cuentas, auditoría 
de cumplimiento y auditoría operativa, según detalle que se aporta a continuación: 

- Auditoría de cuentas:  

· Objetivo: Imagen fiel. 

· Contenido: Verificación relativa a si las cuentas anuales representan en todos los aspectos signi-
ficativos la imagen fiel del patrimonio, de la situación financiera, de los resultados de la entidad 
y, en su caso, la ejecución del presupuesto de acuerdo con las normas y principios contables y pre-
supuestarios que le son de aplicación y contienen la información necesaria para su interpretación 
y comprensión adecuada. 

· Ámbito subjetivo (ver infografía página 317). 

· Periodicidad: El órgano interventor de la Entidad Local la realizará anualmente 

- Auditoría de cumplimiento:  

· Objetivo: Verificar que se cumple con el ordenamiento jurídico y mejorar la gestión 
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· Contenido: Verificar que los actos, operaciones y procedimientos de gestión económico-financiera 
se han desarrollado de conformidad con las normas que les son de aplicación. 

· Ámbito subjetivo (ver infografía página 317). 

· Periodicidad: Según inclusión en Plan Anual de Control Financiero. 

- Auditoría operativa:  

· Objetivo: Verificar que se cumplen los principios de buena gestión y mejorar gestión. 

· Contenido: Examen sistemático y operativo de las operaciones y procedimientos de una organi-
zación, programa, actividad o función pública, con el objeto de proporcionar una valoración inde-
pendiente de su racionalidad económico-financiera y su adecuación a los principios de la buena 
gestión, a fin de detectar sus posibles deficiencias y proponer las recomendaciones oportunas en 
orden a la corrección de aquéllas. 

· Ámbito subjetivo (ver infografía página 317). 

· Periodicidad: Según inclusión en Plan Anual de Control Financiero. 

2.12. Fases del control financiero 

FASE 1: PLANIFICACIÓN – PLAN ANUAL DE CONTROL FINANCIERO 

El artículo 31 del RCI recoge una fase previa al ejercicio del control financiero, que es la Planificación 
del control financiero. Según dicho precepto es el órgano interventor quien debe elaborar un Plan 
Anual de Control Financiero que recogerá las actuaciones de control permanente y auditoría pública 
a realizar durante el ejercicio, y que comprenderá: 

• Las actuaciones cuya realización derive de una obligación legal.  

• Las actuaciones seleccionadas anualmente en base a análisis de riesgos, prioridades establecidas y 
medios disponibles.  

Del Plan Anual elaborado por el Interventor se deberá informar al Pleno. 

Análisis de riesgos 

Atendiendo a la propia definición de riesgo contenida en el artículo 31.2 del RD424/2017: “la posibi-
lidad de que se produzcan hechos o circunstancias en la gestión sometida a control susceptibles de 
generar incumplimientos de la normativa aplicable, falta de fiabilidad de la información financiera, ina-
decuada protección de los activos o falta de eficacia y eficiencia en la gestión”, una metodología de 
análisis de los riesgos podría ser la que se expone a continuación: 

1. Establecimiento de áreas generales al objeto de garantizar que se incluye la integridad de la ges-
tión económica en el control: presupuesto (P), cuenta general (CG), actuaciones urbanísticas (AU), 
procedimientos y sistemas (PS), y tesorería (T).  
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2. Desarrollo de estas grandes áreas en subáreas y líneas de trabajo.  

3. Identificación del riesgo tomando como base:  

- El análisis del ejercicio de la función interventora: gastos exentos de fiscalización previa; extre-
mos en el proceso de la gestión del gasto que no se comprueban en la fiscalización e interven-
ción previa; incumplimientos de la normativa aplicable y otras deficiencias en la gestión del 
gasto que han sido observados en el procedimiento de fiscalización previa y no se referían a 
requisitos básicos y extremos adicionales aprobados por el Pleno; y, por último las omisiones de 
fiscalización y de procedimiento. 

- La información acumulada a lo largo de los años en que se ha venido ejerciendo el control finan-
ciero permanente a través de: actuaciones de fiscalización posterior del gasto y del ingreso; del 
control presupuestario y de la contabilidad, plasmados en informes al presupuesto, sus modifi-
caciones y su liquidación y a la Cuenta General; y, de otros informes preceptivos como los de 
estabilidad y sostenibilidad, morosidad, etc… 

- Los informes del Tribunal de Cuentas, Sindicatura de Cuentas, así como informes de otras insti-
tuciones que puedan ser significativos a la hora de evidenciar potenciales áreas de riesgo. 

4. Valoración del riesgo y afectación a las afirmaciones relevantes.  

5. Identificación del tipo de actuación a realizar de las previstas en el artículo 32 del RD 424/2017. 

Aplicando la metodología descrita se obtiene un mapa de riesgos con los siguientes campos: 

Área Subárea Riesgo 
operativo Prueba Afirmaciones 

relevantes
Tipo de 

actuación
Valoración

Probabilidad    Impacto    Valoración
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FASE 2: RESULTADOS DEL CONTROL – INFORME RESUMEN 

Con carácter general, sobre los resultados del control (Título IV del RCI), el órgano interventor de la 

Entidad Local dará cuenta:  

• A los órganos de gestión controlados, de los resultados más relevantes de las comprobaciones efec-

tuadas y recomendará las actuaciones que resulten aconsejables. 

• Al Pleno, de los resultados que por su especial trascendencia considere adecuado elevar al mismo y 

le informará sobre la situación de la corrección de las debilidades puestas de manifiesto con expresa 

mención del grado de cumplimiento de estas.  

• Deberá elaborar con carácter anual y con ocasión de la aprobación de la Cuenta General, el informe 

resumen de los resultados del control interno (art. 213 TRLRHL), que será remitido al Pleno, a través 

del Presidente de la Corporación, y a la Intervención General de la Administración del Estado en el 

curso del primer cuatrimestre de cada año y contendrá los resultados más significativos derivados 

de las actuaciones de control financiero y de función interventora realizadas en el ejercicio anterior.  

La Intervención General de la Administración del Estado dictó las instrucciones a las que ha de ajus-

tarse el contenido, estructura y formato del informe resumen mediante Resolución de fecha 2 de abril 

de 2020 y dispone de un inventario público que recoge los informes recibidos de las Entidades Locales.  

FASE 3: PLAN DE ACCIÓN 

El Presidente de la Entidad Local formalizará un plan de acción que determine las medidas a adoptar 

para subsanar las debilidades, deficiencias, errores e incumplimientos que se pongan de manifiesto en 

el informe resumen. 

Se elaborará en el plazo máximo de 3 meses desde la remisión del informe resumen al Pleno y con-

tendrá las medidas de corrección adoptadas, el responsable de implementarlas y el calendario de 

actuaciones a realizar, relativos tanto a la gestión de la propia Corporación como a la de los organis-

mos y entidades públicas adscritas o dependientes y de las que ejerza la tutela. El plan de acción será 

remitido al órgano interventor de la Entidad Local, que valorará su adecuación para solventar las defi-

ciencias señaladas y en su caso los resultados obtenidos, e informará al Pleno sobre la situación de la 

corrección de las debilidades puestas de manifiesto en el ejercicio del control interno, permitiendo así 

que el Pleno realice un seguimiento periódico de las medidas correctoras implantadas para la mejora 

de las gestión económico-financiera. 
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2.13.  Colaboraciones externas para el ejercicio del control interno 

El artículo 34 del RCI regula el recurso a colaboraciones externas para el ejercicio del control interno. 
Atribuye al órgano interventor la propuesta para que las Entidades Locales puedan recabar la colabo-
ración pública o privada para la realización de auditorías públicas. Y para ello prevé que se consignarán 
en los presupuestos de las Entidades Locales las cuantías suficientes para responder a las necesidades 
de colaboración. 

Respecto al ámbito de colaboración pública, la Disposición adicional cuarta regula los requisitos de los 
convenios con la IGAE: 

• Las Entidades Locales, previo informe del órgano interventor, podrán formalizar el oportuno 
Convenio con la IGAE para la realización de actuaciones de apoyo encaminadas a reforzar la auto-

Tipo de fase Fase 1 Fase 2 Fase 3

Nombre de la fase 
Planificación del Plan Anual de 
Control Financiero por parte 
del Órgano Interventor 

Exposición de los resultados 
del control interno al Pleno me-
diante remisión del informe 
resumen 

Plan de acción que determine 
las medidas a adoptar para 
subsanar las debilidades, defi-
ciencias, errores e incumpli-
mientos que se pongan de 
manifiesto en el informe resu-
men. 

Órgano Interventor Órgano Interventor Presidente de la Corporación 

Al Pleno 

Al Pleno, a través del Presi-
dente de la Corporación, y a la 
Intervención General de la Ad-
ministración del Estado (IGAE) 

Al Órgano Interventor y al 
Pleno 

No hay una fecha límite para su 
realización. Lo lógico es que se 
realice a principios del año "X" 
en cuestión. 

Se tiene que remitir el informe 
informe resumen al Pleno den-
tro del primer cuatrimestre del 
año X+1 

Se tiene que realizar dentro de 
los 3 meses siguientes a la 
fecha de remisión del informe 
resumen al Pleno.  

Planificar el Plan Anual de 
Control Financiero del ejercicio 

Informar de los resultados del 
Plan de Control Financiero del 
ejercicio 

Que el órgano interventor valo-
re su adecuación para solven-
tar las deficiencias señaladas y 
en su caso los resultados obte-
nidos y que el  Pleno realice un 
seguimiento periódico de las 
medidas correctoras implanta-
das para la mejora de las ges-
tión económico-financiera. 

¿Quién lo realiza? 

¿A quien  
va dirigido? 

Finalidad 

Fecha de realización 
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nomía y eficacia de los órganos responsables del control interno de la gestión económico-financiera, 
contable y presupuestaria en el ámbito de las Entidades Locales (con contraprestación económica).  

• Los citados Convenios tendrán por objeto todas o alguna de las siguientes actuaciones:  

- El acceso a las bases de datos de informes y criterios en materia contable y de control gestionadas 
por la Intervención General de la Administración del Estado, con independencia del acceso pre-
visto en el artículo 15.5.  

- La resolución directa de consultas en materia contable y de control formuladas por el órgano 
interventor de la Entidad Local a la Intervención General de la Administración del Estado.  

- La realización de informes de consultoría de organización de las funciones de contabilidad y con-
trol efectuadas por los órganos interventores de la Entidad Local, con propuestas para su mejor 
funcionamiento. 

Con relación a la colaboración de auditores o firmas de auditoría, según el RCI, se atendrá a lo siguien-
te:  

• Los auditores serán contratados por un plazo máximo de dos años, prorrogable en los términos esta-
blecidos en la legislación de contratos del sector público, no pudiendo superarse los ocho años de 
realización de trabajos sobre una misma entidad a través de contrataciones sucesivas, incluidas sus 
correspondientes prórrogas, ni pudiendo a dichos efectos ser contratados para la realización de tra-
bajos sobre una misma entidad hasta transcurridos dos años desde la finalización del período de 
ocho.  

• Las sociedades de auditoría o auditores de cuentas individuales concurrentes en relación con cada 
trabajo a adjudicar no podrán ser contratados cuando, en el mismo año o en el año anterior a aquel 
en que van a desarrollar su trabajo, hayan realizado o realicen otros trabajos para la entidad, sobre 
áreas o materias respecto de las cuales deba pronunciarse el auditor en su informe. 

El ámbito de colaboración de los auditores o firmas de auditoría puede resumirse en el siguiente 
esquema: 
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2.14. Normativa de aplicación en las actuaciones de control financiero 

El RCI establece la obligatoriedad de aplicar en las actuaciones de control financiero las Normas de 
Auditoría del Sector Público y Normas Técnicas emitidas por la IGAE. En la actualidad estas Normas 
son:  

• Normas de Auditoría del Sector Público (01-09-1998).  

• Norma Técnica para la evaluación de la calidad en las auditorías y actuaciones de control financiero 
(23-11-1999).  

• Instrucción sobre organización de los papeles de trabajo en las auditorías y actuaciones de control 
financiero (11-06-2002).  

• Norma Técnica sobre los informes adicionales al de auditoría de cuentas emitidos por la Intervención 
General de la Administración del Estado (25-09-2002).  

• Norma Técnica para la elaboración del informe de auditoría de los procesos de enajenación de par-
ticipaciones significativas del Sector Público Estatal (14-03-2003).  

• Norma Técnica sobre evaluación de la importancia relativa en las auditorías de cuentas realizadas 
por la Intervención General de la Administración del Estado (11-04-2007).  

• Norma Técnica sobre colaboración con auditores privados en la realización de auditorías públicas 
(11-04-2007).  

• Norma Técnica sobre los informes de auditoría de las cuentas anuales emitidos por la Intervención 
General de la Administración del Estado (11-11-2013).  

• Resolución IGAE 24 mayo 2016 aprueba Norma Técnica para la elaboración del informe de la audi-
toría de la Cuenta de los Tributos Estatales y recursos de otras Administraciones y Entes Públicos 
(24-05-2016). 

• Norma Técnica de informe de recomendaciones de control interno e informe adicional al de audito-
ría de cuentas (01-06-2017). 

• Norma Técnica de relación con auditores en el ámbito del sector público (30-12-2020).  

 

3. El Control externo en la Administración Local 

El control externo de la actividad de las entidades públicas es aquel en el que no existe relación alguna 
de dependencia o subordinación jerárquica entre la entidad titular del control y la entidad controlada. 
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En España este tipo de control corresponde al Tribunal de Cuentas y a los Órganos de Control Externo 
autonómicos (OCEx).  

El Tribunal de Cuentas, ejerce una función de especial relevancia social, al ser el órgano competente 
para la fiscalización de las cuentas y de la gestión económico-financiera del sector público así como 
del enjuiciamiento de la responsabilidad contable en que puedan incurrir los gestores de fondos públi-
cos.  

El control de la actividad económico financiera del sector público tiene por objeto comprobar si la 
misma se ajusta a los principios de legalidad, eficacia, eficiencia y economía  así como comprobar que 
la información contable y patrimonial se ha registrado siguiendo las correspondientes instrucciones y 
planes contables vigentes. 

Para el desarrollo de dicho control, las entidades públicas están sujetas al deber de rendir cuentas de 
la gestión que realizan, elemento previo necesario para poder fiscalizar la referida actividad y la utili-
zación de los recursos públicos que tienen asignados. 

El Tribunal de Cuentas es un órgano que depende de las Cortes Generales, es único en su orden y 
extiende su jurisdicción a todo el territorio nacional, es el supremo órgano fiscalizador de las cuentas 
y de la gestión económica del Estado así como del Sector Público, tal y como lo establece el artículo 
136 de la Constitución Española (CE). Se entienden incluidas todas las Administraciones Publicas den-
tro de su ámbito competencial sin perjuicio de aquello que se establezca en los Estatutos de 
Autonomía de cada Comunidad Autónoma y de la colaboración que se establezca entre ellos. 

Así, en el ámbito local, el artículo 115 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del 
Régimen Local (LRBRL) y, el artículo 223 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el 
que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales (TRLRHL) indica que 
la fiscalización externa de las cuentas y de la gestión económica de las entidades locales y de todos 
los organismos y sociedades de ellas dependientes es función propia del Tribunal de Cuentas, con el 
alcance y condiciones que establece su ley orgánica reguladora y su ley de funcionamiento, sin menos-
cabo de las facultades que, en materia de fiscalización externa de las entidades locales, tengan atri-
buidas por sus Estatutos las Comunidades Autónomas. 

3.1. Funciones del Tribunal de Cuentas 

El Tribunal de Cuentas se rige por la  Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, del Tribunal de Cuentas 
(LOTC) que contiene las normas fundamentales sobre su composición, organización y funciones y por 
la Ley 7/1988, de 5 de abril, de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas (LFTC). 
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La composición y organización del Tribunal de Cuentas se regula en el Título II de la LOTC, en sus artí-
culos 19 a 28, disponiendo que son órganos del Tribunal de Cuentas: 

- El Presidente, cuyas funciones son: 

· Representar al Tribunal.  

· Convocar y presidir el Pleno y la Comisión de Gobierno, así como decidir con voto de calidad en 
caso de empate. 

· Ejercer la jefatura superior del personal al servicio del mismo y las funciones relativas a su nom-
bramiento, contratación, gobierno y administración en general. 

· Disponer los gastos propios del Tribunal y la contratación de obras, bienes, servicios, suministros 
y demás prestaciones necesarias para su funcionamiento. 

· Las demás que le reconozca la Ley. 

· Resolver las demás cuestiones de carácter gubernativo no asignadas a otros órganos del Tribunal. 

- El Pleno, que está integrado por doce Consejeros de Cuentas, uno de los cuales será el Presidente, 
y el Fiscal y al que le corresponde: 

· Ejercer la función fiscalizadora. 

· Plantear los conflictos que afecten a las competencias o atribuciones del Tribunal. 

· Conocer de los recursos de alzada contra las resoluciones administrativas dictadas por órganos 
del Tribunal. 

· Aprobar y modificar los Reglamentos del Tribunal de Cuentas. 

· Las demás funciones que se determinen en la Ley de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas. 

- La Comisión de Gobierno, constituida por el Presidente y los Consejeros de Cuentas Presidentes de 
Sección y que es competente para: 

· Establecer el régimen de trabajo del personal. 

· Ejercer la potestad disciplinaria en los casos de faltas muy graves respecto del personal al servicio 
del Tribunal. 

· Distribuir los asuntos entre las Secciones. 

· Nombrar los Delegados instructores. 

· Las demás facultades que le atribuye la Ley de Funcionamiento del Tribunal. 

- La Sección de Fiscalización, a la que corresponde la verificación de la contabilidad de las Entidades 
del sector público y el examen y comprobación de las cuentas que han de someterse a la fiscaliza-
ción del Tribunal. 
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- La Sección de Enjuiciamiento, que se organiza en Salas integradas por un Presidente y dos 
Consejeros de Cuentas, y asistidas por uno o más Secretarios. Las Salas conocerán de las apelacio-
nes contra las resoluciones en primera instancia dictadas por los Consejeros de Cuentas en los jui-
cios de cuentas, los procedimientos de reintegro por alcance y los expedientes de cancelación de 
fianzas; y, en instancia o por vía de recurso, de los asuntos que determine la Ley de Funcionamiento 
del Tribunal. 

- Los Consejeros de Cuentas, que les compete: 

· Los juicios de las cuentas. 

· Los procedimientos de reintegro por alcance. 

· Los expedientes de cancelación de fianzas. 

- La Fiscalía, que depende funcionalmente del Fiscal general del Estado y está  integrada por el Fiscal 
y los Abogados Fiscales. 

- La Secretaría General, que desempeña las funciones conducentes al adecuado ejercicio de las com-
petencias gubernativas del Presidente, del Pleno y de la Comisión de Gobierno en todo lo relativo 
al régimen interior del Tribunal de Cuentas. 

Entre las funciones que se le atribuyen al Tribunal de Cuentas, el artículo 2 de la LOTC señala en primer 
lugar, la fiscalización externa, permanente y consuntiva de la actividad económico-financiera del sector 
público, es decir, en la verificación de la contabilidad y en la comprobación de las cuentas de las enti-
dades del sector público, que según determina el artículo 9 de la LOTC, “...se referirá al sometimiento 
de la actividad económico-financiera del sector público a los principios de legalidad, eficiencia, economía, 
transparencia, así como a la sostenibilidad ambiental y la igualdad de género”.   

También es competente para el enjuiciamiento de la responsabilidad contable en que incurran quienes 
tengan a su cargo el manejo de caudales públicos. Así el artículo 15 de la LOTC define el enjuiciamien-
to contable como jurisdicción propia del Tribunal de Cuentas, que se ejerce respecto de las cuentas 
que deban rendir quienes recauden, intervengan, administren, custodien, manejen o utilicen bienes, 
caudales o efectos públicos extendiéndose a los alcances de caudales o efectos públicos, así como a 
las obligaciones accesorias constituidas en garantía de su gestión. 

La LFTC establece además que son propias del Tribunal de Cuentas: 

- La función fiscalizadora, que tiene carácter externo, permanente y consultivo y se referirá al some-
timiento de la actividad económico-financiera del sector público a los principios de legalidad, efi-
ciencia y economía en relación con la ejecución de los programas de ingresos y gastos públicos. 
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El Tribunal de Cuentas podrá recabar y utilizar, para el ejercicio de su función fiscalizadora, los resul-
tados de cualquier función interventora o de control interno que se haya efectuado en las entidades 
del sector público o los de la fiscalización externa de los correspondientes órganos de las 
Comunidades Autónomas. 

El ejercicio de la función fiscalizadora se lleva a cabo mediante: 

· El examen y comprobación de la Cuenta General del Estado. 

· El examen y comprobación de las Cuentas Generales y parciales de todas las entidades y orga-
nismos integrantes del sector público y de las que deban rendir los perceptores o beneficiarios de 
ayudas procedentes del mismo sector, tales como subvenciones, créditos o avales. 

· El examen de los expedientes referentes a los contratos celebrados por la Administración del 
Estado y de las demás entidades del sector público. 

· El examen de la situación y variaciones del patrimonio del Estado y demás entidades del sector 
público. 

· El examen de los expedientes sobre créditos extraordinarios y suplementarios, así como sobre las 
incorporaciones, ampliaciones, transferencias y demás modificaciones de los créditos presupues-
tarios iniciales. 

· Y cualesquiera otros que resultaren adecuados al cumplimiento de su función. 

- Función jurisdiccional: conocerá de las pretensiones de responsabilidad que, desprendiéndose de las 
cuentas que deben rendir todos cuantos tengan a su cargo el manejo de caudales o efectos públi-
cos, se deduzcan contra los mismos cuando, con dolo, culpa o negligencia graves, originaren menos-
cabo en dichos caudales o efectos a consecuencia de acciones u omisiones contrarias a las Leyes 
reguladoras del régimen presupuestario y de contabilidad que resulte aplicable a las entidades del 
sector público o, en su caso, a las personas o Entidades perceptoras de subvenciones, créditos, ava-
les u otras ayudas procedentes de dicho sector. Sólo conocerá de las responsabilidades subsidiarias, 
cuando la responsabilidad directa, previamente declarada y no hecha efectiva, sea contable. 

La jurisdicción contable se ejercerá por los Consejeros de Cuentas y las Salas del Tribunal de 
Cuentas.  

3.2 Diferencias entre las funciones de la Intervención y las del Tribunal de Cuentas 

Existen diferencias claras entre las funciones de la Intervención y las del Tribunal de Cuentas y, sin 
ánimo de exhaustividad, se pueden mencionar las siguientes: 

- Por la separación de competencias, 

· Control preventivo: la Intervención. 

· Control a posteriori: el Tribunal de Cuentas. 
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- Por la naturaleza de las competencias: 

· La Intervención en sentido amplio fiscaliza toda propuesta de gasto y pago en sentido contable, 
examinando la existencia de crédito y su disponibilidad. 

· El Tribunal de Cuentas es el máximo órgano fiscalizador externo. 

- Por su estructura: 

· La Intervención actúa dentro de la entidad. 

· El Tribunal de Cuentas está en una posición superior a las entidades que fiscaliza. 

3.3. La jurisdicción contable 

Viene regulada en el capítulo III de la LOTC y en el Título V de la LFTC. 

Según el artículo 2 de la LOTC entre las funciones que se le atribuyen al Tribunal de Cuentas, se 
encuentra el enjuiciamiento de la responsabilidad contable en que incurran quienes tengan a su cargo 
el manejo de caudales o efectos públicos. 

El artículo 15 de esta misma norma define el enjuiciamiento contable, como jurisdicción propia del 
Tribunal de Cuentas, que se ejerce respecto de las cuentas que deban rendir quienes recauden, inter-
vengan, administren, custodien, manejen o utilicen bienes, caudales o efectos públicos y, se extiende 
a los alcances de caudales o efectos públicos, así como a las obligaciones accesorias constituidas en 
garantía de su gestión. 

No corresponderá a la jurisdicción contable el enjuiciamiento de: 

- Los asuntos atribuidos a la competencia del Tribunal Constitucional. 

- Las cuestiones sometidas a la jurisdicción contencioso-administrativa. 

- Los hechos constitutivos de delito o falta. 

- Las cuestiones de índole civil, laboral o de otra naturaleza encomendadas al conocimiento de los 
órganos del Poder Judicial. 

La jurisdicción contable (artículo 49 LFTC) conocerá de las pretensiones de responsabilidad que, des-
prendiéndose de las cuentas que deben rendir todos cuantos tengan a su cargo el manejo de caudales 
o efectos públicos, se deduzcan contra los mismos cuando, con dolo, culpa o negligencia graves, ori-
ginaren menoscabo en dichos caudales o efectos a consecuencia de acciones u omisiones contrarias 
a las Leyes reguladoras del régimen presupuestario y de contabilidad que resulte aplicable a las enti-
dades del sector público o, en su caso, a las personas o Entidades perceptoras de subvenciones, cré-
ditos, avales u otras ayudas procedentes de dicho sector. Sólo conocerá de las responsabilidades sub-
sidiarias, cuando la responsabilidad directa, previamente declarada y no hecha efectiva, sea contable. 
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La jurisdicción contable se ejercerá por: 

- Los Consejeros de Cuentas, a los que les compete el conocimiento y fallo, en única instancia, de los 
expedientes de cancelación de fianzas en que no se hubieran deducido pretensiones de responsa-
bilidad contable y, en primera instancia, de los juicios de cuentas, de los procedimientos de reintegro 
por alcance y de los restantes procedimientos de cancelación de fianzas. 

- Las Salas del Tribunal de Cuentas que conocerán: 

En única instancia, de los recursos que se formulen contra resoluciones dictadas por las 
Administraciones Públicas en materia de responsabilidades contables en aquellos casos expresa-
mente previstos por las leyes. 

En segunda instancia, de las apelaciones deducidas contra las resoluciones dictadas en primera ins-
tancia por los Consejeros de Cuentas en los juicios de cuentas, en los procedimientos de reintegro 
por alcance y en los expedientes de cancelación de fianzas. 

3.3.1. EL CUENTADANTE 

El artículo 15 de la LOTC define el enjuiciamiento contable, como jurisdicción propia del 
Tribunal de Cuentas, que se ejerce respecto de las cuentas que deban rendir quienes recau-
den, intervengan, administren, custodien, manejen o utilicen bienes, caudales o efectos públi-
cos. 

En este sentido, se identifica la figura del cuentadante, que es el responsable de suministrar 
información veraz y que las cuentas anuales reflejen la imagen fiel del patrimonio, de la 
situación financiera, del resultado económico patrimonial y de la ejecución del presupuesto 
de la entidad contable. En el caso de una corporación local, la figura del cuentadante corres-
ponde al alcalde. 

La responsabilidad de la rendición de cuentas es independiente de la responsabilidad en que 
incurran quienes adoptaron las resoluciones o realizaron los actos reflejados en estas cuen-
tas. 

3.3.2. EL ELEMENTO OBJETIVO, EL ELEMENTO SUBJETIVO, EL ELEMENTO MATERIAL Y EL ELEMEN-
TO CAUSAL 

El elemento objetivo: 

El artículo 49.1 de la LFTC indica que deben ser  “….consecuencia de acciones u omisiones con-
trarias a las Leyes reguladoras del régimen presupuestario y de contabilidad que resulte aplicable a 
las entidades del sector público…. ” y según el artículo 177 de la Ley 47/2003, de 26 de 
noviembre por la que se aprueba la Ley General Presupuestaria (LGP) son: 

- Haber incurrido en alcance o malversación en la administración de los fondos públicos. 
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- Administrar los recursos y demás derechos de la Hacienda Pública estatal sin sujetarse a 
las disposiciones que regulan su liquidación, recaudación o ingreso en el Tesoro. 

- Comprometer gastos, liquidar obligaciones y ordenar pagos sin crédito suficiente para rea-
lizarlos o con infracción de lo dispuesto en esta ley o en la de Presupuestos que sea apli-
cable. 

- Dar lugar a pagos reintegrables, de conformidad con lo establecido en el artículo 77 de 
esta ley. 

- No justificar la inversión de los fondos a los que se refieren los artículos 78 y 79 de esta 
ley y la Ley General de Subvenciones. 

- Cualquier otro acto o resolución con infracción de esta ley. 

El elemento subjetivo 

Según el artículo 49.1 LOFT la responsabilidad contable existe “dolo, culpa o negligencia 
graves” y en este sentido, el artículo 178 de la LGP establece respecto los tipos de respon-
sabilidad:  

- Cuando el acto o la resolución se dictase mediando dolo, la responsabilidad alcanzará a 
todos los daños y perjuicios que conocidamente deriven de la resolución adoptada con 
infracción de esta ley. 

- En el caso de culpa grave, las autoridades y demás personal de los entes del sector público 
estatal sólo responderán de los daños y perjuicios que sean consecuencia necesaria del 
acto o resolución ilegal. 

- A estos efectos, la Administración tendrá que proceder previamente contra los particulares 
para el reintegro de las cantidades indebidamente percibidas. 

- La responsabilidad de quienes hayan participado en la resolución o en el acto será man-
comunada, excepto en los casos de dolo, que será solidaria. 

El elemento material 

Los daños determinantes de la responsabilidad deberán ser efectivos, evaluables económica-
mente e individualizados en relación a determinados caudales o efectos. 

El elemento causal 

La responsabilidad contable exige una relación de causalidad entre la actuación y el daño 
causado.  
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Así el artículo 39 de la LOTC establece dos supuestos en los que no existiría responsabilidad 
contable: 

- Quedarán exentos de responsabilidad quienes actuaren en virtud de obediencia debida, 
siempre que hubieren advertido por escrito la imprudencia o legalidad de la correspon-
diente orden, con las razones en que se funden. 

- Tampoco se exigirá responsabilidad cuando el retraso en la rendición, justificación o exa-
men de las cuentas y en la solvencia de los reparos sea debido al incumplimiento por otros 
de sus obligaciones específicas, siempre que el responsable así lo haya hecho constar por 
escrito. 

3.3.3. LA RESPONSABILIDAD 

La responsabilidad puede ser directa o subsidiaria. 

La responsabilidad directa 

Serán responsables directos quienes hayan ejecutado, forzado o inducido a ejecutar o coo-
perado en la comisión de los hechos o participado con posterioridad para ocultarlos o impe-
dir su persecución. 

Esta responsabilidad será solidaria y comprende todos los perjuicios causados. 

La responsabilidad subsidiaria 

Son responsables subsidiarios quienes por negligencia o demora en el cumplimiento de obli-
gaciones atribuidas de modo expreso por las Leyes o Reglamentos hayan dado ocasión direc-
ta o indirecta a que los caudales públicos resulten menoscabados o a que no pueda conse-
guirse el resarcimiento total o parcial del importe de las responsabilidades directas. 

3.3.4. EL JUICIO DE CUENTAS Y EL PROCEDIMIENTO DE REINTEGRO POR ALCANCE 

El procedimiento para exigir responsabilidad contable viene regulado en el Título V de la 
LFTC, que distingue dos tipos de procesos, el juicio de cuentas y el procedimiento de reinte-
gro por alcance. 

El juicio de cuentas 

Se tramitaran por el procedimiento de juicio de cuentas los que no sean constituivos de 
alcance, esto es, no existe un saldo deudor injustificado en las cuenteas de cualquier entidad 
integrante del sector público. 

Procedimiento de reintegro por alcance 

Se tramitan por el procedimiento de reintegro por alcance cuando se deduzca de la existencia 
de lo que se denomina “alcance” entendiéndose por tal el saldo deudor injustificado de una 
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cuenta o, en términos generales, la ausencia de numerario o de justificación en las cuentas 
que deban rendir las personas que tengan a su cargo el manejo de caudales o efectos públi-
cos, ostenten o no la condición de cuentadantes ante el Tribunal de Cuentas. 

3.3.5. LA PRESCRIPCIÓN  

La Disposición Adicional Tercera de la LFTC establece que las responsabilidades contables 
prescriben por el transcurso de cinco años contados desde la fecha en que se hubieren come-
tido los hechos que las originen. 

Ahora bien, las responsabilidades contables detectadas en el examen y comprobación de 
cuentas o en cualquier procedimiento fiscalizador y las declaradas por sentencia firme, pres-
cribirán por el transcurso de tres años contados desde la fecha de terminación del examen o 
procedimiento correspondiente o desde que la sentencia quedó firme. 

El plazo de prescripción se interrumpirá desde que se hubiere iniciado cualquier actuación 
fiscalizadora, procedimiento fiscalizador, disciplinario, jurisdiccional o de otra naturaleza que 
tuviera por finalidad el examen de los hechos determinantes de la responsabilidad contable, 
y volverá a correr de nuevo desde que dichas actuaciones o procedimientos se paralicen o 
terminen sin declaración de responsabilidad. 

Si los hechos fueren constitutivos de delito, las responsabilidades contables prescribirán de 
la misma forma y en los mismos plazos que las civiles derivadas de los mismos. 

3.4. Los Órganos de Control Externo  

España, según la Constitución Española de 1978 (CE) se organiza territorialmente en  municipios, pro-
vincias y Comunidades Autónomas, con autonomía para la gestión de sus intereses y, al amparo de la 
autonomía financiera de la que gozan las Comunidades Autónomas para el desarrollo y ejecución de 
sus propias competencias, los diferentes Estatutos de Autonomía pueden contemplar la existencia de 
órganos propios de fiscalización externa de sus cuentas. 

La mayoría de las Comunidades Autónomas, en cumplimiento de sus Estatutos de Autonomía o según 
lo previsto en las leyes reguladoras correspondientes, han creado sus propios Órganos de Control 
Externo (OCEx, en adelante). En la actualidad, doce Comunidades Autónomas cuentan con su corres-
pondiente Órgano de Control Externo: Navarra; Cataluña; Comunidad Valenciana; Galicia; País vasco; 
Andalucía; Canarias; Islas Baleares; Madrid; Castilla y León; Asturias y Aragón. 

Los OCEx actúan con plena independencia y sometimiento al ordenamiento jurídico, con competencias 
fiscalizadoras con ámbito de actuación concurrente con el Tribunal de Cuentas 

Esta concurrencia supone conformar un modelo basado en la coordinación y colaboración entre los 
OCEx y el Tribunal de Cuentas mediante el establecimiento de criterios y técnicas comunes de fiscali-
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zación que garanticen eficacia en los resultados y eviten la duplicidad en las actuaciones fiscalizadoras, 
en aras de un mejor funcionamiento del sistema de control externo y de un óptimo desempeño de las 
funciones de fiscalización que tienen encomendadas. 

Es por ello que la coordinación entre el Tribunal de Cuentas y los OCEx resultan indispensable y se 
materializa en distintas clases de actuaciones: 

- Intercambio de los respectivos Programas anuales de fiscalizaciones. 

- Realización de fiscalizaciones conjuntas entre el Tribunal de Cuentas y los OCEx sobre ámbitos 
comunes. 

- Mantenimiento de reuniones periódicas de coordinación. 

- Creación de una Plataforma de rendición de cuentas.  

Destacar que los OCEx no ejercen competencias de naturaleza jurisdiccional, dado que es una función 
exclusiva del Tribunal de Cuentas, pero sí está previsto que puedan llevar a cabo la instrucción previa 
de los procedimientos cuando así se delegue por el Tribunal, atendiendo a la mayor eficacia en la rea-
lización de las actuaciones de instrucción. 

3.5. La Fiscalización del Tribunal de Cuentas sobre el sector público local 

El artículo 201  del TRLRHL señala que la sujeción al régimen de contabilidad pública lleva consigo la 
obligación de rendimiento de las respectivas operaciones, cualquiera que sea su naturaleza al Tribunal 
de Cuentas. 

Ello supone que éste Órgano deba fiscalizar un número muy elevado (y heterogéneo) de entidades 
locales (ayuntamientos, diputaciones provinciales, cabildos y consejos insulares, comarcas, áreas 
metropolitanas, mancomunidades y agrupaciones de municipios…) así como las entidades de ámbito 
territorial inferior al municipio o entidades locales menores (que a pesar de haber sido suprimidas 
como tales, en virtud de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de Racionalización y Sostenibilidad de la 
Administración Local –LRSAL-, su disposición transitoria cuarta prevé que las existentes a finales de 
2013 mantendrán su personalidad jurídica y la condición de entidad local). 

Todas ellas se encuentran sujetas a la obligación de rendir sus cuentas generales, con periodicidad 
anual, al Tribunal de Cuentas y, en su ámbito territorial, al OCEx respectivo. En el caso de las entidades 
adscritas o dependientes, el deber de rendición se materializa en la inclusión en la cuenta general de 
la entidad de la que dependan. 

En aras de obtener una mayor eficiencia y uniformidad en la rendición de cuentas el Tribunal de 
Cuentas, en colaboración con los OCEx, se pusieron en marcha, entre otros sistemas de control del sis-
tema público local, la implantación de una Plataforma electrónica de Rendición de Cuentas que 
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mediante la utilización de medios informáticos y telemáticos evitó la rendición de cuentas por dupli-
cado y garantizó un adecuado tratamiento de la información, una ejecución del gasto en base a crite-
rios de economía, eficiencia y eficacia así como la homogeneización y la transparencia en la rendición 
de cuentas. 

3.6. Ámbito supranacional 

En el ámbito supranacional, resulta de interés mencionar el Tribunal de Cuentas Europeo y la 
Organización Internacional de Entidades Fiscalizadoras Superiores. 

EL TRIBUNAL DE CUENTAS EUROPEO: 

El Tribunal de Cuentas Europeo (TCE, en adelante), es una Institución de la Unión Europea, creada en 
1975 por el Tratado de Bruselas, con sede en Luxemburgo y, cuya regulación se contiene en el Tratado 
de Funcionamiento de la Unión Europea (artículos 285 a 287).  

Es el órgano encargado de controlar la ejecución de los ingresos y gastos de la Unión y asegurar la 
correcta gestión financiera en la UE, realizando la fiscalización tanto respecto a las Instituciones de la 
Unión, como a los Estados miembros y los países que reciben ayudas comunitarias. 

Para ello el TCE lleva a cabo tres tipos de auditorías: 

• Auditorías financieras (en las que comprueba si las cuentas reflejan fielmente la situación financiera, 
los resultados y los flujos de tesorería de un determinado ejercicio). 

• Auditorías de conformidad (en las que comprueba si las transacciones financieras se ajustan a la 
normativa). 

• Auditorías de resultados (en las que comprueba si la financiación de la UE ha alcanzado sus obje-
tivos con el menor número de recursos posible y de la manera más económica). 

LA ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DE ENTIDADES FISCALIZADORAS SUPERIORES: 

La Organización Internacional de Entidades Fiscalizadoras Superiores (INTOSAI), fundada en 1953, es 
un organismo autónomo, independiente y apolítico que agrupa a las Entidades Fiscalizadoras 
Superiores (EFS) con el objeto de promover el intercambio de experiencias entre sus miembros, el desa-
rrollo de normas profesionales y el estudio de temas específicos de auditoría gubernamental para 
mejorar la fiscalización pública y desempeño de las EFS. 

Así mismo la INTOSAI promueve la independencia de las EFS, la elaboración, la difusión y el uso de 
normas comunes de fiscalización y el desarrollo de capacidades de organización y del personal de las 
EFS. 
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Es una organización no gubernamental con un estatus especial con el Consejo Económico y Social de 
las Naciones Unidas (ECOSOC) y que actualmente está formada por 195 miembros de pleno derecho, 
5 miembros Asociados y 1 miembro afiliado. 

La INTOSAI ha elaborado normas y directrices así como guías de buenas prácticas para guiar la prác-
tica profesional de la auditoría externa del Sector Público. 

El Congreso de la INTOSAI (INCOSAI) es el órgano supremo de la Organización, integrado por todos 
sus Miembros de Pleno Derecho, Miembros Asociados y Miembros Afiliados. Cada tres años se cele-
brarán sus reuniones regulares y convocadas y presididas por el titular de la Entidad Fiscalizadora 
Superior del país en que se celebre el Congreso. 

El Congreso de la INTOSAI tiene las siguientes funciones: 

- Someter a discusión y recomendar temas de interés común, tanto en sentido técnico como profesio-
nal con el objetivo de intercambiar ideas y experiencias. 

- Nombrar los presidentes de los Comités de Meta. 

- Constituir comités. 

- Adoptar y modificar los Estatutos de la INTOSAI y el Plan Estratégic. 

- Adoptar el Debido Proceso para el Marco de Pronunciamientos Profesionales de la INTOSAI (IFPP) 
o sea procedimientos para desarrollar, revisar y retirar las Normas Internacionales de Entidades 
Fiscalizadoras Superiores (ISSAI).  

- Tatar todos los asuntos que el Comité Directivo someta al Congreso. 

- Adoptar el presupuesto trienal de la INTOSAI. 

- Adoptar el informe anual y el estado financiero revisado de la INTOSAI. 

- Designar, a propuesta del Comité Directivo, el país cuya Entidad Fiscalizadora Superior organice el 
próximo Congreso. 

- Elegir la Entidad Fiscalizadora Superior responsable para la Revista Internacional de Auditoria 
Gubernamental y para la Iniciativa de Desarrollo de la INTOSAI (IDI) para un periodo de seis años, 
siendo posible la re-elección. 

- Elegir once miembros de pleno derecho para el Comité Directivo que representen las Organizaciones 
Regionales para un período de seis años, siendo posible la re-elección. 

- Decidir, como autoridad suprema de la INTOSAI, sobre las cuestiones relativas a la cooperación inter-
nacional de las Entidades Fiscalizadoras Superiores. 

- Designar, a propuesta del Comité Directivo, los auditores de la Organización. 

- Decidir cualquier cuestión relacionada con los propósitos de esta Institución que no estén especifi-
cados en los Estatutos. 
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Las organizaciones regionales deben apoyar las metas de la INTOSAI a nivel regional y cuyo comité 
directivo ha reconocido las siguientes siete organizaciones regionales: 

- la Organización Latinoamericana y del Caribe de Entidades Fiscalizadoras Superiores (OLACEFS), 

- la Organización de Entidades Fiscalizadoras Superiores de África (AFROSAI), 

- la Organización Árabe  de Entidades Fiscalizadoras Superiores (ARABOSAI), 

- la Organización de Entidades Fiscalizadoras Superiores de Asia (ASOSAI), 

- la Organización de Entidades Fiscalizadoras Superiores del Pacífico (PASAI), 

- la Organización de Entidades Fiscalizadoras Superiores del Caribe (CAROSAI), y 

- la Organización de Entidades Fiscalizadoras Superiores de Europa (EUROSAI). 

El Tribunal de Cuentas español es miembro de la INTOSAI desde su constitución y como tal participa 
en los distintos comités (constituidos por la organización para tratar asuntos de máximo interés para 
todos los miembros) y grupos de trabajo (constituidos como resultado de las recomendaciones del 
INCOSAI) como el Comité de Normas Profesionales, el Comité de Compartir Conocimientos y el Grupo 
de Trabajo sobre la Modernización Financiera y Reforma Regulatoria, entre otros.  
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CAPÍTULO 14. AUDITORÍA PÚBLICA 

1. CONCEPTO Y TIPOLOGÍA 

1.1. Concepto 

La auditoría pública es el método de control y seguimiento más idóneo para verificar la gestión públi-
ca. Así, de acuerdo con la ISSAI-ES8 100 “Principios fundamentales de la fiscalización del sector públi-
co” (p6) se define “como un proceso sistemático en el que de manera objetiva se obtiene y evalúa la evi-
dencia, para determinar si la información o la actividad realizada están de acuerdo con los criterios estable-
cidos”. Es decir, es un conjunto de principios, normas y procedimientos encaminados a obtener eviden-
cia adecuada y suficiente para informar sobre la realidad económico-financiera de una entidad pública 
o su plasmación en documentos informativos. 

Igualmente, y según el Glosario de Términos de la IGAE9 (Anexo II, página 28), se entiende por audi-
toría pública “la verificación, realizada con posterioridad y efectuada de forma sistemática, de la actividad 
económico-financiera del sector público estatal, mediante la aplicación de los procedimientos de revisión 
selectivos contenidos en las normas de auditoría e instrucciones que dicte la Intervención General de la 
Administración del Estado”. 

Sobre el concepto de auditoría pública, conviene efectuar una serie de apreciaciones: 

- Es la auditoria sobre las diversas entidades que conforman el sector público. Así, además de las 
administraciones públicas propiamente dichas (Administración del Estado, Seguridad Social, 
Comunidades Autónomas y Corporaciones Locales, principalmente), se contemplan organismos 
autónomos, sociedades públicas, fundaciones públicas, consorcios, etc. 

- Esas entidades forman un conglomerado de entes de distinta naturaleza y personalidad jurídica que 
están sujetos a diversa normativa reguladora y régimen contable. En el ámbito contable, por ejem-
plo, coexisten entidades sujetas al Plan General de Contabilidad Pública con otras entidades sujetas 
al Plan General de la Empresa (sociedades públicas) o a su adaptación para instituciones sin ánimo 
de lucro (fundaciones públicas). 

- En determinadas entidades públicas, el presupuesto limitativo y su liquidación es el estado contable 
preponderante en el reflejo, análisis y discusión sobre su actividad económico-financiera. 
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- Toda la actividad del sector público está regulada por un amplio conjunto de normas; así la legisla-
ción relativa a organización básica, personal, contratación administrativa, concesión de subvencio-
nes, exacción de tributos, ordenanzas fiscales, etc 

Los elementos o partes de la auditoría pública según la ISSAI-ES 100 (p13) los podemos resumir en: 

- Sujeto: el órgano fiscalizador/auditor 

• Órganos públicos de control 

• Colaboración de auditores privados 

- Objeto: el fiscalizado/auditado 

• Entidades integrantes del SP  

• Entidades privadas beneficiarias de subvenciones, ayudas, concesiones…  

- Los destinatarios del informe: 

• Entidad auditada 

• Parlamentos, plenos locales, consejos sociales… 

• Órganos de gestión  

• Terceros relacionados con la entidad auditada 

• Analistas financieros y económicos 

• Ciudadano. 

Finalmente, y de acuerdo con la ISSAI-ES 100 (p 23 a 30), los principios generales o fundamentales 
de la fiscalización/auditoría del sector público son: Ética e independencia, Juicio profesional, diligencia 
y escepticismo, Control de calidad, Gestión de equipos y cualificaciones, Riesgo de auditoría, 
Materialidad, Documentación e imparcialidad y Comunicación. 

Y los principios relacionados con el proceso auditor (ISSAI-ES 100, p 32 a 39) son: 

- Planificación: Establecer los términos de la auditoría, conocer la entidad y/o la actividad o función 
a auditar, valorar los riesgos o analizar el problema, identificar riesgos de fraude y desarrollar el plan 
de auditoría. 

- Realización: Ejecutar los procedimientos de auditoría planificados para obtener evidencia de audi-
toría y evaluar la evidencia y redactar conclusiones. 

- Informe y seguimiento: Redactar un informe basado en las conclusiones alcanzadas y efectuar un 
seguimiento de los asuntos relevantes. 

CAPÍTULO 14. AUDITORÍA PÚBLICA

MANUAL DE CONTABILIDAD Y AUDITORÍA DEL SECTOR PÚBLICO

CONSEJO GENERAL DE ECONOMISTAS DE ESPAÑA · COMITÉ DEL SECTOR PÚBLICO



349

1.2. Tipología 

Con carácter general, las normas internacionales de auditoría pública distinguen tres tipos de audito-
ría: 

a) Auditoría de cuentas o financiera. 

b) Auditoría de cumplimiento de legalidad. 

c) Auditoría operativa o de gestión o de desempeño. 

La auditoría financiera se define, según la ISSAI-ES 200 “Principios fundamentales de la fiscalización 
o auditoría financiera” (p10), como “la emisión, por parte del auditor, de una opinión sobre si los estados 
financieros han sido preparados, en todos sus aspectos materiales, de conformidad con el marco de infor-
mación financiera aplicable”. En definitiva, si los estados financieros reflejan la imagen fiel de la enti-
dad. 

El Glosario de Términos de la IGAE (Anexo II, página 28) señala que este tipo de auditoría de cuentas 
tiene por “objeto la emisión de un informe dirigido a poner de manifiesto la opinión del auditor en relación 
a si la contabilidad en general y las Cuentas anuales y demás estados financieros, presentan razonablemente 
la situación patrimonial y financiera y el resultado de sus operaciones de acuerdo con las normas y principios 
contables, públicos o empresariales, que le son de aplicación”.  

La ISSAI-ES 200 establece los principios fundamentales de la fiscalización o auditoría financiera. 
Así, en resumen, señala los siguientes requerimientos: 

- Requisitos previos: Ética e independencia, Control de calidad y Gestión y cualificaciones del equipo 
de auditoría. 

- Principios relacionados con los conceptos básicos de auditoría: Riesgo de auditoría, Juicio profesio-
nal y escepticismo profesional, Importancia relativa o materialidad, Comunicación y Documentación. 

- Principios relacionados con el proceso de auditoría: Comunicación de los términos del trabajo, 
Planificación, Conocimiento de la entidad, Valoración de riesgos, Respuestas a los riesgos valorados, 
Consideraciones frente a los riesgos, Consideraciones sobre el principio de entidad en funcionamien-
to o principio de gestión continuada, Consideraciones relativas a leyes y reglamentos, Evidencia de 
auditoría, Hechos posteriores al cierre y Evaluación de las incorrecciones. 

Las normas técnicas de la IGAE, las NIA-ES-SP, se centran exclusivamente en este tipo de auditoría. 

La auditoría de cumplimiento de legalidad consiste, según la ISSAI-ES 400 “Principios fundamentales 
de la fiscalización de cumplimiento” (p10), en “verificar si las actividades de las entidades públicas cum-
plen con la normativa aplicable, emitiendo como resultado el correspondiente informe”. El Glosario de 
Términos de la IGAE (Anexo II, página 28) la define como aquella “cuyo objeto consiste en la verificación 
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de que los actos, operaciones y procedimientos de gestión económico-financiera se han desarrollado de con-
formidad con las normas que les son de aplicación”. 

Por su parte, la GPF-OCEX 4000 (p23) define como objetivo principal de esta clase de auditoría el de 
proporcionar, al destinatario o los destinatarios previstos, información sobre si los entes públicos están 
siguiendo las decisiones parlamentarias, las leyes, los actos legislativos, las políticas, los códigos establecidos 
o las estipulaciones acordadas. Todo ello constituye el conjunto de normas pertinentes que rigen la materia 
controlada o la entidad objeto de la auditoría.  

La auditoría de cumplimiento incluye aspectos relativos a la regularidad (cumplimiento de los criterios 
formales, tales como leyes, regulaciones y convenios aplicables) y/o a la ética (observancia de los prin-
cipios generales que rigen una sana administración financiera y el comportamiento de los funcionarios 
públicos).  

Las disposiciones normativas son el elemento más importante de la fiscalización de cumplimiento, ya 
que la estructura y contenido de las normas conforman los criterios objetivos de la auditoría y, por lo 
tanto, son la base para la ejecución de los trabajos de fiscalización.  

La GPF-OCEX 4000 contempla dos tipos de actuaciones de auditorías de cumplimiento para las ICEX: 

a) Encargo de elaboración de un informe directo (p 37). El auditor es quien mide o evalúa la evidencia 
de la materia controlada de acuerdo con los criterios. El auditor es el responsable de elaborar la 
información acerca de la materia controlada y de seleccionar la materia y los criterios, tomando en 
consideración el riesgo y la materialidad. La ISSAI-ES denomina a este tipo de trabajos encargos 
de elaboración de información propia 

b) Encargo de atestiguamiento (p 40). El fiscalizado mide la materia controlada de acuerdo con los 
criterios y presenta la información de la materia, sobre la cual el auditor procede a reunir una evi-
dencia de auditoría suficiente y apropiada para contar con una base razonable que le permita for-
mular una conclusión. La ISSAI-ES denomina a este tipo de trabajos encargos de revisión de infor-
mación ajena 

Por lo general, la auditoría de cumplimiento se lleva a cabo de una de las siguientes maneras (GPF-
OCEX 4000, p27):  

a) Como una auditoría de cumplimiento independiente. 

b) En relación con la auditoría de estados financieros. En este supuesto, esta actuación conjunta tam-
bién se ha denominado, auditoría de regularidad. 

c) En combinación con la auditoría operativa.  

La auditoría operativa o de desempeño, de acuerdo con la ISSAI-ES 300 “Principios fundamentales 
de la fiscalización operativa” (p6), se define como “una revisión independiente, objetiva y fiable acerca 
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de si las acciones, sistemas, operaciones, programas, actividades u organizaciones de la entidad fiscalizada 
cumplen con los principios de economía, eficiencia y eficacia”. También el citado Glosario de Términos de 
la IGAE (Anexo II, página 28) la define como el “examen sistemático y operativo de las operaciones y pro-
cedimientos de una organización, programa, actividad o función pública, con el objeto de proporcionar una 
valoración independiente de su racionalidad económico-financiera y su adecuación a los principios de la 
buena gestión, a fin de detectar sus posibles deficiencias y proponer las recomendaciones oportunas en 
orden a la corrección de aquéllas”. 

Dentro de los principios de buena gestión se citan básicamente (ISSAI-ES 300 p8) los de: 

- Eficacia, en qué medida se cumplen los objetivos establecidos por una organización, programa, pro-
yecto, actividad o función  

- Eficiencia, si se ha conseguido la mejor relación posible entre los resultados obtenidos por una enti-
dad, programa o proyecto y los recursos empleados para conseguir aquellos 

- Economía, si para conseguir los objetivos fijados una entidad, programa, proyecto, actividad o fun-
ción se han minimizado el coste de los recursos utilizados 

Además de los principios anteriores, se han ido incorporando otra serie de principios no menos rele-
vantes, tales como el de equidad, ecología, igualdad de género o medioambiental. Este tipo de audi-
toría también se denomina, en función de su alcance, como auditoría de programas, de calidad, de sis-
temas y procedimientos o informáticas. Finalmente, en la tabla 14.1, se muestra de forma esquemáti-
ca, las principales diferencias entre la auditoría operativa y el resto de tipos de auditoría comentados. 
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Aspectos           Auditoría de gestión/operativa                      Auditoría financiera y de cumplimiento  
                                                                                               de legalidad 
Objeto                Evaluar si los fondos públicos han sido           Evaluar si las operaciones financieras se han 
                         utilizados con economía, eficiencia                 ejecutado de manera legal y regular y si las 
                         y economía                                                     cuentas son fiables 

Ámbito              Políticas, programas, organizaciones,              Operaciones financieras, contabilidad  
de aplicación      actividades y sistemas de gestión                    y procedimientos claves 

Base                  Economía, Ciencias Políticas, Sociología,         Contabilidad y Derecho 
académica          etc. 

Métodos            Varían en función de cada actuación               Formato estándar 

Criterios            Mayor libertad de criterio para el auditor        Menor libertad de criterio para el auditor 
de fiscalización   Un criterio único para cada auditoría               Criterios normalizados establecidos por la  
                                                                                               legislación y la reglamentación aplicable a todas 
                                                                                               las auditorías 

Informes             Estructura y contenidos variables                    Informes en mayor o menor medida 
                         en función de los objetivos                              estandarizados 

TABLA 14.1.  DIFERENCIAS ENTRE LOS DISTINTOS TIPOS DE AUDITORÍA 

Fuente: Manual de Auditoría de Gestión. Tribunal de Cuentas Europeo, pág. 11
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2. LAS NORMAS TÉCNICAS DE AUDITORÍA PÚBLICA. ESPECIAL REFERENCIA A LAS 
NIA-ES-SP 

2.1. Las Normas Técnicas de Auditoría Pública 

Partiendo de que las normas y directrices profesionales son esenciales para la credibilidad, la transpa-
rencia, la calidad y la profesionalidad de la auditoría del sector público, se observa que, al contrario de 
lo que sucede en el sector privado de la auditoría en España –el cual está regulado por un marco nor-
mativo único definido en las NIA-ES aprobadas por el ICAC–, para la auditoría pública no existe tal 
marco único, aunque sí se observa una tendencia clara de convergencia con las normas internacionales 
de auditoría (NIA).  

Así, en el sector público coexisten los siguientes marcos10: 

a) La Intervención General de la Administración del Estado (IGAE) ha adaptado las NIA-ES a las pecu-
liaridades del Sector Público Español mediante un conjunto de normas denominadas NIA-ES-SP.   

b) Las Instituciones Públicas de Control Externo (Tribunal de Cuentas y Órganos Autonómicos de 
Control Externo, ICEX) han adaptado un número concreto de las International Standards of 
Supreme Auditing Institutions (ISSAI) emitidas por la International Organisation of Supreme Audit 
Institutions (INTOSAI) que, en su versión española, son las denominadas ISSAI-ES. Esta organiza-
ción internacional, que colabora activamente en los grupos de trabajo de la IFAC, adoptó las NIA 
como normas de referencia a través de sus directrices de auditoría financiera. 

c) Los Órganos Autonómicos de Control Externo11 (en adelante, OCEX), además de las anteriormente 
citadas ISSAI-ES, han continuado el proceso de adaptación de las citadas normas internacionales, 
así como la emisión de otro tipo de normas mediante las denominadas Guías Prácticas de 
Fiscalización (en adelante, GPF-OCEX) relativas a auditoría financiera, auditoría de cumplimiento, 
operativa y de administración electrónica. Igualmente han adoptado para la auditoría financiera 
las NIA-ES-SP citadas anteriormente, si bien han y están desarrollando aspectos relevantes de 
estas para su trabajo de auditoría. 
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10. Sin olvidarse que las distintas instituciones públicas de control también están regladas por la propia normativa que 
las crea y regula, tanto en su funcionamiento como en sus actuaciones. Igualmente disponen de Manuales de pro-
cedimientos de fiscalización o auditoría. 

11. Actualmente son un total de 12 comunidades autónomas las que se han dotado de órgano de control externo: 
Navarra; Cataluña; Comunidad Valenciana; Galicia; País Vasco; Andalucía; Canarias; Islas Baleares; Madrid; Castilla 
y León; Asturias y Aragón.  
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2.2. Las NIA-ES-SP 

Mediante la Resolución de 25 de octubre de 201912de la IGAE, se publican las nuevas Normas Técnicas 
de Auditoría, resultado de la adaptación de las Normas Internacionales de Auditoría para su aplicación 
en España al Sector Público Español (NIA-ES-SP). Este trabajo se ha completado con la elaboración de 
un Glosario de Términos utilizados en la actividad de auditoría –que incluye los indicados en las NIA-
ES más los términos aplicables a la auditoría pública- y con un Código de Ética que contempla, entre 
otras, las normas sobre incompatibilidad e independencia de los auditores públicos. 

A este conjunto de normas se le denomina “normativa reguladora de la actividad de auditoría de 
cuentas para el Sector Público en España”. 

2.2.1. ESTRUCTURA BÁSICA DE LAS NIA-ES-SP 

Todas las NIA-ES-SP presentan una estructura homogénea y muy semejante a las NIA-ES. Así, 
cada Norma está dividida en epígrafes y a su vez estos, en apartados. Los epígrafes son:  

- Introducción: breve explicación de la materia de analizada en la norma, el objeto y alcance 
de la correspondiente NIA-ES-SP. 

- Objetivo: finalidad que debe conseguir el auditor, generalmente en términos de evidencia 
de auditoría sobre la materia de que trate la norma. 

- Definiciones: se analizan los principales términos con objeto de facilitar su interpretación 
y aplicación práctica a efectos de la NIA-ES-SP. 

- Requerimientos: se indican las responsabilidades del auditor en aplicación de cada norma; 
en el caso de que no fuera aplicable, se deberá indicar de forma fehaciente en la docu-
mentación de la auditoría. 

- Guía de aplicación y otras anotaciones explicativas: se desarrolla más detalladamente las 
NIA-ES-SP, con referencias a los requerimientos, conteniendo material explicativo más por-
menorizado, así como guías para su aplicación práctica. Además, algunas NIA-ES-SP se 
acompañan de anexos que contienen ejemplos y modelos informes adaptados a la legis-
lación española. 

Todos los grupos de las NIA-ES-SP se codifican con cuatro dígitos y cada uno de los grupos 
se inicia con la cifra 1; a continuación, y para cada norma, se incorpora los tres dígitos de la 
NIA-ES. 
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12. Publicada en el Boletín Oficial del Estado nº 266 del 5 de noviembre de 2019 
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2.2.2. CARACTERÍSTICAS GENERALES DE LAS NIA-ES-SP 

Según la Resolución de la IGAE, las características generales de este conjunto normativo son, 
entre otras, las siguientes: 

a) A todas las NIA-ES-SP se les añade una nota explicativa (NE) cuyo contenido es variable, 
pero en todas hay unos rasgos comunes:  

1- Se incluye un contenido esencial (procedimental) de la NIA-ES-SP, coordinado con la 
legislación pública correspondiente, al objeto de buscar un acercamiento entre 
ambas normas atendiendo a aspectos tanto técnicos como didácticos. 

2- Se indica el grado de aplicación de la NIA-ES-SP, que generalmente es el cien por 
ciento o muy cercano a él.  

3- Se detallan todos los puntos de adaptación y se da referencia al apartado de la NIA-
ES-SP afectado.  

4- En su caso, se explican con cierto detalle los aspectos más significativos de los pro-
cedimientos específicos o singulares devenidos por la legislación. 

b) Se han eliminado de las NIA-ES todas las referencias a la actividad de auditoría en el 
ámbito del sector privado. 

c) Las normas del Sector Público establecen y protegen la independencia del auditor públi-
co; asimismo, esta materia está protegida por las leyes generales de funcionamiento de 
las Administraciones Públicas, por los estatutos de los empleados públicos, o por leyes de 
incompatibilidades. Finalmente se reconoce la diferente configuración de las normas de 
independencia e incompatibilidad. 

d) Se contempla la imposibilidad legal de renunciar a las competencias del ejercicio de la 
auditoría. 

e) Las circunstancias de concurrir la auditoría de cuentas con otros trabajos de control com-
plementario o suplementario de la misma. 

f) En la auditoría pública se destaca el aspecto esencial de incidir más en asuntos legales 
como filosofía de trabajo. 

g) La configuración jurídica de algunas entidades públicas que implica una serie de pecu-
liaridades que ha de tenerse en cuenta a la hora de planificar la auditoría y de comunicar 
asuntos derivados del trabajo y del informe. 

h) La existencia del presupuesto limitativo y del resto de estados presupuestarios en algu-
nas entidades públicas. 
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i) Adaptaciones y precisiones terminológicas derivadas de las distintas configuraciones de 
equipos y de responsabilidades en las diversas organizaciones del Sector Público. 

j) La inclusión de referencias regulatorias del Sector Público Estatal, de la Seguridad Social 
y de la Administración Local. 

2.2.3. ÁMBITO DE APLICACIÓN Y FECHA DE ENTRADA EN VIGOR DE LAS NIA-ES-SP 

Estas normas serán aplicables a las siguientes actuaciones:  

a) Las auditorías de cuentas efectuadas por todas las unidades de la IGAE, tanto directa-
mente como con la colaboración de auditores de cuentas o sociedades de auditoría del 
sector privado.  

b) Las auditorías de cuentas que lleve a efecto la IGAE a entidades públicas no pertenecien-
tes al Sector Público Estatal en virtud de convenios firmados con otras Administraciones 
Públicas.  

c) Las realizadas por otras Administraciones Públicas que, de acuerdo con la regulación 
vigente, estuviera prevista su aplicación. Destacamos especialmente, las actuaciones de 
control interno ejercidas en el ámbito de la auditoría por las intervenciones locales (véase 
el Real Decreto 424/2017, de 28 de abril, por el que se regula el régimen jurídico del 
control interno en las entidades del Sector Público Local). 

Además, esta norma se aplicará a las auditorías de cuentas que, teniendo tal carácter, no se 
efectúen sobre las cuentas anuales, sino sobre otros estados o documentos contables con 
similares objetivos. 

En cuanto a la fecha de entrada en vigor, serán de aplicación obligatoria en los trabajos de 
auditoría de cuentas realizados por las distintas unidades de la IGAE, así como de las firmas 
de auditoría privadas que fueran contratadas, referidos a las cuentas anuales que se inicien 
a partir del 1 de enero de 2019. 

 

3. FASES DE LA AUDITORÍA PÚBLICA 

La auditoría pública como cualquier tipo de auditoría se desarrolla en las siguientes fases: 

a) Planificación. 

b) Ejecución. 

c) Elaboración del informe. 
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En los trabajos de las instituciones públicas de control también suele considerarse como fase la del 
seguimiento o aquella cuyo objetivo es comprobar si las recomendaciones realizadas han sido adop-
tadas por las entidades auditadas y se han solventado las incidencias puestas de manifiesto en la fis-
calización. 

En un Manual de estas características resulta imposible abordar todos los elementos que intervienen 
en las fases de la auditoría pública y para sus distintos tipos. Por ello nos centraremos en dar una serie 
de pinceladas sobre los aspectos y cuestiones más relevantes que inciden fundamentalmente en la 
auditoría financiera y en la de cumplimiento de legalidad. 

3.1. Niveles de seguridad 

El auditor lleva a cabo procedimientos para reducir o gestionar el riesgo de presentar conclusiones 
incorrectas, debiendo reconocer de forma expresa que, debido a las limitaciones inherentes a todas las 
auditorías o fiscalizaciones, ninguna puede proporcionar una seguridad absoluta sobre el estado del 
ámbito objetivo. Según la ISSAI-ES 100 (p 21), el nivel de seguridad de una fiscalización pública puede 
ser razonable o limitada.  

La seguridad razonable. La conclusión de fiscalización se expresa de manera positiva, dando a cono-
cer que, en opinión del órgano fiscalizador, la materia sometida a fiscalización cumple o no con todos 
los aspectos importantes o, cuando sea relevante, que la información sobre la materia fiscalizada pro-
porciona una imagen fiel de conformidad con los criterios aplicables. 

Cuando se proporciona una seguridad limitada, la conclusión de fiscalización señala que, de acuerdo 
con los procedimientos realizados, el órgano fiscalizador no ha obtenido evidencia para concluir que 
el asunto fiscalizado no cumple con los criterios aplicables.  

En las auditorías financieras o de cuentas (ISSAI-ES 200, p 31 y 32), los trabajos de auditoría realiza-
dos de acuerdo con las normas internacionales de auditoría pública están orientados a proporcionar 
un nivel de seguridad razonable y dar como resultado una conclusión expresada en forma positiva. Los 
trabajos de seguridad limitada no están cubiertos por las ISSAI de auditoría financiera; dichos trabajos 
proporcionan un nivel más bajo de seguridad que los trabajos de seguridad razonable y están diseña-
dos para dar por resultado una conclusión expresada en forma negativa.  

En las auditorías de cumplimiento (ISSAI-ES 300, p 36 y 37), se contempla igualmente los dos niveles 
de seguridad: la seguridad razonable, que indica que, en opinión del auditor, la materia objeto de aná-
lisis cumple o no, en todos los aspectos significativos, con los criterios establecidos; y la seguridad limi-
tada, que indica que nada ha llamado la atención del auditor para que considere que el asunto no 
cumple con el marco legal y criterios aplicados. 
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Normalmente la seguridad razonable requiere una mayor evidencia de auditoría que la seguridad limi-
tada, lo que a menudo implica unos procedimientos de auditoría más amplios que incluyan, por ejem-
plo, la evaluación del riesgo, una comprensión más profunda del contexto de la entidad, la evaluación 
del diseño del sistema de control interno, etc.  

Las diferentes normas técnicas de hacen especial hincapié en que debe manifestarse claramente en 
todo el proceso y fases de la auditoría pública el nivel de seguridad con el que se trabaja. 

3.2. Planificación y valoración de riesgos 

3.2.1. AUDITORÍA FINANCIERA 

La planificación de la auditoría de cuentas, según las NIA-ES-SP, es un proceso continuo e 
interactivo. Con carácter previo a la fase de identificación y valoración de riesgos de incorrec-
ción material en los estados financieros, el auditor considerará los procedimientos analíticos 
a aplicar, obtendrá una comprensión global del marco legal aplicable a la entidad auditada 
y de su cumplimiento, determinará las cifras de importancia relativa, la utilización, en su caso, 
de expertos y el desarrollo de otros procedimientos de identificación de riesgos. Con todo 
ello, determinará la estrategia global de la auditoría que incluirá el plan de auditoría; este 
plan detallará el momento, naturaleza, extensión de los procedimientos de identificación de 
riesgos y demás procedimientos posteriores.  

Para establecer la estrategia global de auditoría, la NIA-ES-SP 1300 “Planificación de la audi-
toría de estados financieros” (p8) indica que el auditor:  

a) Identificará las características del trabajo que definen su alcance.  

b) Determinará los objetivos del trabajo en relación con los informes a emitir con el fin de 
planificar el momento de realización de la auditoría y la naturaleza de las comunicacio-
nes requeridas.  

c) Considerará los factores que, según el juicio profesional del auditor, sean significativos 
para la dirección de las tareas del equipo del trabajo.  

d) Considerará los resultados de las actividades preliminares del trabajo y, en su caso, si es 
relevante el conocimiento obtenido en otros trabajos realizados para la entidad por el 
responsable del trabajo.  

e) Determinará la naturaleza, el momento de empleo y la extensión de los recursos necesa-
rios para realizar el trabajo.  
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En el párrafo 9 de la citada anterior norma técnica señala los requisitos del plan de auditoría, 
el cual incluirá una descripción de:  

a) La naturaleza, el momento de realización y la extensión de los procedimientos planifica-
dos para la valoración del riesgo.  

b) La naturaleza, el momento de realización y la extensión de procedimientos de auditoría 
posteriores planificados relativos a las afirmaciones.  

c) Otros procedimientos de auditoría planificados cuya realización se requiere para que el 
trabajo se desarrolle conforme con las NIA-ES-SP.  

Dentro de la documentación de la auditoría se incluirán los documentos anteriores, así como 
cualquier cambio significativo realizado en los mismos durante el trabajo de auditoría. 

Para el “análisis y valoración de riesgos”, los riesgos se miden en términos de impacto y 
de probabilidad y las normas técnicas plantean dos tipos de riesgos generales: 

a) De la entidad. 

b) De la auditoría. 

El riesgo de la entidad se entiende como la probabilidad de que un acontecimiento afecte 
adversamente a la entidad auditada; así, nos preguntaremos sobre: 

• ¿Qué riesgos existen? 

• ¿Cuál es la probabilidad de que ocurran? 

• ¿Cuáles serían las consecuencias si ocurrieran? 

• ¿Qué estrategias tiene la entidad para minimizar o controlar el riesgo? 

Como riesgo de la auditoría entendemos la posibilidad de emitir un informe de auditoría 
incorrecto por no haberse detectado errores, incorrecciones, irregularidades o incumplimien-
tos que modificarían el sentido de la opinión; el riesgo de auditoría es función del riesgo de 
incorrección material y del riesgo de detección. Para valorar este riesgo de auditoría, el audi-
tor tendrá que conocer el proceso de valoración de riesgo que lleva a efecto, a su vez, la enti-
dad auditada. 

El objetivo del auditor, según la NIA-ES-SP 1315 (p3), es identificar y valorar los riesgos de 
incorrección material, debida a fraude o error, tanto en los estados financieros como en las 
afirmaciones, mediante el conocimiento de la entidad y de su entorno, incluido su control 
interno, con la finalidad de proporcionar una base para el diseño y la implementación de res-
puestas a los riesgos valorados de incorrección material.  
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En la actualidad no podemos obviar la existencia de riesgos relevantes en materia de ciber-
seguridad y teletrabajo. 

Con carácter general, tal proceso de valoración de riesgos presenta las siguientes etapas:  

- Conocer la entidad y su entorno. 

- Análisis de las cuentas generales, identificando las operaciones y transacciones más rele-
vantes. 

- Identificar los procesos de gestión relevantes de la misma. 

- Identificar los riesgos y los controles claves de las áreas críticas: mapa de riesgos. 

- Revisar el diseño y funcionamiento de esos controles: pruebas de recorrido y de funcio-
namiento de los controles claves. 

- Aplicación de pruebas sustantiva. 

- Redacción del informe. 

Este análisis o valoración –que incluye la evaluación del control interno de la entidad- junto 
a la materialidad aplicada permitirá diseñar la naturaleza, momento de aplicación y exten-
sión de las pruebas de auditoría –sustantivas y de control- que le permitan minimizar los ries-
gos de auditoría a un nivel aceptable. De forma esquemática, el proceso sería (Figura 14.1). 

CAPÍTULO 14. AUDITORÍA PÚBLICA

MANUAL DE CONTABILIDAD Y AUDITORÍA DEL SECTOR PÚBLICO

CONSEJO GENERAL DE ECONOMISTAS DE ESPAÑA · COMITÉ DEL SECTOR PÚBLICO

identificadosdel CI
aluación

críticasla entidad
RiesgosEvÁreasConocer 

de auditoríade auditoría
Cobertura Pruebas

FIGURA 14.1. VALORACIÓN DE RIESGOS 

Fuente: Cabeza del Salvador (2015) pág. 10

Así, para la identificación y valoración de riesgos, los procedimientos a aplicar son básica-
mente: Indagaciones, procedimientos analíticos, observación e inspección.  

Finalizado el proceso de valoración, el auditor concluirá con el grado de confianza que el sis-
tema de control le proporciona para poder establecer el alcance y naturaleza, el momento y 
la extensión de las pruebas de auditoría a realizar. 

Una de las NIA-ES-SP más detallada y con guías más útiles para el auditor público es la rela-
tiva a las responsabilidades del auditor público con respecto al fraude (NIA-ES-SP 1240). El 
fraude, ya consista en información financiera fraudulenta o en apropiación indebida de acti-
vos, conlleva la existencia de un incentivo o un elemento de presión para cometerlo, así como 
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la percepción de una oportunidad para llevarlo a cabo y cierta racionalización del acto.  En 
esta materia, los objetivos del auditor son los siguientes: 

- Identificar y valorar los riesgos de fraude que puedan producir incorrección material en 
las cuentas anuales. 

- Obtener evidencia adecuada y suficiente de que las cuentas anuales están libres de inco-
rrección material por fraude, mediante el establecimiento de procedimientos de audito-
ría.  

- Responder adecuadamente a los indicios de fraude identificados en la realización de la 
auditoría. 

- Dar el tratamiento que, de acuerdo con las normas jurídicas específicas o generales, pro-
ceda en los supuestos de detección o riesgo de detección de fraudes. 

El objetivo de detección del fraude en una auditoría de cuentas no es tan amplio ni tan pro-
fundo como el que podría establecerse en un trabajo específicamente orientado a dicho obje-
tivo. Igualmente se hace referencia a las respuestas del auditor público o pruebas de audito-
ría frente al riesgo de incorrección material por fraude. 

Destacan igualmente los anexos de esta NIA-ES-SP en los que se detallan de forma muy 
exhaustiva ejemplos de circunstancias que pueden reflejar indicios de fraude en la gestión de 
recursos públicos. 

3.2.2. AUDITORÍA DE CUMPLIMIENTO DE LEGALIDAD 

La GPF-OCEX 4000, en su apartado 7, establece las exigencias relativas al proceso de plani-
ficación de la auditoría de cumplimiento; así señala las siguientes:  

- Identificación del destinatario del informe y del fiscalizado. El auditor debe identificar 
explícitamente al destinatario del informe y a la parte responsable o fiscalizado y exami-
nar las implicaciones de sus funciones a fin de llevar a cabo la auditoría y establecer la 
comunicación según corresponda.  

- Definición de la materia controlada y los criterios de auditoría correspondientes. El audi-
tor debe definir la materia controlada que se va a medir o evaluar en relación con los cri-
terios, debe identificar los criterios de auditoría pertinentes antes de llevar a cabo el tra-
bajo a fin de contar con una base para formular una conclusión o un dictamen sobre la 
materia controlada. 

- Determinación del nivel de seguridad, el auditor debe decidir si la auditoría ofrecerá una 
seguridad razonable o limitada, en función del mandato, las características de la materia 
controlada y las necesidades del destinatario o los destinatarios previstos. 
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- Determinación de la materialidad a fin de establecer una base para el diseño de la audi-
toría y revaluarla a lo largo del proceso. 

- Conocimiento de la entidad y su entorno, incluido el control interno a fin planificar y lle-
var a cabo la auditoría de manera eficaz. 

- Estrategia y planificación de la auditoría elaborada por el auditor al objeto de que des-
criba conjuntamente el modo en que se efectuará el trabajo para emitir informes que 
sean adecuados en función de las circunstancias, los recursos necesarios para ello y la 
organización temporal del trabajo de auditoría.  

- El auditor debe planear y llevar a cabo los procedimientos necesarios para obtener una 
evidencia de auditoría suficiente y apropiada que le permita elaborar una conclusión con 
el nivel de seguridad determinado. 

En la estrategia global de una auditoría de cumplimiento, los auditores del sector público 
deberán tomar en consideración los siguientes aspectos: 

a) Los objetivos, el alcance y la materia fiscalizada, los criterios y otras características de la 
auditoría de cumplimiento. 

b) La comunicación de obligaciones y objetivos, así como la fijación del destinatario de estas 
comunicaciones y del momento y la modalidad en que deben hacerse. 

c) Factores importantes que pueden influir en la ejecución de la auditoría. 

d) La materialidad y el análisis de riesgos de la auditoría. 

e) La experiencia acumulada de auditorías anteriores o relacionadas. 

f) La composición del equipo de fiscalización y la asignación de tareas dentro del mismo, 
así como la necesidad en su caso de contar con la ayuda de expertos. 

g) El calendario de la auditoría. 

Y para el plan de auditoría, que se basará esencialmente en la estrategia de auditoría, se 
reflejará:  

a) Una descripción de criterios identificados en relación con el alcance y las características 
de la auditoría de cumplimiento y con el marco legal, reglamentario o presupuestario. 

b) Una descripción de la naturaleza, el calendario y la extensión de los procedimientos de 
análisis de riesgos que resulte suficiente para valorar los riesgos de incumplimiento en 
relación con los diversos criterios de auditoría. 

c) Una descripción de la naturaleza, el calendario y la extensión de los procedimientos de 
auditoría planeados en relación con los diversos criterios y la valoración de riesgos de la 
auditoría. 
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Las disposiciones normativas son el elemento más importante de la auditoría de cumplimien-
to, ya que la estructura y contenido de las normas conforman los criterios objetivos de la 
auditoría y, por lo tanto, son la base para la ejecución de los trabajos de auditoría. Estas nor-
mas pueden ser de rango variado y hacer referencia a disposiciones que regulan la buena 
gestión financiera del sector público y la conducta de los funcionarios públicos. Los criterios 
son los puntos de referencia o parámetros con los que se contrasta el objeto de la auditoría 
de manera coherente y razonable.  

El auditor debe identificar los criterios utilizados para evaluar la evidencia de auditoría 
basándose en las principales normas aplicables. A partir de dichos criterios formulará los 
resultados y conclusiones de la citada auditoría.  

La identificación de estos criterios en la auditoría de cumplimiento constituye una fase esen-
cial del proceso de su planificación. Los criterios pueden revestir carácter formal, como una 
ley o un reglamento, una orden ministerial o las cláusulas de un contrato o de convenio; tam-
bién pueden ser menos formales, por ejemplo, un código deontológico o los principios que 
sustentan la ética o a expectativas relacionadas con prácticas consideradas aceptables (por 
ejemplo, a gastos de viaje, invitaciones o gastos de representación a costa del erario público 
si los límites al respecto no están fijados expresamente).  

Por tanto, al llevar a cabo una auditoria de cumplimiento, los auditores determinarán que los 
criterios son adecuados y pertinentes con respecto a la materia revisada y a los objetivos de 
la auditoría concreta que se está llevando a cabo.  

Los criterios de auditoría adecuados, ya se trate de la regularidad o la ética, deben presentar 
las siguientes características (GPF-OCEX 4000, p118): Pertinencia, integridad, fiabilidad, neu-
tralidad, comprensibilidad, utilidad, comparabilidad, aceptabilidad y accesibilidad. 

Teniendo en cuenta el alcance y objetivos de la auditoría, así como las características de la 
entidad auditada, se debe efectuar una valoración de riesgos para determinar la naturaleza, 
el momento de realización y la extensión de los procedimientos de auditoría a aplicar. La 
identificación de riesgos de incumplimiento y su impacto potencial sobre los procedimientos 
de auditoría se debe tener presente en todo el proceso de la auditoría. 

Tal valoración de riesgos se inicia con la identificación de incumplimientos legales y, a conti-
nuación, con la revisión de los controles internos y la respuesta de la entidad ante estos ries-
gos. Todo ello determinará las áreas críticas o áreas más expuestas a riesgos de incumpli-
mientos, concretando el enfoque de auditoría para hacer frente o dar respuesta a tal riesgo. 

Igualmente, el auditor público vigilará especialmente la existencia de posibles fraudes y 
deberá incluir factores de riesgos de fraude en sus evaluaciones de riesgo y permanecer aler-
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ta a las señales de potenciales fraudes que pudieran darse a lo largo de su trabajo. Si el audi-
tor encuentra casos de incumplimiento que pudieran ser indicativos de fraude, ejercerá la 
debida diligencia profesional para no interferir con cualquier proceso legal o investigador. 

El fraude en la auditoría de cumplimiento se relaciona principalmente con el abuso de la 
autoridad pública, pero también con la presentación de informes fraudulentos en materia de 
cumplimiento. Los casos de incumplimiento de lo dispuesto en las normas pueden consistir 
en el uso indebido y deliberado de la autoridad pública para obtener un beneficio inapropia-
do. 

El ejercicio de la autoridad pública incluye decisiones, omisiones, trabajo preparatorio, aseso-
ramiento, utilización de la información y otros actos en el servicio público. Los beneficios ina-
propiados son ventajas de naturaleza no económica o económica obtenidos mediante un 
acto intencionado de una o más personas a nivel directivo, de los encargados de la gestión, 
de los empleados o de terceros. 

3.3. Materialidad o importancia relativa 

3.3.1. EN AUDITORÍAS FINANCIERAS 

Según la NIA-ES-SP 1320 “Importancia relativa o materialidad en la planificación y ejecución 
de la auditoría” (p 5), el auditor debe aplicar el concepto de importancia relativa o materia-
lidad de una manera adecuada al planificar y ejecutar la auditoría, y al evaluar el efecto de 
las incorrecciones identificadas en los estados financieros, incluyendo omisiones, así como en 
la formación de la opinión a expresar en el informe de auditoría. El auditor determinará la 
misma para la ejecución del trabajo con el fin de valorar los riesgos de incorrección material 
y de determinar la naturaleza, el momento de realización y la extensión de los procedimien-
tos posteriores de auditoría. 

En la auditoría de entidades públicas sujetas a presupuesto limitativo debe aplicarse también 
umbrales de importancia relativa para evaluar la materialidad de las incorrecciones materia-
les detectadas en el estado de liquidación del presupuesto. 

Al establecer la estrategia global de auditoría, el auditor determinará la importancia relativa 
para los estados financieros en su conjunto. Si por concretas circunstancias específicas de la 
entidad, hubiera algún tipo o tipos determinados de transacciones, saldos contables o infor-
mación a revelar que, en caso de contener incorrecciones por importes inferiores a la citada 
importancia relativa y que pudiera influir en las decisiones económicas que los usuarios 
toman basándose en los estados financieros, el auditor determinará también el nivel o los 
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niveles de importancia relativa a aplicar a dichos tipos concretos de transacciones, saldos 
contables o información a revelar. 

Para determinar la importancia relativa para los estados financieros en su conjunto se aplica, 
habitualmente, como punto de partida un porcentaje a una referencia o magnitud base ele-
gida; la determinación del porcentaje y de la magnitud base elegida implica la aplicación del 
juicio profesional. La citada NIA-ES-SP 1320 cita como magnitud base, por ejemplo, el cinco 
por ciento del beneficio antes de impuestos de las operaciones continuadas –para una enti-
dad con fines de lucro en un sector industrial-, mientras que puede considerar que el uno por 
ciento de los ingresos ordinarios totales o de los gastos totales -para una entidad sin fines 
de lucro-; sin embargo, según las circunstancias, pueden considerarse adecuados porcentajes 
mayores o menores. Especialmente relevante puede resultar el parámetro de obligaciones 
reconocidas o el de gastos liquidados como base de la materialidad en entidades que han 
de ejecutar presupuestos limitativos.  

La IGAE en su Norma Técnica “sobre evaluación de la importancia relativa en las auditorías 
de cuentas”13 establece que las magnitudes a considerar para calcular los umbrales de mate-
rialidad serán el activo y los gastos, y en el caso de las entidades del sector público adminis-
trativo con presupuestos limitativo, las obligaciones reconocidas. Así: 

- Sobre la magnitud “activo” de las cuentas, se aplicará un porcentaje del 0,45 por cien-
to. 

- Sobre la magnitud de “gastos” o sobre las “obligaciones reconocidas”, el 0,55 por cien-
to. 

- Se sumarán las cifras resultantes de los cálculos anteriores, siendo el importe resultante 
el umbral de materialidad a aplicar en la auditoría de la entidad. 

- No obstante, si este importe resultara superior al 0,75 por ciento del activo o al tres por 
ciento de los gastos/obligaciones reconocidas, el umbral de materialidad a aplicar será el 
importe inferior de los resultados de los cálculos indicados en los puntos anteriores.   

Para la planificación y ejecución del trabajo, la IGAE, en la citada norma técnica, establece 
que la materialidad será inferior a la fijada para la emisión del informe; para ello establece 
un porcentaje entre el 80 y el 95 por ciento del umbral determinado para el informe. La fija-
ción de dicho porcentaje se efectuará en función del juicio del auditor, de la fiabilidad de las 
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cuentas de ejercicios anterior, de la valoración de riesgos y de la evaluación del control inter-
no de la entidad. 

Por su parte en la GPF-OCEX 1321 “Guía sobre la importancia relativa en las auditorías 
financieras” (p 5) indica que para calcular la importancia relativa de los estados financieros 
en su conjunto podrán tenerse en consideración las siguientes magnitudes: 

- En las entidades del sector público administrativo, el importe total de las obligaciones 
reconocidas netas del ejercicio, la cifra total del activo del balance, o el importe total de 
gastos de la cuenta de resultados.  

- En las empresas públicas (EP), el importe total de los gastos de explotación o del activo 
del balance.  

- En las fundaciones públicas (FP), el importe total de los gastos del ejercicio derivados de 
la actividad propia o bien el importe total del activo del balance.  

- A nivel de área, pueden tomarse como referencia el importe de las obligaciones recono-
cidas o derechos reconocidos en un capítulo presupuestario, así como el de las partidas 
del balance o cuenta de resultados que la integran.  

Los parámetros orientativos para calcular la materialidad para los estados financieros en su 
conjunto se sitúan entre el 0,5 y el 3 por ciento de las magnitudes anteriores. Estos porcen-
tajes son orientativos y atendiendo al volumen y peculiaridades de la entidad fiscalizada, el 
auditor, aplicando su juicio profesional, determinará los niveles de importancia relativa.  

El auditor también debe determinar la importancia relativa para la ejecución del trabajo con 
el fin de valorar los riesgos de incorrección material y determinar la naturaleza, momento de 
realización y extensión de los procedimientos de auditoría. La importancia relativa para la 
ejecución del trabajo se considera que no debe exceder, normalmente, del 85 por ciento de 
la materialidad establecida para los estados financieros en su conjunto. (GPF-OCEX 1321,  
p 6) 

Igualmente se establece que las cuestiones claramente significativas son cuestiones que cla-
ramente no tendrán consecuencias, tanto si se consideran individualmente como de forma 
agregada, cualquiera que sea el criterio de magnitud, naturaleza o circunstancias por el que 
se juzguen (NIA-ES-SP 1450, PA 2).  

La NIA-ES-SP 1320 no establece cómo calcular dicho importe; la GPF-OCEX 1321 (p 7) indica 
que para los trabajos de los OCEX y a efectos puramente orientativos, podrán considerarse 
claramente insignificantes las incorrecciones de importe inferior al 5 por ciento de la impor-
tancia relativa para la ejecución del trabajo. 
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3.3.2. EN AUDITORÍAS DE CUMPLIMIENTO DE LEGALIDAD 

En las auditorías de cumplimiento, la GPF-OCEX 4320 “Guía sobre la importancia relativa en 
las fiscalizaciones de cumplimiento de la legalidad” (p 4) señala que la importancia relativa 
en estos tipos de auditoría se determinará en función de: 

- Aspectos cualitativos de la materialidad 

- No siempre se puede/debe medir en términos monetarios 

- Objetivo de la auditoría 

- Juicio del auditor 

- Mandato legal 

Determinar el umbral de importancia relativa, cuantitativa y cualitativamente, es una cuestión 
de juicio profesional, consistente en la determinación del límite máximo tolerable de inco-
rrecciones que no se consideran relevantes a efectos de los resultados de la fiscalización, en 
función de los objetivos establecidos para la misma.  En la planificación del trabajo se esta-
blecerá, en su caso, el umbral de importancia relativa que se considere apropiado, ya sea en 
términos cuantitativos o cualitativos.  

Hay que resaltar que las normas técnicas de auditoría establecen como elemento fundamen-
tal para fijar la importancia relativa en las auditorías de cumplimiento el juicio profesional 
del auditor. Se tendrán en cuenta una serie de factores al emplear tal juicio para determinar 
si el incumplimiento es significativo. Entre estos factores cabe citar los siguientes (GPF-OCEX 
4320, p 5):  

- La materialidad cuantitativa del incumplimiento. Podría no ser razonable informar de un 
incumplimiento que se refiere a un importe reducido, salvo que sea recurrente 

-  La jerarquía legal de la norma vulnerada. Un incumplimiento de una ley es más grave 
que el incumplimiento de una resolución administrativa. El incumplimiento de un princi-
pio general es más importante que un incumplimiento formal  

- Los objetivos de la auditoría. Un incumplimiento de una norma puede no ser significativo 
a efectos de una auditoría financiera, pero puede serlo si es una auditoría de cumplimien-
to centrada en la norma incumplida  

- Los importes analizados podrán ser monetarios o medidos de forma cuantitativa como, 
por ejemplo, el número de ciudadanos o de entidades afectadas, los retrasos respecto del 
plazo establecido, etc.  

- Las circunstancias y la naturaleza del incumplimiento  
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- Los posibles efectos y consecuencias del incumplimiento  

- Las necesidades y expectativas del poder legislativo, los ciudadanos y los demás destina-
tarios del informe de auditoría  

- La visibilidad y carácter sensible del programa en cuestión. Por ejemplo, si es objeto de 
interés público significativo, si tiene repercusiones en ciudadanos vulnerables, etc.  

- El grado de extensión/intensificación del incumplimiento. No es lo mismo un incumpli-
miento aislado, que puede deberse a un error, que un incumplimiento sistemático y rei-
terado  

- Las causas o motivación tras el incumplimiento. Un suceso accidental, un error, será tra-
tado de forma diferente que un incumplimiento voluntario y deliberado 

- La claridad de la situación. Por ejemplo, un caso jurídicamente discutible, sobre el que se 
mantienen posturas jurídicas discrepantes entre la entidad y el auditor o los servicios jurí-
dicos  

- También debe distinguirse entre obligaciones claramente establecidas en la ley, de situa-
ciones en las que, no siendo obligatorio determinado comportamiento o procedimiento, 
resulta recomendable para mejorar la gestión de la entidad  

- Las acciones correctivas que pudiera haber adoptado la entidad para subsanar el incum-
plimiento detectado o prevenir futuros incumplimientos 

Sin embargo, se considerarán siempre “materiales” (GPF-OCEX 4320, p4) los incumplimien-
tos derivados de: Fraude, incumplimiento o comisión de actos ilícitos de carácter intenciona-
do, ocultación de información, resistencia intencionada a la colaboración u operaciones o 
actos ejecutados a sabiendas de falta de fundamento jurídico para su realización. 

Al valorar la importancia relativa de un posible incumplimiento debe aplicarse el principio de 
proporcionalidad, el cual exige que los actos de las administraciones públicas no deben reba-
sar los límites de lo que resulta apropiado y necesario para el logro de los objetivos legítima-
mente perseguidos por la normativa controvertida. 

En general deben distinguirse entre trámites o requisitos formales y otros materiales o esen-
ciales. Los requisitos materiales son estrictos y no admiten flexibilidad. Los requisitos forma-
les, sin embargo, no son tan rigurosos y no son causa para rechazar una determinada actua-
ción. De acuerdo con el principio de proporcionalidad, el incumplimiento de un requisito o 
trámite meramente formal podrá considerarse un incumplimiento leve; el incumplimiento de 
un requisito o trámite material o esencial será considerado bien significativo o bien grave. 
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En la GPF-OCEX 1230 se definen las incorrecciones claramente insignificantes. Un incumpli-
miento podrá considerarse claramente insignificante, por ejemplo, cuando no afecte a los 
principios generales, cuando su efecto económico sea claramente insignificante, cuando no 
tenga efecto en la determinación del adjudicatario de un contrato, en la concesión de una 
subvención o en la selección de personal, y cuando no se trate de un requisito o trámite esen-
cial o material. 

Esta Norma GPF-OCEX 4320 incluye un análisis completo y detalle de los principales incum-
plimientos en tres áreas relevantes de la gestión pública y sus efectos sobre el informe de 
auditoría: contratación administrativa, concesión de subvenciones y gestión de personal. Y 
para su reflejo en el informe, se estará a (Tabla 14. 2): 
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Fuente: GPF-OCEX 4320, p 7

TABLA 14.2. INCUMPLIMIENTOS LEGALES Y SUS EFECTOS EN EL INFORME DE CUMPLIMIENTO

Tipo de incumplimiento: (Descripción) .............................................................................................................. 
..........................................................................................................................................................................

Leve o poco significativo Significativo Grave o muy significativo

Incumplimiento de las nor-
mas que no se consideran 
significativos. 
Con frecuencia de carácter 
formal que no inciden 
negativamente en los prin-
cipios legales aplicables. 

Afecta a los principios generales 
y/o tiene un efecto negativo y sig-
nificativo en las cuentas anuales. 
El incumplimiento es aislado y no 
tiene carácter generalizado. 
El incumplimiento puede derivar 
de una interpretación “controverti-
da” de la norma.

Los incumplimientos de forma individual 
o en su conjunto afectan a los principios 
generales y/o tiene un efecto negativo y 
significativo sobre las cuentas anuales. 
Los incumplimientos son causas de nuli-
dad. 
Los incumplimientos tienen carácter 
generalizado o sistemático. 
Derivado de tal incumplimiento, el contra-
to no se adjudicó al mejor licitador, la 
subvención no se concedió a quién 
correspondía, etc.

Efecto en el informe: ........................................................................................................................................ 
..........................................................................................................................................................................

Leve o poco significativo Significativo Grave o muy significativo

No afectará a la opinión, 
que será favorable o no 
modificada. 
Los incumplimientos, no 
significativos, se podrán 
indicar en un anexo.

La opinión será modificada con 
salvedades. 
Los incumplimientos se deberán 
señalar en el fundamento de la 
opinión o en las conclusiones 

La opinión será modificada- adversa 
Los incumplimientos se deberán indicar 
en el fundamento de la opinión o en las 
conclusiones
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3.4. Áreas relevantes y programas de trabajo 

En la auditoría de regularidad -financiera y de cumplimiento- de una entidad pública sujeta a presu-
puesto limitativo, con carácter general y en función de los riesgos observados, contemplaremos las 
siguientes áreas de trabajo: (Tabla 14.3.) 
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Fuente: Elaboración propia

TABLA 14.3. ÁREAS RELEVANTES EN AUDITORÍA PÚBLICA 

 Presupuestos y liquidación                                                           Cuenta general de la entidad 

 Gastos de personal                                                                 Gastos de transferencias 

 Contratación administrativa                                                          Ingresos y deudores fiscales 

 Ingresos por transferencias. Fondos europeos                               Otros ingresos 

 Inmovilizado no financiero. Inventario                                       Tesorería 

 Resultados, situación financiera y endeudamiento                       Entes dependientes 

 Estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera                  Patrimonio Neto 

 Acreedores                                                                                   Consolidación contable 

 Efectos de la COVID-19                                                              Hechos posteriores

Para cada una de esas áreas analizaremos: 

- Análisis de la legislación aplicable 

- Cuentas afectadas (contabilidad general y presupuestaria) 

- Objetivos de auditoría financiera y de cumplimiento de legalidad 

- Análisis de riesgos y de control interno 

- Procedimientos y pruebas de auditoría  

- Programas de trabajo 

Y terminará el trabajo elevando las conclusiones, ajustes/reclasificaciones propuestas y recomendacio-
nes que se derivan del mismo. 

Los programas de trabajo incluyen el conjunto de procedimientos y pruebas de auditoría a aplicar en 
cada una de las áreas de trabajo, y deberán contener básicamente: 

- Objetivos concretos de la fiscalización del área 

- Valoración de riesgos y evaluación de control interno del área. Entornos informatizados 

- Materialidad tanto en términos cuantitativos como cualitativos 
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- Riesgo aceptado en la fiscalización 

- Procedimientos y verificaciones a aplicar para alcanzar cada uno de esos objetivos, teniendo en 
cuenta, en su caso, la evaluación de la función de intervención y de auditoría interna. 

- Equipo de auditoría  

- Tiempo previsto para la realización de cada tarea 

- En su caso, seguimiento de recomendaciones de informes anteriores 

Estos programas se pueden modificar/adaptar en el transcurso de la ejecución de los trabajos, dejando 
constancia justificada de tales modificaciones y de su fecha. 

Para la auditoría financiera, los procedimientos y pruebas de la auditoría pública son esencialmente 
los mismos que en la auditoría privada. Para la auditoría de cumplimiento, la GPF-OCEX 4000 apar-
tado 7, señala que el auditor debe seleccionar una combinación de técnicas de auditoría que le per-
mita formular una conclusión con el nivel de seguridad determinado; tal evidencia se obtendrá utili-
zando un abanico de métodos como los siguientes: Observación, inspección, indagación, confirmación 
externa, repetición, recálculo, prueba de confirmación, prueba de controles clave y procedimientos 
analíticos 

4. EL INFORME DE AUDITORÍA PÚBLICA 

Dadas las lógicas limitaciones de espacio, nos centraremos fundamentalmente en el informe de la 
auditoría de cuentas, circunscribiendo los comentarios sobre el resto de tipos de auditorías a la estruc-
tura de básica de los informes. 

4.1. El esquema de informe en la auditoría financiera 

De acuerdo con las NIA-ES-SP 1570 R, la 1600 y las del grupo 17XX, el esquema de informe de audi-
toría de cuentas o financiera que contienen es básicamente el siguiente: 

- Título  

- Destinatario  

- Sección opinión del auditor. Sección obligatoria  

- Sección fundamento de la opinión. Sección obligatoria 

- Sección entidad en funcionamiento por incertidumbre material relacionada con el principio de enti-
dad en funcionamiento 

- Sección cuestiones clave. Sección obligatoria  
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- Secciones énfasis y otras cuestiones  

- Sección otra información 

- Sección responsabilidad de los administradores (órgano de gestión). Sección obligatoria  

- Sección responsabilidad del auditor. Sección obligatoria  

- Sección “Informe sobre otros requerimientos legales y reglamentarios” 

- Firma del informe  

- Fecha del informe de auditoría 

El orden que se presenta en el anterior esquema debe respetarse, especialmente el orden de las sec-
ciones de la Opinión y del Fundamento de la Opinión; sobre el resto, y con el fin de lograr la necesaria 
uniformidad en los informes de auditoría pública, también se recomienda su respeto, salvo que, en cir-
cunstancias excepcionales y justificadas documentalmente, el auditor considere necesario una modifi-
cación del mismo en aras a una mejor comprensión del informe por parte de los usuarios.  

Las distintas normas técnicas del grupo 17XX se acompañan de diversos anexos y ejemplos de infor-
mes. Igualmente, la IGAE ha emitido la Nota Técnica de la Oficina Nacional de Auditoría 1/2020 sobre 
la estructura y contenido de los párrafos del informe de auditoría de cuentas según las NIA-ES-SP. 

En primer lugar, señalamos los aspectos diferenciadores sobre el modelo de informe que establecen 
las NIA-ES: 

- En la NIA-ES-SP 1701 “cuestiones claves de la auditoría”, se ha considerado a todas las entidades 
del sector público como “entidad de interés público”, eliminado la distinción entre entidad de inte-
rés público y de no interés público. En consecuencia, todas las entidades del sector público, aten-
diendo al principio de transparencia, se consideran como de especial relevancia o de interés público, 
no aplicándose la distinción contemplada en la normativa privada entre “cuestiones claves” y 
“aspectos relevantes de la auditoría” 

- Se habilita un espacio o sección en la estructura del informe para incumplimientos legales siempre 
que no afectan a la imagen fiel; en concreto en la sección informe sobre otros requerimientos lega-
les y reglamentarios 

- La consideración dentro de las cuentas anuales de la liquidación del presupuesto, para aquellas 
entidades sometidas a la figura del presupuesto limitativo y a los correspondientes principios pre-
supuestarios 

- Se incluyen diversos modelos o ejemplos sobre entidades públicas teniendo en cuenta si les corres-
ponde aplicar el plan general de contabilidad pública y sus normas de desarrollo o el plan general 
de contabilidad de la empresa española y sus diversas adaptaciones, en particular la referida a enti-
dades sin fines lucrativos 
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Igualmente destacamos dos aspectos que se incluyen en los informes de auditoría pública, especial-
mente, los emitidos por las instituciones de control externo: 

- Recomendaciones14. Suele incluirse en los informes un conjunto de recomendaciones emitidas para 
la mejora de la gestión de la entidad pública y que puedan contribuir significativamente a solventar 
las debilidades o deficiencias observadas. Estas recomendaciones deben de estar bien fundamenta-
das y añadir valor 

- Alegaciones. Estos informes incluyen normalmente los comentarios de la entidad fiscalizada/audi-
tada y responde a un proceso contradictorio que se debe observar en la elaboración del informe de 
auditoría. Esta fase de alegaciones contribuye a asegurar la calidad del informe: que sea equilibrado, 
que los hallazgos se presenten correctamente, que se pongan en perspectiva y dentro de contexto  

Del esquema general de informe citado en los anteriores apartados, destacamos los siguientes aspec-
tos: 

A) Sección opinión: al igual que en las NIA-ES, la opinión será: 
- No modificada o favorable 
- Modificada: Con salvedades, Adversa, Abstención 

La decisión respecto al tipo de opinión modificada que resulta adecuada depende de:  

a) La naturaleza del hecho que origina la opinión modificada, es decir, si los estados financieros 
contienen incorrecciones materiales, o si pueden contener incorrecciones materiales en el caso 
de la imposibilidad de obtener evidencia de auditoría suficiente y adecuada; y    

b) El juicio del auditor público sobre la generalización de los efectos o posibles efectos del hecho 
en los estados financieros 

De forma esquemática, la determinación de la opinión en la auditoría financiera (Tabla 14.4.): 
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14. Sobre los requisitos sobre estas recomendaciones puede verse la GPF-OCEX 1735 

TABLA 14.4.  TIPOS DE OPINIÓN EN LA AUDITORÍA FINANCIERA 

                                                                                    
                                                                                                                                                
Los estados financieros                              Opinión con salvedades                  Opinión desfavorable o adversa 
contienen incorrecciones  
materiales                                                                     

Imposibilidad de obtener                           Opinión con salvedades                      Denegación o abstención  
evidencia de auditoría suficiente                                                                                      de opinión 
y apropiada

Naturaleza del hecho que 
origina la opinión modificada

Juicio del auditor sobre la generalización de los efectos o posibles  
efectos sobre los estados financieros

Material pero no generalizado Material y generalizado

Fuente: NIA-ES-SP 1705 R; A1 y GPF-OCEX 1730; p 15 
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B) Sección entidad en funcionamiento por incertidumbre material relacionada con el principio de 
entidad en funcionamiento. Puede ser: 

- Utilización inadecuada del principio de entidad en funcionamiento en la formación de los esta-
dos financieros: opinión modificada (desfavorable o adversa) 

- Utilización adecuada y correcta revelación de la incertidumbre material en los estados financie-
ros: “Sección entidad en funcionamiento. Incertidumbre material relacionada con la entidad en 
funcionamiento” 

- Utilización adecuada e incorrecta revelación en los estados financieros: opinión modificada (sal-
vedades, desfavorable o adversa) 

C) Sección de cuestiones claves de auditoría 

Como se ha comentado previamente en el apartado 4 anterior en la adaptación de la NI-ES al 
Sector Público no se hace la distinción entre “cuestiones claves” y “aspectos relevantes de la audi-
toría”. 

El auditor público determinará, entre las cuestiones comunicadas a los responsables de la entidad, 
aquellas que le hayan requerido atención significativa al realizar la auditoría. 

La significatividad se puede entender como la importancia relativa de una cuestión considerada en 
el contexto de factores cuantitativos y cualitativos, tales como la magnitud relativa, la naturaleza 
y efecto sobre la materia objeto de análisis, así como el interés expresado por los usuarios a quie-
nes se destinan los estados financieros o las personas que los reciben. Esto requiere un análisis 
objetivo de los hechos y circunstancias, así como de la naturaleza y extensión de la comunicación 
con los responsables del gobierno de la entidad.  

El proceso para determinar las cuestiones claves (en adelante, CCA) es el resultado de aplicar el 
juicio del auditor para seleccionar, entre las cuestiones comunicadas a los responsables de la enti-
dad, aquellas que han supuesto una atención significativa del auditor en el periodo actual. Según 
señala la Nota Explicativa de NIA-ES-SP 1701, pueden resultar CCA los siguientes aspectos que 
requieren de por sí una atención especial para el auditor: 

• Las áreas de mayor riesgo valorado de incorrección material y de fraude  

• Riesgos significativos por operaciones inusuales, con partes vinculadas o por cambios de regu-
lación contable 

• Partidas con estimaciones importantes con grado de incertidumbre 

• Estimaciones que pueden variar en función de información adicional a lo largo de la auditoría 

• Áreas cuyo enfoque debió cambiarse como consecuencia de modificaciones en el riesgo inicial 
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• Aquellas cuestiones en las que tiene dificultades para obtener evidencia 

• Aquellos asuntos que requieren juicios de expertos 

• Aquellas áreas sobre las que se haya solicitado algún tipo de consulta por ser especialmente 
confusa o indeterminada la materia 

Por otra parte, es importante destacar que una cuestión que da lugar a una opinión modificada o 
a una incertidumbre material relacionada con el principio de entidad en funcionamiento es, por su 
propia naturaleza, una cuestión clave de la auditoría. 

Conviene precisar que la comunicación de una CCA no debe proporcionar, por lo general, infor-
mación inédita acerca de la entidad, puesto que describe la cuestión en el contexto de la audito-
ría. 

Finalmente reseñar que recientemente la IGAE ha aprobado la Nota Técnica 2/2021 sobre “las 
cuestiones clave de la auditoría de cuentas basada en las normas internacionales de auditoría adaptadas 
al sector público español (NIA-ES-SP)15”. Esta Norma, además de contemplar una serie de precisiones 
técnicas sobre las cuestiones claves a contemplar en todo el proceso de auditoría pública, desde 
la planificación hasta la fase de informe, incluye un catálogo de áreas y asuntos susceptibles de 
generar cuestiones claves, así como ejemplos de las mismas. 

D) Sección de párrafo énfasis 

El auditor público considera necesario llamar la atención de los usuarios sobre una cuestión o 
cuestiones presentadas o reveladas en los estados financieros que sea de tal importancia que 
resulte fundamental para entenderlos. Los párrafos de énfasis únicamente deberán referirse a 
información presentada o divulgada en los estados financieros.  

En la NIA-ES-SP 1706 R cita un caso en que es obligatorio la utilización del párrafo de énfasis; en 
concreto en el apartado A4 se afirma tal obligatoriedad cuando, con posterioridad a la fecha del 
informe de auditoría, llegan a conocimiento del auditor ciertos hechos y el auditor emite un informe de 
auditoría nuevo o rectificado (es decir, hechos posteriores al cierre). En otros supuestos, la citada 
norma señala que el auditor puede considerar necesario incluir un párrafo de énfasis: 

- La incertidumbre relacionada con resultados futuros de litigios o acciones administrativas excep-
cionales 

- Un hecho posterior al cierre que sea significativo y que ocurra entre la fecha de los estados 
financieros y la fecha del informe de auditoría 
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15. Puede verse en https://www.igae.pap.hacienda.gob.es/sitios/igae/es-ES/Control/CFPyAP/Paginas/NormasNotas 
Tecnicas.aspx 
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- La aplicación anticipada (cuando se permita), antes de su fecha de entrada en vigor, de una 
nueva norma contable que tenga un efecto material sobre los estados financieros 

- Una catástrofe grave que haya tenido, o continúe teniendo, un efecto significativo sobre la situa-
ción financiera de la entidad 

E) Sección párrafo de otras cuestiones 

El auditor público considera necesario comunicar un asunto diferente de los presentados o reve-
lados en los estados financieros que, a su juicio, sea relevante para que los usuarios entiendan la 
auditoría, las responsabilidades del auditor o el informe de auditoría. 

Como ejemplos de circunstancias que podían sugerir la inclusión de un párrafo sobre otras cues-
tiones, citamos: 

- Opinión de auditoría del ejercicio anterior, cambio de auditor o variación del sentido de la opi-
nión del ejercicio respecto a las cuentas del ejercicio anterior de la entidad 

- Utilización, de acuerdo con las previsiones legales, de pruebas directas de confirmación 

- Colaboración de auditores privados en el contexto de la auditoría pública 

- Cuestiones relacionadas con la planificación y con la delimitación del alcance 

- Información sobre observaciones y hallazgos significativos que no hayan afectado a la opinión 
y que se desean comunicar (por ejemplo, deficiencias de control interno) 

F) Sección otra información 

Trata de la responsabilidad de revisión e información que tiene el auditor en relación con la infor-
mación financiera y no financiera distinta de la contenida en las cuentas anuales; su alcance se 
centra en evaluar e informar sobre la concordancia de esa otra información con las cuentas anua-
les. Como ejemplos de otra información, se cita: Indicadores del Plan General de Contabilidad 
Pública, Coste de actividades, Informe de gestión, Información no financiera… 

G) Sección Informe sobre otros requerimientos legales y reglamentarios.  

El auditor público, además de las responsabilidades propias de la auditoría de cuentas, puede y/o 
debe cumplir con otras responsabilidades adicionales de información/análisis distintos a lo con-
templado en los estados financieros y siempre que sus conclusiones no afecten a la imagen fiel.  

Así, por ejemplo, puede pronunciarse sobre:     

- Cumplimiento de la normativa de ejecución presupuestaria  

- El procedimiento y normativa de concesión de subvenciones y préstamos  
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- La evaluación del sistema de cumplimiento de la entidad relativo al circuito financiero de ingre-
sos (liquidación, recaudación y gestión de impagados)  

- Cumplimiento de la legislación aplicable en materia de contratación pública, así como la ade-
cuación de los procedimientos utilizados a los principios de buena gestión financiera.  

- Cumplimiento de la legalidad en materia de personal  

- Verificación de los límites de deuda autorizados  

- Cualesquiera otras materias legales que por razón de la actividad de la organización auditada 
puedan tener cierta especificidad e importancia  

Debe tenerse presente que esta sección no se refiere a la opinión de una auditoría de cumplimien-
to de legalidad, sino exclusivamente a un análisis de legalidad sobre una materia concreta efec-
tuado en el contexto de una auditoría de cuentas y siempre que no afecte a la imagen fiel. 

En general la inclusión de un párrafo de un asunto cuya legalidad se cuestione, habrá de tener en 
cuenta las siguientes características: 

a) Indicación de que el alcance de la revisión se corresponde con el trabajo de una auditoría de 
cuentas, no de una revisión especializada en el cumplimiento de la legalidad o con la mejora 
de la gestión 

b) Opinión clara sobre el grado de cumplimiento de la legalidad, indicando que esta se circuns-
cribe al alcance indicado y por tanto es una opinión delimitada a dicho alcance y con una segu-
ridad limitada a los procedimientos realizados  

c) La opinión podrá ser sin incumplimientos legales o con incumplimientos legales. Si no hay 
incumplimientos legales (o propuestas de mejora en la gestión) no es preciso concretar más, 
en el caso de que los haya, se emplearán los criterios indicados en el punto siguiente 

d) Referencia completa, clara y sintética al asunto o actividad que genere el incumplimiento pre-
cisando la norma incumplida con expresión del artículo afectado y el nombre de la norma vul-
nerada y en su caso, el efecto real o potencial en el funcionamiento de la organización audi-
tada. Similares requisitos de concreción resultan necesarios cuando el objeto sea la mejora de 
la gestión 

4.2. El esquema de informe en la auditoría de cumplimiento de legalidad 

De acuerdo con la GPF-OCEX 4000 (p191) “El auditor debe comunicar las conclusiones mediante un infor-
me de auditoría. El juicio del auditor puede expresarse mediante opinión, dictamen, conclusiones, respuesta 
a preguntas de auditoría específicas o recomendaciones”. 
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La estructura de un informe de cumplimiento es la siguiente -aunque no necesariamente en el mismo 
orden- (GPF-OCEX 4000, p 210 y 218): 

a) Título  

b) Resumen (cuando corresponda) 

c) Destinatarios 

d) Opinión, dictamen o conclusiones  

e) Fundamentos de la opinión  

f) Descripción de la materia controlada  

g) Alcance y limitaciones de la auditoría, incluido el período abarcado por esta  

h) Responsabilidades del fiscalizado  

i) Responsabilidades del OCEX en relación con la auditoría de cumplimiento  

j) Identificación de las normas de auditoría y el nivel de seguridad  

k) Criterios de auditoría  

l) Explicación y razonamiento de los métodos usados  

m) Recomendaciones (cuando corresponda)  

n) Trámite de audiencia/alegaciones  

o) Fecha del informe  

p) Firma 

En una auditoría de cumplimiento, cuando se presenta una opinión, el auditor debe indicar si está o 
no modificada basándose en la evaluación de la materialidad y la generalización. La opinión del audi-
tor se modificará en los siguientes casos (GPF-OCEX 4000, p 197): 

a) Incumplimiento material. Según el alcance del incumplimiento, el resultado puede ser:  

• Opinión con salvedades: incumplimientos significativos, pero no generalizados, o  

• Opinión adversa: incumplimientos significativos y generalizados 

b) Limitación del alcance. Según el alcance de la limitación, el resultado puede ser:  

• Opinión con salvedades: si el auditor es incapaz de obtener una evidencia de auditoría suficiente 
y apropiada y los posibles efectos son significativos, pero no generalizados, o  

• Abstención de opinión: si el auditor no puede obtener una evidencia de auditoría suficiente y 
apropiada del respeto de las normas y el impacto puede ser significativo y generalizado 
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De forma esquemática, la opinión en las auditorías de cumplimiento con seguridad razonable presenta 
la siguiente casuística (Tabla 14.5): 
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TABLA 14.5. TIPOS DE OPINIÓN EN LA AUDITORÍA DE CUMPLIMIENTO

                                                                                    
                                                                                                                                                
Existen desviaciones                                  Opinión con salvedades                  Opinión desfavorable o adversa 
de cumplimiento                                                           

No se puede obtener evidencia                  Opinión con salvedades                       Denegación o abstención 
de auditoría suficiente y                                                                                                   de opinión 
apropiada

Naturaleza del hecho que 
origina la opinión modificada

Juicio del auditor sobre la generalización de los efectos o posibles  
efectos sobre el cumplimiento de la legalidad

Significativos pero no generalizados Significativos y generalizados

Fuente: Manual de Auditoría Pública de las Entidades Administrativas Fundación FIASEP, página 559. 

Las revisiones de seguridad limitada requieren la realización de un trabajo suficiente para poder expre-
sar una conclusión, aunque ese trabajo sea menor que el requerido para llegar a una conclusión de 
seguridad razonable; no obstante, los auditores del sector público valorarán si se ha obtenido eviden-
cia de auditoría suficiente y apropiada para emitir una conclusión de seguridad limitada. 

4.3. El esquema de informe en la auditoría operativa 

Sobre la estructura del informe de auditoría operativa, los auditores deben informar sobre sus obser-
vaciones respecto a la economía y eficiencia con la que los recursos son adquiridos y usados, y la efi-
cacia con la que los objetivos se cumplen. Los informes pueden variar considerablemente en alcance 
y naturaleza, por ejemplo, evaluando si los recursos se aplican de manera adecuada, valorando el 
impacto de los programas y políticas públicas, y recomendando cambios para obtener mejoras. 

Un informe de auditoría operativa debe incluir información acerca del objetivo de la fiscalización, las 
preguntas y sus respuestas, temas, criterios, metodología, fuentes de información, algunas limitaciones 
de los datos utilizados, y las observaciones realizadas. 

La auditoría operativa por su alcance y naturaleza no presenta un modelo de informe estandarizado. 
No obstante, el Tribunal de Cuentas Europeo, en su Manual de Auditoría de Gestión, señala el siguien-
te esquema general para los informes de esta naturaleza: 

1. Resumen. El resumen deberá reflejar de forma exacta y completa el contenido del informe, y orien-
tar al lector sobre el significado de las preguntas de auditoría y de las correspondientes respuestas.  
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2. Introducción. La introducción expone el contexto de la fiscalización, ayudando al lector a enten-
derla, así como sus observaciones. Se describirá el ámbito del trabajo, haciendo mención a: 

• Los objetivos 

• La normativa que regula la actividad 

• Las disposiciones presupuestarias y su impacto 

• Los principales sistemas y procesos 

• La descripción de los proyectos o programas  

3. Alcance, enfoque y metodología de la fiscalización. El alcance y enfoque de la fiscalización resul-
tan claves para que el lector sepa de qué tipo de informe se trata, y, por tanto, cómo pueden explo-
tarse los resultados y conclusiones, así como el grado de fiabilidad que se les puede conceder. Por 
tanto, la parte principal del texto deberá ofrecer, de manera concisa, los siguientes elementos:  

• El objeto de la auditoría  

• El motivo de la auditoría  

• Las preguntas de auditoría que deben ser contestadas  

• El alcance de la auditoría  

• Los criterios de auditoría  

• La metodología y el enfoque de auditoría  

• Las fuentes de datos y las limitaciones de los datos utilizados.  

4. Observaciones. La sección correspondiente a las observaciones constituye la parte principal del 
informe, y engloba las constataciones y las pruebas de auditoría. Las observaciones deberán orga-
nizarse –en la medida de lo posible– centrándose en las preguntas de auditoría, ya que éstas sir-
ven de punto de referencia para la fiscalización y sus conclusiones. Este enfoque permite al lector 
tener presente el propósito de la fiscalización, y hacerse una idea realista del informe, así como 
encuadrar las observaciones, conclusiones y recomendaciones en un contexto adecuado. Así debe 
presentarse claramente al lector: 

• Las normas o base que ha servido de referencia para juzgar la situación real (normativa, prácti-
cas habituales, normas internas…) 

• Los trabajos realizados o qué se ha examinado y por qué: alcance y ámbito de las verificaciones 

• Los hechos o situación constatada (sus causas e importancia relativa) presentando claramente 
la fuente y ámbito de las pruebas 

• Impacto y consecuencias, esto es, significado de la constatación y sus consecuencias para el pre-
supuesto y por qué es importante 
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5. Conclusiones y recomendaciones. El principal propósito de esta sección es proporcionar respues-
tas claras (conclusiones) a las preguntas de auditoría y formular las correspondientes recomenda-
ciones para mejorar la situación. Por consiguiente, las conclusiones, basadas en las observaciones 
significativas, deberán referirse a las preguntas de auditoría y deberán responder a las preguntas 
planteadas, en lugar de limitarse a resumir las observaciones. El informe deberá formular recomen-
daciones sobre cambios que pueden realizarse para solventar graves deficiencias constatadas 
siempre que las observaciones de auditoría demuestren la posibilidad de mejorar significativamen-
te las actividades y la gestión. 
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CAPÍTULO 15. LA CONTABILIDAD NACIONAL: EL SEC 2010 

1. INTRODUCCIÓN 

La contabilidad nacional describe el nivel de actividad de las economías de los diferentes países faci-
litando la comparación económica entre ellos, y ofrece además información sobre la elaboración y eva-
luación de las políticas económicas y sociales. La base conceptual de la contabilidad nacional es el 
Sistema de Cuentas Nacionales (SCN) y juega un papel importante en las economías de todos los paí-
ses porque son la principal herramienta de comunicación de la información económico-financiera de 
los gobiernos y proporciona un conjunto coherente de conceptos y principios sobre las economías 
nacionales de todo el mundo. 

Todos los usuarios, ya sean privados o públicos (administración, organismos internacionales, econo-
mistas, periodistas, hogares, organizaciones sin fines de lucro, sindicatos, etc.), piensan y se comunican 
a través de conceptos que emanan de las cuentas nacionales, como PIB, déficit y deuda públicos, gasto 
de consumo final de los hogares, formación de capital, subvenciones e impuestos públicos, y la posi-
ción externa de un país en relación con el resto del mundo. 

El SCN se puede utilizar para llevar a cabo: 

1. El seguimiento del comportamiento de la economía. Proporciona a los usuarios información sobre 
los principales indicadores macroeconómicos, lo que permite evaluar las fortalezas y debilidades 
de una economía. 

2. Previsiones económicas. Proporciona el marco contable para evaluar los parámetros significativos 
que muestran cómo se comporta una economía y los indicadores obtenidos también se pueden 
utilizar para hacer predicciones. 

3. El marco estadístico del gobierno central que debe utilizarse como marco de coordinación para 
todas las demás estadísticas a fin de obtener definiciones coherentes y, por tanto, datos fiables.  

4. El análisis macroeconómico y la política económica. Los encargados de formular políticas utilizan 
los indicadores de cuentas nacionales para analizar la situación actual, identificar los principales 
problemas y encontrar posibles soluciones. 

5. Las comparaciones internacionales deben basarse en los indicadores obtenidos de las cuentas 
nacionales. El desempeño de una economía en comparación con el de otra es evaluado por eco-
nomistas, periodistas u otros analistas de acuerdo con los conceptos, definiciones y clasificaciones 
comunes proporcionados por el SCN. 

CAPÍTULO 15. LA CONTABILIDAD NACIONAL: EL SEC 2010 

MANUAL DE CONTABILIDAD Y AUDITORÍA DEL SECTOR PÚBLICO

CONSEJO GENERAL DE ECONOMISTAS DE ESPAÑA · COMITÉ DEL SECTOR PÚBLICO



384

En el caso de las Administraciones Públicas, dentro de una economía, es importante señalar que en la 
medición y presentación de la información sobre su actividad económica y financiera coexisten la con-
tabilidad pública económico-patrimonial, la contabilidad presupuestaria y la contabilidad nacional, 
ofreciendo las dos primeras información de carácter microeconómico, y la tercera información agrega-
da de ámbito macroeconómico. Cada uno de estos tres subsistemas de información define sus propios 
conceptos y utiliza sus propias reglas de reconocimiento y valoración, que conducen a conceptos y 
cuantificaciones diferentes de algunas magnitudes agregadas clave como el déficit y la deuda públi-
cos. No obstante, la información recogida en contabilidad nacional deriva de las fuentes de informa-
ción que proporciona la contabilidad pública microeconómica (Dasí y Gimeno, 2013).  

En Europa, en el ámbito de la contabilidad nacional existe un marco único, el Sistema Europeo de 
Cuentas (SEC), armonizado con el SCN aplicable en el resto del mundo, pero no ocurre lo mismo en 
el ámbito de la contabilidad microeconómica, en la que cada Estado miembro tiene un sistema de 
información contable pública diferente. Por ejemplo, el SEC obtiene como magnitud fundamental la 
Capacidad/Necesidad de financiación para todos los Estados miembros (ver Gráfico 15.1), mientras en 
el caso de España, la contabilidad patrimonial aplica el PGCP 2010 y, entre otras magnitudes, obtiene 
el Ahorro/Desahorro, y la contabilidad presupuestaria aplica la normativa presupuestaria obteniendo 
la magnitud Déficit/Superávit presupuestario. Estos tres sistemas y estas tres magnitudes utilizan cri-
terios de reconocimiento, delimitación del sector, valoración e imputación temporal diferentes, dado 
que responden a objetivos diferentes, y requieren de determinados ajustes para su conciliación, como 
veremos más adelante (Dasí et al., 2016, 2017). 
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GRÁFICO 15.1. TRES SISTEMAS DE INFORMACIÓN CONTABLE PÚBLICA

Fuente: Elaboración propia.
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En Europa, las cifras del marco SEC desempeñan un papel importante en la formulación y el segui-
miento de las políticas sociales y económicas de la UE y sus Estados miembros. 

2. FUNDAMENTOS DEL SEC 2010 

2.1 Antecedentes  

El desarrollo de la contabilidad nacional ha estado impulsado por la necesidad de cuantificar los recur-
sos disponibles y movilizarlos, tanto en periodos de guerra como de postguerra. La introducción del 
SCN 1993, sitúa el interés oficial en la comparabilidad de las estadísticas económicas en torno a 1928 
con la celebración de la Conferencia Internacional de Estadísticas Económicas organizada por la 
Sociedad de Naciones con el fin de estimular el desarrollo de este tipo de estadísticas y la adopción 
de métodos uniformes de presentación. El Acta Final de la Conferencia instó a los países a considerar 
la posibilidad de ampliar el alcance de las estadísticas oficiales a fin de facilitar la preparación de esti-
maciones del ingreso nacional a intervalos regulares. El trabajo sobre la renta nacional recibió un 
impulso como resultado de la Gran Depresión de la década de 1930, por un lado, y la evolución de la 
teoría macroeconómica, por el otro (Dasí y Gimeno, 2013). 

Tras la Segunda Guerra Mundial, hubo una necesidad inmediata de medidas comparables de la renta 
nacional como base para la distribución de los costes de las organizaciones internacionales. Los tra-
bajos del Premio Nobel, Richard Stone, con el objetivo de desarrollar un sistema de cuentas nacionales 
que pudiera ser utilizado por los países miembros de la OCEE (posteriormente OCDE) para el segui-
miento de la reconstrucción llevada a cabo bajo el Plan Marshall, pueden considerarse el primer paso 
hacia un sistema de cuentas nacionales (SCN). Una versión revisada de estos trabajos publicada por 
la OCEE constituye el SCN 1953. 

El primer capítulo del informe de 1953 se ocupaba del desarrollo y los usos de la contabilidad nacio-
nal. La utilización más relevante de las estadísticas de contabilidad nacional había estado ligada a la 
política pública. Los países que recurren principalmente a medidas monetarias y fiscales consideran 
útiles las cuentas nacionales porque ofrecen un marco sistemático para la evaluación del curso que 
probablemente seguirá el desarrollo económico y de los ajustes necesarios en la política gubernamen-
tal. 

Tras el SCN 1953, se han realizado varias revisiones y actualizaciones que se han materializado en los 
SCN 1968, SCN 1993 y el SCN 2008.  

En Europa, las cuentas nacionales proporcionaron también un marco para la información sobre las 
condiciones y el desempeño económico que se utilizó para administrar la ayuda de posguerra y fomen-
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tar el crecimiento económico. El primer Sistema Europeo de Cuentas se publicó en 1970 (SEC 70) y 
fue el resultado del trabajo realizado bajo la exclusiva responsabilidad de la Oficina de Estadística de 
la Unión Europea (Eurostat), en colaboración con las oficinas de estadística de los Estados miembros, 
y era la versión comunitaria del SCN 68. Este sistema fue parcialmente revisado y publicado en 1979 
y se aprobaron cambios metodológicos importantes en noviembre de 1995, con la aprobación del 
Reglamento sobre el Sistema Europeo de Cuentas Nacionales y Regionales (SEC 95). 

Más tarde se realizó una nueva revisión de las metodologías internacionales de contabilidad nacional 
que culminó con la publicación del SCN en su versión 2008, así como la adopción del SEC 2010 con 
el objetivo de mejorar y actualizar los sistemas de contabilidad nacional (Gráfico 15.2). 
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GRÁFICO 15.2. EVOLUCIÓN HISTÓRICA DE LA CONTABILIDAD NACIONAL

Fuente: Dasí y Gimeno (2013).  

2.2 Características generales  

El SEC 2010 constituye un marco contable comparable a escala internacional, cuyo fin es realizar una 
descripción sistemática y detallada del total de una economía (una región, un país o un grupo de paí-
ses), sus componentes y sus relaciones con otras economías.  
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Entre las principales características del SEC 2010, hay que destacar que, al haberse promulgado 
mediante un Reglamento (Reglamento UE 549/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo), es de 
aplicación obligatoria en todos sus elementos a todos los Estados miembros de la Unión Europea 
(UE), lo cual asegura para todos ellos la utilización de una metodología uniforme. Además, es un sis-
tema contable armonizado con el SCN 2008, que proporciona las directrices sobre contabilidad nacio-
nal para todos los países del mundo. 

El SEC 2010 existe paralelamente al SCN 2008 debido al uso de los datos de las cuentas nacionales 
que se hace en la UE. Los Estados miembros son responsables de la recogida y presentación de sus 
propias cuentas nacionales a fin de describir la situación económica de sus países. También compilan 
un conjunto completo de cuentas que se presentan a la Comisión Europea (Eurostat) como parte de 
un programa reglamentario de transmisión de datos, que se utilizan en ámbitos clave de la política 
social, económica y presupuestaria de la Unión. Entre los usos de dichos datos cabe destacar la deter-
minación de la contribución monetaria de los Estados miembros al presupuesto de la UE, denominada 
“cuarto recurso”, la ayuda a las regiones de la UE a través de los Fondos Estructurales y la vigilancia 
del rendimiento económico de los Estados miembros en el marco del Procedimiento aplicable en caso 
de Déficit Excesivo (PDE) y del Pacto de Estabilidad y Crecimiento (PEC) (SEC, párrafo 1.11). 

Los datos recogidos en el marco del SEC tienen una importancia fundamental para la UE y sus Estados 
miembros a la hora de formular y supervisar su política social y económica y presenta entre otras apli-
caciones (SEC, párrafo 1.19):  

a) El seguimiento y encauzamiento para la elaboración de la política macroeconómica y monetaria 
de la zona del euro, y definición de los criterios de convergencia utilizados en el marco de la Unión 
Económica y Monetaria (UEM) en términos de datos de las cuentas nacionales (por ejemplo, tasas 
de crecimiento del PIB).  

b) La definición de los criterios de déficit público y de deuda pública aplicados en el marco del pro-
cedimiento de déficit excesivo (PDE). 

c) La concesión de ayudas financieras a las regiones de la UE: para la distribución de las ayudas a 
las regiones se toman como base las cuentas regionales. 

d) El cálculo de los recursos propios del presupuesto de la UE. 

Los conceptos incluidos en el SEC 2010 tienen varias características importantes (SEC, párrafos 1.20-
1.33): 

a) Son compatibles a escala internacional, porque son coherentes con los que figuran en las direc-
trices internacionales sobre contabilidad nacional, es decir, el SCN 2008. Esta compatibilidad inter-
nacional es fundamental a la hora de comparar estadísticas de diversos países. 
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b) Están armonizadas con otros sistemas de estadísticas sociales y económicas, ya que el SEC 2010 
utiliza conceptos y clasificaciones que también se utilizan para otras estadísticas económicas y 
sociales de los Estados miembros, como las estadísticas industriales, las estadísticas sobre el 
comercio exterior y las estadísticas sobre el empleo. Esta armonización facilita la conexión y com-
paración con los datos que figuran en ellas, garantizando la calidad de los datos de las cuentas 
nacionales. Además, estos conceptos y clasificaciones del SEC 2010 están también armonizados 
con los de las Naciones Unidas. 

c) La utilización de esos conceptos comunes en el marco de la contabilidad nacional y de los otros 
sistemas de estadísticas sociales y económicas permite obtener medidas coherentes como el défi-
cit y la deuda públicos como porcentajes del PIB, ratios que requieren que haya coherencia entre 
los conceptos de déficit, deuda pública y producto interior bruto. 

d) Son operativas, ya que, en la práctica, pueden medirse y únicamente se reflejan las actividades o 
los elementos que tienen cierta importancia. Además, algunos conceptos van acompañados de 
una orientación clara sobre la forma de estimarlos y se han adoptado algunas convenciones. 

e) Difieren de la mayoría de los conceptos administrativos de los Estados miembros, dado que los 
conceptos administrativos difieren de un país a otro y cambian con el tiempo, lo que impide la 
comparabilidad internacional y temporal. 

f) Están reconocidas y establecidas para un largo período de tiempo. Esta continuidad conceptual 
reduce la necesidad de volver a calcular las series temporales y limita la vulnerabilidad de los con-
ceptos ante las presiones políticas nacionales e internacionales. Por estos motivos, los datos de las 
cuentas nacionales se han podido utilizar como base objetiva de información para la política eco-
nómica y el análisis económico. 

g) Se centran en la descripción del proceso económico en términos monetarios y fácilmente obser-
vables. Los stocks y los flujos que no pueden observarse fácilmente en términos monetarios o que 
no tienen una contrapartida monetaria clara no se registran en el SEC. 

h) Son aplicables en distintas situaciones y para fines diferentes. 

El SEC 2010 consta de 24 capítulos, incorporando capítulos nuevos a su predecesor, el SEC 95, en los 
que se tratan aspectos del sistema que reflejan los cambios que se han producido en la forma de medir 
las economías modernas, o en la utilización del sistema de contabilidad nacional en la UE. 

2.3. División de la economía: Unidades estadísticas y su agrupación 

El sistema SEC 2010 utiliza dos tipos de unidades y dos maneras correspondientes de dividir la eco-
nomía, que son bastante diferentes y se utilizan con fines analíticos distintos (SEC, párrafos 1.54-
1.56). 

CAPÍTULO 15. LA CONTABILIDAD NACIONAL: EL SEC 2010 

MANUAL DE CONTABILIDAD Y AUDITORÍA DEL SECTOR PÚBLICO

CONSEJO GENERAL DE ECONOMISTAS DE ESPAÑA · COMITÉ DEL SECTOR PÚBLICO



389

- Para describir la renta, el gasto y los flujos financieros, y los balances, el sistema agrupa las unidades 
institucionales por sectores, atendiendo a sus funciones principales, su comportamiento y sus obje-
tivos. 

- Por otra parte, una unidad institucional puede realizar varias actividades. Además de su actividad 
principal puede realizar actividades secundarias y auxiliares tanto destinadas a la propia unidad 
como de apoyo a otras unidades. Por esta variedad de actividades que puede llevar una unidad ins-
titucional puede realizarse otra agrupación que resulta útil para analizar los procesos productivos. 
Así pues, para la descripción de los procesos de producción y para el análisis input-output, el sistema 
agrupa las unidades de actividad económica a nivel local (UAE locales) por ramas de actividad.  

En este capítulo nos centraremos en las unidades institucionales, que son entidades económicas capa-
ces de ser propietarias de bienes y activos, contraer pasivos y participar en actividades y operaciones 
económicas con otras unidades, en nombre propio. Atendiendo a la similitud de comportamiento eco-
nómico de algunas unidades institucionales, el SEC 2010 las agrupa en cinco sectores institucionales 
mutuamente excluyentes: 

a) sociedades no financieras (S.11) 

b) instituciones financieras (S.12) 

c) administraciones públicas (S.13) 

d) hogares (S.14) 

e) instituciones sin fines de lucro al servicio de los hogares (ISFLSH) (S.15) 

Es importante definir criterios claros y sólidos para asignar las entidades a los sectores (SEC, párrafo 
1.35): 

• El sector público está compuesto por todas las unidades institucionales residentes en la economía 
que están controladas por las administraciones públicas 

• El sector privado está compuesto por todas las demás unidades residentes 

En la Tabla 15.1 se presentan los criterios utilizados para distinguir entre sector público y privado, así 
como dentro del sector público, entre el sector de las administraciones públicas y el sector de las socie-
dades públicas, y, dentro del sector privado, entre el sector de las ISFLSH y el de las sociedades privadas. 
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Fuente: SEC, párrafo 1.35.

TABLA 15.1. CRITERIOS DE DISTINCIÓN ENTRE SECTOR PÚBLICO Y PRIVADO

              CRITERIOS                                      CONTROL POR AAPP                             CONTROL PRIVADO 

  Producción no de mercado                       Administraciones Públicas                                     ISFLSH 

     Producción de mercado                              Sociedades públicas                               Sociedades privadas
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Una actividad se considerará como actividad de mercado si los correspondientes bienes y servicios se 
negocian en las siguientes condiciones (SEC, párrafo 1.37): 

1) los vendedores tratan de aumentar al máximo sus beneficios a largo plazo y para ello venden sus 
bienes y servicios libremente en el mercado a cualquiera que pague el precio que piden, 

2) los compradores tratan de aumentar al máximo su utilidad habida cuenta de sus recursos limita-
dos, y para ello compran los productos que responden mejor a sus necesidades al precio propues-
to, 

3) existen mercados eficaces a los cuales los compradores y los vendedores tienen acceso y sobre los 
cuales tienen información; un mercado eficaz puede funcionar aun cuando no se cumplan íntegra-
mente estas condiciones. 

El conjunto de los cinco sectores señalados constituye el total de la economía nacional. Cada sector 
está dividido, a su vez, en subsectores. El sistema SEC 2010 permite elaborar una serie completa de 
cuentas de flujos y de balances para cada sector y subsector, y para el total de la economía. 

2.4. Información básica en el sistema. Flujos y stocks 

El SEC 2010 registra dos tipos básicos de información: los flujos y los stocks (SEC, párrafo 1.64). Estos 
se recogen en una serie ordenada de cuentas relacionadas entre sí que describen el ciclo económico. 

Los flujos se refieren a las acciones y los resultados de los acontecimientos que tienen lugar durante 
un período determinado de tiempo. Así pues, los flujos reflejan la creación, la transformación, el inter-
cambio, la transferencia o la extinción de valor económico y suponen variaciones del valor de los acti-
vos o pasivos de una unidad institucional (SEC, párrafo 1.65). 

Por su parte, los stocks se refieren a la situación en un momento determinado. Son los activos y los 
pasivos que se poseen en un momento concreto. Los stocks se registran al principio y al final de cada 
ejercicio contable. Las cuentas en que figuran los stocks se denominan balances (SEC, párrafo 1.85). 

2.5. Reglas contables en el SEC 2010  

Una cuenta registra las variaciones del valor de una unidad o un sector de acuerdo con la naturaleza 
de los flujos económicos a que se refiere la cuenta. Las cuentas siguen un formato tradicional en forma 
de “T”, donde los empleos y activos se sitúan a la izquierda y los recursos y pasivos y patrimonio neto 
a la derecha (SEC, párrafo 1.89). 

Ambos lados se equilibran mediante la introducción de un saldo contable, normalmente en los emple-
os de la cuenta, que se obtiene restando el valor total de las partidas de un lado de una cuenta del 
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valor total de las partidas del otro lado. Para el conjunto de la economía constituyen agregados sig-
nificativos de actividad económica.  

Para una unidad o un sector, la contabilidad nacional se basa en el principio de la partida doble. 
Cada operación se registrará dos veces, una vez como recurso (o variación de pasivos) y otra como 
empleo (o variación de activos). El total de operaciones registradas como recursos o variaciones de 
pasivos y el total de operaciones registradas como empleos o variaciones de activos han de ser iguales, 
lo que permite comprobar la consistencia de las cuentas. 

Para todas las unidades y todos los sectores, las cuentas nacionales se basarán en el principio de la 
partida cuádruple, ya que en la mayoría de las operaciones intervienen dos unidades institucionales. 
Cada operación de esta clase será registrada dos veces por los agentes que intervienen en ella (SEC, 
párrafos 1.91-1.92). 

En cuanto a la valoración, en el caso de las operaciones monetarias y los activos y pasivos en efectivo, 
se dispone directamente de los valores que deben registrarse. En la mayoría de los demás casos, el 
mejor método de valoración se establece por referencia a los precios de mercado de bienes, servicios 
o activos análogos (SEC, párrafo 1.95). 

Respecto al registro y reconocimiento, los flujos se registrarán conforme al principio de devengo, es 
decir, cuando se crea, transforma o extingue el valor económico, o cuando nacen, se transforman o se 
cancelan los derechos y las obligaciones (SEC, párrafo 1.101). 

2.6. Cuentas, principales agregados y sucesión de cuentas 

El sistema SEC 2010 está articulado en tres bloques: cuentas corrientes, cuentas de acumulación y 
cuentas de balance. Se trata de una sucesión de cuentas relacionadas entre sí:  

• Las cuentas corrientes se ocupan de la producción, generación, distribución y redistribución de la 
renta, y la utilización de dicha renta en forma de consumo final.  

- Cuenta de producción: registra los productos y los insumos del proceso de producción, siendo el 
saldo contable el valor añadido y un agregado esencial, el PIB a precios de mercado. 

- Cuenta de explotación: presenta las operaciones de rentas primarias desde la perspectiva de los 
sectores de fuente y no de destino; registra la remuneración de los asalariados y los impuestos 
sobre la producción adeudados a las administraciones públicas, siendo el saldo contable el exce-
dente de explotación. 

- Cuenta de asignación de la renta primaria: renta primaria es la renta que reciben las unidades 
residentes en virtud de su participación directa en el proceso de producción y propiedad; se regis-
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tran en esta cuenta los flujos de rentas de propiedad, entrantes y salientes, de modo que el saldo 
contable es el saldo de las rentas primarias que entran en el sector. 

- Cuenta de distribución secundaria de la renta: registra la redistribución de dichas rentas a través 
de transferencias. Los principales instrumentos de redistribución son los impuestos de las admi-
nistraciones públicas recaudados entre los hogares y las prestaciones sociales abonadas a los 
hogares. El saldo contable es la renta disponible. 

- Cuenta de utilización de la renta disponible: registra el gasto final de los hogares, dejando el 
ahorro como saldo contable 

• Las cuentas de acumulación son cuentas de flujos. En ellas se registran las diversas causas de las 
variaciones de los activos y pasivos de las unidades, así como la variación de su patrimonio neto. 
abarcan las variaciones de los activos y pasivos y las variaciones del patrimonio neto.  

- Cuenta de capital: registra las adquisiciones menos las cesiones de activos no financieros reali-
zadas por unidades residentes y mide la variación del patrimonio neto debida al ahorro (saldo 
contable final de las cuentas corrientes) y a las transferencias de capital. Esta cuenta muestra, o 
bien una capacidad de financiación que corresponde al importe de que dispone una unidad o 
un sector para financiar, directa o indirectamente, a otras unidades o sectores, o bien una nece-
sidad de financiación que corresponde al importe que una unidad o sector se ve obligado a pedir 
prestado a otras unidades o sectores 

- Cuenta financiera: La cuenta financiera registra, por tipo de instrumento financiero, las variacio-
nes de los activos y pasivos financieros que dan lugar a la capacidad o necesidad de financia-
ción. Dado que estas deberían corresponderse con los saldos contables financieros excedentarios 
o deficitarios, trasladados a esta cuenta como primera anotación asiento en la variación de los 
pasivos y el patrimonio neto, no existe saldo contable en esta cuenta. La clasificación de los acti-
vos y pasivos utilizada en la cuenta financiera es idéntica a la utilizada en los balances 

• Los balances muestran el total de activos al inicio y final de cada periodo, así como la variación del 
patrimonio neto total para cada sector y para la economía en su conjunto. Es un registro de variables 
stock y no de flujos. 

La sucesión de cuentas se aplica a las unidades institucionales, los sectores y subsectores institucio-
nales y el total de la economía (SEC, párrafo 8.05). 

Los saldos contables se establecen tanto brutos como netos. Se trata de saldos brutos cuando se cal-
culan sin deducir el consumo de capital fijo y de saldos netos cuando se calculan tras deducir dicho 
consumo. Los saldos netos son más significativos a la hora de reflejar saldos contables, ya que el con-
sumo de capital constituye una demanda de renta disponible a la que debe atenderse si se quiere 
mantener el stock de capital de la economía (SEC, párrafo 8.06). 
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Un esquema simplificado de la sucesión de cuentas, así como los saldos contables y principales agre-
gados se recoge en el Gráfico 15.3. 
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GRÁFICO 15.3. ESQUEMA SIMPLIFICADO DE LA SUCESIÓN DE CUENTAS EN EL SEC 2010

Fuente: Elaboración propia a partir del SEC, párrafo 1.118.
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3. LA CONTABILIDAD NACIONAL Y LAS CUENTAS DE LAS ADMINISTRACIONES 
PÚBLICAS 

3.1. Las cuentas de las Administraciones Públicas  

Las Administraciones Públicas constituyen un sector institucional fundamental, que comprende el 
gobierno central, los gobiernos locales y regionales y la seguridad social, bajo el código S13. 

En el sistema SEC 2010 las actividades de las Administraciones Públicas se presentan separadas de las 
del resto de la economía en el capítulo 20 porque sus competencias, motivación y funciones son dife-
rentes de las de otros sectores. Es importante destacar en este punto que Eurostat ha publicado diver-
sos manuales y guías para apoyar la aplicación del SEC, destacando el Manual de Déficit y Deuda 
Públicos. 
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La inclusión de este capítulo en el Reglamento que aprueba el SEC como norma fundamental fue nece-
sario para obligar a los Estados miembros a su aplicación en el marco del Pacto de Estabilidad y 
Crecimiento (PEC) y el PDE, que se define en el Tratado de Maastricht. Según los términos del PEC, el 
déficit público de un Estado miembro no puede superar el 3% de su producto interior bruto (PIB), 
mientras que su deuda pública debe no superar el 60% del PIB. Si un Estado miembro no respeta estos 
límites, se activa el denominado PDE. Esto implica varias medidas, incluida la posibilidad de sanciones, 
para alentar al Estado miembro en cuestión a tomar las medidas adecuadas para rectificar la situación. 
Los mismos límites de déficit y deuda son también criterios para la Unión Económica y Monetaria 
(UEM) y, por tanto, para la adhesión al euro. Los dos criterios de Maastricht sobre el déficit y la deuda 
pública están ligados entre sí, dado que un déficit ocasiona generalmente un aumento de la deuda. 
Normalmente los principales indicadores de las finanzas públicas se expresan en porcentaje del PIB 
para posibilitar comparaciones internacionales, dado que para el mismo valor absoluto de déficit un 
país más rico es más capaz de financiar sus desequilibrios que un país pobre o pequeño económica-
mente, cuya recaudación fiscal y potencial de endeudamiento son más reducidos. 

La obligatoriedad apuntada anteriormente del SEC y la aplicación de los criterios del Tratado de 
Maastricht, basados en definiciones que pertenecen al ámbito de las cuentas nacionales, han favore-
cido la utilización de las cuentas nacionales por los Estados miembros de la UE para analizar sus finan-
zas públicas. 

Eurostat es la Oficina Estadística de la Comisión Europea y una de sus principales tareas es el control 
y la publicación, dos veces al año, de las cifras sobre el déficit y la deuda de los Estados miembros de 
la zona euro y de la UE. Un instrumento clave y un complemento fundamental del SEC 2010 es el 
Manual del SEC sobre el déficit público y la deuda pública, que garantiza la aplicación adecuada del 
marco conceptual del SEC para obtener datos fiables y comparables en toda la UE. 

3.2. El capítulo 20 del SEC 2010  

El capítulo 20 del SEC está dividido en cuatro secciones, además de la introducción. La sección I 
“Definición del sector de las administraciones públicas” se centra en un tema fundamental como 
es la delimitación de las administraciones públicas, teniendo en cuenta sus competencias y funciones 
económicas. Se trata de una cuestión clave en la determinación de las magnitudes de déficit y deuda 
públicos. 

El “sector administraciones públicas” (S.13) “incluye todas las unidades institucionales que son pro-
ductores no de mercado cuya producción se destina al consumo individual o colectivo, que se financian 
mediante pagos obligatorios efectuados por unidades pertenecientes a otros sectores y que efectúan 
operaciones de redistribución de la renta y de la riqueza nacional” (SEC, párrafo 2.111). Por tanto, la 
configuración del sector se determina atendiendo a criterios de delimitación económica y no de forma 
jurídica. Se divide en cuatro subsectores (párrafo 2.113): 
a) administración central (S.1311) 
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b) administración regional (S.1312) 
c) administración local (S.1313) 
d) fondos de la seguridad social (S.1314) 

Para clasificar una entidad dentro o fuera del sector administraciones públicas en términos de SEC, se 
sigue un árbol de decisión, que requiere contestar secuencialmente las siguientes tres preguntas. 

(1) Si la entidad es una unidad institucional (esto es, si tiene autonomía de decisión y, si no la tiene, 
de quien depende) 

(2) Si la entidad está controlada por una entidad privada o bien por la administración pública 

(3) Finalmente, si la actividad de la entidad es de mercado o no de mercado. Se plantea la cuestión 
de clasificar dentro o fuera del sector Administraciones Públicas, a aquellas unidades instituciona-
les que realizan actividades comerciales y vendan productos o presten servicios, para lo que será 
necesario analizar si se trata de un productor de mercado o de no mercado, en este último caso 
cuando la producción de una unidad institucional es suministrada gratuitamente o a precios eco-
nómicamente no significativos. La cuestión esencial es determinar la existencia de “precios econó-
micamente significativos” (SEC, párrafo 3.19, precios que tienen un efecto significativo sobre el 
volumen de productos que los productores están dispuestos a ofrecer y sobre el volumen de pro-
ductos que los compradores están dispuestos a adquirir), lo que comporta el análisis de criterios 
cualitativos y de la regla cuantitativa test del 50% (para ser un productor de mercado, la unidad 
debe cubrir como mínimo el 50 % de sus costes por medio de sus ventas)   
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GRÁFICO 15.4. CRITERIOS DE DELIMITACIÓN DEL SECTOR ADMINISTRACIONES PÚBLICAS

 Fuente: Elaboración propia a partir del SEC 2010, párrafo 20.17.
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Esto se traduce en que entidades con la misma forma jurídica, ya sean entidades públicas empresaria-
les o incluso sociedades mercantiles públicas, aparecerán sectorizadas como Administraciones Públicas 
o como entidades de mercado, en función del análisis en profundidad de las actividades que desarro-
llen y demás características específicas. Esta distinción es fundamental porque únicamente las unida-
des institucionales clasificadas como Administraciones Públicas consolidan a efectos de déficit y 
deuda públicos. 

La “presentación de las Estadísticas de las Finanzas Públicas (EFP)”, sección II, de las actividades 
económicas de las administraciones públicas incluye la secuencia de cuentas de una manera más ade-
cuada para los analistas de finanzas públicas y los responsables de la formulación de políticas públi-
cas. La presentación de EFP utiliza agregados y saldos contables definidos en términos de conceptos, 
definiciones, clasificaciones y reglas contables del SEC para que se midan de manera consistente con 
otras variables macroeconómicas y con las mismas medidas en otros países. 

En el SEC, la presentación de las EFP tiene una gran repercusión, ya que se utilizan directamente en 
la toma de decisiones de la política europea y de control fiscal. Tal y como reconoce el propio SEC 2010 
(párrafo 20.68), la experiencia ha demostrado que, para las administraciones públicas, una presenta-
ción alternativa a la sucesión de las cuentas del SEC en el marco central se adapta mejor a determi-
nadas necesidades analíticas. Aunque el registro de los flujos y posiciones de saldos es igual en los 
dos conjuntos de datos, SEC y EFP, existen algunas diferencias debido a los particulares objetivos de 
cada uno de ellos. En general, ambos tienen el mismo interés en las actividades del sector público, si 
bien los datos se disponen de manera distinta y los flujos difieren en algunos casos. Hay que tener en 
cuenta además que el SEC concilia las cuentas corrientes, de acumulación y los balances para todos 
los sectores institucionales, mientras que las EFP únicamente lo hacen para el sector público (ver 
Manual de Estadísticas de Finanzas Públicas FMI, 2014, párrafo A7.13). 

Los distintos objetivos de las EFP y el SEC requieren que algunas transacciones y otros flujos econó-
micos se registren y presenten de modo diferente. La presentación de las EFP basada en el SEC (párra-
fo 20.69) consiste en las operaciones registradas en las diversas cuentas corrientes, la cuenta de capi-
tal y la cuenta financiera del SEC, reorganizadas para las operaciones no financieras en una presenta-
ción en una cuenta única, más apropiada para el análisis fiscal. Además, ofrecen una imagen diferente, 
aunque integrada, de las cuentas de las administraciones públicas con las siguientes medidas de la 
actividad económica de dichas administraciones públicas: ingresos, gastos, déficit/superávit, financia-
ción, otros flujos económicos y balance (SEC, párrafo 20.68). 

Como se recoge en el Gráfico 15.5, en el sistema de las EFP, los ingresos se definen como el agregado 
de todas las operaciones registradas como recursos positivos en el marco central del SEC, y las sub-
venciones a cobrar en las cuentas corrientes, así como las transferencias de capital a cobrar registradas 
en la cuenta de capital. El gasto es un agregado de todas las operaciones registradas con empleos 
positivos y como subvenciones a pagar en las cuentas corrientes, así como los gastos de capital (la for-
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mación bruta de capital, más las transferencias de capital a pagar) registrados en la cuenta de capital. 
Estas medidas de ingresos y gastos son específicas a la presentación de las estadísticas de las finanzas 
públicas, pero las operaciones subyacentes son las del SEC (SEC, párrafo 20.70). 

La diferencia entre ingresos y gastos, como se recoge en el Gráfico 15.5, equivalente al superávit/défi-
cit, es la capacidad / necesidad de financiación (B.9). Representa el importe que las Administraciones 
Públicas tienen a su disposición para prestar (capacidad), o que deben pedir prestado (necesidad), 
para financiar sus operaciones no financieras: un saldo B9 negativo muestra la existencia de déficit 
público y supondrá la necesidad de incrementar la deuda para financiarlo, lo que conllevará un aumen-
to de la carga de intereses; un saldo B9 positivo muestra un superávit público que permitiría al gobier-
no reducir su deuda. En principio, la capacidad/necesidad de financiación se puede derivar también de 
las operaciones en activos y pasivos financieros (SEC, párrafo 20.71).  

Una de las desventajas que presenta este saldo es que puede llegar a ser negativo por las operaciones 
de inversión (capítulos 6 y 7 del presupuesto) llevadas a cabo por el gobierno, que también puede con-
siderarse positiva por cuanto puede repercutir en el crecimiento económico Por ello, otros países no 
europeos prefieren utilizar un saldo diferente, como es el ahorro bruto, que refleja únicamente los gas-
tos e ingresos por operaciones corrientes (Lequiller y Blades, 2018). 

La sección III “Cuestiones contables relacionadas con las administraciones públicas” recoge reglas 
adicionales sobre algunos temas más complejos de clasificación y medición para el sector de las 
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GRÁFICO 15.5. PRESENTACIÓN EFP

Fuente: Elaboración propia partir del SEC 2010, párrafo 20.72. 
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Administraciones Públicas como los ingresos fiscales, el momento de registro de las operaciones, las 
relaciones de las Administraciones Públicas con sociedades públicas, las operaciones de deuda o las 
colaboraciones público-privadas. 

La sección IV “El sector público” introduce el concepto de sector público, formado no solo por las 
Administraciones Públicas, sino que también incluye las sociedades públicas (SEC, párrafo 20.303), es 
decir, todas las unidades controladas por las Administraciones Públicas como se aprecia en el Gráfico 
15.4.  

El “sector Público” es un concepto más amplio que el “sector Administraciones Públicas” al incluir 
también aquellas unidades institucionales públicas que están controladas por las Administraciones 
Públicas, a pesar de que lleven a cabo una actividad de mercado y se encuentren clasificadas fuera del 
“sector Administraciones Públicas” (S.13), tanto en el sector “sociedades no financieras” como en el 
sector “instituciones financieras” públicas.  

A diferencia de muchas otras regiones del mundo, las EFP tienen un gran impacto en la sociedad por-
que se utilizan directamente en las decisiones de control político y fiscal europeo y, en ausencia de 
reglas armonizadas de contabilidad pública, se han convertido en una norma común de contabilidad 
pública. 

 

3.3. El Manual de Déficit y Deuda públicos de Eurostat  

El Manual proporciona orientación sobre el tratamiento adecuado de las cuestiones estadísticas plan-
teadas en la UE en relación con las estadísticas financieras públicas, y desarrolla cuestiones tales como 
las siguientes: 

1. Delimitación del sector Administraciones Públicas 

2. Momento de registro de las transacciones y criterio de reconocimiento 

3. Gobierno general y entidades controladas por el gobierno 

4. Relaciones entre gobierno y sector financiero 

5. Venta de activos 

6. Arrendamientos, concesiones y colaboraciones público-privadas 

7. Transacciones y garantías relacionadas con la deuda 

8. Medición de la deuda de las Administraciones Públicas 

El Reglamento (CE) 479/2009 del Consejo, modificado por el Reglamento (UE) 679/2010 del Consejo 
y el Reglamento (UE) 220/2014 de la Comisión, exige que los Estados miembros de la UE notifiquen 
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los datos relacionados con el PDE a Eurostat dos veces al año, al final de marzo y de septiembre. Los 
datos se presentan en tablas armonizadas denominadas Tablas de notificación de PDE. Estas tablas 
están diseñadas específicamente para proporcionar un marco coherente, con un enlace a los agrega-
dos presupuestarios nacionales y entre el déficit y los cambios en la deuda, y que aparecen recogidas 
en el Manual de Déficit y Deuda Públicos. Estos datos son plenamente compatibles con los datos de 
las EFP suministrados a través del SEC 2010 (ver Gráficos 15.5 y 15.7): 

- TABLA 1 PDE recoge para las Administraciones Públicas un resumen de la capacidad/necesidad de 
financiación del sector y sus subsectores, el endeudamiento bruto consolidado por instrumento, la 
formación bruta de capital fijo, los intereses consolidados y el PIB 

- TABLA 2 PDE proporciona un vínculo entre el superávit/déficit presupuestario (working balance) y 
la capacidad/necesidad de financiación para cada subsector de las Administraciones Públicas 

- TABLA 3 PDE establece el vínculo entre la capacidad/necesidad de financiación y la variación de la 
deuda pública 

- TABLA 4 PDE muestra información complementaria: el volumen de crédito comercial pagadero por 
el gobierno; el importe pendiente de la deuda pública procedente de la financiación de empresas 
públicas; el alcance y las razones en caso de diferencias sustanciales entre el valor nominal y el valor 
de mercado de la deuda pública; y la Renta Nacional Bruta (RNB) 

Los valores de referencia para el déficit público y la deuda se basan en conceptos definidos en el SEC 
2010 y se desarrollan a continuación.  

Hay que tener en cuenta que ambas magnitudes están estrechamente relacionadas: un déficit duran-
te un período de tiempo específico dará lugar a un aumento correspondiente en el nivel de deuda y, 
por el contrario, un superávit público permitirá el reembolso de la deuda pública y, por tanto, reducirá 
el nivel de endeudamiento. 

3.3.1. LA CAPACIDAD/NECESIDAD DE FINANCIACIÓN 

En las cuentas nacionales, el superávit (+) / déficit (-) del sector de las Administraciones 
Públicas se denomina capacidad (+) / necesidad (-) de financiación (B.9) y la conciliación 
entre ambas magnitudes se recoge en la Tabla 2 PDE.  

Se parte de la magnitud “working balance” que se define en la última columna como el 
resultado presupuestario de operaciones no financieras (balance of non-financial budget 
operations). Asimismo, se indica la base de reconocimiento de dicha magnitud, caja 
(cash), devengo (accrual), mixta (mixed) u otras (other). Esta magnitud debe ser ajustada 
para obtener la capacidad/necesidad de financiación (Gráfico 15.6).  

CAPÍTULO 15. LA CONTABILIDAD NACIONAL: EL SEC 2010 
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Los ocho ajustes recogidos en la Tabla 2 PDE podríamos agruparlos en cuatro categorías, tal 
y como se recoge en el Gráfico 15.7. (Dasí et al., 2013, 2014): 

- Ajustes relacionados con diferencias en la clasificación de las operaciones, financieras o 
no financieras, en el cálculo del resultado presupuestario en la normativa de un Estado 
miembro y el SEC 2010. 

- Ajustes originados por diferencias en el criterio de reconocimiento (criterio de devengo 
versus criterio de caja). 

- Ajustes están relacionados con diferencias en la delimitación del sector entre las norma-
tivas nacionales de los Estados miembros y el SEC 2010. 

- Ajustes originados por diferencias en el momento de registro, por desfases temporales 
en el reconocimiento de ingresos y gastos, además de otros ajustes. 

3.3.2. LA DEUDA PÚBLICA 

Es destacable que en el SEC 2010 no existe una definición de "deuda" como tal, aunque sí 
se define el concepto de “pasivo financiero total” y sus categorías (SEC, párrafo 5.13) con-
cepto más amplio que la llamada “deuda de Maastricht a los efectos del PDE” recogida en 

CAPÍTULO 15. LA CONTABILIDAD NACIONAL: EL SEC 2010 
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GRÁFICO 15.6. DETERMINACIÓN DE LA CAPACIDAD/NECESIDAD DE FINANCIACIÓN A PARTIR  
DEL RESULTADO PRESUPUESTARIO NO FINANCIERO EN EUROPA

Fuente: Elaboración propia.  

WORKING BALANCE
 (DÉFICIT/SUPERÁVIT 

PRESUPUESTARIO) DELIMITACIÓN DEL SECTOR
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+/– AJUSTES POR DIFERENCIAS

CAPACIDAD/NECESIDAD 
FINANCIACIÓN (DÉFICIT/SUPERÁVIT

EN C. NACIONAL)
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el Reglamento (CE) nº 479/2009 del Consejo. Las definiciones también difieren en términos 
de medición, ya que la deuda de Maastricht se valora a valor nominal, mientras que en el 
SEC/EFP la valoración se realiza principalmente a precio de mercado.  

La deuda PDE representa la deuda bruta consolidada total en las siguientes categorías de 
pasivos públicos (según se definen en el SEC 2010): efectivo y depósitos (AF.2), valores repre-
sentativos de deuda (AF.3) y préstamos (AF.4). Todos ellos se miden a valor nominal al final 
del período para reflejar el monto que las Administraciones Públicas están contractualmente 
comprometidas a reembolsar a los acreedores al vencimiento. Esta valoración es diferente de 
la valoración del precio de mercado utilizada en el marco del SEC 2010 (Dabbicco, 2018).   

Por otra parte, el concepto “pasivos totales” reflejado en las Cuentas Financieras de la 
Economía Española del Banco de España16 (ver Tabla 15.2) es el concepto más amplio posible 
y comprende la totalidad de los pasivos contraídos por las Administraciones Públicas, inde-

CAPÍTULO 15. LA CONTABILIDAD NACIONAL: EL SEC 2010 
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GRÁFICO 15.7. CONCILIACIÓN WORKING BALANCE Y CAPACIDAD /NECESIDAD DE FINANCIACIÓN 
(TABLA 2 PDE) 

Fuente: Dasí et al. (2014)  

16. Puede verse http://www.bde.es/webbde/es/estadis/ccff/ccff.html. y https://www.bde.es/webbde/es/estadis/infoest 
/htmls/notamet_pde.pdf 
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pendientemente de su naturaleza (emisión de moneda, valores representativos de deuda, 
participaciones en el capital y en fondos de inversión, préstamos no comerciales, a corto y a 
largo plazo, en euros y en monedas distintas del euro, créditos comerciales y otras obligacio-
nes pendientes de pago). En cuanto a la valoración de los pasivos incluidos en este concepto, 
se sigue la metodología que establece SEC 2010 a valor de mercado. 

Por tanto, el concepto de “Deuda de Maastricht elaborada según el PDE” se diferencia prin-
cipalmente del concepto de “Pasivos totales” en que no incluye los pasivos de las 
Administraciones Públicas en poder de otras Administraciones Públicas ni los créditos comer-
ciales y otras cuentas pendientes de pago. Además, en cuanto a los métodos de valoración, 
los valores representativos de deuda se computan por su valor nominal en la deuda elabo-
rada según el PDE (Tabla 15.2).  

CAPÍTULO 15. LA CONTABILIDAD NACIONAL: EL SEC 2010 

MANUAL DE CONTABILIDAD Y AUDITORÍA DEL SECTOR PÚBLICO

CONSEJO GENERAL DE ECONOMISTAS DE ESPAÑA · COMITÉ DEL SECTOR PÚBLICO

Esto significa que los intereses devengados pendientes de pago no se incluyen en la deuda 
pública, ya que no forman parte de la valoración nominal. Además, esta definición también 
excluye algunos pasivos financieros, como los derivados financieros y otras cuentas a pagar 
(que incluyen créditos comerciales) por problemas en la valoración y calidad de los datos. 

TABLA 15.2. DISTINTOS CONCEPTOS DE ENDEUDAMIENTO

Fuente: Elaboración propia a partir de Nota metodológica Banco de España https://www.bde.es/webbde/es/estadis/infoest/htmls/nota-
met_pde.pdf.

INSTRUMENTOS                                                                     PASIVOS TOTALES                      DEUDA PDE 

EFECTIVO Y DEPÓSITO                                                                          X                                            X 

VALORES DISTINTOS DE ACCIONES                                                        

- Valores en poder AAPP                                                                       X                                            – 

- Resto de valores                                                                                 X                                            X 

CRÉDITOS NO COMERCIALES A L/P EN PODER AAPP                            X                                            – 

OTROS CRÉDITOS NO COMERCIALES L/P                                              X                                            X 

CRÉDITOS NO COMERCIALES C/P                                                         X                                            X 

CRÉDITOS COMERCIALES Y OTROS PASIVOS                                        X                                            – 
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